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Contraloría General de la República:
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Diputado García don René Manuel, Solicita al C.G.R. ordenar que se inicie una investigación respecto de la licitación pública realizada por la municipalidad de Villarrica, del proyecto denominado “Mejoramiento Alumbrado Público Villarrica, Lican Ray y Ñancul”, adjudicado a la empresa Elecnor Chile S.A. 
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Ministerio de Interior:
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Diputado Sandoval, Solicita adoptar las medidas del caso tendientes a poner término a la situación que se produce por el trabajo, principalmente en servicios ligados a la industria del turismo, de un gran número de extranjeros con visa de turista, en la Región del General Carlos Ibáñez Del Campo, e informe a esta Corporación.



Ministerio de Obras Públicas:
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Ministerio de Bienes Nacionales:


-
Diputado Díaz don Marcelo, Solicita se informe sobre el cierre de todos los accesos al río Elqui en el tramo comprendido entre las localidades de 
Rivadavia y Tres Cruces.



Ministerio de Trabajo y Previsión Social:


-
Diputado Robles, Solicita revisar el caso del trabajador Sr. Carlos Benavides Guijón, y que se inste a mutualidad respectiva a que ejerza su función protectora en materia de pago de licencia médica y suspensión del término del contrato de trabajo hasta que se restablezca la salud de la persona individualizada.



Ministerio de Salud:


-
Diputado Ascencio, Solicita informar sobre factibilidad de aportar recursos para crear red de residencia destinada a enfermos siquiátricos en Chiloé, e incrementar cupos del Sistema de Hogar Protegido que funciona actualmente en dicha isla.


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informar respecto del pago de las cotizaciones de salud del señor Denis Marcelo Herrera Fuenzalida.


-
Diputada Molina doña Andrea, Solicita información respecto a denuncias de habitantes de las comunas de La Calera y Nogales, acerca del aumento de enfermedades estomacales, señalando si esta situación guarda relación con los problemas que han sufrido los relaves de la zona, como consecuencia del terremoto de febrero pasado.
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Diputado Robles, Solicita revisar el caso del trabajador Sr. Carlos Benavides Guijón, y que se inste a la mutualidad respectiva a que ejerza su función protectora en materia de pago de licencia médica y suspensión del término del contrato de trabajo hasta que se restablezca la salud de la persona individualizada.
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Diputado Díaz don Marcelo, Disponer, con motivo de la detección de un murciélago con resultado positivo de rabia en la Escuela Leonardo Da Vinci, de la ciudad de Vicuña, se adopten medidas complementarias, dentro del plan sanitario implementado, mismo que considera insuficiente, para evitar la propagación de dicha enfermedad.


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Solicita antecedentes al ministerio de Salud sobre los alcances del plan de concesiones anunciado por el gobierno para dicho sector.



Ministerio de Vivienda y Urbanismo:


-
Diputada Sabat doña Marcela, Solicita se informe sobre el plan de reparación del bache ubicado en la calle Eliodoro Yáñez, a la altura del N° 971, comuna de Providencia, Región Metropolitana.



Ministerio de Planificación y Cooperación:


-
Diputada Pacheco doña Clemira, Solicita informar sobre las medidas que dispondrá y las gestiones que realizará el ministerio a su cargo, para erradicar los flagelos de la prostitución, la pornografía y el trabajo infantil. 



Ministerio Medio Ambiente:


-
Diputado SILVA, Solicita información respecto al número de presentaciones ingresadas, procesadas y tramitadas, como asimismo sobre la metodología y las categorías de clasificación; y, finalmente, acerca de las estadísticas asociadas a dichas presentaciones, de parte de la Comisión Asesora Presidencial para la Protección de los Derechos de las Personas.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (114)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alinco Bustos René
PPD
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
IND
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PRI
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolu Rasera, Nino
UDI
XV
1

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Delmastro Naso, Roberto
RN
XIV
53

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Marinovic Solo de Zaldívar, Miodrag
IND
XII
60

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
IND
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
V
9

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PRI
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Mendez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
IND
XV
1

Velásquez Seguel, Pedro
IND
IV
8

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Se contó, además, con la asistencia del ministro de Defensa, señor Jaime Ravinet.

-Asistieron, también, los senadores señores Víctor Pérez y Juan Antonio Coloma.-







II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El acta de la sesión 113ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 114ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Prosecretario accidental) da lectura a la Cuenta.

-o-

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia solicita autorización para sesionar los jueves de cada semana, de 10.15 a 12.00 horas, con la finalidad de cumplir con el encargo de la Sala de investigar las responsabilidades políticas y administrativas en el incendio que afectó al Centro de Detención Preventiva de San Miguel, tomar conocimiento de las acciones emprendidas por la actual administración y la propuesta que ha diseñado en materias carcelarias en el corto, mediano y largo plazo.

¿Habría acuerdo?

No hay acuerdo.

V. ORDEN DEL DÍA

NORMAS ESPECIALES SOBRE PUBLICIDAD Y RESERVA DE ACTUACIONES PROCESALES POR CIERTOS DELITOS Y REFORZAMIENTO DE SANCIONES POR DELITOS CONTRA MIEMBROS DE LAS POLICÍAS. Primer trámite constitucional.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley, iniciado en mensaje, con urgencia calificada de discusión inmediata, que establece normas especiales sobre publicidad y reserva en las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías.

Diputado informante de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional es el señor Alberto Cardemil.

Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 7217-07, sesión 76ª, en 15 de septiembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 3.

-Informe de las comisiones unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional, sesión 117ª, en 20 de diciembre de 2010. Documentos de la Cuenta N° 4.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta).- Tiene la palabra el diputado informante.

El señor CARDEMIL (de pie).- Señora Presidenta, en representación de las Comisiones Unidades de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional, informo el proyecto de ley boletín Nº 7217-07, iniciado en mensaje de su excelencia el Presidente de la República, que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones 



procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías.

Los objetivos del proyecto son dos: 

Primero, establecer normas especiales sobre publicidad, reserva y secreto, respecto de ciertas actuaciones procesales relacionadas con la investigación y juzgamiento de delitos considerados militares, en contra de bienes jurídicos considerados militares cometidos por civiles y que, por ende, van a quedar sujetos a la jurisdicción ordinaria. Por lo tanto, van a ser jueces civiles quienes van a conocer estos delitos, los que, por su naturaleza, requieren de ciertas normas especiales sobre publicidad, reserva y secreto.

Segundo, concretar una definición política tomada por la actual administración, autora del proyecto de ley, a fin de hacer más estrictas las sanciones para castigar los delitos cometidos en contra de las policías de Carabineros e Investigaciones. Es decir, crea, por así decirlo, un estatuto especial para proteger a las policías en actos de servicio ordenados por la autoridad.

Estas materias se encontraban contenidas en el proyecto boletín Nº 7203-02, despachado por la Cámara de Diputados y el Senado. El Tribunal Constitucional ya lo revisó y pronto será promulgado como ley de la república. 

Dicho proyecto de ley, que sus señorías aprobaron, traspasa la jurisdicción militar a la civil en los casos en que los eventuales imputados sean civiles y deja a la justicia militar ciertos delitos cuando los imputados son militares. 

A partir de tal definición, nunca un civil podrá ser imputado por un tribunal militar y, al revés, un militar tampoco podrá ser imputado por uno civil.

El proyecto de ley contemplaba, además, ciertas normas para proteger la actuación de las policías, las que, como consecuencia de la primera iniciativa, quedaban en una situación que era necesario regular. 

Por otra parte, se establecían estas famosas normas de reserva sobre actuaciones procesales cuando los delitos cometidos por civiles tuvieran carácter militar.

El artículo primero del nuevo proyecto define los delitos considerados militares cometidos por civiles que ahora estarán entregados al conocimiento de la justicia ordinaria. Como comprenderán los señores diputados, existe un conjunto restringido de delitos cuya investigación y juzgamiento podría significar ventilar materias que podrían afectar la seguridad nacional, por cuanto inciden en forma directa en objetivos y funciones de las ramas castrenses, razón por la que la presente iniciativa contempla una serie de normas especiales que deben aplicarse en dichos procesos para preservar la reserva de la información y evitar que a través de un procedimiento judicial puedan divulgarse, por ejemplo, secretos militares, instalaciones estratégicas, planes de batalla y directrices relacionadas con la seguridad de la nación y la protección de su población, así como antecedentes sobre fronteras y recursos, todo lo cual constituye un medio no sólo para el resguardo de consideraciones propias de la defensa nacional, sino también una forma de evitar que civiles, bajo circunstancia alguna, queden sometidos a la jurisdicción castrense.

En los artículos 1° y 2° del artículo primero del proyecto hay un conjunto profuso de normas -bastante farragoso para quienes no sean abogados e, incluso, abogados procesalistas- que definen cuáles son las causales de secreto o reserva que se van a establecer para este tipo de delitos, que -repito- atentan contra bienes jurídicos militares pero que son cometidos por civiles y, por lo tanto, deben ser juzgados por tribunales civiles, comunes y corrientes.

Voy a tratar de resumir toda esta profusa normativa en algunos puntos, para que los señores diputados y señoras diputadas tengan una idea de que tratan.

1. En el proyecto se señalan las causales que justificarán la reserva o secreto de las investigaciones y que permitirán denegar, total o parcialmente, el acceso a la información.

2. Se indica el procedimiento para que el fiscal pueda hacer valer ante el juez de garantía o los tribunales de juicio oral los antecedentes reservados que se encuentren en poder de la autoridad castrense o policial.

3. Se dispone la obligación del fiscal de mantener el secreto o la reserva de los antecedentes que obtenga o les sean remitidos y que tengan tal carácter.

4. Se impone al tribunal la obligación de conservar, en un registro especial, las actas o registros de audio que contengan antecedentes o documentos secretos o reservados, como también las declaraciones de testigos y la constancia de actuaciones que deben mantenerse en reserva, sin perjuicio -ruego a los señores diputados y señoras diputadas que lo tengan presente- de dar conocimiento siempre de todo ello al imputado y demás intervinientes en todo lo que diga relación con sus derechos esenciales.

5. Se dispone la custodia y conservación de los documentos y especies recogidas que tuvieren el carácter de reservados o secretos y que tengan relación con la investigación, los que deberán mantenerse en el recinto militar o policial respectivo, bajo la responsabilidad del comandante militar del mismo, señalándose un procedimiento para que los intervinientes puedan solicitar acceder a ellos.

6. Se regla la entrada y registro en recintos militares o policiales en que se hallaren antecedentes o documentos reservados, señalándose un procedimiento para el caso en que haya oposición, la que, en definitiva, se resolverá con la máxima autoridad militar o policial.

7. Se norma la incautación de objetos y la retención de correspondencia que tuvieren el carácter de secretos o reservados, fijándose un procedimiento para el caso de oposición de la autoridad que los tenga a su cargo.

8. Se dispone que las actuaciones efectuadas durante la investigación, como también los documentos que se reciban en dichas actuaciones, se conserven en un registro especial con el carácter de reservados, de los cuales se dará conocimiento al imputado y demás intervinientes, para el caso de querer hacerlos valer ante el juez de garantía.

9. Se restringe la publicidad de la audiencia en el juicio oral en los términos que señala el artículo 289 del Código Procesal Penal cuando se trate de impedir la divulgación de secretos que digan relación con materias, datos o documentos que tengan ese carácter, restricción que también se aplicará en el caso de la lectura o exhibición de documentos de similar naturaleza.

En lo que se refiere a las normas procesales, puedo decir que las regulaciones se analizaron extensa e intensamente, con profundidad, en las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional y, en general, todas se aprobaron o por unanimidad o por un amplio margen. De la votación de cada una de ellas consta en el registro del informe que cada uno de los diputados y diputadas tiene en su pupitre.

De esto trata el primer aspecto del proyecto; es decir, delitos militares cometidos por civiles sujetos a normas procesales especiales en materia de reserva, en virtud de la naturaleza de los bienes jurídicos que se pueden afectar.

Pasamos al segundo objetivo general: el reforzamiento de las sanciones por delitos cometidos contra las policías.

En esta materia, el Ejecutivo planteó como un deber irrenunciable del Estado promover el bien común, facilitando la creación de condiciones para el adecuado desarrollo de la comunidad nacional, y una de tales condiciones es la protección de la población y de la familia. Lo anterior supone la permanente preocupación del Estado por asegurar las actividades normales de todos los habitantes del país, de manera que la paz social sea un continuo y permita el desarrollo y crecimiento de Chile. 

Esta labor está encomendada por la institucionalidad a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, que tienen funciones constitucionalmente definidas y en leyes orgánicas, que deben velar por el orden público y la seguridad social y, para el cumplimiento de sus cometidos, requieren de un adecuado marco normativo que les otorgue suficientes seguridades y garantías. Como esto estaba definido así, en función de las leyes que se han aprobado, se estimó necesario hacer un reestudio, un recatálogo, un retraslado, derogar algunas normas que creaban ciertos tipos penales y desarrollar otros tipos penales, de diversas disposiciones que se encuentran establecidas en diferentes cuerpos legales: Código de Justicia Militar, Código Penal y ley orgánica de la Policía de Investigaciones. Esta dispersión no se justifica; por el contrario, los avances experimentados por la legislación nacional en materia de persecución y enjuiciamiento criminal aconsejan la creación de un cuerpo legal que reúna en un solo texto las normas de protección aplicables a las policías. Ese cuerpo legal es denominado en el mensaje como “Estatuto de Protección de las Policías” e incluye, en un nuevo párrafo del Código Penal, todas las normas que se refieren a este objetivo, a ese bien jurídico que es la protección de las policías. A dicho párrafo se trasladan figuras como el homicidio, las lesiones y las amenazas, desde el Código Militar, la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile y la ley orgánica de la Policía de Investigaciones.

Por otra parte, aborda y subsana ciertos vacíos legales detectados en relación con la protección a los funcionarios policiales, basándose en el conjunto de reglas que constituyen y significan el traslado señalado en los siguientes ejes fundamentales. Así vamos aterrizando en el segundo objetivo de la ley.

En primer lugar, vamos a tener que resolver la creación de nuevas figuras penales. En virtud de este fundamento, se atiende la necesidad de actualizar aquellas figuras penales destinadas a otorgar protección a las policías mediante la inclusión de actos que, sin constituir amenazas o lesiones, igualmente implican el uso de la violencia, lo que, en definitiva, se traduce en desconocer las legítimas atribuciones policiales en el ejercicio de las funciones que la ley les encomienda. 

¿Qué significó lo anterior en este proyecto? La supresión de las figuras penales contempladas en los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar. Eran tipos que sancionaban el homicidio, las lesiones y las amenazas que afectan a un carabinero en el ejercicio de sus funciones.

Así también se suprimen los artículos 17, 17 bis, 17 ter y 17 quáter de la ley orgánica de la Policía de Investigaciones, que penan el homicidio, las lesiones y las amenazas de algunos de sus miembros.

Todas estas figuras se trasladan, en virtud de los artículos tercero y quinto del proyecto, al Código Penal en uno nuevo párrafo 1 ter, que se agrega al Título VI del Libro Segundo, bajo el título “Atentados contra los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública o sus recintos o unidades”, estatuto que queda, por lo tanto, en el Código Penal, bajo la jurisdicción de jueces civiles corrientes.

El artículo 268 sexies sanciona al que matare a un miembro de las policías, que se encontrare en el ejercicio de sus funciones. 

El artículo 268 septies castiga al que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de las policías, que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, con diversas penas dependiendo de si el ofendido quedare demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme; si las lesiones produjeren al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días; si le causare lesiones menos graves o si le ocasionare lesiones leves. Es decir, hay todo un catálogo de penas para el que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de las policías. 

El artículo 268 octies aumenta en un grado la penalidad de la comisión del delito de lesiones graves o gravísimas en contra de un miembro de las policías, en el ejercicio de sus funciones, pudiendo llegar la pena, en el caso del artículo 395, a presidio mayor en su grado medio a máximo, es decir, 10 años y un día a 20 años.

El artículo 268 nonies sanciona al que amenazare a un miembro de las policías, conociendo su calidad de tal y en razón del ejercicio de sus funciones, con el máximo de la pena prevista para este delito, es decir, presidio menor en su grado medio. 

El artículo 268 decies sanciona al que acometa con violencia sin ocasionar lesiones o emplee intimidación en contra de un integrante de las policías que se encontrare en el ejercicio de sus funciones con multa de seis a doce unidades tributarias mensuales.

Por último, el artículo 268 undecies sanciona al que atentare por medio de explosivos, artefactos incendiarios, armas de fuego, elementos químicos, bacteriológicos, radioactivos, o cualquier otro medio contundente capaz de producir daños, contra un recinto o unidad policial, con la pena de tres años y un día a cinco años, siempre que el hecho no pueda considerarse como otro delito que merezca mayor pena.

Éste es, en resumen, el nuevo catálogo de delitos que aparecerá en un párrafo especial de nuestro Código Penal. 

Además, se proponen otras normas importantes. Una de ellas es la facilitación de la persecución de los delitos en contra de los funcionarios policiales. El proyecto facilita esa persecución por cuanto da a la acción para perseguir los delitos de injuria y calumnia en contra de los funcionarios policiales el carácter de acción penal pública, como también respecto de los delitos que no constituyan amenazas o lesiones, pues permite la detención del imputado conforme a los marcos procesales existentes, todo ello por la vía de las correspondientes modificaciones al Código Procesal Penal.

Otro eje es el endurecimiento del régimen de cumplimiento de penas para los autores de estos delitos. De acuerdo con el sentido de la iniciativa, se entregan mayores herramientas para que los funcionarios policiales puedan cumplir sus labores en un marco de respeto por parte de la ciudadanía. Por ello se establece que los autores del delito de homicidio de un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública no podrán acceder a los beneficios de la ley N° 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.

Por último, cabe señalar que se elimina el delito de desacato en el Código de Justicia Militar. Esta figura no se incluye en las nuevas normas del Código Penal, siguiendo así la tendencia general en la legislación nacional e internacional, orientada a la supresión del delito de ofensas a la autoridad, entre las que se encuentran las militares y policiales. 

La Comisión acogió la gran mayoría de las proposiciones formuladas, con modificaciones de carácter formal, aunque introdujo algunos cambios.

En el artículo primero, rechazó la propuesta para no hacer aplicables a los autores del delito de homicidio en contra de un miembro de las policías de los beneficios de la ley N° 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, no por discrepar de la propuesta en sí, sino porque ante la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia se encuentra pendiente un proyecto de ley que introduce cambios sustanciales en esa legislación, motivo que aconseja un completo estudio del tema relacionado con esa normativa.

En el artículo tercero, entre las modificaciones que se introducen en el Código Penal, rechazó el artículo 268 undecies, que aumenta en un grado las penas aplicables al que cometa el delito de amenazas, homicidio o lesiones en contra de un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que no se encuentre en el ejercicio de sus funciones, en razón de las actuaciones policiales en que hubiere participado, por considerar que la legislación vigente era suficiente para castigar estas conductas, sin perjuicio, además, de que la cuantía de la agravante que se imponía quebraba la armonía de las penas que el mismo proyecto establecía.

Por último, por indicación parlamentaria, agregó una nueva disposición, la que figura como artículo octavo, para precisar que las cuestiones que se susciten entre las autoridades militares o policiales con el Ministerio Público, con motivo de la declaración de secreto o reserva de algún antecedente, documento o información, serán de la competencia de los tribunales ordinarios y no del Consejo para la Transparencia. 

Los pormenores de la prolija, acabada y larga discusión desarrollada en las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional están contenidos en el informe respectivo. 

Es cuanto puedo informar.

He dicho. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el ministro de Defensa Nacional, señor Jaime Ravinet. 

El señor RAVINET (ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, agradezco al diputado señor Cardemil por la presentación del informe, que es reflejo del trabajo de las Comisiones Unidas de Constitución, Legislación y Justicia y de Defensa Nacional. 

Hemos hecho llegar a la Mesa las indicaciones correspondientes al resultado del debate de las Comisiones Unidas. En este mensaje, el Ejecutivo estableció el traspaso de las competencias en materia de delitos militares en que participan civiles a la justicia penal ordinaria.

Este proyecto fue desglosado, como se resumió anteriormente, para facilitar la solución al problema generado por la huelga de hambre de los comuneros mapuches y, por la unanimidad de esta Corporación, está a punto de ser promulgado como ley de la República.

Sin embargo, este proyecto se abrió, dejando para un tratamiento posterior -que ahora se discute- medidas que restringen o limitan la publicidad de los delitos a que se ha hecho referencia y que, básicamente, apuntan al Código de Justicia Militar, Código Aeronáutico y ley de control de armas, fundamentalmente. Son normas de excepción que, como dijo el diputado Cardemil, buscan mantener el derecho de los imputados a un juicio justo.

La Comisión hizo un trabajo bastante arduo, a ratos con discusiones bastante interesantes y acaloradas. Sin embargo, como Ejecutivo, quiero plantear que el debate enriqueció la moción original y que el aporte que hicieron profesores de derecho, como los señores Tavolari, Riego, Acosta, etcétera, fueron recogidos por el Ejecutivo, como así también las múltiples ideas formuladas por los señores parlamentarios en la discusión.

Indicaciones que hoy complementan dicho proyecto.
Por ejemplo, sustituyen fundamentalmente el artículo 1° y perfeccionan normas respecto del acceso a información del imputado, en los artículos siguientes. Asimismo, se agregan los artículos Noveno y Décimo, nuevos, en los cuales se establece que los comandantes en jefe o el general director de Carabineros, previa autorización de los ministros de Defensa e Interior, respectivamente, podrán interponer querellas por los delitos que ahí se establecen. Fue una petición unánime de las Comisiones Unidas al Ejecutivo para presentar las indicaciones que he reseñado, como la consignada en el número 6), que agrega los artículos noveno, que agrega una nueva letra n) al artículo 47 de la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, y décimo, que incorpora una nueva letra p) al artículo 52 de la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile.

Agradezco el debate y el enriquecimiento que hubo en el seno de las Comisiones. Creo que, de esta manera, se está dando un paso fundamental para adecuar nuestra legislación a los estándares internacionales, al establecer que delitos cometidos por civiles queden sujetos a la justicia procesal penal ordinaria.

Como lo hemos dicho, en los próximos meses esperamos enviar un nuevo proyecto que modifique la estructura orgánica de la justicia militar y asimile los procedimientos a los vigentes en materia procesal penal ordinaria. De esta manera, al término del primer semestre, podremos complementarlo con una modificación al Código de Justicia Militar en lo que se refiere a la revisión de la tipología de los delitos ahí contenidos.

Independientemente del debate que se provoque en esta Corporación, reitero mi agradecimiento por el aporte que las señoras diputadas y los señores diputados han hecho en el trabajo desarrollado por la Comisión para generar un informe que tiene una alta dosis de consenso.

Muchas gracias.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, en primer lugar, pido votación separada del artículo segundo, número 1), que sustituye el artículo 284; de los artículos 268 nonies, 268 decies, 268 undecies del número 2) del artículo tercero, y de los artículos cuarto, número 1), y octavo.

Como dijeron el señor ministro y el diputado informante, este proyecto forma parte de un todo, que comenzó con aquella norma que ya fue promulgada que, en términos muy gruesos, significó que, a partir de la publicación de esa ley, cada vez que el ofensor sea un civil los tribunales militares no van a poder actuar.

Producto de lo anterior, vino esta segunda especie y muchas otras cosas pendientes en materia de jurisdicción y de reglamentación delictual. A mi juicio, seguirá pendiente un proyecto que establezca que, en algunas ocasiones, cuando el ofensor es un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad o de las Fuerzas Armadas, atendido el mérito del delito, también debieran ser materia de la justicia civil. Traigo a colación lo ocurrido en la población La Legua: ¿Qué razón hay para que sean los tribunales militares los que juzguen los brutales actos que sufrió un chileno en una comisaría de la comuna de San Joaquín? No existe ninguna razón. Ahí no hay ningún delito de carácter militar. Hay un oprobioso delito común.

Estos proyectos dan un paso muy importante en ir restringiendo la denominada justicia militar, que de justicia tiene poco, pero de militar tiene mucho. En consecuencia, es un buen avance.

Muchos años luchamos por avanzar en este tipo de modificaciones, pero nunca estuvieron los votos. Probablemente en los primeros años de la recuperación democrática, un proyecto de esta naturaleza no sólo no se hubiera aprobado, sino que hubiera “justificado” -si es que se puede justificar; a mi juicio, jamás se podría justificar- un acto involutivo de parte de los nostálgicos de la dictadura.

Quiero empezar por la parte llena del vaso en este proyecto y reconocer el esfuerzo del Ejecutivo, representado en esta Sala por el señor ministro de Defensa Nacional, en cuanto a buscar un acuerdo posterior a la discusión en la Comisión -para decir las cosas por su nombre-, particularmente con los diputados de la Concertación -me precisan que con algunos; pero no por ser sólo con algunos no tiene valor-, de tal suerte que en esta Sala pudiera contar con los votos necesarios.

A mi juicio, ese acuerdo tiene puntos importantes, porque hemos arreglado las normas procesales. En eso agradezco la voluntad para, vía indicación, corregir normas procesales, lo que va a permitir que las excepciones originales, que eran demasiado amplias, sean restringidas respecto del tema de la reserva y de materias relativas a ciertas actuaciones que el fiscal puede cumplir con ocasión de investigaciones en recintos militares, etcétera.

En consecuencia, algunos vamos a votar a favor de las indicaciones, contenidas en el pupitre electrónico, que dicen relación con modificaciones al artículo primero, artículo 1°, en que se fija una regla clausus de delitos; artículo 4°, en que se incorpora que no se podrá decretar el secreto sobre la declaración del imputado o cualquiera otra actuación en que hubiere intervenido o tenido derecho a intervenir; artículo 7° y el artículo transitorio.

Pero vamos a votar en contra -por eso hemos pedido votación separada- una serie de normas de derecho penal sustantivo que, a nuestro juicio, no aportan respecto del objetivo fundamental de estos proyectos, que es la reducción de una competencia omnímoda, muchas veces lejana a las normas mínimas del debido proceso, particularmente los artículos 284, del número 1) del artículo segundo, que agrega penalidades; del artículo tercero, número 2), el 268 octies, que aumenta las penas en un grado cuando la víctima sea un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, colocando una situación absolutamente asimétrica respecto de otras personas que puedan ser víctimas de delitos; el 268 nonies, que establece que el que amenazare a un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en los términos de los artículos 296 y 297 de este Código, conociendo su calidad de tal y en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas, lo cual no tiene sentido jurídico; el 268 decies -al que se referirán otros colegas más adelante-, que tiene un olor espantoso a ley penal en blanco y le da muy pocas posibilidades de sobrevida en relación con un análisis constitucional, y el 268 undecies, el cual es absolutamente innecesario, porque esas figuras penales están regladas en leyes especiales, particularmente en la ley antiterrorista. Tal es así que ocupa la fórmula “lo establecido en el inciso precedente, sólo tendrá lugar cuando el hecho no pueda considerarse como otro delito que merezca mayor pena.”. Es el mismo delito que merece una pena mayor, por lo que no tiene sentido establecerlo aquí. 

También, pedí votación separada respecto de un intento de sobrepasar la ley de transparencia, establecida en el artículo 8° de la Constitución Política.

Por todas esas razones, creemos que el proyecto tiene avances en algunas consideraciones de derecho procesal, para permitir que nazca definitivamente a la vida del derecho el proyecto anterior, que le quita buena parte de la competencia a los juzgados militares, lo cual nos parece positivo y que surgió -como se ha recordado con razón y respetando la historia- a consecuencia de la huelga de hambre de los comuneros mapuches. 

A nuestro juicio, todas esas normas en materia procesal generan un avance respecto de situaciones que hoy vivimos los chilenos. Con ello damos un paso, de los muchos que faltan, en la línea correcta para ir reduciendo al máximo la jurisdicción militar, dejándola, en definitiva -como con razón dijo el Presidente de la Corte Suprema-, sólo para una jurisdicción en tiempos de guerra. Creo que debiera haber mayoría para esos efectos, y espero que así sea. 

Probablemente, los nostálgicos de una justicia militar omnímoda y omnipresente votarán en contra del proyecto, cuestión que les recomendaría hacer, porque, obviamente, éste constituye un paso en la dirección correcta, en el sentido de poner en su justa medida el juzgamiento de los chilenos a partir de los tribunales normales y no los especiales.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pedro Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, si el diputado Burgos no lo hizo, solicito votación separada del artículo cuarto, número 1), del proyecto, que incorpora un nuevo inciso segundo en el artículo 55 del Código Procesal Penal. Después daré las razones de esta solicitud.

En primer lugar, se ha hecho un tremendo esfuerzo, como lo hizo el Congreso Nacional hace algunas semanas, para terminar, de una vez por todas, con que la justicia militar juzgue a los civiles. Dentro de esa discusión surgió el inconveniente de que, con nuestro nuevo sistema procesal penal, que es de carácter público, en que, salvo que en determinadas circunstancias se decrete reserva o secreto de la investigación o de piezas o partes de la investigación, era necesario hacerse cargo de lo que ocurría en el evento de que el fiscal tuviera que juzgar por uno de los delitos contemplados en el Código de Justicia Militar y que pudiera afectar la seguridad nacional. En razón de eso, se envió este segundo proyecto, que en su primera parte -como muy bien lo explicaron el diputado informante y el colega Jorge Burgos- establece normas de carácter procesal.

En ese sentido, se llegó a un consenso que fue posterior al debate desarrollado en la Comisión, en cuanto a establecer un númerus clausus de delitos respecto de los cuales son aplicables las normas de carácter procesal, en las que regirán determinadas actuaciones que tendrán el carácter de secreto, para resguardar la seguridad nacional y los intereses del Estado. En esa línea, se ha recogido una serie de normas que permitirán llevar adecuadamente una investigación sin que ello afecte la seguridad nacional. Como muy bien señala la indicación, en ningún caso el secreto podrá afectar la debida defensa de la persona imputada por la comisión de un determinado delito.

En la Comisión sostuve la tesis de que esas normas no debieran estar consagradas en una ley especial, como la que aprobará el Congreso Nacional, sino más bien en el Código Procesal Penal, y no tener una normativa dispersa o distinta, dado que esas normas son absolutamente de carácter procesal, que van a guiar los criterios y la forma en que se realiza la investigación por parte del fiscal, como saber cuáles son los derechos del imputado, dónde actúa el juez de garantía y cómo se dirime la situación en el evento de que se determine que algún documento que se solicita -que esté, por ejemplo, en propiedad del Ejército, de la Fuerza Aérea, de la Armada, de Carabineros o de Investigaciones- tiene el carácter de secreto. A ese respecto, lo prudente hubiera sido mantener las mismas reglas que actualmente establece el Código Procesal Penal, haciendo los ajustes necesarios para que la investigación se pueda llevar adecuadamente, sin afectar la seguridad nacional.

En segundo término, otro tema del proyecto dice relación con las normas sobre protección a las policías. En ese sentido, se derogaron los tipos penales que existían en el Código de Justicia Militar, que fueron trasladados al Código Penal, a fin de tener una legislación más bien de carácter orgánica en el Código Penal y en la cual se sancionen los delitos que estaban contemplados en el Código de Justicia Militar, porque no hay razón para que permanezcan en dicho cuerpo legal, dado que se trata de delitos cometidos por particulares y no por funcionarios de las Fuerzas Armadas. 

Sin perjuicio de ello, existen un par de normas que nos preocupan, respecto de las cuales ya se pidió votación separada, especialmente el que incorpora un nuevo artículo 268 decies al Código Penal. Dicha norma es un hecho atípico en nuestra legislación penal. La situación que nos preocupa se relaciona con el hecho de que se puede penalizar a la persona que va a ser detenida y, de alguna forma, trata de eludir el arresto, razón por la cual le puede propinar un golpe a un carabinero o a un funcionario de Investigaciones sin que llegue a causar lesiones, pero de todos modos sería sancionada. 

Ese delito sancionaría lo que podríamos denominar como resistencia civil al arresto. Nos parece poco prudente dictar una norma penal en ese sentido, ya que ninguna persona quiere ser detenida por miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad. Incluso, no sólo se aplicará cuando se trate de delincuentes, sino que también en el marco de determinadas protestas o de las actividades de las barras bravas en un partido de fútbol. Siempre entendimos que no era necesario establecer ese tipo penal. 

Además, la redacción del artículo 268 decies propuesta por el Ejecutivo deja bastantes vacíos, porque señala que “el que acometa con violencia sin ocasionar lesiones o emplee intimidación en contra de un integrante de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública…”. En ese sentido, será bastante difícil y complejo determinar que es acometer con violencia sin causar lesiones, porque se pueden producir lesiones leves o muy leves. Aquí estamos en presencia de una figura con una redacción bastante compleja que, a nuestro juicio, está penalizando a quien se defiende o trata de evitar su arresto.

En razón de lo anterior -repito-, se ha pedido votación separada de algunas normas del proyecto, que votaremos en contra. Creemos que esos hechos deben seguir siendo atípicos, porque -insisto- si se le causa lesiones a un carabinero a consecuencia de la detención de una persona, ello puede ser sancionado conforme a las normas establecidas en el Código Penal. Entonces, no vemos la necesidad de crear una norma especial, porque, en el fondo, es decir a una persona que la van a arrestar y, si se quiere arrancar, además puede ser sancionada por ese nuevo delito.

En tercer lugar, también hemos pedido votación separada del artículo cuarto, número 1), que incorpora un nuevo inciso segundo al artículo 55 del Código Procesal Penal.

El Ejecutivo planteó la necesidad de establecer que el delito de calumnias e injurias que se comete en contra de miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Públicas siempre sea de acción penal pública, lo cual fue defendido con bastante fuerza por los auditores de Carabineros y de Investigaciones. Al respecto, discrepo profundamente de lo planteado por el Ejecutivo, dado que dicho delito lleva implícita una valoración subjetiva que tiene que hacer el sujeto víctima del delito.

Entonces, no nos parece adecuado que el Ministerio Público tenga que calificar si un carabinero o un miembro de las Fuerzas Armadas se siente ofendido o no cuando se le dice, por ejemplo, alguna grosería en el marco de una protesta o de alguna de sus actuaciones. Ésa es una calificación que tiene que realizar el propio funcionario policial. A mi juicio, esto rompe con toda la estructura de nuestro ordenamiento jurídico penal en la protección de los delitos contra el honor. Creemos que esto debe seguir siendo radicado como delito de acción penal privada.

Entendemos -porque aquí se planteó- que muchas veces ocurre que un carabinero que es injuriado o que es ofendido en acto de servicio es trasladado, lo que le impide continuar con la respectiva acción penal.

Mi impresión es que la solución va por otra vía, cual es que no sean considerados delitos de acción penal pública, sino que Carabineros e Investigaciones cuenten con la debida asesoría jurídica para que los abogados de esas instituciones puedan representar a los funcionarios que se sientan ofendidos, calumniados o injuriados en razón de sus actuaciones policiales. Eso es lo más prudente, más que declarar estos delitos de acción penal pública, porque es muy difícil que un fiscal califique si el carabinero se sintió objetivamente agraviado en su honor y que eso merece protección penal. A nuestro juicio, la calificación de esos actos siempre la debe hacer la persona que se siente víctima del delito. No se puede entregar esa calificación a un tercero, porque los criterios de los fiscales serán absolutamente dispares entre sí.

En razón del tiempo, terminaré mi intervención con un comentario a una norma que quisimos establecer en la comisión, que se relaciona con el artículo 8°.

Nos pareció importante dejar resuelto que en el evento que el Ministerio Público haya realizado o esté realizando una investigación penal que diga relación con algunos hechos considerados o que requieren antecedentes calificados de secretos, porque afectan la seguridad nacional, ese tema siempre quede radicado en el procedimiento judicial que se establece en este proyecto, para determinar si corresponde o no declarar secretos dichos antecedentes.

Quisimos hacernos cargo de que, en el evento de que se haya iniciado el procedimiento judicial que va a establecer el proyecto una vez aprobado, no procede que el Consejo de la Transparencia pueda intervenir y entre a calificar si es secreta o no la información que se está solicitando, porque puede ocurrir que, por un lado, tendremos la vía judicial, en la que el Ministerio Público, que está persiguiendo un determinado delito, solicita, por ejemplo, un plano de una instalación militar que tiene el carácter de reservado o secreto, lo que le permitirá llevar una línea de investigación que va a tener que ser resuelta en su minuto por el mecanismo que establece el proyecto para mantener o levantar el secreto. Sin embargo, puede ocurrir que el imputado o su defensa recurran al Consejo de la Transparencia para pedirle que califique si el antecedente es secreto o no. 

La opinión mayoritaria en la comisión fue que, instalada la vía judicial, el Consejo de la Transparencia no pueda intervenir en esa materia. Hemos dicho y entendido que allí tiene que primar el criterio judicial por sobre el del Consejo de la Transparencia. Lo que buscamos es evitar resoluciones contradictorias entre un órgano del Estado, como el Consejo de la Transparencia, y la vía judicial. 

Nos pareció prudente, dada la gravedad que puede representar la exposición de esos antecedentes, que esta materia quedara radicada exclusivamente en la vía judicial y que no se pueda concurrir al Consejo de la Transparencia, dado que no hay una norma que resuelva esa situación.

Por tal razón, consideramos que respecto de estos delitos, en la calificación de secreto de los antecedentes que puede obtener la investigación del Ministerio Público de esos delitos, tiene que primar el criterio judicial por sobre el del Consejo de la Transparencia.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Informo a los señores diputados que en sus pupitres electrónicos está disponible un texto comparado con las indicaciones del Ejecutivo.

Tiene la palabra el diputado señor 
Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, como neófito en temas jurídicos, me agrada escuchar a los diputados entendidos en esta materia cuando se reforma la Constitución o se modifican ciertas leyes que tienen que ver con la administración de justicia, por lo que les agradezco sus brillantes comentarios. 

Escuché con atención las intervenciones de los diputados Burgos y Araya, especialmente en relación con la justicia militar, y estoy muy pendiente de las intervenciones de los diputados Harboe, Saffirio, profesional que integró la Corte de Apelaciones de Temuco, que felizmente está aportando toda su capacidad en esta sala, y los diputados Ceroni, Hales y Eluchans, que nos deleitarán con sus aportes.

He leído algo de este informe bastante extenso, que denota una capacidad enorme de quienes participaron en su elaboración, así como los aportes de los invitados. Sin embargo, creo que todavía no se ha producido una reforma verdadera y moderna de la justicia militar, que sigue siendo la misma de hace varias décadas y sólo ha tenido cambios no muy profundos.

En una conversación que sostuve con el diputado Harboe, me dijo que él también considera que no hemos llegado a lo óptimo, pero también hemos escuchado al señor ministro de Defensa Nacional decir en forma muy tajante que seguirán estudiando esta materia y enviarán otro proyecto, para seguir mejorando la justicia militar.

El diputado Harboe me señaló que faltan normas de procedimiento respecto de la acusación dentro de la justicia militar.

Hace tiempo, el Congreso Nacional despachó la reforma a la justicia militar que sacó de esa jurisdicción a los civiles que pudieran verse involucrados en la comisión de ilícitos considerados como delitos militares. Esa reforma, que vino a solucionar un problema cierto al traspasar a la justicia común la competencia para juzgar a esos civiles, tiene también algunas características especiales, ya que ese traspaso de competencia implicó también que ciertos antecedentes que tienen el carácter de reservados, por su condición de estratégicos o relacionados con la seguridad del país, pueden verse expuestos a la publicidad, en razón de ser requeridos para la investigación que realizará la justicia común.

Por ello, y debido a la premura con que se despachó el proyecto que acabo de mencionar, se envió la iniciativa en debate, a fin de establecer normas que permitan cautelar situaciones en que se puedan ventilar materias sensibles para la seguridad nacional.

Como dije, sin ser un erudito en materia procesal, considero que el espíritu del proyecto está bien encaminado, en la medida que pretende evitar que se ventilen situaciones que comprometan intereses superiores de la nación, más aún si se considera lo que ha sucedido últimamente con la divulgación por internet de cuestiones reservadas para el gobierno de los Estados Unidos.

No obstante, espero que los colegas de las Comisiones Unidas que estudiaron y discutieron el proyecto hayan tomado la precaución de que la normativa no vaya más allá de los objetivos planteados, de manera que no se convierta en secreto o reservado cualquier antecedente que diga relación con cuestiones militares, incluso las que deben ser públicas por razones de transparencia y probidad, que es algo muy importante en la actualidad.

En definitiva, espero que no se establezca, bajo el pretexto de custodiar materias de seguridad nacional, la protección de cuestiones o personas, que siendo militares, no revistan el carácter de esenciales para la seguridad del país.

En todo caso, nos da seguridad lo expresado por nuestro ministro de Defensa respecto de lo que se está llevando a cabo.

Por lo tanto, agradezco la preocupación que siempre ha tenido el ministro y esperamos que en el futuro se satisfaga nuestro anhelo de lograr una justicia militar adecuada.

Avanzamos con el anterior proyecto y con eso se produjo un hecho: sacar de la jurisdicción militar a civiles. Es lo que hoy nos hace ver, leer y comentar las indicaciones que vienen y, seguramente, algunas serán rechazadas o aprobadas, pero -lo decía al inicio-, para tomar decisiones escucharemos a nuestros diputados juristas y estaremos pendientes de sus opiniones.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Jorge Ulloa.

El señor ULLOA.- Señor Presidente, primero, con el envío de este proyecto, cuyo mensaje también suscriben los ministros Hinzpeter, Bulnes y Ravinet, el Presidente Piñera cumple un compromiso que la Coalición asumió durante la campaña: traspasar materias de conocimiento de la justicia militar a la justicia civil. En esa perspectiva, se enmarca el proyecto que es parte de un acuerdo mayor, que definitivamente significó terminar con las dificultades que había provocado la justicia militar, deslegitimada y fuertemente cuestionada, particularmente a raíz de los procesos de algunos dirigentes de agrupaciones mapuches. 

Al dar solución a esto, quedó pendiente lo relacionado con las acciones por la comisión de delitos contra los miembros de las policías y las normas especiales sobre policías y reserva. Solo en ese marco se entiende el procedimiento que hoy analizamos y revisamos.

Durante el trabajo de la Comisión, hubo un acuerdo mayoritario respecto de cómo resolver los distintos problemas que generaban cada uno de los artículos propuestos. Además, hubo un acuerdo y pleno respeto de lo que el ministro de Defensa y el Ejecutivo recibieron de los parlamentarios. 

Se manifestaron conformes en reformular artículos con el fin de llegar a consensos. De esta manera, nace el conjunto de disposiciones que hoy se somete a la consideración de los señores diputados y señoras diputadas. 

Sin perjuicio de lo señalado, me detendré en dos o tres puntos. Estimamos indispensable, si queremos que se respete a la autoridad reflejada en el personal policial debidamente identificado, que en sus funciones representa al Estado, naturalmente no se puede aceptar que se acometan contra él hechos de violencia, aunque no le ocasionen lesiones. En ese sentido, se entiende que a aquel que actúa con violencia, pero que, por suerte, no provoca lesiones al funcionario policial, será sancionado con multa. Objetivamente, la persona atenta contra la sociedad organizada, el Estado, representado por ese oficial de la PDI o el funcionario policial con su verde uniforme.

Consideramos que no es lógico ni justo que no sea sancionado alguien que atenta contra un funcionario policial, aun cuando no le cause lesiones. Por esa razón, se propone incorporar el artículo 268 undecies en el Código Penal, que dice:

“El que atentare por medio de explosivos, artefactos incendiarios, armas de fuego, elementos químicos, bacteriológicos, radioactivos, o cualquier otro medio contundente capaz de producir daños, contra un recinto o unidad policial, será castigado con la pena de presidio menor…”.

Es cierto que existe una reiteración, pero sana; precisamente, porque se incorpora en un conjunto de disposiciones armónicas frente al tema. Por eso, es necesario aprobar el proyecto.

Por otra parte, el artículo octavo señala que cuando existan controversias entre las autoridades militares o policiales y el Ministerio Público, con motivo de la declaración de secreto o reserva de alguna información, serán resueltas por los tribunales de justicia y a su respecto no se aplicará el procedimiento de acceso a la información pública ni será de conocimiento del Consejo para la Transparencia. Lo normal es que los tribunales de justicia sean los que resuelvan si hay un problema de competencia. No hablamos de competencia para cualquier materia, sino que para declarar si ha lugar o no el secreto o reserva de una información, antecedentes o documento. 

Hemos entregado a la justicia civil las cuestiones de los civiles. De hecho, se genera una dificultad mayor en una situación de espionaje si se trata de un civil. Eso tendrá que ir a la justicia civil. Ahí tenemos un problema, pues la materia espiada puede ser de conocimiento público, entonces, colisionan los intereses superiores de la patria respecto de un acto delictivo. Por lo tanto, se busca privilegiar los altos intereses del país, porque Chile le importa a todos.

Por esa razón, consideramos absolutamente indispensable que se mantenga el secreto, pero será declarado por los tribunales de justicia y no por el Consejo para la Transparencia.

Creemos que es una equivocación que la competencia la resuelva un órgano distinto. Estimamos que es de vital importancia para la seguridad nacional que los tribunales de justicia actúen como dirimente del problema. 

En general, el resto de los artículos han sido concordados y muy bien trabajados por todos los señores diputados. 

En síntesis, el proyecto da cumplimiento a un compromiso del Presidente Sebastián Piñera. Lo vamos a honrar aprobándolo y pedimos a todos los señores diputados que hagan lo mismo. 

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Saffirio. 

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestar brevemente mi reconocimiento a aquellos jóvenes mapuches que mantuvieron una huelga de hambre durante bastante tiempo, incluso, muchos de ellos estuvieron al borde de la muerte. 

Si hoy estamos legislando sobre esta materia es por el esfuerzo y el sacrificio que ellos hicieron para poner en la agenda de la discusión pública asuntos de esta naturaleza. 

En segundo lugar, me referiré al proyecto sólo en lo relacionado con el artículo 268 decies, que originalmente establecía: “El que emplee violencia o intimidación contra un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en conocimiento de su calidad de tal y que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, sin ocasionar lesiones, será castigado con la pena de prisión en su grado máximo.”.

Con posterioridad, el propio Ejecutivo, a través de una indicación, cambia la pena a una multa de 6 a 8 unidades tributarias mensuales. 

Nuestro cuestionamiento no tiene que ver con la naturaleza de la sanción, sino que, más bien, con el nuevo tipo delictivo propiamente tal. Se sanciona con multa a quien, sin ocasionar lesiones, emplee violencia o intimidación. 

El punto más complejo es que no se define el tipo de violencia.

Entonces, surge la siguiente pregunta: ¿es susceptible aplicar la multa establecida en este tipo delictivo a aquel particular que forcejea con un funcionario policial en una manifestación pública o a las personas que ayer estuvieron en las tribunas de esta Sala con motivo de la interpelación a la ministra de Vivienda y que fueran desalojadas para continuar con la sesión? 

De acuerdo con el artículo referido, cualquiera de ellos podría haber sido fácilmente imputado y sancionado por haber empleado violencia en contra de un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

Estamos en presencia de lo que la doctrina penal llama una “ley penal en blanco”. Ello contraviene claramente principios elementales, y nuestra propia Constitución, de forma que, además, tenemos que estar precavidos por los posibles pronunciamientos del Tribunal Constitucional en esta materia. Pero ello también nos afecta como país respecto de todos nuestros compromisos relativos al catálogo de garantías individuales establecidas en la Constitución y a los derechos humanos. 

Desde mi punto de vista, tenemos tres responsabilidades básicas cuando legislamos en esta materia. 

La primera, evidentemente, fortalecer la función policial. 

La segunda, preservar y fortalecer nuestro catálogo de garantías individuales respecto del cual debemos sentirnos orgullosos como país, aunque aún es perfectible. 

Y la tercera, tiene que ver con que nuestra técnica legislativa. En estas materias tan sensibles, tenemos la obligación de precaver cualquier tipo de abuso de la autoridad policial.

Si somos capaces de conciliar esos tres conceptos, entonces sí estaremos dando pasos seguros en cuanto al mejoramiento de nuestras condiciones de paz social.

Por último, considero importante señalar que, como país, nos falta resolver cuál es el tipo de policía que queremos, de una amplia gama posible de implementar.

Pero, tal vez, para marcar los extremos podríamos hacernos la siguiente pregunta: ¿Queremos la policía que, usando armamento de guerra, durante décadas, dirigió el tránsito en nuestras ciudades o queremos esa policía cercana que, con la participación activa de la comunidad, combate el delito?

Nos inclinamos claramente por la segunda opción. El combate al delito no sólo es una responsabilidad policial ni se resuelve sólo con el mejoramiento de la infraestructura o el aumento del número de policías, sino con un compromiso de la comunidad serio, sostenido, sistematizado y prolongado en el tiempo. 

Por ello, en nombre de mi bancada, anuncio que vamos a rechazar el artículo 268 decies. Y pido a las bancadas de Gobierno que, en un esfuerzo importante y una mirada de conjunto sobre lo que se nos viene, hagan lo mismo. Creo que ésa sería una gran señal, porque estamos ad portas -en junio del año 2011- de discutir un proyecto, también vital sobre la materia.

Al término de la huelga de los jóvenes mapuches, se llegó a acuerdo con el Gobierno. El señor ministro de Justicia se comprometió, a junio del 2011, ingresar un proyecto de ley que modificará orgánicamente el Código de Justicia Militar. Ese también será un desafío que debemos abordar con sentido país y no desde una mirada únicamente partidaria.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el ministro de Defensa, don Jaime Ravinet.

El señor RAVINET (ministro de Defensa).- Señor Presidente, tengo que ir, por 10 ó 15 minutos, a la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado a presentar el proyecto de acuerdo para prolongar la permanencia de las fuerzas de paz chilenas en Bosnia.

Les pido excusas por mi ausencia, y tan pronto pueda me reintegraré al debate.

Gracias.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero reiterar la convicción de la bancada socialista de que la justicia militar es excepcional y, en consecuencia, sólo debería limitarse a establecer los delitos militares cometidos por militares y en tiempos de guerra. Todo lo demás tendría que someterse a la justicia ordinaria.

Una de las personas que me precedieron en el uso de la palabra expresó que este proyecto era un paso positivo y que va en la dirección correcta, pero nosotros creemos que no es así. Tal vez es un paso positivo, pero completamente insuficiente, además, no aprovecha la circunstancia en la cual el actual Gobierno dice estar inspirado, orientado y controlado en sus palancas decisivas por una llamada Nueva Derecha que, al parecer, tiene tinte liberal y, como tal, gran preocupación por la salvaguarda de las garantías, libertades y derechos individuales.

Por lo demás, el ministro de Defensa Nacional tiene un pasado afín con la protección de estos claros principios desde la época en que era estudiante de derecho en la Universidad de Chile, por allá por los sesentas. Sin embargo, dado todas estas conjunciones, además de que el correr de los tiempos hace que sea demodé toda esta parafernalia securitaria, que afecta a una parte de la sociedad chilena, nos traen un proyecto que es un tímido pasito en dirección a la reforma de la justicia militar.

Disposiciones del proyecto se refieren a la necesidad de secreto y reserva en la exhibición o en el enarbolamiento de pruebas para delitos cometidos por civiles que deberían ser juzgados por la justicia militar. Tal vez, esto sea digno de alguna consideración, pero como pasan las cosas hoy, parece ser algo completamente extemporáneo y fuera de lugar. 

Para los que no se han dado cuenta, por ejemplo, wikileaks ha puesto completamente al desnudo a una de las inteligencias que salvaguardaba secretos relevantes respectos de potencias con armas nucleares, que pueden incidir en el destino de la humanidad y que no han servido de nada.

De modo que esta referencia a la reserva y al secreto, que es permanente en esta Sala, son términos que se pronuncian con fluidez, con gozo, cuando en realidad lo que la sociedad necesita no es reserva ni secreto, sino controlar a sus autoridades, dirigir sus destinos e intervenir en las cosas que pasan. 

Incluso, el establecimiento de un grado de reserva y secreto en el caso de los delitos juzgados por la justicia ordinaria, cometidos por civiles y relacionados en forma tangencial con lo militar, aparece también completamente fuera de lugar, atrasado, añejo y no va con los tiempos.

En la segunda parte del proyecto, se busca exacerbar en particular la protección de los funcionarios de la policía, porque no son los militares los que ponen orden en las calles. En realidad, esto tiene mucho que ver con una concepción de la labor policial, sobre todo, frente a las manifestaciones sociales, lo que tampoco va con los tiempos. Aquí al lado, los “atrasados argentinos” acaban de aprobar una disposición por la cual la policía que participa en el control de las manifestaciones sociales lo debe hacer desarmada; en cambio, nosotros seguimos exacerbando las cosas en la dirección exactamente contraria y además con pillerías. 

Se trasladan al Código Penal delitos tipificados en la justicia militar, además, con exacerbación de las penas. En adelante, nadie podrá reclamar contra este Código de Justicia Militar porque dejó de existir, pero quedó subrepticiamente instalado en el Código Penal. Uno puede dejarse burlar, pero nosotros no nos vamos a dejar burlar. 

Por ejemplo, en el artículo 268 sexies que se incorpora al Código Penal, se propone lo siguiente: 

“Artículo 268 sexies.- El que matare a un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.”. 

O sea, el castigo por el asesinato de un miembro de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública parte de veinte años; en cambio, la pena por el asesinato de un ciudadano común, de cinco años. ¿En función de qué se establece este privilegio? Porque, si estuviéramos hablando de instituciones que tienen entre sus miembros comportamientos invariablemente ejemplares, tal vez, uno hasta podría considerarlo, pero las últimas noticias nos demuestran que las cosas no están pasando de este modo, parece que vivimos en otro planeta; que este Hemiciclo es un internado, autorreferente, que conversa sobre sí mismo, pero no respecto de lo que pasa en la sociedad.

Por supuesto, después de constatados los hechos en que han incurrido miembros de estas instituciones que se busca privilegiar con una protección excesiva, vamos a votar en contra.

Pero hay una duda aún mayor para votar en contra. Hace poco el Congreso Nacional aprobó una reforma a la justicia militar -como una manera de contribuir al término de la huelga de hambre de los comuneros mapuches-, la cual está lista para su promulgación desde hace muchísimo tiempo. ¿Por qué no se ha promulgado? ¿Estamos a la espera de una ley compensatoria de lo obrado? ¿Esa reforma legal no tiene validez por sí misma? ¿Va a ser guardada en el baúl de los recuerdos, hasta en tanto no se aprueben esas otras normativas? Creo que es una vinculación completamente ilegítima.

Por tanto, espero que las personas que asesoran al ministro de Defensa Nacional -quien se ausenta de la Sala cuando se tratan proyectos que para él parece que no tienen mucha relevancia- le informen de esto, porque es necesario que él aclare si está vinculada o no la promulgación de la anterior ley a la aprobación de este proyecto. De ser así, eso es materia de una grave acción constitucional en su contra y de quien corresponda.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, me encantaría que el diputado Schilling fuera tan gentil en esta materia como lo es en la Comisión de Familia; pero, desgraciadamente, se convierte en una persona distinta.

Este proyecto tiene variantes. La primera, modificar el Código de Justicia Militar, de manera que los civiles sean juzgados por la justicia civil y no por justicia militar.

Mi primera duda en esta modificación al Código de Justicia Militar que se propone es cómo el Ministerio Público va a atender todas las causas que se le van a traspasar, alrededor de 9405, por distintas razones, y 45079 se relacionan con civiles.

Debo acotar que este proyecto, que surgió con la primera modificación al Código de Justicia Militar, tenía por objeto resolver en alguna forma la situación que se produjo con los mapuches juzgados por la justicia militar. Eran ciento veinte mapuches involucrados, de los cuales seis estaban en huelga de hambre. O sea, 9405 causas, había seis mapuches que eran juzgados por la justicia militar; no obstante, igual aprobamos esa primera parte, con el objeto de ayudar a la solución del problema.

Me sorprendió mucho -sobre todo, porque en su época fue subsecretario del Interior- que el diputado Jorge Burgos tenga una visión tan negativa de este proyecto y, precisamente, respecto de los aspectos más importantes. Por ejemplo, ha sido muy enfático en rechazar los artículos que proponen un resguardo especial para los miembros de las policías. Algunos diputados han preguntado por qué los integrantes de las policías deben tener privilegios si son iguales que todas las personas. Obviamente, son iguales; pero, su responsabilidad es muy distinta de la que tienen las demás personas. 

La mantención del orden y la seguridad pública son funciones que corresponden, primordialmente, a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones. Las misiones que se les encomiendan son importantes, pues de ellas dependen el resguardo de la soberanía y la integridad nacional, lo que permite el adecuado desarrollo del resto de la sociedad. Si en nuestro país queremos resolver el grave problema de la delincuencia, lo primero que debemos hacer es resguardar a quienes cuidan el orden público, porque deben enfrentar situaciones extremas a las que ningún parlamentario está expuesto; además, de estar protegidos en forma muy especial por el Código Penal, expresamente se señalan los cargos, diputados, senadores, etcétera.

Quiero citar el caso del carabinero que, hace algunos días, por detener a un delincuente fue, prácticamente, degollado, quedando en estado gravísimo y al borde de la muerte, durante muchos días. Ninguno de nosotros está expuesto a situaciones semejantes; pero los carabineros deben enfrentar a los delincuentes.

Varios diputados han mencionado algunas penas que se aumentan. Quiero referirme en forma especial a la última, respecto de la cual argumentó el diputado que me antecedió en el uso de la palabra, y que tiene que ver con el delito de maltrato de obra sin lesiones.

Entiendo que esto pueda resultar confuso; pero, la mayoría de los ataques efectuados contra carabineros -en el último tiempo han muerto más de mil-, han sido llevados a cabo en distinta forma. El Mercurio dice que en los últimos años ha habido dos mil casos de maltrato a carabineros, de palabra y obra, incluso, sin lesiones. Se trata de un alto número, y eso que no todos los casos son denunciados. 

La mayor parte de ataques a Carabineros no les producen lesiones, afortunadamente, pero, los efectuados con piedras, armas, objetos contundentes o bombas molotov, etcétera, podrían ocasionarles la muerte. Recordemos algunos hechos: el joven que pateó a un oficial en la espalda y que todos vimos prácticamente volando por los aires; los niños que atacan a los carabineros con palos y piedras; funcionarios policiales arrinconados, con sus cascos y escudos, mientras sobre ellos llueven enormes piedras. Además, reciben ofensas, y a nadie le gusta ser ofendido. Por eso, también se debería haber considerado el maltrato de palabra. 

Hace algunos años, gracias a algunos esfuerzos que realizamos en la Cámara, logramos aprobar un proyecto que modifica el Código Penal. La iniciativa propone agregar el siguiente artículo 263: “Los que empleen fuerza o intimidación contra un integrante de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que se encontrare en el ejercicio de sus funciones o los terceros que impidan o que intenten impedir por medios materiales el ejercicio de las funciones propias de dichos funcionarios, en ambos casos sin ocasionar lesiones, serán castigados con penas de prisión en cualquiera de sus grados y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal”.

Este proyecto contó con la aprobación del diputados Hales, que tuvo una importante intervención sobre la materia en debate.

En su primer trámite reglamentario en la Cámara de Diputados, el proyecto también proponía agregar el siguiente artículo 263 bis: “El que injuriare a un integrante de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y una multa de diez a quince unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.”
Este proyecto fue despachado por la Cámara de Diputados al Senado. 

Asistí a las primeras sesiones de la Comisión de Defensa del Senado. 

Cuando asistí a las primeras sesiones, los senadores no podían creer que hubiera sido tan difícil aprobar este proyecto en esta Corporación y, obviamente, al ver la legislación comparada, se pudo comprobar que no existe país desarrollado que no tenga una legislación que sancione drásticamente a quien ose ofender, insultar o maltratar a un miembro de las policías.

El diputado Schilling decía que esto no va con los tiempos que vivimos, que es exacerbar las sanciones. Yo digo que sí va con los tiempos actuales, que nos obligan a que exista mayor prevención de la delincuencia y, por lo tanto, a resguardar a quienes nos protegen de las agresiones y de la delincuencia.

Por otro lado, decía que, en los últimos días, funcionarios de Carabineros de Chile no han sido un buen ejemplo. Es cierto que algunos no han sido un buen ejemplo; pero, gracias a Dios, tenemos una institución que, lejos de esconder la verdad y de proteger a los funcionarios que han cometido delitos o actos de corrupción, los sanciona de inmediato. Además, de un total de 50 mil carabineros, 120 representan apenas el 0,002 por ciento. No debemos olvidar que, a pesar de esto, Carabineros de Chile sigue siendo la institución mejor evaluada por los chilenos. Su actuación fue notoria luego del terremoto. Carabineros de Chile siempre va a estar presente, cuidando a toda la ciudadanía. Donde no hay otra autoridad, ahí está Carabineros de Chile cumpliendo cientos de funciones.

Por otra parte, la moral de la institución se ve afectada cuando la ciudadanía le va perdiendo el respeto, cuando en las protestas sus funcionarios son atacados. Por cierto, ellos también necesitan un resguardo moral, que es muy importante, porque a nadie le gusta ser insultado. Obviamente, un maltrato produce una reacción que puede terminar en un abuso de autoridad.

Por eso, no podemos seguir siendo débiles en esta materia, sino más estrictos, sobre todo, con las personas que no cumplen con su deber, como los 120 carabineros que faltaron al orden y a la seguridad.

Me gustaría mucho que le diéramos una vuelta más a la modificación de las penas. No podemos dejar sin resguardo a estas fuerzas que deben combatir una delincuencia que nunca antes habíamos visto en nuestro país.

Por último, quiero volver al tema relacionado con el Ministerio Público. ¿Qué va a hacer con nueve mil causas? En la Comisión se hizo presente que se le crearía un gran problema hacerse cargo de todas estas causas. Seguramente, va a conceder libertad condicional, a archivar, a aplicar el principio de oportunidad, etcétera. Es decir, hay una situación que, a partir de ahora, será preocupante. 

Por otra parte, este proyecto tiene que ver con la mantención del secreto de la información, que es realmente increíble, porque más de la mitad de su articulado se refiere a la forma en que se va a resguardar el secreto, cómo se va a evitar la publicidad, cómo se van a resguardar los documentos, las investigaciones, etcétera, en la persecución de delitos que atenten contra la seguridad nacional.

¿Cuántos civiles van a estar involucrados en esta materia? ¿Serán muchos? Sinceramente, creo que la primera parte de este proyecto bien se podría haber mantenido en el Código de Justicia Militar habernos evitado esta discusión y el tremendo mandato que se le entrega a la justicia civil, que será letra muerta.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.

El señor HALES.- Señor Presidente, entiendo la libertad que existe en la Sala para decir lo que uno quiera; pero, en una de las intervenciones anteriores -no en la reciente-, un diputado de Derecha dijo que este proyecto había concitado un gran acuerdo durante su discusión.

Cuidado con deformar la percepción de la Sala, porque ésta se guía, de alguna manera, por la discusión inicial efectuada por los integrantes de la Comisión, más las opiniones de los diputados. Me extraña que, habiendo formado parte de la Comisión de Defensa, haya dicho que hubo un gran acuerdo. 

Junto con los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia participamos en la votación. 

En primer lugar, los diputados Burgos, Ceroni, Hales y Schilling presentamos una indicación sustitutiva para reemplazar el artículo 1° por dos, que fue rechazada.

En segundo lugar, la votación general de los artículos del proyecto discutidos en detalle, señala que nos abstuvimos en uno y votamos en contra todo el resto de los artículos. En la discusión particular votamos en contra artículo por artículo.

Es cuestión de ver el informe. 

Respecto del Código de Justicia Militar, votamos a favor una disposición; en la discusión de las modificaciones al Código Penal hubo otros tantos rechazos y alguna ocasional votación a favor.

No podía ser de otra manera. Imaginen esta barbaridad, no ya jurídica, sino que cultural, de imaginar que alguien que ose, es decir, que piense, que intente ofender a un carabinero, va a sufrir una sanción como la que se propuso en una indicación que ha sido recientemente defendida por la diputada señora Cristi y que felizmente fue rechazada. Ahí sí hubo amplia mayoría y coincidencia de la Comisión. Se trataba de sancionar con prisión -enviar a la cárcel- al que maltratare de palabra a un integrante de carabineros en el ejercicio de sus funciones.

Respeto los argumentos de la diputada señora Cristi, pero con el mismo respeto me permitiré contradecirla. No hay duda de las altas funciones de carabineros, pero también son altas funciones las de un cura párroco, las de un médico de guardia en una posta de urgencia. Al respecto, puede que una madre desesperada lo insulte o lo ofenda, y nadie pretenderá que tenga tratamiento especial. También puede ocurrir que un bombero entre desesperado a una casa a apagar un incendio y la destruya; en tal caso sus habitantes puede que lo insulten y ofendan, pero no por eso se va a sancionar con prisión a quien insultó. Lo mismo debe seguirse respecto de quien ofenda a un carabinero, a un sacerdote, en fin.

Esto demuestra a qué extremos se está llegando. Me parece muy bien que la Comisión haya alcanzado acuerdo en eso.

Quiero decir que este proyecto fue amplísimamente rechazado en la Comisión, incluso por diputados que nada tenemos de juristas y que damos nuestra opinión en la representación que nos ha conferido el pueblo.

Ésta no es la Cámara de los abogados, es la Cámara de los representantes populares, que han sido elegidos por el pueblo para aportar desde sus propios puntos de vista, para que, con su cultura, con su opinión, con su conocimiento de la gente de su distrito, de su país; con su bagaje cultural, con lo que conoce, con su experiencia de la vida, entregue su opinión.

La elite de los juristas será capaz de elaborar un proyecto, pero la elite de los que elige el pueblo para representarlo le está diciendo no.

Fíjense que el rechazo de este proyecto en la discusión particular ha sido gigantesco, no veo por dónde, a pesar de la buena intención, voluntad y disposición podría ser aprobado.

Nuestra concurrencia negativa a la votación ha sido prácticamente plena. Si los señores diputados tienen interés en ver dónde hubo coincidencia, podrían encontrarla en la página 48 del informe, donde dice que se castiga con la pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio, a todo individuo que sin derecho use uniforme, insignias, distintivos o condecoraciones correspondientes a las Fuerzas Armadas o a Carabineros de Chile.

Estuvimos de acuerdo en sancionar con reclusión menor a alguien que ande disfrazado de militar o de carabinero. Esa disposición se aprobó por unanimidad.

Después, hubo acuerdo unánime gracias a la urgencia del diputado Burgos respecto de los artículos 416 y 416 bis.

En materia de aprobación, francamente no encuentro nada.

Hubo otra indicación felizmente rechazada, que proponía el Ejecutivo para agregar el artículo 284 bis, nuevo, que decía: “El que acometa con violencia sin ocasionar lesiones o emplee intimidación en contra de un integrante de las Fuerzas Armadas, que se encontrare ejerciendo funciones en resguardo del orden público, será castigado con multa de seis a doce unidades tributarias mensuales.”
Si alguien agrede con violencia a un militar sin ocasionarle lesiones, él puede decir: “Me han lesionado, pero no se me nota; me han golpeado, pero no lo puedo probar; me han golpeado y nadie constató lesiones; pero lo digo yo, por lo tanto, al que me agredió sin lesionarme, se le debe aplicar una multa”. Menos mal que fue rechazado. 

Lo que no puede ocurrir es que haya diputados de Derecha que interpreten nuestra votación negativa como una agresión a las Fuerzas Armadas, porque eso sería una caricatura del debate que sostuvieron sobre todo aquellos diputados más preparados en materia penal y en justicia militar.

Las argumentaciones fueron enormemente sólidas en el debate; por lo tanto, queda de manifiesto nuestro respeto, cariño y aprecio a las Fuerzas Armadas. La valoración de sus funciones no se refleja en este articulado que hemos votado en contra, sino en nuestro trabajo conjunto con las Fuerzas Armadas, en la seriedad con que actuamos en la Comisión de Defensa, en el acompañamiento que hacemos en sus tareas de manera permanente, desde las formalidades de un desfile hasta sumergirnos a cien metros de profundidad para observar el submarino Carrera; en la visita a sus cuarteles, y en la aprobación de los proyectos que se han presentado para modificar el Ministerio de Defensa, el servicio militar, el Cuerpo Militar del Trabajo, las misiones de paz, en fin, todas las tareas que desempeñan las Fuerzas Armadas. Pero este proyecto, a juicio de los mejores expertos, no va en la línea de lo que necesitan las Fuerzas Armadas.

La indicación presentada, conducida especialmente por el diputado Jorge Burgos, que tuve el honor de suscribir junto con los diputados Ceroni y Schilling, decía: 

“Artículo 1°.- Tratándose de delitos comunes contemplados en el Código de Justicia Militar cuyo conocimiento correspondiere a los Juzgados de Garantía, los Tribunales Orales en lo Penal, los Tribunales del Crimen o Tribunales de Letras con competencia en lo criminal, según sea el caso, y que atendida su naturaleza y los medios empleados para su ejecución afectaren la seguridad nacional, quedarán sometidos a las siguientes reglas especiales que regula esta ley.

Para estos efectos las únicas causales de secreto en cuya virtud se podrá denegar total o parcialmente el acceso a la información son las siguientes:

1) Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte el debido cumplimiento de las funciones de las Fuerzas Armadas o Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

2) Cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad de la Nación,” en fin.

Lamentablemente, esa indicación fue rechazada.

Este proyecto fue de amplísima, extensa y profunda discrepancia, por lo tanto, voté en contra de la mayoría de sus artículos. 

Por lo señalado, rechazaré el proyecto.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Alberto 
Cardemil.

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, la intervención de mi distinguido amigo, el diputado Patricio Hales, me sugiere la necesidad de dejar claramente establecida, desde nuestro punto de vista, la historia del asunto que debatimos ahora.

En un determinado momento, el Gobierno plantea de manera bastante audaz y revolucionaria para su forma de conducir las cosas, sin muchas consultas, -se lo cuento a las bancadas oficialistas-, un proyecto de ley que recoge una aspiración secular de las fuerzas de Centro Izquierda, que por mucho tiempo no experimentó avance. En forma sencilla, pero muy trascendente, proponía que los civiles que infringieran la ley penal, fueren procesados por la justicia penal ordinaria y los militares, que hubieren cometido delitos militares, por la justicia militar. Esto es trascendente.

Cuando avanza la tramitación del proyecto, se hacen evidentes algunas materias que van suscitando, esto lo sostengo con todas mis fuerzas, un amplio acuerdo político en la dirección que correspondía. Eso significó tomar ese planteamiento y resolver los problemas que provocaba.

Uno de ellos dice relación con la existencia de ciertos delitos militares cometidos por civiles, ilícitos que atentaban contra valores jurídicos militares, que serían sometidos al conocimiento de la justicia penal ordinaria, pero como su sustanciación por ella podría acarrear posibilidades de daño para el interés o la seguridad nacional -porque se trata de delitos como traición, espionaje, daño a la infraestructura militar-, era necesario que el Código Procesal Penal contemplara ciertas normas de reserva para no afectar los intereses superiores del país.

Todos estuvimos de acuerdo en eso. Ése fue el sentido de avance de lo que se fue logrando.

Otro tema pendiente. Como ya los civiles en su relación con Carabineros y la Policía de Investigaciones no serían juzgados por tribunales militares, sino por la justicia penal ordinaria, y se eliminarían varias normas del Código de Justicia Militar, era importante establecer en nuestro Código Penal, común y corriente, una especie de refundido de todas las normas relacionadas con la acción policial y la de Investigaciones, que se denominó Estatuto de Protección de las Policías, para concentrar allí los tipos penales provenientes de los más diversos cuerpos jurídicos. La idea es hacer una sistematización ordenamiento para que cuando el juez penal ordinario juzgue a una persona involucrada en uno de estos delitos y, por lo tanto, tenga que citar al militar y al civil, resuelva adecuadamente, de acuerdo a normas claras y explícitas consideradas en el Código Penal.

Esto también concitó gran acuerdo. Los dos proyectos se aprobaron en general por unanimidad. Después, en la discusión particular hubo diferentes opiniones. Pero cada uno podrá ver en los informes cómo se votaron los artículos. Desde luego, el 1°, que define el tema, no tuvo ningún voto en contra. A lo más, hubo algunas abstenciones. Fue un planteamiento de consenso propuesto por el diputado que habla. Así se fue generando un amplio acuerdo respecto de las bases del sistema.

Entonces, cuando el distinguido diputado jefe de la bancada socialista dice que se va a oponer, porque quiere oponerse -al parecer ésa es la forma en que se está definiendo la Oposición en su relación con el Gobierno- y obstruir todo, y nos expresa que aquí hay una trampa, porque lo que se ha hecho es traspasar del Código de Justicia Militar al Código Penal los delitos, es desconocer lo que se viene sosteniendo desde hace años: avanzar en reunir todos los tipos penales en un solo cuerpo legal aplicable a civiles y militares y que las causas que se originan, aquí está la diferencia, sean tramitadas por tribunales penales comunes y corrientes. Es decir, por tribunales penales ordinarios; no por juzgados militares.

De manera que hubo un avance, se produjo un consenso. Estoy seguro de que la mayoría de los votos de los diputados que siguen -por supuesto de sus respectivos partidos-, a los colegas Jorge Burgos, Felipe Harboe o Pedro Araya, tres destacados miembros de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, algunos también de la Comisión de Defensa, darán cuenta del amplio acuerdo en un sentido estratégico que se ha logrado con esos proyectos.

Respecto del Estatuto de Protección de las Policías, quiero decir con absoluta claridad que es un elemento programático básico del Gobierno.

En estas materias, estamos o no estamos con las policías para dar seguridad pública y ciudadana. Entiendo que aquí hay opciones.

El gran escritor alemán Goethe, en cuanto al test final para resolver si una persona era de Centro Derecha o de Centro Izquierda, afirmaba que la persona de centro derecha prefería siempre el orden a la injusticia. Podía aceptar que se cometiera una injusticia, pero siempre que se mantuviera el orden público. En cambio, una persona de centro izquierda prefería, con tal de no cometer ninguna injusticia, que hubiera desorden.

Creo que soy hombre de derecha, porque, en definitiva, el desorden es la suprema injusticia, debido a que no le da lo que corresponde a nadie.

Estas son posiciones conceptuales en las que el Gobierno tiene toda la razón al proponer lo que plantea. Dice: “tengo que proteger a mi policía”. Y lo hace estableciendo en el Código Penal una serie de penas para delitos perfectamente lógicos y nítidos, que apoyaré de cabo a rabo.

Los delitos son simples. El artículo 268 sexies consigna que el que matare a un miembro de las policías que se encontrare en ejercicio de sus funciones, tendrá una pena de 15 años y un día a 40 años.

Estoy con eso. Lo afirmo en este debate ante la comunidad. ¿Estamos o no protegiendo a nuestras fuerzas policiales, a Carabineros e Investigaciones?

El artículo 268 septies dispone que el que hiriere, golpeare o maltratare de obra a un miembro de las policías que se encontrare en el ejercicio de sus funciones, dependiendo de si el ofendido queda demente o con lesiones graves o menos graves, será castigado con una pena de 61 días a 15 años.

El artículo 268 octies dice que se aumentarán en un grado las penas por lesiones graves, gravísimas, agravadas cuando la víctima sea un miembro de las policías. Estoy de acuerdo.

En cuanto al artículo 268 nonies, que establece que el que amenazare a un policía, conociendo su calidad de tal y en razón del ejercicio de sus funciones, estoy porque ese delito se sancione con una pena de tres años y un día a cinco años.

Este problema lo afronta nuestra fuerza policial todas las noches en las poblaciones a las que debe irse a vivir.

El artículo 268 decies plantea que quien acometiere con violencia a un miembro de la policía que se encontrare en el ejercicio de sus funciones -cuestión que se ve todos los días cuando hay desmanes o resistencia violenta al arresto en mi distrito, en Santiago o en otros puntos del país-, será castigado con multa de seis a doce unidades tributarias mensuales. Estoy de acuerdo con ello.

El artículo 268 undecies se refiere al que atentare con explosivos, artefactos incendiarios, armas de fuego o elementos químicos contra los retenes, algo por todos visto en televisión. 

¿Cómo no vamos a apoyar esta iniciativa? El país nos está mirando. Como quiero que en el país exista orden y seguridad pública, apoyaré las normas que propone mi Gobierno para respaldar la labor que realiza Carabineros y la Policía de Investigaciones, instituciones encargadas de brindar seguridad a todos los chilenos, tanto en sus casas, como en sus barrios, en sus calles y en sus plazas.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ascencio.

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, junto con saludar al señor ministro, quiero hacer un breve comentario al respecto. 

En primer lugar, las palabras del diputado Hales me vuelven el alma al cuerpo, porque pensé que había una especie de unidad monolítica para aprobar el proyecto, pero con el correr del debate me doy cuenta de que tenemos discrepancias importantes. Por eso, finalmente, me dejan tranquilo las palabras de don Patricio Hales.

En cuanto a la intervención del diputado Alberto Cardemil, me gusta esa forma que tiene para definir entre centroderecha y centroizquierda. Por mi parte, de inmediato me califico como de centroizquierda, porque prefiero la justicia al orden establecido por los poderosos o los empresarios. Prefiero la justicia social, la justicia de la inmensa mayoría de aquellos que están siempre marginados. Por consiguiente, desde ya, me declaro de centroizquierda. 

Respecto del proyecto en cuestión, tengo tremendas dudas que son netamente personales y que no representan necesariamente el pensamiento de mi bancada. Tampoco tenemos una posición definitiva al respecto, pero, para ser franco, me inclino más por votar en contra de la idea de legislar, después de lo que he escuchado. 

Hay dos temas que ustedes han establecido muy bien. Primero, las normas especiales sobre el tema de publicidad y de reserva, relacionada con actuaciones procesales, en el sentido de llevar determinados delitos de la justicia militar a la justicia civil. Me parecen bien; incluso, parecieran tener algún sentido. 

Lo segundo, que es la parte que me preocupa, dice relación con el reforzamiento de las sanciones en materia de delito en contra de los miembros de la policía. A mi juicio, hay una asincronía, es decir, no existe una sincronía entre lo que son los derechos de las policías, que es lo que se quiere establecer acá, y los derechos de los ciudadanos. Por lo tanto, es un problema que también debiéramos considerar. 

Ahora bien, para que esto se haga -el reforzamiento de las sanciones en materia de delitos en contra de los miembros de las policías- se deben hacer modificaciones al Código de Justicia Militar, al Código Penal, al Código Procesal Penal, etcétera.

Por ejemplo, cuando se recordaba el origen de la iniciativa, se hizo mención a la primera modificación que hicimos acerca de que los delitos militares iban a ser juzgados por los tribunales militares y, los civiles, por la justicia ordinaria, que como norma general me parece bien. El problema es que los delitos de los militares en contra de civiles siguen estando radicados en los tribunales militares, lo cual es muy complicado, por cuanto, en su mayoría, tienen que ver con injusticias amparadas por este tipo de tribunales. Es decir, cada vez que nuestras policías cometen delitos en contra de civiles, injustamente por supuesto, igual terminan siendo juzgados por tribunales militares. Por lo tanto, tenemos un problema aún no resuelto. 

En esta materia, me quedo con las palabras del señor Milton Juica, Presidente de la Corte Suprema, al ser consultado acerca del tema. La realidad del ordenamiento jurídico internacional ha señalado que un grupo importante de magistrados de la Corte Suprema está por suprimir las prerrogativas procesales del Código de Justicia Militar, agregando que este tipo de procedimiento no se justifica en un Estado moderno. Agrega, además, lo siguiente: “hay que eliminar la justicia militar, porque creo que el proceso penal nuevo, que es oral, es más garantista que todos los otros mecanismos, y no hay especialidades tan importantes como para que éste no se pueda hacer.”. 

Repito, me quedo con las palabras del Presidente de la Corte Suprema. Por eso, debemos avanzar en esta posición y no en ir modificando las cosas para terminar más o menos en lo mismo o, quizá, peor. Mis dudas apuntan fundamentalmente por el lado de los derechos de los ciudadanos. 

A mi juicio, lo que hoy ha hecho el Gobierno es entregar una especie de “chipe libre” para que las fuerzas policiales actúen en contra de los ciudadanos. Lo quiero decir claramente: la señal o mensaje que se está dando es como una especie de “chipe libre” a las policías. Es decir, hagan lo que hagan no les va a pasar nada, lo cual es muy peligroso, porque en una sociedad democrática como la nuestra los ciudadanos también se manifiestan. Tampoco es malo que se produzcan este tipo de movilizaciones sociales; el punto es qué es lo que ocurre cuando la represión actúa en contra de aquellos ciudadanos que quieren manifestarse. 

Daré a conocer el detalle de las acciones violentas en que ha tenido participación la policía en los últimos sesenta días:

Carabineros agrede a una mujer que trabajaba como vendedora ambulante, le botan la mercadería de mote con huesillos que se vende en todas las calles de Santiago; Carabineros abusa de un hombre con deficiencia mental, según video mostrado por Canal 13; dirigentes del Sindicato de Trabajadores del Transporte son golpeados por Carabineros en la 52ª Comisaría de Maipú; alcaldesa Barahona se querella por actuación irregular de policías en su comuna; diputado Silber es arrastrado por el suelo tras defender a pobladores abusados por Carabineros en Colina; Carabineros agrede a la alcaldesa de Codegua al exigir igual derecho para ver un debate en la Cámara de Diputados; Carabineros patea en el suelo a un barrista de la Universidad de Chile al interior de una comisaría, según muestra un video de televisión; detenido es golpeado al interior del calabozo de la 31ª Comisaría de San Ramón; profesores de la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de la Universidad de Chile denuncian brutalidad policial en el accionar de Carabineros al disolver una marcha organizada por estudiantes de dicha sede universitaria ante la situación de la Educación Pública; pobladores de Rapa Nui denuncian maltrato, abusos y golpes por parte de Carabineros; diversas manifestaciones en Iquique, Concepción y Temuco terminan con acusaciones de maltrato de abuso o brutalidad policial a Carabineros.

Repito, esto es sólo lo que ha ocurrido en los últimos sesenta días. Es decir, una gran cantidad de abusos de parte de Carabineros. No voy a decir nada de la PDI, porque no tengo antecedentes al respecto. 

Por lo tanto, el punto es cuál es el equilibrio que queremos. Honestamente, creo que ese escenario, esa atmósfera y ese ambiente no permiten aprobar un proyecto de esta naturaleza, porque finalmente vamos a terminar desprotegiendo mucho más a la inmensa mayoría de los ciudadanos. 

Si el Gobierno quiere enviar a las policías la señal de que tienen “chipe libre” para hacer lo que quieran en contra de los manifestantes en nuestro país, es responsabilidad de ellos. Acá, el punto es qué señal quiere dar el Congreso. ¿Cuál es la señal que queremos enviar a la ciudadanía?

Por otra parte, me quedó dando vuelta la idea que el diputado Ulloa manifestó al comienzo de su discurso, cuando dijo que aquí podía haber dos contradicciones: una, entre los derechos de los particulares y, otra, entre los derechos de la Patria, de Chile, por supuesto, defendiendo a Carabineros y reforzando estos tipos penales en favor de ellos. Lo que estábamos haciendo era defender los intereses de la Patria, según sus palabras. 

El problema no es si puedo estar de acuerdo o no con esa idea, porque lo que debemos privilegiar, efectivamente, son los intereses de la Patria, de Chile. Nuestro país ubicado en este territorio, con nuestra cultura, con nuestro idioma, lo que somos, está compuesto por todos los chilenos. Por eso, cada vez que las fuerzas policiales actúan en contra de los chilenos, golpean y abusan de sus propios conciudadanos. Entonces, según este pensamiento, están golpeando a la Patria y a Chile. ¡Eso es lo que no quiero! ¡Eso es lo que debemos cambiar! 

Por lo tanto, a mi juicio, el proyecto agudiza esta asincronía, esta falta de sincronía entre los derechos de los ciudadanos comunes y corrientes y una policía que se ve injustamente privilegiada con normas que aumentan las penas para aquellos que osen enfrentarla, como señala el proyecto. 

Por las razones señaladas, votaré en contra.

He dicho. 

El señor ALINCO.- Pido la palabra.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra su señoría.

El señor ALINCO.- Señor Presidente, sería posible extender en un par de minutos el Orden del Día, ya que tres o cuatro señores diputados más quieren intervenir.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Señor diputado, el Orden del Día está por concluir y están inscritos seis diputados.

Honorable Sala, recabo el asentimiento unánime para prolongar el Orden del Día.

No hay acuerdo.

Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero hacer una precisión a la intervención del diputado señor Alberto Cardemil. 

No nos oponemos al proyecto porque sí, sino porque tenemos la convicción de que no es correcto, razonable ni conveniente para Chile tener dos tipos de justicia. Al respecto, coincidimos con lo dicho por el Presidente de la Corte Suprema, señor 
Milton Juica -citado por el diputado señor Gabriel Ascencio-, y por nueve magistrados de dicha Corte.

La mitad de la Corte Suprema sostiene una posición conteste con una indicación que presentamos en la Sala a propósito de las modificaciones a la competencia de la justicia militar, en el sentido de destinar la justicia militar al tratamiento de delitos militares cometidos por militares. En lo demás, someter absoluta y totalmente a todos los chilenos, sin distinción, a la justicia penal común que rige para todos.

También, hubo un debate en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia y un compromiso del Gobierno, en el sentido de enviar un proyecto que permita reformar la justicia militar que se rige por principios exactamente inversos a aquellos que inspiraron la reforma procesal penal que, por estos días, cumple seis años: transparencia, imparcialidad, equidad, bilateralidad, etcétera.

Porque, si hay algo que hemos afirmado en forma permanente es que la justicia militar no es aquella que está en condiciones de resolver de manera justa los conflictos del avance jurídico que se someten a su conocimiento, en particular cuando se tratan asuntos que afectan a los ciudadanos comunes y corrientes, es decir, a los civiles. 

Este proyecto, a mi juicio, tiene dos defectos importantes. Primero, que por la vía de establecer normas especiales sobre publicidad y reserva de ciertas actuaciones procesales, invade, modifica y altera los estándares de la justicia penal común. Es decir, donde debe primar la transparencia de la publicidad en los actos, incorpora el secreto, la reserva, la restricción del acceso a la información, con un propósito que, a mi juicio, es completamente innecesario, cual es proteger caros intereses de la seguridad nacional -alguien hizo mención a WikiLeaks- y es evidente que, por esta vía, no se van a proteger ni a resguardar.

Señor Presidente, no podemos seguir perseverando en la generación de dos tipos de justicia distintos en función de si se viste o no uniforme. Lo importante es que los sistemas de justicia, en particular la justicia penal, sean justos; que administren justicia; que resuelvan los conflictos sometidos a su consideración en atención a las pruebas que presenten las partes; que en el proceso penal las partes cuenten con los derechos y garantías suficientes para exponer y defender sus posiciones, y que se falle conforme a derecho. Eso no se va a resolver si establecemos restricciones y normas especiales que, insisto, al alero de la idea de proteger los intereses de la seguridad nacional o los intereses nacionales, establecen procedimientos de secreto y reglas de secreto, como es el caso de este proyecto.

Es sumamente grave -por eso vamos a votar en contra- que se pretenda establecer un régimen de protección penal ultrarreforzada para los miembros de Carabineros e Investigaciones. Las sociedades le entregan a las Fuerzas Armadas el monopolio del uso de las armas. A cambio, sin duda, le exigen a quienes cumplen esas funciones una especial y particular exposición a una labor de alto riesgo, donde lo que está en juego no es sólo el riesgo a un accidente laboral, sino su propia seguridad.

Eso lo vemos, con mucha fuerza en un conflicto armado, donde las Fuerzas Armadas deben emplear la fuerza para defender los intereses nacionales, aun a riesgo de la propia vida, cosa que en Chile no ocurre afortunadamente desde hace más de un siglo.

En el caso de las policías, es de uso cotidiano y corriente, porque muchas veces los conflictos de una sociedad se expresan a través de manifestaciones en las que hay roce, en que la función policial de mantención del orden público se ve contrapuesta con la acción de quienes se manifiestan. Eso no es una particularidad de Chile, sino una situación que ocurre en las más avanzadas y desarrolladas democracias.

El establecimiento del régimen ultrarreforzado de protección penal para Carabineros y policías, no ayuda en nada, sino que, por el contrario, desprotege los derechos de los ciudadanos.

Hace algunos días, visité en mi región al recientemente asumido general jefe de la Cuarta Zona de Carabineros para expresarle mi preocupación, porque en menos de ocho meses dos manifestaciones estudiantiles fueron reprimidas de manera excesiva por parte de personal de Carabineros. 

Me correspondió desempeñarme en 2002 como gobernador en esa provincia. Tengo conciencia de cómo se administran los asuntos relacionados con la mantención del orden público. 

Acá se narraban por parte del diputado Ascencio hechos en los cuales hemos visto fricciones entre fuerzas policiales y ciudadanos, donde, a juicio de muchos de nosotros, Carabineros no ha logrado un actuar y un proceder correctos. 

No parece razonable, entonces que, en esos asuntos, donde es legítimo tener posiciones distintas, por la vía de estas modificaciones, se establezcan figuras y tipos penales nuevos; se aumenten las penas; se establezca un régimen más severo cuando lo que está en juego es el derecho de los ciudadanos de expresar sus puntos de vista con respeto a la autoridad y al accionar de la policía. Pero, cuando hay conflictos, cuando hay dudas, cuando hay interpretaciones sobre el uso abusivo de la fuerza, ello no puede hacerse al amparo de una figura jurídica especialísima.

Creo en la legislación comparada que demuestra que disminuyen las posibilidades de los ciudadanos de defender sus derechos cuando éstos se ven vulnerados por el ejercicio de la función policial. 

Como dijo el diputado Patricio Hales, tenemos pleno respeto y reconocimiento por la función que cumplen las fuerzas policiales. Pero eso no puede ni debe ser calificado sobre la base de allanarse a aprobar figuras penales que, a mi juicio, debilitan los derechos de los ciudadanos en un régimen democrático.

No quiero entrar en el detalle, por lo avanzado de la hora, pero hay, por ejemplo, adecuaciones que se hacen a propósito de reparos y cuestiones que han hecho presente organismos de derechos humanos, en especial la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso Palamara, que ha motivado la modificación del artículo 284 del Código de Justicia Militar. Siempre estamos en estas materias al borde del reproche internacional.

En consecuencia, este proyecto se orienta en una dirección inversa a lo que la sociedad demanda. La sociedad demanda más derechos para expresar nuestros puntos de vista; demanda más libertades; demanda más garantías para manifestarse en una sociedad viva. 

Ésta es una sociedad crecientemente libre de las ataduras del pasado y es capaz de manifestarse desde las más diversas expresiones e intereses de los ciudadanos, y eso, obviamente, desde la perspectiva del conflicto social, genera roces. 

Señor Presidente, insisto, no creo que la incorporación en nuestra legislación de figuras especialmente severas respecto de la defensa del rol de carabineros y de la policía sea una contribución a nuestro régimen democrático. Los socialistas vamos a votar en contra, porque vamos a defender el derecho de los ciudadanos a manifestarse y el acceso a la justicia de todos por igual. Acá no puede haber dos tipos de justicia: uno para los que visten uniforme y otro para los civiles. Somos todos iguales ante la ley y los derechos, tanto de uniformados como de civiles, pueden ser defendidos conforme a la reforma procesal penal y al Código de Justicia Militar, pues, a nuestro juicio, nos parecen suficientes garantías para que cada uno cumpla con la función o rol que le corresponde en una sociedad democrática.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Reglamentariamente, a todos los Comités les corresponde hacer uso de la palabra; pero el Comité Mixto del Partido Radical Social Demócrata, Partido Comunista e Independientes, no ha hecho uso de ésta, a pesar de que el artículo 132 del Reglamento establece que debe pronunciarse.

Por lo tanto, voy a ceder la palabra, por cuatro minutos, al diputado Alinco.

El señor ALINCO.- Gracias, señor Presidente.

Quien mejor que nosotros, los ayseninos, sabemos sobre la labor de colonización que ha realizado Carabineros de Chile en la zona. Es parte de nuestra historia. El primer intendente fue carabinero, el general Marchant. Existe un héroe nacional de Carabineros, el teniente Merino, que entregó su vida por defender nuestro territorio. Por lo tanto, para nosotros, chilenos y ayseninos, Carabineros es una institución muy importante y respetada. Pero, como en todo grupo humano hay excepciones, y, lamentablemente, Carabineros de Chile no se excluye de esa situación.

Escuchando otras intervenciones, la opinión de otros diputados, del diputado 
Ascencio, por ejemplo, quien señalaba un listado de irregularidades y abusos que algunos integrantes de Carabineros de Chile ha realizado, es obvio que este proyecto de ley no se puede aprobar, porque no podemos permitir que ninguna persona tenga privilegios especiales. Lo hemos demostrado. No podemos permitir que ninguna institución, por mucha historia que tenga, por muchos valores, pueda tener privilegios y que sus integrantes se transformen en seres intocables.
Insisto en que, en lo personal, y en nombre de nuestra bancada, tenemos mucho respeto por la institución de Carabineros de Chile, pero también hay que señalar situaciones que son difíciles, porque actualmente en Carabineros hay integrantes que han sobrepasado la ley. Y voy a dar un ejemplo. 

Los tribunales de justicia probaron que Walter Ramírez Espinoza asesinó con tres balazos en la espalda al joven estudiante mapuche Matías Catrileo. Hoy, ese carabinero está en servicio activo en la región de Aysén.

Tenemos que revisar este proyecto; no se puede aprobar en estas condiciones. Lamentablemente, como diputado, estoy pareado desde ayer con un diputado de RN y soy hombre de palabra; por consiguiente, no voy a votar. Sin embargo, agradezco la oportunidad de expresar mi opinión sobre este tema, porque en Chile no puede haber personas ni tampoco instituciones que sean intocables, como se pretende transformar a Carabineros de Chile a través de este proyecto.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- El diputado Jorge Burgos me ha pedido la palabra para referirse a un asunto de Reglamento.

Tiene la palabra, señor diputado.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, simplemente para agregar otra votación separada a las ya solicitadas por distintos diputados: me refiero al artículo sexto de la página 72 del informe. Pido solamente votar separadamente el artículo 268 decies del Código Penal. 

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Señor diputado, la Secretaría ha tomado nota de su solicitud.

Por una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, pido hacer reserva de constitucionalidad respecto de la modificación que establece el artículo cuarto al Código Procesal Penal, en cuanto a agregar un inciso segundo al artículo 55. Como señala el informe de la Corte Suprema, no sólo es objetable, sino también -a mi juicio-, inconstitucional, porque vulnera el principio de igualdad ante la ley. Al otorgarse el carácter de acción penal pública al delito de injurias y calumnias en contra de miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública no solamente se mueve a requerir la investigación al ministerio público, sino, lo más importante de todo, se permite decretar la prisión preventiva, la cual, como medida cautelar de dicho delito, está proscrita.

Además, quiero adherir a la votación separada.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Señor diputado, se tendrá presente su petición.

Por último, tiene la palabra el señor ministro de Defensa Nacional.

El señor RAVINET (ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, quiero hacer cuatro comentarios muy breves.

En primer lugar, es importante que en esta Corporación quede absolutamente claro que lo que busca el Ejecutivo en la parte segunda del proyecto es mejorar las condiciones de protección de Carabineros y de la Policía de Investigaciones respecto del ejercicio de sus cargos. Hoy, su actitud es evaluada por la ciudadanía en el primer lugar. No hay institución en Chile que tenga más respeto que Carabineros; sin embargo, obviamente, en todo grupo humano hay fallas, errores y abusos; pero lo importante es que sus mandos y los sistemas jurídicos los castiguen. En estos últimos días, en materia de carabineros, hemos visto una acción ejemplar de sus mandos para penalizar y apartar de sus funciones a quienes han abusado de sus cargos. 

En segundo lugar, aclararé algo que indujo a error.

Se afirmó en esta Sala que el Ejecutivo estaba dando largas a la promulgación de un proyecto que este Gobierno promovió: me refiero al que modifica la competencia de la justicia militar. 

Informo a las diputadas y a los diputados que conocido el informe del Tribunal Constitucional, el 10 de diciembre recién pasado, se firmó el decreto promulgatorio de ese proyecto de ley y hoy está en trámite en la Contraloría General de la República. 

Por último, quiero reafirmar el trabajo muy abierto que realizaron las bancadas parlamentarias, de Oposición y de Gobierno, y el Ejecutivo, al momento de definir el procedimiento para cautelar la seguridad de la nación y el interés nacional. El Gobierno siempre estuvo dispuesto a generar los consensos necesarios para que una modificación legal de esta naturaleza fuera aprobada por una gran mayoría. De hecho, si sus señorías comparan los textos, podrán observar cómo el Ejecutivo evolucionó en su posición. Es más, en la sesión que se votaba el proyecto, los diputados Schilling, Hales y otros hicieron una modificación al artículo primero. El Ejecutivo, no obstante que se había aprobado una indicación del diputado señor Cardemil, buscó la instancia, en conjunto con los diputados 
Harboe, Cornejo, Burgos y Rincón, para acotar las excepciones de reserva a los delitos contemplados en el Código de Justicia Militar, en el Código Aeronáutico y en la Ley de Control de Armas. Ésa es la forma que contiene la indicación que hicimos llegar a esta Cámara, documento que sus señorías tienen en sus pupitres electrónicos. Es decir, se hicieron esfuerzos por acercar posiciones. 

Otra preocupación de los diputados fueron los derechos del inculpado, los que quedaron plenamente incorporados en la modificación del inciso final del artículo 4° del artículo primero del proyecto, que consagra y ratifica el derecho a los imputados a conocer de las acciones e informes periciales del proceso. 

El esfuerzo ha sido muy grande para sortear el desafío que nos impone el gran acuerdo político para que modificaciones de esta naturaleza, que implican quórums muy altos, que implican modernizar el sistema de justicia militar, que implican cambios que en 20 años no se realizaron, se aprueben en esta Corporación. 

Sabemos que la aprobación de estas normas no satisface a todos, pero también sabemos que son un avance sustancial en pos de mejorar la justicia para los civiles procesados por delitos militares que, a partir de estas modificaciones, pasan a ser conocidos por los tribunales penales ordinarios. En definitiva, estos nuevos mecanismos procesales, en conjunto con los de protección a las policías, son un avance notable para perfeccionar nuestra legislación.

En aras de un gran acuerdo, llamo a aprobar el proyecto, a fin de facilitar las modificaciones de la orgánica y del Código Penal, que veremos a continuación.

Muchas gracias. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, la bancada del Partido Socialista acordó que sus diputados, uno por sesión, se parearan con el diputado señor Ramón Barros, mientras él esté con dificultades de salud. En esta oportunidad, seré yo quien se paree con el diputado señor Barros; en la próxima sesión lo hará otro diputado socialista y así sucesivamente. 

Lamentablemente, no alcanzamos a inscribir ese pareo, por lo que le pido a la Mesa que proceda en tal sentido, antes de votar. 

He dicho. 

-Aplausos.
El señor BECKER (Vicepresidente).- Señor diputado, sólo con la venia de la Sala podemos inscribir el pareo, toda vez que hay que comunicarlo antes de la Cuenta.

¿Habría acuerdo para inscribir el pareo de los diputados señores Barros y Aguiló? 

Acordado. 

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, falta inscribir otro pareo, que tampoco se alcanzó a inscribir. 

El señor BECKER (Vicepresidente).-. ¿Habría acuerdo para inscribir el pareo del diputado señor Enrique Jaramillo con el diputado señor René Manuel García? 

Acordado. 

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate. 

En votación general el proyecto de ley, originado en mensaje, que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías, con excepción de los artículos 3°, 4°, 6°, 7°, 8° y 9° del artículo primero y del artículo octavo, que tienen rango de ley orgánica constitucional, y de los artículos 1°, 2°, 5°, 10, 11 y 12 del artículo primero, que son normas de quórum calificado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 18 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda 
Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León 
Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González 
Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana 
Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling 
Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle 
Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Ascencio 
Mansilla Gabriel; Jarpa Wevar Carlos Abel.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación general los artículos 3°, 4°, 6°, 7°, 8° y 9° del artículo primero, y el artículo octavo, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 69 diputados en ejercicio. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; 
Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; 
Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz 
Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, los artículos 3° y 8° del artículo primero se darían por aprobados también en particular, con la misma votación, dejándose constancia de haberse alcanzado el quórum constitucional requerido.

El señor HALES.- Señor Presidente, ¿el proyecto está siendo votado en particular? 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Así es, señor diputado. 

El señor HALES.- Señor Presidente, ¿puede repetir los artículos que serán votados? 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Se trata de los artículos 3° y 8° del artículo primero. 

El señor HALES.- Señor Presidente, como son muchos los artículos que se contienen en los artículos del proyecto, le pido ir más lento con la votación, para hacer el seguimiento que corresponde. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Vamos a votar en particular los artículos 3° y 8° del artículo primero del proyecto. 

El señor HARBOE.- Señor Presidente, ¿es posible votar primero el artículo 3° del artículo primero? 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Así procederemos. 

En votación particular el artículo 3° del artículo primero. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 72 votos; por la negativa, 22 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne 
Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; 



Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; 
Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Andrade Lara Osvaldo; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib 
Patricio; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; 
Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle 
Guillermo; Tuma Zedan Joaquín.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Auth Stewart Pepe; Vargas Pizarro Orlando.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación el artículo 8° del artículo primero.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 35 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda 
Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes 
Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; 
Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; 
Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella 



Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; 
Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz 
Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; 
Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz 
María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvo el diputado señor Rincón González Ricardo.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación general los artículos 1°, 2°, 5°, 10, 11 y 12 del artículo primero, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 61 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 78 votos; por la negativa, 18 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez 
Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; 
Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz 
Novoa José Miguel; Pérez Lahsen 


Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; 
Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; 
Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz 
Marcelo; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Accorsi Opazo Enrique; Espinosa 
Monardes Marcos; Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, los artículos 2°, 5°, 10, 11 y 12 del artículo primero se declararán aprobados en particular con la misma votación, dejándose constancia de haberse logrado el quórum constitucional requerido.


El señor HALES.- No, señor Presidente. Estamos pidiendo votación artículo por 
artículo.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 2° del artículo primero.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 22 votos. Hubo 13 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne 
Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hasbún Selume Gustavo; 
Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; 
Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; 



Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz 
Novoa José Miguel; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera 
Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León 
Ramírez Roberto; Monsalve Benavides 
Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle 
Guillermo; Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Auth Stewart Pepe; Campos Jara 
Cristián; Ceroni Fuentes Guillermo; Farías Ponce Ramón; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Meza Moncada Fernando; Núñez Lozano Marco Antonio; Robles Pantoja Alberto; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 5° del artículo primero.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 65 votos; por la negativa, 36 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne 
Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; 
Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; 
Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández 



Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz 
Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Robles 
Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 10 del artículo primero.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 68 votos; por la negativa, 25 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne 
ugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela 
Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; 
Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González 
Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sabag 


Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Jiménez Fuentes Tucapel; 
Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Jarpa Wevar Carlos Abel; Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 11 del artículo primero.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 35 votos. Hubo 2 abstenciones.


El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez 
Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana 
Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes 
Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz 
Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Schilling Rodríguez Marcelo; 
Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Lorenzini Basso Pablo.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 12 del artículo primero.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 62 votos; por la negativa, 38 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Norambuena Farías Iván; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; 
Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Campos Jara Cristián; 
Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Meza 
Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar los artículos que han sido objeto de indicaciones del Presidente de la República y los que se ha pedido votar separadamente.

Informo a la Sala que la Secretaría ha confeccionado un comparado que se encuentra en sus pupitres electrónicos.

En votación la indicación sustitutiva del Presidente de la República mediante la cual reemplaza el artículo 1°, que figura en las páginas N°s 1 y 2 del comparado, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 61 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 18 votos. Hubo 3 abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobada.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; 
Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud 


Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Espinosa Monardes Marcos; 
Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo; 
Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Díaz Díaz Marcelo; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación particular el artículo 4°, conjuntamente con la indicación del Presidente de la República para agregarle un inciso final, que figura en la página N° 5 del comparado, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 81 votos; por la negativa, 18 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; 
Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas 
Carlos; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 6°, conjuntamente con la indicación del Presidente de la República que lo modifica, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

En votación

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León 
Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; 
Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; 
Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Girardi Lavín Cristina; González 
Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María 
Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 7°, conjuntamente con las dos indicaciones aditivas del Presidente de la República, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González 
Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana 
Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Girardi Lavín Cristina; González 
Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María 
Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 9°, conjuntamente con la indicación del Presidente de la República formulada a su inciso tercero, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 21 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; 
Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán 
Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; 
Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle 
Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar la indicación del Presidente de la República mediante la cual introduce un artículo transitorio, nuevo, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 69 señoras diputadas y señores diputados en ejercicio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 77 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; 
Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; 
Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el número 1) del artículo segundo, mediante el cual se sustituye el artículo 284 del Código de Justicia Militar, respecto del cual se solicitó votación separada.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 49 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina 
Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González 
Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el número 3) del artículo segundo, mediante el cual se derogan los artículos 416, 416 bis, 416 ter y 417 del Código de Justicia Militar, conjuntamente con una indicación del Presidente de la República para agregar el artículo 404 entre los que se derogan.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 80 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 1 abstención.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; León 
Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen 
Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; 
Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett 
Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende 
Denise; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvo el diputado señor Hales Dib Patricio.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 268 nonies que se propone incorporar en el Código Penal mediante el número 2) del artículo tercero del proyecto, respecto del cual se solicitó votación separada.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 51 votos; por la negativa, 49 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Cardemil Herrera Alberto; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; 
Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes 
Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González 
Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud 
Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro 
Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 268 decies que se propone incorporar en el Código Penal mediante el número 2) del artículo tercero del proyecto, respecto del cual se solicitó votación separada.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 48 votos; por la negativa, 48 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Hubo empate.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 50 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Dado que se produjo un segundo empate, dicha norma se debe votar en la siguiente sesión, de acuerdo con lo que establece el Reglamento.

Recabo la unanimidad de la Sala para votar nuevamente el artículo.

El señor HALES.- Señor Presidente, no hay acuerdo para votarlo por tercera vez. A nuestro juicio, el artículo fue rechazado.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, de acuerdo con el Reglamento, el artículo fue rechazado.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, pido que el señor Secretario dé lectura al artículo correspondiente del Reglamento. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- El artículo 154 del Reglamento señala lo siguiente: “Si resulta empate, se repetirá la votación, y si ésta da de nuevo el mismo resultado, quedará para la sesión siguiente. Si en ella vuelve a producirse empate, se dará la proposición por desechada”. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Dado que se produjo un segundo empate, el artículo se votará en la sesión siguiente, de acuerdo con lo que establece el Reglamento.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo 268 undecies que se propone incorporar en el Código Penal mediante el número 2) del artículo tercero del proyecto, respecto del cual se solicitó votación separada.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 54 votos; por la negativa, 46 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van 
Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; 
Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; 
Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán Felipe; Jarpa Wevar 
Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; 
Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus 
Aracena Luis; León Ramírez Roberto; 
Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada 
Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el número 1) del artículo cuarto, mediante el cual se agrega un inciso segundo en el artículo 55 del Código Procesal Penal, conjuntamente con la indicación del Presidente de la República que lo modifica.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos; por la negativa, 52 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Rechazados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; 
Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro 
Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez 
Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; 
Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Isasi Barbieri Marta; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes 
Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; 
Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada 
Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el número 1) del artículo cuarto, mediante el cual se agrega un inciso segundo en el artículo 55 del Código Procesal Penal en los términos presentados en el informe de las Comisiones Unidas. 

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos; por la negativa, 48 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Ascencio 
Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán 
Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett 
Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Burgos.


El señor BURGOS.- Señor Presidente, quiero hacer reserva de constitucionalidad del artículo, por ser francamente arbitrario desde el punto de vista de los derechos de las personas.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Muy bien, señor diputado.

Corresponde votar en particular la indicación del Presidente de la República para reemplazar, en el número 1) del artículo quinto, el numeral 9 que se agrega en el artículo 10 de la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 74 votos; por la negativa, 24 votos. Hubo 4 abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández 



Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús 
Javier; Marinovic Solo De Zaldívar 
Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Ulloa Aguillón 
Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia 
Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards 
Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; 



Sabag Villalobos Jorge; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Hales Dib Patricio; Robles Pantoja Alberto; Tuma 
Zedan Joaquín.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular la expresión “268 decies”, contenida en el artículo sexto, respecto de la cual se solicitó votación separada. Por lo tanto, los diputados que votan a favor están por mantener dicha expresión, y quienes votan en contra, por eliminarla. 

Tiene la palabra el diputado señor 
Eluchans.

El señor ELUCHANS.- Señor Presidente, no sabemos si habrá un artículo 268 decies, porque su votación está pendiente. En consecuencia, es lógico que esta votación también quede pendiente.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, el diputado Eluchans tiene razón. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- En la próxima sesión votaremos lo mismo una vez. Por lo tanto, propongo efectuar ambas votaciones en esa oportunidad.

Tiene la palabra el diputado señor Hales.

El señor HALES.- Señor Presidente, entiendo su petición, que se basa en la lógica que instala el diputado señor Eluchans, cual es que el artículo que quedó empatado pudiera ser aprobado; pero también podría ser rechazado.

Por lo tanto, si nos atenemos a la lógica reglamentaria, tenemos la obligación de votar todo el articulado. En consecuencia, este 
artículo tiene que ser votado. Después se verá si hay compatibilidad o incompatibilidad con lo que se resuelva en la sesión siguiente.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- El diputado Hales tiene razón, en el sentido de que necesitaríamos la unanimidad de la Sala para acceder a lo solicitado por el diputado Eluchans.

Como no existe unanimidad, deberemos votar esto, y después ver cómo arreglamos el tema si se aprueba el artículo pendiente en la próxima votación.

En votación la expresión “268 decies”.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos; por la negativa, 51 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Rechazada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; 
Becker Alvear Germán; Bobadilla Muñoz Sergio; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sandoval Plaza 
David; Silva Méndez Ernesto; Squella 
Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; 
Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti 
Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán 
Felipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo octavo, para cuya aprobación se requiere el voto afirmativo de 69 diputados y diputadas en ejercicio.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 50 votos. No hubo abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Rechazado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu Rasera Nino; Bauer 
Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva 
Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Velásquez Seguel Pedro; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said 
Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; 
Espinosa Monardes Marcos; Espinoza 
Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán 
elipe; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Saa Díaz María Antonieta; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Tarud Daccarett Jorge; Teillier Del Valle Guillermo; Tuma Zedan Joaquín; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Walker Prieto Matías.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar la indicación del Presidente de la República para agregar los artículos noveno y décimo, nuevos, por los cuales se modifican la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, respectivamente.
En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 78 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 2 abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobada.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín 
Valenzuela Fuad; Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González 
Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas 
Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana 


Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle 
Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Girardi Lavín Cristina; González 
Torres Rodrigo; Lemus Aracena Luis; 
Lorenzini Basso Pablo; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Pacheco Rivas Clemira; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Jiménez Fuentes Tucapel; Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Corresponde votar en particular el artículo transitorio, conjuntamente con la indicación del Presidente de la República para agregar el guarismo “404”.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 74 votos; por la negativa, 24 votos. Hubo 4 abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; 
Delmastro Naso Roberto; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino 
Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe 
Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Lobos Krause Juan; Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José 
Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag 
Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan 
Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; 
Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward 
Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Ascencio Mansilla Gabriel; 
Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Girardi Lavín Cristina; González Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María Antonieta; Schilling Rodríguez 
Marcelo; Silber Romo Gabriel; Teillier Del Valle Guillermo; Vargas Pizarro Orlando.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Farías Ponce Ramón; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lorenzini Basso Pablo; Robles Pantoja Alberto.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se darán por aprobadas las restantes disposiciones del proyecto que no fueron objeto de indicaciones y respecto de las cuales no se solicitó votación separada.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, pedimos votación separada de algunas normas.

El señor BECKER (Vicepresidente).- La votación separada estaba en la lista, diputada Denise Pascal.

Si le parece a la Sala, votaremos las restantes disposiciones del proyecto que no fueron objeto de indicaciones y respecto de las cuales no se solicitó votación separada.

El señor MONTES.- Señor Presidente, reglamentariamente se debe votar una a una, salvo que exista acuerdo en contrario.

Pregúntele al señor Secretario.

El señor BECKER (Vicepresidente).- De acuerdo con lo que me indica el Secretario, no se pueden separar. Como no se pidió votación separada, tenemos que votarlas todas en una sola votación, diputado Carlos Montes.

La señora PASCAL (doña Denise).- Es al revés, señor Presidente. El Reglamento dispone que debe existir la unanimidad de la Sala para votar todo en conjunto. De lo contrario, hay que votar todo por separado.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Cito a reunión de Comités.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo reglamentario.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor ÁLVAREZ (Secretario accidental).- El acuerdo de los Comités es votar de una sola vez las restantes disposiciones del proyecto que no fueron objeto de indicaciones y respecto de las cuales no se solicitó votación separada. Todas ellas son de quórum simple.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación las restantes disposiciones del proyecto, que no fueron objeto de indicaciones y respecto de las cuales no se pidió votación separada.
-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 74 votos; por la negativa, 20 votos. Hubo 3 abstenciones. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobadas.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Bauer Jouanne Eugenio; Becker 
Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Calderón Bassi Giovanni; Campos Jara Cristián; Cardemil Herrera Alberto; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; 
Delmastro Naso Roberto; Eluchans Urenda Edmundo; Farías Ponce Ramón; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Pino Romilio; Hales Dib Patricio; Harboe Bascuñán 
Felipe; Hernández Hernández Javier; Isasi Barbieri Marta; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; León 
Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Marinovic Solo De Zaldívar Miodrag; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Lozano Marco Antonio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rivas Sánchez Gaspar; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; 
Santana Tirachini Alejandro; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Joaquín; Ulloa Aguillón Jorge; 
Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Velásquez Seguel Pedro; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Accorsi Opazo Enrique; Andrade Lara Osvaldo; Carmona Soto Lautaro; Castro González Juan Luis; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Espinosa 
Monardes Marcos; Espinoza Sandoval 
Fidel; Girardi Lavín Cristina; González 
Torres Rodrigo; Jiménez Fuentes Tucapel; Lemus Aracena Luis; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Muñoz D’Albora Adriana; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Saa Díaz María 
Antonieta; Schilling Rodríguez Marcelo; Teillier Del Valle Guillermo.

-Se abstuvieron los diputados señores:
Ascencio Mansilla Gabriel; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lorenzini Basso Pablo.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Despachado el proyecto.

El señor MONTES.- Señor Presidente, el proyecto no está despachado, porque se debe votar el artículo pendiente.

El señor BECKER (Vicepresidente).- El diputado señor Montes tiene razón, porque quedó un artículo pendiente que se votará en la sesión de mañana. En consecuencia, el proyecto no está despachado.


VI. PROYECTOS DE ACUERDO

DECLARACIÓN DE FUERZAS ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA COMO ORGANIZACIÓN TERRORISTA Y REPUDIO A SU EVENTUAL VINCULACIÓN CON PARTIDOS POLÍTICOS O GRUPOS SOCIALES CHILENOS.

El señor BECKER (Vicepresidente).- 
El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo 
N° 187.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 187, de las diputadas señoras Mónica Zalaquett y Claudia Nogueira, y de los diputados señores Browne, Santana, Monckeberg, don 
Nicolás; Edwards, Pérez, don Leopoldo; Eluchans, Melero y Cardemil, que en su parte dispositiva dice:

“La Cámara de Diputados acuerda:

1. Declarar que las Fuerzas Armadas Revolucionarias Colombianas, más conocidas como FARC, constituyen una organización terrorista, dados los métodos que emplea para llevar a cabo sus operaciones tanto en la República de Colombia como en los demás países a los cuales ha extendido su ámbito de acción.

2. Manifestar su más enérgico repudio respecto de todo tipo de nexos, de cualquier índole, que dicha organización terrorista tenga con partidos u otro tipo de grupos sociales o de cualquier naturaleza que existan en nuestro país.

3. Hacer llegar al nuevo gobierno de
 Colombia, encabezado por su excelentísimo Presidente de la República, señor José 
Manuel Santos, sus mejores deseos en su esfuerzo por mantener el orden constitucional y democrático en ese país, y que tenga pleno éxito en la erradicación del terrorismo organizado”.


El señor BECKER (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada señora Mónica Zalaquett.

La señora ZALAQUETT (doña Mónica).- Señor Presidente, a pesar de que el proyecto fue presentado hace más de un mes, quiero decir que sigue vigente. Seguramente, el problema de las FARC seguirá vigente en toda la región.

Cabe recordar que durante años, el pueblo de Colombia se ha visto afectado por la acción de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, más conocidas como las FARC, que han atentado reiteradamente contra los derechos humanos y la vida de miles de personas. 

Las FARC han sembrado el terror en 
Colombia durante décadas, asesinando, secuestrando y violando a personas y comunidades enteras. Se calcula que sólo en el año 2009 asesinaron a alrededor de 17 mil personas y que en los últimos diez años han secuestrado más de trescientas, privándolas de sus derechos más esenciales. 

Señor Presidente, a estas alturas existen muy pocas dudas respecto de que el método central de las FARC es el terror, una realidad que ha impulsado a 33 estados a declararla como una organización terrorista. 

Chile no puede quedar al margen de esta grave situación, que traspasa fronteras y atenta contra la dignidad y la seguridad de América Latina como comunidad regional. Las FARC nunca han cumplido sus acuerdos, y han fracasado todos los intentos de negociación con ellas, por lo que nuestra posición debe ser dura y enérgica. El terrorismo, en cualquiera de sus manifestaciones, es el antónimo de los derechos humanos. 

Por tanto, nuestro país está llamado a repudiar cualquier tipo de nexo que esa organización mantenga con partidos o grupos sociales. 

Tampoco podemos cerrar los ojos frente a la amenaza que constituye esta organización para nuestro país. Recientemente, se han develado antecedentes que justifican investigar si efectivamente las FARC han puesto ya un pie en Chile aprovechando alguna circunstancia que facilite sus métodos de violencia.

Nuestra Constitución Política, los tratados internacionales que hemos ratificado y organizaciones de derechos humanos, como Human Rights Watch y Amnistía Internacional, han reconocido explícitamente que las FARC se fundan en la violación de los derechos humanos y en la violencia contra civiles. 

Es por ello que el día de hoy hago un llamado a cada uno de los diputados aquí presentes a declarar expresamente que las FARC constituyen una organización terrorista y a repudiar con firmeza cualquier tipo de conexión, de cualquier índole, que dicha organización tenga con partidos u otro tipo de grupos sociales o de cualquier naturaleza que existan en nuestro país.

Por eso, anuncio que voy a votar a favor este proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, ofrezco la palabra

Ofrezco la palabra. 

Para hablar en contra, tiene la palabra el diputado señor Aguiló.

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, voy a hablar en contra del proyecto, pero no podré votar, porque estoy pareado.

Tengo la peor opinión respecto de las FARC. Se trata de una organización que se ha coludido con el narcotráfico y que ha secuestrado y asesinado a personas inocentes en un país hermano, lo que le ha causado mucho dolor. 

Los testimonios que existen en el mundo acerca de esta materia son elocuentes. 

Sin embargo, el fundamento del presente proyecto de acuerdo no es ése. Sus autores se permiten insinuar o decir directamente que las FARC -organización repudiable que actúa en Colombia- tienen vínculos en Chile. A través de la prensa se ha dicho, de manera irresponsable, que ellas tienen vinculación con las legítimas luchas del pueblo mapuche. 

Ocurre, señor Presidente, que ningún fiscal, ningún tribunal de la República, ninguna institución seria y responsable en un Estado republicano y de derecho como es el chileno, ha comprobado esa miserable hipótesis con la que se ha querido deslegitimar la lucha del pueblo mapuche y de nuestros pueblos originarios en defensa de sus legítimas demandas y de sus derechos.

También se ha querido vincular a un partido político, que legítimamente se ha ganado la voluntad soberana del pueblo para tener representantes en este Parlamento. Y nuevamente, ningún tribunal de la República, ninguna institución de la República, ninguna organización seria en materia de derechos humanos, chilena o extranjera, ha validado alguna vez tan miserable hipótesis. 

Entonces, no es un proyecto de acuerdo inocente sobre una preocupación por una situación que ocurre a 8 mil o 10 mil kilómetros al norte de nuestro país, en la hermana República de Colombia. No, aquí se quiere enlodar la lucha del pueblo mapuche, enlodar las legítimas reivindicaciones de nuestras más importantes minorías étnicas, sin que exista prueba o testimonio alguno, y sin que se haya avalado lo que se sostiene. 

Este proyecto de acuerdo es de una irresponsabilidad tremenda. Pero no sólo es irresponsable su texto, no sólo es liviano y frívolo lo que dijo la señora diputada, sino que, además, algunos de sus firmantes debieran decirnos cuáles son sus relaciones con organizaciones terroristas que sí funcionaron en Chile, que sí asesinaron gente, que sí hicieron desaparecer a personas. ¿Cuál es su relación con la CNI? Eso sí es mucho más chileno. ¿Cuál es su relación con la DINA? Eso sí es mucho más chileno. 

Entonces, ¡pongamos alguna vez discusiones en serio! Si se quiere repudiar a las FARC, todos lo haremos; pero si se quiere decir que las FARC están en Chile, en la lucha del pueblo mapuche, eso es una frivolidad, una irresponsabilidad y una liviandad que nada tiene que ver con la realidad nacional.

Por eso, mi argumentación es en contra del proyecto de acuerdo.

He dicho. 

El señor BECKER (Vicepresidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor 
Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, me parece que los autores de este proyecto de acuerdo debieran reconsiderar su texto, porque resulta evidente que quien lo redactó está pensando no sólo en el juicio político que nos puede merecer un movimiento como las FARC y su historia, sino que está buscando configurar un acuerdo político de la Cámara de Diputados para interferir en procesos judiciales. 

Señor Presidente, quiero dejar constancia de esto, porque existen ciudadanos chilenos a los cuales debemos respetar en sus derechos. Lo digo, porque existe la pretensión de juzgarlos en otros países en función simplemente del vínculo que se insinúa en este proyecto de acuerdo. Me parece que insinuar la existencia de tal vínculo y que las FARC ya se encuentran en Chile, debe ser algo preparado por un buen abogado para argumentar después en un tribunal chileno que se puede someter a juicio a una persona sin que se prueben los cargos en su contra. 

Por eso, considero que este proyecto de acuerdo no merece ni siquiera ser votado.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro 
Pablo; Arenas Hödar Gonzalo; Baltolu 
Rasera Nino; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Calderón Bassi Giovanni; Cardemil Herrera Alberto; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; 
García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Kast Rist José Antonio; Lobos Krause Juan; 
Macaya Danús Javier; Martínez Labbé 
Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo 
Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Sabat Fernández Marcela; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera 
Gonzalo; Verdugo Soto Germán; Vilches Guzmán Carlos; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Díaz Díaz Marcelo; Núñez Lozano 
Marco Antonio.


INCORPORACIÓN DE PATOLOGÍAS OSTEOMUSCULARES COMO ENFERMEDADES PROFESIONALES REGIDAS POR LA LEY N° 16.744.

El señor BECKER (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N°191.

El señor LANDEROS (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo N° 191, de las diputadas señoras Vidal, doña Ximena; Goic, doña Carolina, y Muñoz, doña Adriana, y de los diputados señores Meza, Castro, Jarpa, Pérez, don José; Accorsi y Rojas, que en su parte dispositiva dice lo siguiente: 

“La Cámara de Diputados acuerda oficiar al ministro de Salud, a fin de solicitar que se implementen las siguientes medidas, en atención a las facultades legales y reglamentarias con las que cuenta, con el objeto de modificar la ley N° 16.744 y el reglamento N° 109, de 1968, que establece las normas para la calificación y evaluación de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales existentes, en lo relativo a considerar como enfermedades profesionales las enfermedades osteomusculares, lo cual debe aplicarse respecto de todos los trabajadores de la salud, a fin de dar cobertura legal a dichas patologías.”
El señor BECKER (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra para hablar en contra.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 10 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- No hay quórum.

Se va a repetir la votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 14 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Nuevamente no hay quórum.

En consecuencia, la votación del proyecto de acuerdo N° 191 queda pendiente para la próxima sesión ordinaria.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

CREACIÓN DE PROGRAMA DE PROMOCIÓN E INFORMACIÓN DE LOS DERECHOS INDÍGENAS EN REGIÓN DEL MAULE. Oficios.

El señor BECKER (Vicepresidente).- En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Pedro Álvarez-Salamanca.

El señor ÁLVAREZ-SALAMANCA.- Señor Presidente, pido que se envíe un oficio al director nacional de la Conadi para que se cree en la Región del Maule un programa de promoción e información de los derechos indígenas. Esta oficina fue creada el año 2000 y tiene como objetivo informar a las personas, comunidades y asociaciones indígenas para acceder a la red social pública y privada.

En la Región del Maule existen más de treinta asociaciones indígenas, con personalidad jurídica, de manera que se hace necesario tener una oficina que les entregue información adecuada para obtener algún tipo de beneficio. Actualmente, estas asociaciones tienen que concurrir a la gobernación de la Región del Maule, la cual no cuenta con funcionarios especializados para la entrega de dicha información.

Hay que tener presente que hay temas importantes, como son las becas de escolaridad básica, media y superior.

Por lo tanto, pido oficiar, además, a la directora de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas para que entregue información sobre las becas indígenas que se han entregado en la Región del Maule. Es importante que estas becas se puedan extender al 2011 para que muchos más niños de ascendencia indígena puedan optar a ellas.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- 
Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

MEJORAMIENTO DE SERVICIOS DE BANCO DEL ESTADO EN LOCALIDADES DE REGIÓN DE AYSÉN. Oficio.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor presidente, pido que se envíe un oficio al Presidente del Banco del Estado de Chile, a fin de que se evalúen las condiciones en las que se prestan los servicios financieros en las diferentes comunas de mi región. Esto lo hago de modo muy especial, acogiendo también un oficio que he recibido recientemente por parte de don José Fica Gómez, alcalde de la municipalidad de O´Higgins, en el extremo sur austral de la Región de Aysén, al que se acompañan otras presentaciones que realizaron los presidentes de las juntas de vecinos 1 y 2 de dicha localidad; la asociación gremial El Desafío, el centro general de padres y apoderados, el comité productivo Río 
Mayer, incluso el club deportivo Kaweskar.

En la villa O´Higgins funciona un sistema bancario a través de una caja vecina que es operada normalmente por comerciantes. Sin embargo, estos servicios a veces se han visto limitados por el tipo de prestaciones, lo que generalmente impide que muchos cheques de naturaleza fiscal y nominativos puedan ser cobrados, lo que genera una serie de inconvenientes de diferente naturaleza a los pobladores y vecinos de dicha localidad. Incluso, modestos ganaderos que desarrollan sus actividades con mucho esfuerzo, a veces ni siquiera pueden cobrar los cheques nominativos emitidos por Indap, por concepto de los subsidios a los cuales ellos acceden.

Por tratarse de una localidad con un alto grado de aislamiento y en el marco de la responsabilidad social que, sin duda, debe tener el Banco del Estado, solicito que se realice un perfeccionamiento sustantivo a la 



calidad y la forma como se prestan los servicios bancarios en un banco que tiene su particularidad, ya que, por ser el Banco del Estado, tiene una presencia nacional, pero que en localidades como ésta a veces se ve fuertemente limitada, con los consiguientes perjuicios para los pobladores.

Por lo tanto, a través de este oficio quiero manifestar la inquietud de los pobladores al presidente del Banco del Estado, a objeto de que se impulsen alternativas para mejorar los servicios en esas apartadas localidades.

He dicho.

El señor BECKER (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.16 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones


VIII. ANEXO DE SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 14.14 horas.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

INVESTIGACIÓN DE ACTIVIDAD REALIZADA POR SEREMI DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES EN LOCALIDAD DE CHUNGUNGO, COMUNA LA HIGUERA. Oficios.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, quiero pedir que se oficie al contralor general de la República, con el objeto de que me informe si es regular un hecho que tuvo lugar en la comuna de La Higuera, específicamente en la localidad de Chungungo, el viernes 17 de diciembre del año en curso, que involucra al actual seremi de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Coquimbo.

El seremi habría concurrido, a instancias del concejal de la Unión Demócrata Independiente de la comuna, don Yerko Galleguillos, a una reunión efectuada con los pobladores, con la finalidad de informarles sobre la entrega de un beneficio social.

Quiero plantear varias interrogantes que me han surgido a propósito de este hecho.

Primero, en qué calidad y bajo qué contexto se realizó la visita del seremi.

Segundo, si su visita se enmarcó dentro de sus atribuciones legales; es decir, si su asistencia a esas reunión obedeció a un cometido funcionario. 


Tercero, si el vehículo fiscal en el cual se trasladaron ambas personas tuvo la correspondiente autorización y si el combustible utilizado para el viaje fue de costo fiscal.

Por último, si la asistencia a esa reunión, a la cual no fue invitada ninguna otra autoridad de la comuna, es decir, ni la alcaldesa ni otros concejales, se enmarca dentro de las actividades oficiales del seremi de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Coquimbo o si, por el contrario, es una actividad de carácter político-partidista, con el propósito de hacer proselitismo político.

Por eso, solicito que se oficie al contralor general de la República, a fin de que ordene efectuar la investigación correspondiente que dé respuesta a esta inquietud que se me planteó en la municipalidad de La Higuera y, por cierto, también por algunos vecinos que estuvieron presentes en la reunión y que no vieron con buenos ojos lo que ellos interpretan como una manipulación político-electoral por parte de algunas autoridades del gobierno regional de Coquimbo.

Para terminar, pido que se envíe copia de mi intervención a la alcaldesa de la ilustre municipalidad de La Higuera, señora Silvia Clavería.

He dicho.

El señor MOREIRA (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.17 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO PRIMERO.-


1) Para modificarlo del siguiente modo:


a) Reemplácese el artículo 1°, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Reglas procesales especiales. Aquellos procedimientos referidos a delitos contemplados en los artículos 254, 255, 256, 257, 265, 267, 274, 276, 281, 282, 349, 350, 353, 354, 369 números 1° y 3°, 380, 384, 385 del Código de Justicia Militar; artículos 194, 196 letra a), 197, 198, y 200 del Código Aeronáutico; artículos 8°, 13°, 14° y 17° de la ley N° 17.798, sobre Control de Armas y artículo 25 de ley N° 18.953, que dicta normas sobre movilización; en que la publicidad, comunicación, o conocimiento de antecedentes o documentos, cualquiera sea su formato, soporte, respaldo, fecha de creación, origen, clasificación o procesamiento, que contengan información que pueda afectar directamente la seguridad de la nación, cuyo conocimiento esté entregado a los juzgados de garantía, a los tribunales de juicio oral en lo penal, se regirán por las reglas del Código Procesal Penal, con las modificaciones o modalidades que se señalan en esta ley.


De los antecedentes o documentos a que se refiere el inciso anterior, se dará siempre conocimiento al imputado y los demás intervinientes, en todo aquello que diga relación con el ejercicio de sus derechos esenciales y garantías establecidas en la Constitución, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile, que se encuentren vigentes.”.


b) Agréguese a su artículo 4°, el siguiente inciso final:


“Con todo no se podrá decretar el secreto sobre la declaración del imputado o cualquiera otra actuación en que hubiere intervenido o tenido derecho a intervenir; las actuaciones en las que participare el Tribunal, y los informes evacuados por peritos respecto del propio imputado o su defensor.”.


d) Intercálese en su artículo 6°, entre las palabras “Seguridad Pública” y “deberán ser conservados”, las siguientes expresiones: “de conformidad a lo señalado en el artículo 2°”.


d) Modifíquese su artículo 7°, del siguiente modo:


i) Intercálese, entre las palabras “oficiará al Fiscal” y “manifestando”, las siguientes expresiones antecedidas y seguidas de coma (,): “en el plazo de 10 días desde notificado el requerimiento.”.


ii) Intercálese a continuación del punto (.) seguido, la siguiente oración: “En el caso de no responder el requerimiento en el plazo anterior, se entenderá que se accede a éste.”.


e) Reemplácese en el inciso tercero del artículo 9°, las palabras “Con todo”, por las siguientes: “En el caso del inciso anterior”.


f) Introdúzcase el siguiente artículo transitorio, nuevo:


“Artículo transitorio.- Tratándose de procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Penal sustanciados ante los juzgados del crimen o de letras con competencia en lo criminal, éstos se regirán por las reglas del Código de Procedimiento Penal, con las modificaciones o modalidades que se señalan a continuación.


Cuando el juez estime necesario agregar al proceso documentos o antecedentes que se encontraren en las situaciones previstas en el artículo 2° de esta ley, los requerirá al Comandante en Jefe Institucional, al General Director de Carabineros o al Director General de la Policía de Investigaciones, según corresponda.


Si la autoridad requerida deniega el acceso a la información, invocando alguna de las causales previstas en el artículo 2° de esta ley, el juez si estima indispensable la medida, elevará los antecedentes a la Corte Suprema para su conocimiento y resolución en cuenta.


En todo caso, en el evento de recibirse los antecedentes secretos o reservados por haberlos remitido el requerido o haberlo ordenado la Corte Suprema, el tribunal formará cuaderno separado del que se dará conocimiento a las partes solo en cuanto sirvan de fundamento de la acusación, sobreseimiento o sentencia definitiva. En los casos que estos antecedentes se hicieren valer ante los tribunales superiores, el Presidente del tribunal de oficio o a petición de parte dispondrá que la audiencia no sea pública.


Lo dispuesto en el inciso anterior, será aplicable aún cuando se hubiere cerrado el sumario o se hubiere dictado sentencia ejecutoriada.


En el evento que el tribunal requiera la entrada y registro en recintos militares o policiales, o la incautación de objetos, correspondencia, antecedentes o documentos que se encontraren en estos, y que se encuentren comprendidos en las situaciones previstas en el artículo 2° de esta ley, el juez oficiara al encargado del recinto quien elevara la solicitud al Comandante en Jefe Institucional, al General Director o Director General respectivamente, quienes podrán invocar alguna de las causales previstas en el artículo precitado para negar el acceso pudiendo el juez elevar los antecedentes a la Corte Suprema para su conocimiento y resolución en cuenta.”.

AL ARTÍCULO SEGUNDO.-


2) Agréguese en su numeral 3), entre la palabra “artículos” y el guarismo “416”, el número “404”.

AL ARTÍCULO CUARTO.-


3) Intercálese en su numeral 1), en el nuevo inciso segundo que se agrega al artículo 55, entre la oración “Fuerzas de Orden y Seguridad Pública,” y las palabras “serán siempre”, la siguiente oración: “en el ejercicio de sus funciones policiales,”.

AL ARTÍCULO QUINTO.-


4) Para modificarlo del siguiente modo:


a) Sustitúyase en su encabezado, las palabras “decreto N° 2.460”, por las siguientes: “decreto ley N° 2.460”

b) Reemplácese en su numeral 1), el numeral 9), que se agrega, por el siguiente:


“9.- Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro del Interior y siempre que no se haya interpuesto querella por ese Ministerio, por los delitos contemplados en los artículos 268 sexies, 268 septies numerales 1° y 2°, 395 y 396 en relación con los artículos 268 octies y 288 ter del Código Penal; y artículo 18 de esta ley.”.

AL ARTÍCULO SEXTO.-


5) Para intercalar antes del número 268 decies, la conjunción “y”; y para eliminar a continuación del mismo número y antes de las palabras “del Código Penal”, las expresiones “y 268 undecies.” 

ARTÍCULOS NOVENO Y DECIMO, NUEVOS.-


6) Para agregar los siguientes artículos noveno y décimo, nuevos:


“Artículo noveno.- Reemplácese en la ley N° 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, en su artículo 47, la letra n), por la siguiente, pasando la actual letra n) a ser la letra ñ):


“n) Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro de Defensa, por los delitos previstos en el artículo 1° de la ley que establece disposiciones especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones en materia de delitos que son de conocimiento de la jurisdicción penal ordinaria, que puedan afectar directamente la seguridad de la Nación.”.


Artículo décimo.- Reemplácese en la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, en su artículo 52,  la letra p), por la siguiente, pasando la actual letra p), a ser la letra q):


“p) Interponer querella criminal, previa autorización del Ministro del Interior y siempre que no se haya interpuesto querella por ese Ministerio, por los delitos contemplados en los artículos 268 sexies, 268 septies numerales 1° y 2°, 395 y 396 en relación con los artículos 268 octies y 288 ter del Código Penal; y los artículos 265, 267, 274 y 276 del Código de Justicia Militar.”.

AL ARTíCULO TRANISTORIO.-


7) Para agregar, entre la frase “Los artículos” y el guarismo “416”, el número “404”, seguido de una coma (,).


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; RODRIGO HINZPETER KIEBERG, Ministro del Interior; JAIME RAVINET DE LA FUENTE, Ministro de Defensa Nacional; FELIPE BULNES SERRANO, 
Ministro de Justicia”.

2.
Oficio del Senado.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular las siguientes indicaciones al proyecto de ley del rubro, a fin de que sean consideradas durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

AL ARTÍCULO 1°


1)
Para sustituir la letra b) del numeral 7 por la siguiente:


“b) Agrégase el siguiente inciso final:


Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 5 años en algún establecimiento educacional y con algún grado académico, post título o diplomado en el área de la educación o de administración educacional otorgados por instituciones de educación superior acreditadas, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.”

2)
Para sustituir el numeral 13, por el siguiente:


“13. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:


Artículo 31 bis.- Establézcase el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales.


Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.


Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.


Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.


Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.


Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.”

3)
Para incluir en el numeral 14, en el inciso primero, luego de la frase “cumplir los candidatos” la siguiente frase “, los que deberán considerar la opinión del Centro de Padres y Apoderados”.


4)
Para modificar el numeral 18 en el siguiente sentido:


a) Para agregar la siguiente frase final al inciso primero del artículo 34 C:


“Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.”

b) Para sustituir el inciso tercero del artículo 34 D, por el siguiente:


“Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante;  un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.”.


c) Para sustituir el inciso tercero del artículo 34 G, por el siguiente:


“La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.”.


5)
Para sustituir la letra c) del numeral 21 por la siguiente:


“c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:


Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 45%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 90% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 120%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 45%.


La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.


Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 30%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 60% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 80%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.”.


6)
Para sustituir el numeral 23 por el siguiente:


“23. Sustitúyase el artículo 70 bis, por el siguiente:


Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.


Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.


Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados  de la evaluación deberán ser validados por la Agencia de la Calidad de la Educación, basarse en instrumentos objetivos y transparentes y podrán ser llevados a cabo directamente o a través de terceros. La Agencia de la Calidad de la Educación podrá verificar que la implementación de la evaluación se adecue a lo previamente validado.


En virtud de la evaluación a que se que refiere este artículo el director del establecimiento educacional, en los casos de los docentes que hubieren resultado mal evaluados, podrá hacer uso de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7 bis de esta ley. Para estos efectos se entenderá por mal evaluado, como máximo, a los docentes que se encuentren dentro del tercio de menor calificación, independiente de los resultados que hubiesen obtenido en la evaluación establecida en el artículo 70.”.


7)
Para modificar el numeral 24, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la letra f) por la siguiente:


“Elimínase la frase “Corresponderá igual derecho a los Directores de establecimientos educacionales, que en virtud del artículo 32 de esta ley hayan terminado sus funciones como tales, cuando postulen, en posteriores concursos, a desempeñar un empleo correspondiente a alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º.”.


b) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los profesionales de la educación que terminen su relación laboral por las causales establecidas en las letras b) y c) precedentes, dejarán de ejercer sus funciones en el establecimiento respectivo de manera inmediata, sin esperar los resultados del sumario. No obstante ello, si el profesional de la educación destituido resultare absuelto en el sumario que se hubiere sustanciado, deberá ser reincorporado a la respectiva dotación docente, caso en el cual conservará todos sus derechos y beneficios legales y previsionales, como si hubiere estado en actividad.”.


8)
Para sustituir en el numeral 25, la letra b), por la siguiente:


“b) Modifícase el inciso segundo, en el siguiente sentido:


“Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida,  con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.”.


9)
Para sustituir el numeral 26 por el siguiente:


“26. Agrégase el siguiente artículo 73 bis nuevo:


Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. En el caso de los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del  empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:


a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.


b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.


c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.


d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.


Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.


Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.


Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo a los mecanismos establecidos en los artículos 70 o 70 bis de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.


Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.”.

AL ARTÍCULO 2°


10) Para sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley 20.248, hayan  o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.”
AL ARTÍCULO 8°


11) Para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 8°.- Facúltase al Ministerio de Educación para otorgar, durante 2011 y 2012 respectivamente, $20.000 millones y $10.000 millones a las municipalidades que, administrando directamente o a través de corporaciones los establecimientos educacionales y requieran solventar los gastos a que se refiere el artículo 8° B.


Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la Dirección de Presupuestos, que podrá dictarse una vez promulgada esta ley, establecerá el monto al que podrá acceder cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


-Un 20% por partes iguales entre las municipalidades;


-Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; y


-Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.”
AL ARTÍCULO 8° B


12) Para sustituir su inciso primero por los siguientes incisos primero y segundo, pasando el actual segundo a ser tercero:


“Artículo 8° B.- Los recursos otorgados deberán ser destinados por las municipalidades a solventar, ya sea en forma directa o a través de la corporación correspondiente a los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación Pública.


Luego de realizados los gastos establecidos en el inciso precedente, los municipios que acrediten tener sus dotaciones docentes ajustadas podrán destinar los excedentes que resulten a los gastos que a continuación se indican:


a) Los gastos indemnizatorios del personal no docente;


b) Los gastos correspondientes al pago de las bonificaciones asociadas al plan de retiro docente contenido en la presente ley; y


c) Los gastos asociados al Plan de Acción Municipal en Educación presentados por el sostenedor municipal respectivo, siempre que demuestren tener capacidad financiera para el plan de retiro contemplado en esta ley sin hacer uso de estos recursos.


13) Para modificar el artículo 16 de la ley N° 20.248, que establece la Subvención Escolar Preferencial, en el siguiente sentido:


Para sustituir la tabla incluida en el artículo 16, por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del
establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040


A LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS


14) Para modificar el artículo octavo transitorio, en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso tercero pasando el actual tercero a ser cuarto:


“Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley 20.248, hayan  o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.”.


15) Para modificar el artículo cuarto transitorio, en el siguiente sentido:


Sustitúyase en el inciso primero  la frase “los artículos 1° y 5°” por “el artículo 1°”.


16) Para agregar el siguiente nuevo artículo decimocuarto transitorio:


“Artículo decimocuarto transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.”.


17) Para agregar el siguiente nuevo artículo decimoquinto transitorio:


“Artículo decimoquinto transitorio.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley 
N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° y octavo transitorio de la presente ley y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.”.


18) Para agregar el siguiente nuevo artículo decimosexto transitorio:


“Artículo decimosexto transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia; JOAQUÍN LAVÍN INFANTE”.

Ministro de Educación

3.
Informe de la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente recaido en el proyecto de ley que crea el tribunal ambiental. (boletín N° 6747-12) (S).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un mensaje, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario.


Se hace constar que en la sesión 114ª, de fecha 15 de diciembre de 2010, se hizo presente la urgencia con calificación de “suma”.


Durante el análisis de esta iniciativa legal la Comisión contó con la colaboración de la Ministra de Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, del secretario de esa Cartera don Ricardo Irarrázabal, y del jefe de la División Jurídica del Ministerio don Rodrigo Benítez.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS.


1) La idea matriz o fundamental del proyecto.


La idea matriz o fundamental del proyecto de ley es crear los tribunales ambientales, los que deberán actuar como órgano de control jurisdiccional de las decisiones de la Superintendencia; resolver las controversias contenciosas administrativas en materia ambiental y resolver las demandas por daño ambiental.


2) Normas de carácter orgánico constitucional.


De acuerdo a lo establecido en los artículos 38, inciso segundo; 66, inciso segundo; 77, inciso primero, y 99, inciso final de la Constitución Política: los artículos 1°; 2°; 3°; 5°; 6°; 7°; 9°, 10; 14, inciso segundo; 16; 42; 45, y los artículos transitorios primero, segundo, tercero y cuarto, son materia de ley orgánica constitucional.


No existen normas de quórum calificado.


3) Normas que requieren trámite de Hacienda.


Los artículos 1°, 5°, 8°, 12, 14, 15, 29, 40, inciso final, y sexto transitorio del proyecto de ley, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda.


4) Aprobación del proyecto. 


El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los Diputados integrantes presentes, señora Andrea Molina Oliva, y señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez; Alfonso De Urresti Longton; Joaquín Godoy Ibáñez; Roberto León Ramírez; Celso Morales Muñoz; Leopoldo Pérez Lahsen; David Sandoval Plaza y Guillermo Teillier del Valle.  


5) Diputado informante.


Se designó como Diputado Informante al señor Celso Morales Muñoz.

-o-


Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión recibió la opinión de la Ministra y del Subsecretario de Medio Ambiente, de los abogados señores Jorge Bermúdez y Alex Quevedo, y del señor Cristian Villarroel Novoa, éste último en representación del Programa Chile Sustentable.

II. ANTECEDENTES.


a) Fundamentos del proyecto.


En enero del año en curso, entró en vigor la Ley N° 20.417, que rediseñó la institucionalidad ambiental, la cual creó el Ministerio del Medio Ambiente, a cargo de la política y la regulación; el Servicio de Evaluación Ambiental, encargado de la administración del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y la Superintendencia del Medio Ambiente, cuya misión será la de fiscalizar el cumplimiento de los cuatro instrumentos de gestión ambiental; a saber: (a) Resoluciones de Calificación Ambiental, (b) Planes de Prevención y/o Descontaminación, (c) Normas ambientales y (d) Planes de Manejo.


Asimismo, para garantizar la transversalidad del tema medio ambiental al interior del Ejecutivo, se creó el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, espacio en el cual se podrá discutir las políticas medio ambientales y resolver el contenido de su regulación, sin que ello implique contar con competencias de dirección superior sobre el Ministerio de Medio Ambiente.


Además, se destaca que la referida norma legal modificó ciertos aspectos del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, tales como:


a) Oportunidad, duración y sujetos de la participación ciudadana;


b) Corrige la regulación de las Declaraciones de Impacto Ambiental con el objeto de permitir la adecuada evaluación de los proyectos;


c) Sustituye el órgano de calificación, complementándolo con reglas de decisión fundada;


d) Establece un sistema de reclamaciones para todos los interesados, y


e) Amplía la participación ciudadana para Declaraciones de Impacto Ambiental.


La ley, además, incorporó un nuevo instrumento de gestión ambiental denominado Evaluación Ambiental Estratégica, con el objeto de evaluar las políticas sectoriales con incidencia ambiental. Así mismo permite la adecuación de algunos instrumentos de gestión ambiental (planes de manejo) e incorpora instituciones nuevas como el acceso a la información ambiental.


Destaca el mensaje que la aprobación del rediseño de la institucionalidad ambiental, esto es la creación de un Ministerio de Medio Ambiente, un Servicio de Evaluación Ambiental y una Superintendencia de Medio Ambiente, no suscitaron grandes controversias en el entendido de que su instauración permitía resolver problemas de incentivos institucionales, pero sobre todo que implicaría generar una robusta institucionalidad para problemas cada vez más complejos de resolver y en los cuales existen tan diversos actores.


Durante la discusión en el Senado existió un amplio acuerdo sobre la necesidad de fortalecer la institucionalidad ambiental, estableciendo un acuerdo transversal para mejorar determinados aspectos del proyecto. No obstante, que en esa instancia legislativa se hizo presente la necesidad de propender al establecimiento de tribunales especializados en materia ambiental.


Así es como, el Ejecutivo de ese entonces, suscribió un Protocolo de Acuerdo con algunos Senadores, asumiendo el compromiso de ingresar a tramitación un proyecto de ley que crea el tribunal ambiental con la finalidades específicas de actuar como órgano de control jurisdiccional de las decisiones de la Superintendencia; resolver las controversias contenciosas administrativas en materia ambiental y resolver las demandas por daño ambiental.


b) Objetivos fundamentales del proyecto.


El proyecto de ley que inició su tramitación en el H. Senado, estaba basado en cuatro ideas básicas:


1. Disponer de un control jurisdiccional de las decisiones de la autoridad administrativa ambiental; 


2. Que este control esté a cargo de jueces especializados;


3. Que el tribunal sea un organismo de integración mixta, y


4. Que dada su especialización y carácter único provea de decisiones predecibles, permitiendo certeza jurídica para todos los interesados.


El mensaje, aborda las características del Tribunal Ambiental señalando que es especializado; exclusivo para cuestiones ambientales; de integración mixta, integrado por tres abogados y dos profesionales de las ciencias y la economía, siguiendo un estándar semejante al Tribunal de la Libre Competencia.


La iniciativa legal, contempló un tribunal único al estimarse que éste podría asumir la demanda de causas actuales y las esperables, para una primera etapa, ya que también se consideraba la posibilidad de realizar presentaciones a nivel regional. Además, que ello permitiría que sus decisiones esencialmente predecibles en relación a sus precedentes, contribuiría a la seguridad jurídica.


En relación a las competencias asociadas a la integralidad de la regulación ambiental, se trasladan todas las atribuciones contenciosas administrativas de la Ley N° 19.300, lo que resultaba consistentes con lo que perseguía con el rediseño institucional, en la medida de buscar integralidad de la regulación ambiental y por ésta vía, consistencia en el sistema de reclamaciones y solución de controversias.


Este organismo es un tribunal contencioso administrativo, pero con un estándar de revisión judicial amplio dado que debe considerar en su sentencia aspectos jurídicos, -incluida la razonabilidad y proporcionalidad-, así como técnicos ambientales.


Es un tribunal de control previo en el caso de algunas medidas provisionales más lesivas durante el procedimiento administrativo sancionador, de revisión plena y obligatoria (consulta) cuando la sanción sea la revocación de la Resolución de Calificación Ambiental o la clausura de la empresa, y de competencia plena en el caso del daño ambiental.


En cuanto a las competencias del Tribunal Ambiental, estas se pueden clasificar del siguiente modo:


a) Competencias contenciosas administrativas.


En estas materias se encuentran las relacionadas con el control y revisión de los actos administrativos de la autoridad ambiental, a saber:


i) Contra los actos administrativos de alcance general.


1) Conocer de las reclamaciones en contra de los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión, los que declaran las zonas del territorio como latentes o saturadas, los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, de conformidad a lo señalado en el artículo 50 de la Ley 
N° 19.300.


2) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas y objetivos de los instrumentos señalados.


ii) Contra los actos administrativos del Servicio de Evaluación Ambiental.


1) Conocer el reclamo de ilegalidad en contra de los actos administrativos del Servicio de Evaluación Ambiental.


2) Conocer de la reclamación en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando este rechace un proyecto sometido al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, o establezca condiciones o exigencias a un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental.


3) Conocer de las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la resolución del Comité de Ministros que resuelva un recurso administrativo cuando las observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, de conformidad a lo señalado en el artículo 29 y 30 bis de la Ley N° 19.300.


4) Conocer de las reclamaciones que se presenten en contra de la resolución del Servicio de Evaluación Ambiental que revisa la resolución de calificación ambiental, de conformidad a lo señalado en el artículo 25 quinquies de la Ley N° 19.300.


iii) Contra los actos administrativos de la Superintendencia de Medio Ambiente.


1) Conocer del reclamo de ilegalidad en contra de las resoluciones de la Superintendencia de Medio Ambiente.


2) Conocer del recurso de reclamación en contra de la resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente que coloca término al procedimiento sancionador.


3) Aprobar las medidas provisionales, según lo establece la Ley de la Superintendencia, en los casos de clausura, detención de funcionamiento de la instalación y suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental.


4) Conocer en el trámite de consulta obligatoria, de las resoluciones de la Superintendencia que apliquen como sanción la clausura y la revocación de la resolución de calificación ambiental.


5) Conocer de las reclamaciones de la resolución que ordene la suspensión transitoria de una resolución de calificación ambiental o de la ejecución u operación de un proyecto, en los casos de incumplimientos a la precitada resolución, así como en el caso de impactos no previstos.


b) Competencias por daño ambiental.


En esta materia, sólo le corresponderá conocer de las demandas por daño ambiental que se interpongan, de conformidad a la acción regulada en la Ley Nº 19.300.


En cuanto al procedimiento, el proyecto otorga legitimidad para intervenir ante el Tribunal Ambiental a las personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de interesados legítimos, de conformidad a lo señalado en el artículo 21 de la Ley de Procedimientos Administrativos. Asimismo, se contempla la posibilidad de presentar la demanda directamente ante el Tribunal Ambiental, o ante las Intendencias Regionales o Gobernaciones Provinciales respectivas, por algún particular o por la Superintendencia del Medio Ambiente.


Asimismo, señala el mensaje que en razón de que las principales competencias del Tribunal serán en cuestiones de lo contencioso administrativo ambiental, el proyecto establece explícitamente los estándares que los jueces deben considerar al momento de resolver sus asuntos.


En efecto, el proyecto señala que cuando lo impugnado sea un acto administrativo el Tribunal en su sentencia deberán decidir todas las cuestiones planteadas, interpretar las normas que correspondan, así como determinar el sentido y alcance de las condiciones a las cuales debe someterse el organismo administrativo de que se trate por lo que se establecen explícitamente los estándares que los jueces deban considerar al momento de resolver. Estos estándares son el de legalidad, el de razonabilidad, el de procedimiento e información, y el de revisión plena.


Por último, se establecía que el Tribunal Ambiental debería entrar en funcionamiento dentro del plazo de seis meses de dictada la ley.

III. RESUMEN DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


Conforme lo dispone el número 2° del artículo 289 del Reglamento, el texto aprobado por el Senado dispone, en síntesis, lo siguiente:


Los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias y ocuparse de las demás materias ambientales que la ley somete a su conocimiento. Artículo 1°.


1.- Número de tribunales, jurisdicción e instalación. Materias reguladas por el artículo 5° permanente y por el artículo primero transitorio.


Se crean tres tribunales ambientales: 


a) El primero con asiento en la comuna de Antofagasta y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo. Entrará en funcionamiento dentro del plazo de doce contado desde la publicación de ley.


b) El segundo, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule. La instalación se efectuará en el plazo de seis meses contado desde la publicación de la ley.


c) El tercero con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena. Entrará en funciones en el plazo de dieciocho meses contado desde la publicación de la ley.

2.- Integración y nombramiento. Artículo 2°.


Los tribunales estarán integrados por tres ministros. Dos de ellos deberán tener el título de abogado y el tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.


Los Ministros serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, propondrá la Corte Suprema. Para confeccionar las nóminas la Corte realizará un concurso público.


Los Ministros permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos y se renovarán parcialmente cada dos años.


3.- Incompatibilidades. Artículo 3°.


El cargo de ministro titular es de dedicación exclusiva. A los suplentes se les aplican las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares.


4.- Juramento o Promesa. Artículo 4°.


Los ministros deberán prestar juramento o promesa ante el Presidente de la Corte Suprema en audiencia especialmente celebrada para tal efecto.


5.- Funcionamiento. Artículo 6°.


El quórum para sesionar es de tres miembros, adoptándose los acuerdos por mayoría, y funcionarán en forma permanente, a lo menos tres días a la semana.


6.- Declaración de Patrimonio e Intereses. Artículo 7°.


Los ministros de los Tribunales Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, la que se efectuará ante el Secretario de cada Tribunal. La declaración será pública y divulgada en el sitio electrónico del respectivo Tribunal.


La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio y la falta de actualización de la misma se sancionará con la inhabilidad para integrar el Tribunal Ambiental correspondiente.


7.- Remuneraciones de los ministros. Artículo 8°.


La remuneración mensual de los ministros titulares de los tribunales será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada y permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente.


Los ministros suplentes, recibirán mensualmente la suma equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración mensual de los titulares.


8.- Inhabilidades y prohibiciones. Artículos 9° y 10.


Se contemplan las inhabilidades de los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, así mismos quedan inhabilitados para conocer una causa cuando exista interés en ella por su cónyuge o sus parientes; cuando tengan algún vínculo con las empresas o sociedades que son parte o cuando asesoren o presten servicios profesionales a quienes tengan la calidad de parte en esa causa o lo hayan hecho en los 2 años previos al ingreso de dicha causa o durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como en el de evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.


Se establece recusación por ser asesor o prestar servicios profesionales a personas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa, la calidad de contraparte de las mismas personas en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del Ministro.


En cuanto a las prohibiciones: los ministros de Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, durante un año desde la fecha de la cesación, desempeñarse como administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales en gestiones ante el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado.


9.- Causales de cesación. Artículo 11.


Los miembros de los Tribunales Ambientales cesarán por las siguientes causas:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria.


c) Haber cumplido 75 años de edad.


d) Destitución por notable abandono de deberes.


e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres meses consecutivos o de seis meses en un año.


10.- Planta de personal. Artículo 12.


La planta de cada tribunal estará compuesta de 9 cargos los que estarán encasillados entre los grados 4°, correspondiente al Secretario Abogado y 20° al de auxiliar.


Adicionalmente, se otorga la facultad de contratar personal bajo régimen de contrata y personal que cumpla servicios específicos los que serán pagados a suma alzada, siempre que se cuente con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.


11.- Nombramiento de los funcionarios. Artículo 13.


El nombramiento de los funcionarios se hará por cada Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.


12.- Régimen laboral del personal. Artículo 14.


El personal de los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral común. No obstante, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. La infracción a las normas de probidad será causal de término del contrato de trabajo.


13.- Presupuesto. Artículo 15.


Los recursos de que dispondrán los tribunales ambientales son los que consultará anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, para lo cual cada Presidente comunicará al Ministro de Hacienda sus necesidades presupuestarias.


Asimismo, en la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán una rendición de cuenta de gastos ante el Tribunal.


14.- Competencia. Artículo 16.- 


Los tribunales ambientales tendrán competencia para conocer:


1.- De las reclamaciones contra los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y de las normas de emisión, los que declaran zonas del territorio como latentes o saturadas, los que establezcan planes de prevención o descontaminación.


Respecto de las normas primarias de calidad ambiental y de emisión, será competente el tribunal que primero conozca. De las normas secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos que declaren zonas latentes o saturadas, y los que establezcan los planes de prevención o de descontaminación, lo será el tribunal ambiental que tenga jurisdicción sobre el territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.


2.- De las demandas por daño ambiental conocerá el tribunal ambiental del lugar en que se haya originado el hecho que causa el daño, o el del lugar en que el daño se haya producido. El tribunal establece el daño ambiental, en tanto las indemnizaciones se piden con la sentencia del tribunal ambiental, ante el tribunal civil que deberá pronunciarse sólo sobre la evaluación del daño.


3.- De las reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, será competente el Tribunal Ambiental del lugar en que se origine la infracción.


4.- De la autorización de medidas provisionales de las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia y de las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta, será competente el Tribunal Ambiental del lugar en que éstas vayan a ser ejecutadas.


5.- De la reclamación que se interponga en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en cuyo caso, conocerá el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la Dirección Regional del Servicio de Evaluación Ambiental.


6.- De las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la resolución del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva un recurso administrativo cuando las observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental. Será competente el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la Dirección Regional del Servicio de Evaluación Ambiental.


7.- De las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados.


8.- De las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. Puede reclamar quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución.


Para estos efectos se entiende por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de estos.


En los casos de los numerales 5 y 6 no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la Ley N° 19.880 resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos legales sin que se hayan deducido.


15.- Procedimientos. Artículo 17.


Se establecen tres procedimientos especiales según las distintas materias reguladas:


a) Reclamaciones de los actos administrativos: normas, planes, resoluciones de la Superintendencia de Medio Ambiente y SEA, Resolución Calificación Ambiental.


El procedimiento es similar al de la apelación civil, se inicia con una presentación escrita que debe ser declarada admisible. Admitida a tramitación se pide informe al órgano recurrido, en caso de no evacuarlo se prescinde de éste y se ordena traer autos en relación. La sentencia deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa; pudiendo anular total o parcialmente la disposición o el acto recurrido, y disponer que se modifique, en su caso, la actuación impugnada. Si anula actos administrativos generales, producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva en el diario oficial.


b) Solicitudes a petición de la Superintendencia de Medio Ambiente para ser uso de sus facultades policiales ambientales. Deberán remitirse al Tribunal Ambiental tratándose de: 


i) Medidas provisionales de las letras c), d) y e), del artículo 48 de la Ley N° 20.417. La Superintendencia obtendrá autorización por la vía más expedita posible (teléfono) de algún Ministro del Tribunal.


ii) Suspensiones de las letras g) y h), del artículo 3 de la misma ley, en cuyo caso la Superintendencia también podrá obtener autorización por la vía más expedita posible (teléfono) de algún Ministro del Tribunal.


iii) Sanciones de las letras c) y d), del artículo 38 de la referida norma, en cuyo caso la resolución de la Superintendencia se elevará en consulta al Tribunal Ambiental.


c) Demandas por daño ambiental, la que podría iniciarse por medida prejudicial, requiere ser admitida a tramitación, de ser así se da traslado de 15 días para contestarla e interponer excepciones dilatorias. Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición y, subsidiariamente, el de de apelación.


Si se recibe la causa a prueba se citará a audiencia - no antes de 20 ni después de 30 días-, en ella, si es procedente, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes y se escucharán alegatos. Posteriormente se citará a oír sentencia, la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días, salvo que se hubiese solicitado informe pericial, en cuyo caso, el plazo se ampliará a 45 días.


Si no se recibe la causa a prueba se convocará a una audiencia de conciliación dentro de treinta días, y en ella se propondrá a las partes bases para la conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo en esa misma audiencia, el Tribunal otorgará un plazo para escuchar alegaciones orales. A continuación el Tribunal citará a las partes para oír sentencia.


16.- Amicus Curiae. Artículo 18.


Dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el procedimiento, con idoneidad técnica y profesional en la materia sometida a conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar, con patrocinio de abogado, un informe con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


17.- Presentación de la demanda. Artículo 19.


Se presentará al Tribunal Ambiental competente. Si el domicilio del legitimado se encuentra fuera de la región de asiento del Tribunal, se podrá presentar en la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional aquél esté domiciliado. La Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo el mismo día o, a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.


18.- Publicidad del procedimiento y representación de las partes. Artículo 20.


El procedimiento será público e impulsado de oficio por el Tribunal hasta su resolución definitiva. Las partes deberán actuar representadas en la forma prevista en la Ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio.


19.- Notificaciones. Artículo 21.


Se regirán por las reglas generales del Código de Procedimiento Civil, sin embargo las partes podrán solicitar que se les notifique por correo electrónico.


20.- Incidentes. Artículo 22.


Los incidentes que se promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal, por razones fundadas, resuelva escuchar previamente a la parte contraria o fallarlos antes de la sentencia. Si fuere indispensable, el Tribunal recibirá el incidente a prueba.


21.- Medidas cautelares. Artículo 23.


Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el tribunal podrá decretar medidas cautelares, conservativas o innovativas para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.


Asimismo, se dispone que la cautela innovativa sólo podrá decretarse ante la inminencia de un perjuicio irreparable. Si el Tribunal estimare que no concurren las circunstancias que la hagan procedente podrá, de oficio, decretar la medida cautelar que a su juicio corresponda.


Siempre que existiere motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivo fundado.


22.- Sentencia. Artículo 24.


Se dictará con arreglo a lo establecido en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, debiendo, además, en su caso, enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales se pronuncia.


23.- Apelaciones. Artículo 25.


Sólo se admitirá apelación respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.


En contra de la sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación, del que conocerá la Corte Suprema, sin que proceda el recurso de casación.


24.- Reclamaciones. Artículo 26.


Se deberán presentar por escrito, indicando los fundamentos de hecho y de derecho y las peticiones concretas que se someten a la resolución del Tribunal. Podrá declararse inadmisible por resolución fundada si, en opinión unánime de sus miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a materias fuera de su competencia, no esté debidamente fundada o no contenga peticiones concretas. Esta resolución podrá impugnarse, mediante reposición con apelación subsidiaria, dentro de quinto día después de notificada.


25.- Solicitudes de Informes y medidas para mejor resolver. Artículo 27.


Declarada admisible la reclamación se pedirá informe al órgano público que emitió el acto impugnado, que deberá, además, adjuntar copia del expediente administrativo que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de conformidad a lo señalado en la Ley Nº 19.880. El informe deberá emitirse en el plazo de diez días.


Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación.


Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y en estado de dictarse sentencia, la que deberá pronunciarse dentro de treinta días. Dentro de este plazo el Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver.


26.- Sentencia. Artículo 28.


La sentencia que acoja la acción deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa vigente y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición o el acto recurrido y dispondrá que se modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.


En el ejercicio de esta atribución el Tribunal no podrá determinar el contenido específico de un precepto de alcance general en sustitución de los que anulare, así como tampoco determinar el contenido discrecional de los actos anulados.


27.- Publicación de la sentencia. Artículo 29.


Las sentencias que anulen un acto administrativo de aquellos señalados en los números 1) y 7) del artículo 16 producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el diario oficial.


28.- Remisión de las solicitudes. Artículo 30.


La solicitud de aprobación de medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente; las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3, y las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta, deberán remitirse al Tribunal en conformidad a lo dispuesto en dicha ley.


29.- Inicio del procedimiento por daño ambiental. Artículo 31.


Se iniciará por demanda o por medida prejudicial. En la demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo materialmente. Si la demanda no contiene estas menciones y todas las exigencias del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal ordenará que la demanda se complemente dentro de quinto día. Si así no aconteciere, se tendrá por no presentada.


Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la demandada por quince días.


30.- Excepciones dilatorias. Artículo 32.


Las excepciones dilatorias sólo podrán proponerse, como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación, la que tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria.


Se tramitarán conjuntamente con la cuestión principal, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción.


31.- Prueba del daño ambiental. Artículo 33.


El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe. No se podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Ambiental.


32.- Recepción de la causa a prueba e impugnación. Artículo 34.


Contestada la demanda o vencido el plazo, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición y, subsidiariamente, el de apelación.


Si no recibe la causa a prueba se convocará a una audiencia en la que se propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada parte formule sus alegaciones orales.


A continuación el Tribunal citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días, salvo que, se hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente.


33.- Audiencias. Artículo 35.


Notificada la resolución que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición, el Tribunal convocará a una audiencia.


34.- Conciliación y alegaciones. Artículo 36.


En la audiencia, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba, comenzando con la del demandante. Concluida la prueba cada parte tendrá treinta minutos para formular sus alegaciones finales. Esta audiencia no podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará, ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si no se alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin perjuicio, si el Tribunal lo estima pertinente, podrá fijar una nueva fecha para proseguir la audiencia.


35.- Prueba documental. Artículo 37.


La prueba documental la acompañarán las partes con la demanda y con la contestación. No se admitirá su presentación posterior, a menos que, el Tribunal lo autorice.


36.- Prueba testimonial. Artículo 38.


Dentro de quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba la parte que desee rendir prueba testimonial presentará una lista de testigos con la indicación de los hechos acerca de los cuales versará la declaración. Por cada hecho consignado en el auto de prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un testigo experto y dos testigos que no tengan tal calidad. Excepcionalmente y por motivos calificados, el Tribunal podrá aumentar tales números.


37.- Oportunidad para pedir la declaración y efectos de la misma. Artículo 39.


La declaración de la parte contraria la debe pedir el interesado en su demanda o contestación, según corresponda. Si quien debe contestar no comparece se tendrán por reconocidos los hechos que se le atribuyen en la demanda o en la contestación, o si se niega a responder se tendrá por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido formulada de manera asertiva. Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír sentencia.


38.- Informe Pericial. Artículo 40.


Citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la práctica de un peritaje.


Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente.


39.- Medidas para mejor resolver. Artículo 41.


El Tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo que tiene para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver, las que deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá a dictar sentencia.


40.- Ejecución de las resoluciones. Artículo 42.


Para hacer ejecutar sus resoluciones el Tribunal podrá impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción que fueran legalmente procedentes.


41.- Indemnización de perjuicios. Artículo 43.


Será competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental el juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. Dicha sentencia vinculará al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o jurídicas que ella establezca.


42.- Normas supletorias. Artículo 44.


A los procedimientos de esta ley se les aplicarán supletoriamente las disposiciones de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.


43.- Contiendas de competencia. Artículo 45.


Las contiendas de competencia que se susciten entre el Ministerio del Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la Superintendencia del Medio Ambiente y un Gobierno Regional o una Municipalidad se decidirán de común acuerdo entre los órganos concernidos. Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la República.

Disposiciones transitorias.


El artículo primero dispone que el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, deberá entrar en funcionamiento dentro de seis meses contado desde la publicación de esta ley.


El artículo segundo establece que la instalación del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, se efectuará en el plazo de doce meses y la del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, se efectuará en el plazo de dieciocho meses, ambos plazos contados desde la publicación de esta ley.


El artículo tercero dispone que en el plazo que medie entre la entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación de los otros Tribunales Ambientales la competencia quedará radicada en el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.


No obstante, las causas cuya tramitación se hubiere iniciado en el Tribunal Ambiental de Santiago continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término, sin perjuicio de la instalación de los otros tribunales.


El artículo cuarto establece regla para el nombramiento de los primeros integrantes de los Tribunales Ambientales.


El artículo quinto efectúa una modificación de concordancia en el artículo noveno transitorio de la Ley Nº 20.417.


El artículo sexto establece que el gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

IV. SÍNTESIS DE LA DISCUSIÓN EN LA COMISIÓN, Y ACUERDOS ADOPTADOS.


a) Discusión general.


Durante el estudio en general entregaron su opinión sobre la iniciativa legal las siguientes personas:


-Ministra de Medio Ambiente, María Ignacia Benítez.


-Subsecretario de Medio Ambiente, Ricardo Irarrázabal.


-Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente, Rodrigo Benítez.


-Abogados Jorge Bermúdez y Alex Quevedo.


-Representante del Programa Chile Sustentable, Cristian Villarroel Novoa.


1.- Ministro, subrogante, de Medio Ambiente, don Ricardo Irarrázabal.


Fundamentó la iniciativa en que la implementación de la nueva institucionalidad, requiere una fiscalización eficiente, para ello es indispensable la creación de los tribunales ambientales.


Recordó que el Ministerio y Servicio de Evaluación Ambiental comenzaron a regir el 1 de octubre, sin embargo la vigencia de la Superintendencia del Medio Ambiente, pieza clave de la fiscalización ambiental, está condicionada a la aprobación e instalación de los Tribunales Ambientales.


Explicó que la discusión en torno a los tribunales ambientales estuvo relacionado con la discusión de la Ley N° 20.417 que creó el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente. En efecto el Tribunal Ambiental surgió como contrapeso a las facultades de la Superintendencia, firmándose un Protocolo de Acuerdo Político el 26 de octubre de 2009, que contemplaba la creación de un tribunal ambiental único, inspirado en el modelo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, ubicado en Santiago, integrado por jueces abogados y profesionales de las ciencias y la economía, con competencias que decían relación con las instituciones de la materia recientemente creadas y con las acciones de la Ley N° 19.300, y un procedimiento escrito que incluía la posibilidad de llamar a las partes a conciliación según el criterio de los jueces.


El proyecto original contenía la creación de un organismo jurisdiccional especializado, que se ubicaría en Santiago y de composición mixta: tres abogados y dos profesionales provenientes del área de las ciencias o la economía. Discutido en el Senado se aumentó a tres el número de Tribunales ubicados en las ciudades de Antofagasta, Santiago y Valdivia. En segundo lugar, se redujeron a tres sus integrantes, aunque se mantuvo la composición mixta: dos abogados y un licenciado en ciencias con especialización en materias medio ambientales dos Ministros suplentes, 1 por cada área profesional.


Sobre la competencia señaló que en términos simples, se trataba de un Tribunal habilitado para conocer de las controversias administrativas que pudieran suscitarse dentro del ámbito de aplicación de la Ley N° 19.300, incluidas las acciones por daño ambiental. Así, por una parte, estaba la competencia contenciosa administrativa, ámbito en el que el Tribunal conocería de las materias relacionadas con el control y revisión de los actos administrativos de la autoridad ambiental -actos administrativos de alcance general, del Servicio de Evaluación Ambiental y de la Superintendencia de Medio Ambiente- y, por otra, la competencia por daño ambiental, ámbito en el que el Tribunal conocería de las demandas por daño ambiental interpuestas de conformidad a la acción regulada en la Ley N° 19.300.


Revisado el ámbito de competencias del Tribunal en el Senado, se promovió una indicación que vino a ampliar su espectro de funcionamiento. Se introdujo un nuevo numeral al artículo 17, mediante el cual se facultó al Tribunal para conocer de “las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental”, debiendo entenderse por “acto administrativo de carácter ambiental” “toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos”. Mediante la incorporación de este nuevo numeral se buscaba cubrir todas las hipótesis posibles destinadas a impugnar un acto administrativo de carácter ambiental, habiéndose previamente tenido que agotar la vía administrativa.


Finalmente se establecía un procedimiento jurisdiccional expedito con un término probatorio obligatorio en su tramitación: se diferenciaron los procedimientos.


En las Comisiones Unidas de Constitución y Medio Ambiente del Senado se conformó un comité técnico especializado integrado por los profesores señores Raúl Tavolari, Juan Domingo Acosta, Luis Cordero y asesores legislativos del Ministerio, que trabajó en base a las indicaciones presentadas y a sugerencias de los H. Senadores para concordar una indicación sustitutiva, que contó con un amplio consenso.


En cuanto al nombramiento se estableció que lo haría el Presidente de la República con acuerdo de los dos tercios de los miembros del Senado en ejercicio, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondría la Corte Suprema. El proyecto original establecía que uno sería nombrado por el Presidente del tribunal de una quina confeccionada por la Corte Suprema; dos abogados nombrados por el Presidente de la República conforme al sistema de Alta Dirección Pública, expertos en materias ambientales, y dos científicos o economistas nombrados de la misma forma que los abogados, y expertos en materias ambientales.


En cuanto a las incompatibilidades contemplaba que no podían ser funcionarios públicos, gerente o dependiente de empresas cuyo giro se relacionara con materias ambientales, ni prestador de servicios profesionales en estas materias. En el Senado se estableció un sistema amplio de incompatibilidades, adoptando un modelo similar al utilizado para los Ministros del Tribunal Constitucional. En efecto, sólo se permiten empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. En el caso de ministros suplentes se aplican las mismas incompatibilidades, con excepción de la limitación en el número de horas de docencia semanal. Estos deben dedicar media jornada a las labores que les encomiende el tribunal.


En relación a las competencias y legitimación, señaló que conocerán: 


1.- De las reclamaciones contra los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y de las normas de emisión, que declaran zonas del territorio como latentes o saturadas, los que establezcan planes de prevención o descontaminación.


En cuanto a las normas primarias de calidad ambiental y de emisión, será competente el tribunal que primero conozca. Respecto a las normas secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos que declaren zonas como latentes o saturadas, y los que establezcan los planes mencionados, será competente el tribunal ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona en que sea aplicable el respectivo decreto.


El procedimiento que se deberá usar es el de reclamación y está legitimada cualquier persona que considere que dichos instrumentos, no se ajustan a la Ley N° 19.300 y le causen perjuicio.


2.- Las demandas por daño ambiental del Título II de la Ley N° 19.300, serán conocidas por el tribunal ambiental del lugar en que se haya originado el hecho que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido, a elección del afectado. El tribunal ambiental establece el daño ambiental (una obligación de hacer que consista en reparar el daño provocado al medio ambiente), en tanto las indemnizaciones se piden con la sentencia del tribunal ambiental, ante el juzgado civil que deberá pronunciarse sólo sobre la evaluación del daño.


El procedimiento será el de demanda por daño ambiental y estarán legitimados para actuar:


a) las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que hayan sufrido el daño o perjuicio; 


b) las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y 


c) el Estado, por intermedio del Consejo Defensa del Estado. Aclaró que, deducida demanda por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta al derecho a intervenir como terceros.

 
3.- Reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio ambiente, será competente el Tribunal Ambiental del lugar en que se origine la infracción, el que conocerá según el procedimiento de las reclamaciones, pudiendo iniciarlo las personas naturales o jurídicas directamente afectadas por la resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente, mediante una denuncia ante la misma, si está la desecha podrá reclamarse ante los Tribunales Ambientales.


4.- Autorizar medidas provisionales de las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia, conocer de las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta . Será competente para conocer el Tribunal Ambiental del lugar en que vayan a ser ejecutadas, según el procedimiento de las solicitudes. Quien recurre ante el Tribunal es la Superintendencia del Medio Ambiente.


Precisó que las medidas provisionales referidas, dicen relación con las funciones de policía ambiental que ejerce la Superintendencia y se refieren a clausura, revocación, suspensión transitoria de la resolución de calificación ambiental que debido a las implicancias económicas que revisten requiere autorización del Tribunal Ambiental. Esta materia en ocasiones está referida a emergencias ambientales, por ello en la Ley N° 20.417 se estableció un procedimiento que permite una tramitación rápida para lograr tal autorización.


Las restantes competencias, indicó, dicen relación con el contencioso administrativo, es decir lo relativo a las resoluciones de calificación ambiental, las que pueden ser reclamadas por el titular en cuanto al rechazo de su proyecto o imposición de condiciones o exigencias que estime gravosas así como por la ciudanía que mediante participación ciudadana formuló observaciones o reparos que no fueron considerados en el informe de calificación ambiental. Respecto a la participación ciudadana la reclamación reviste el carácter de una acción popular. El requisito que se exige para acudir a los Tribunales Ambientales es agotar la vía administrativa contemplado en la Ley N° 19.300. Hizo presente que en forma excepcional se puede recurrir directamente a los tribunales ambientales para interponer reclamaciones en contra de resoluciones que resuelvan procedimientos de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental.


5.- Reclamación en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo de conformidad a los artículo 20 y 25 quinquies de la Ley N° 19.300 . En este caso, conocerá el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la Dirección Regional del Servicio de Evaluación Ambiental. Se seguirá, añadió, el procedimiento de las reclamaciones y estarán legitimados para actuar las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de conformidad a la ley.


6.- Reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la resolución del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando las observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental. Será competente el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la Dirección Regional del Servicio de Evaluación Ambiental. En estas materias se aplicará el procedimiento de las reclamaciones y estarán legitimados para intervenir las personas naturales y jurídicas que las presentaron.


7.- Reclamación que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados.


Puede reclamar cualquier persona que considere que los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, infrinjan la ley, las normas y objetivos de los instrumentos señalados.


8.- Reclamación en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. Puede reclamar quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación.


Precisó que el artículo 53 de la Ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado está referido a la invalidación administrativa en general y dispone que la autoridad administrativa podrá, de oficio o a petición de parte, invalidar los actos contrarios a derecho, siempre que lo haga dentro de dos años contados desde la notificación o publicación del acto.


Tratándose de actos administrativos de carácter ambiental, dictado por las Coremas en la antigua institucionalidad y actualmente por la Comisión de Evaluación, que actuando de forma ilegal de oficio o a petición de parte puede invalidar este acto. De la resolución que niegue la invalidación podrá recurrirse al Tribunal Ambiental.


La ley asume una definición amplia, entendiendo por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado con competencia ambiental, en el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de estos. De esta forma se abre la opción de recurrir a tribunales ambientales luego de reclamaciones sobre actos administrativos de carácter ambiental presentados ante la Superintendencia del Medio Ambiente.


Sobre los recursos, explicó que de las sentencias definitivas dictadas por los Tribunales Ambientales se podría apelar ante la Corte Suprema. Respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación, conocerá la Corte de Apelaciones del lugar donde se encuentre ubicado físicamente el tribunal ambiental.


Respecto al procedimiento el proyecto disponía uno común para las reclamaciones administrativas, las solicitudes y las demandas por daño ambiental; en el cual primaría la escrituración, la publicidad y el impulso de oficio por parte del Tribunal. Contemplaba también la posibilidad de decretar medidas cautelares, de oficio o a petición de parte, en cualquier estado del juicio, incluso antes de iniciado. Se le concedía al Tribunal la facultad de llamar a las partes a conciliación sin acotar su procedencia y se fijaba un sistema de recursos integrado por el recurso de reposición para la generalidad de las resoluciones del Tribunal y por el de reclamación para ante la Corte Suprema respecto de las sentencias definitivas.


En el Senado se determinó la creación de tres procedimientos especiales según las distintas materias reguladas: uno para las reclamaciones, otro para las solicitudes y otro para las demandas por daño ambiental.


a) Reclamaciones de los actos administrativos: normas, planes, resoluciones de la Superintendencia de Medio Ambiente y SEA, Resolución Calificación Ambiental.


El procedimiento es similar al de la apelación civil, se inicia con una presentación escrita que debe ser declarada admisible, en caso contrario se puede reponer de la resolución apelando en subsidio. Admitida a tramitación se solicita informe al órgano recurrido, en caso de no evacuarlo se prescinde de éste y se ordena traer autos en relación. La sentencia deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa; pudiendo anular total o parcialmente la disposición o el acto recurrido, y disponer que se modifique, en su caso, la actuación impugnada. Si anula actos administrativos generales, producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva en el diario oficial.


b) Solicitudes a petición de la Superintendencia de Medio Ambiente para hacer uso de sus facultades policiales ambientales. Deberán remitirse al Tribunal Ambiental tratándose de: 


-Medidas provisionales de las letras c), d) y e), del artículo 48 de la Ley N° 20.417, la Superintendencia obtendrá autorización de algún Ministro del Tribunal, por la vía más expedita, incluso por teléfono.


-Suspensiones de las letras g) y h), del artículo 3 de la misma ley, en cuyo caso la Superintendencia también podrá obtener autorización por la vía más expedita de algún Ministro del Tribunal.


-Sanciones de las letras c) y d), del artículo 38 de la referida norma, en cuyo caso la resolución de la Superintendencia se elevará en consulta al Tribunal Ambiental.


c) Demandas por daño ambiental, puede iniciarse por medida prejudicial y requiere ser admitida a tramitación, en este último caso, se da traslado de 15 días para contestarla e interponer excepciones dilatorias –que se tramitan conjuntamente salvo la de incompetencia en que se suspende el procedimiento y se tramita previamente-. Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición y, subsidiariamente, el de apelación


Si se recibe la causa a prueba se citará a audiencia -no antes de 20 ni después de 30 días-, en ella, si es procedente, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes y se escuchan alegatos. Posteriormente se citará a oír sentencia, la que deberá dictarse dentro de treinta días, salvo que se hubiese solicitado informe pericial.


Si no se recibe la causa a prueba se convocará a una audiencia de conciliación dentro de treinta días, y en ella propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo en esa misma audiencia, el Tribunal otorgará un plazo para escuchar alegaciones orales, posteriormente, citará a las partes para oír sentencia.


Durante el curso de la sesión el Diputado señor Lobos no obstante considerar que esta iniciativa constituía un paso fundamental para la modernización de la legislación ambiental, manifestó su preocupación por la ubicación de los tribunales, la que, a su juicio, debe considerar las ventajas comparativas de la macro zona en que se ubicarán, ello debido a que el acceso a la justicia exige la necesidad de que toda persona tenga la posibilidad de presentar recursos ante órganos judiciales.


Específicamente se refirió a la localización del Tribunal Ambiental de la Región de los Ríos, afirmó que Concepción era la principal ciudad del sur del país, con mejores condiciones de acceso y además, con una cantidad importante de proyectos de impacto ambiental, lo que provocaría el inicio de varios procesos de tipo ambiental.


Sugirió la posibilidad de instalar dos tribunales, uno en Concepción que conozca de las causas de la zona sur, cuya jurisdicción incluya a la séptima región del Maule y otro ubicado en Puerto Montt que conociera de las causas del extremo sur del país.


El señor Ministro subrogante del Ministerio de Medio Ambiente coincidió en que para determinar las ubicaciones de los tribunales deben incluirse criterios relativos a la cantidad de habitantes y al número de proyectos de inversión en carpeta. No obstante, recordó que en el Senado se avanzó en cuanto a incrementar de uno a tres Tribunales. Asimismo, señaló que ello obedeció a políticas financieras.


Argumentó que la Región del Biobío cuenta actualmente sólo con 58 proyectos en trámite, la décima región de Los Lagos con 145 proyectos y la undécima del General Carlos 
Ibáñez del Campo con 106 proyectos.


Agregó que la demanda o reclamación puede presentarse ante la Corte de Apelaciones del lugar donde tiene domicilio el afectado, para tramitarse vía exhorto al tribunal ambiental correspondiente, aún cuando el juicio se lleva a cabo en el domicilio del tribunal ambiental.


El Diputado señor Teillier comentó que en el Senado se planteó la necesidad de contar con fondos públicos para los peritajes de expertos, especialmente en los casos de daño ambiental. Se sugirió que el tribunal ambiental pudiera determinar, en ciertos casos, que esta prueba se costeara con fondos del Estado, lo que fue declarado inadmisible en la Comisión de Hacienda.


Otros parlamentarios afirmaron que los costos de los peritajes deberían ser financiados por el Estado, y éste posteriormente, obtener el reembolso por parte de la empresa que produjo el daño ambiental.


El Ministro de Medio Ambiente, subrogante, expresó que en pos del equitativo acceso a justicia en los procesos por daño ambiental, aún cuando la prueba se rinde en una sola audiencia, siempre existe la posibilidad de que el tribunal decrete medidas para mejor resolver.


En relación a los legitimados, se solicitó aclarar una eventual contradicción, ello porque se señala que existe acción popular, no obstante se exige agotar la vía administrativa para lo cual debe accionar el directamente afectado.


El Ministro de Medio Ambiente subrogante, precisó que esta iniciativa no innova respecto al procedimiento contemplado en la Ley N° 19.300, lo que es distinto es lo referido a las competencias, por ejemplo en la demanda por daño ambiental el directamente afectado puede reclamar la indemnización por el daño, pero en cuanto a la reparación de éste se establece una legitimación popular. En el contencioso administrativo la legitimación está dada por el agotamiento de la vía administrativa y es legitimado la misma persona que lo era para recurrir por la vía administrativa señalada en la ley. En el ámbito correctivo y de emergencias ambientales la tendencia internacional es la legitimación amplia, siguiendo eso se establece la denuncia ante la Superintendencia de Medio Ambiente por cualquier persona natural o jurídica.


El Diputado Vallespín expresó que el criterio económico no puede inspirar la discusión sobre la ubicación y cantidad de tribunales. Al respecto sugirió establecer un artículo transitorio que posibilite la creación de nuevos tribunales cuando, por ejemplo, se sobrepase un número determinado de causas.


Asimismo opinó que una amplia participación ciudadana así como el otorgamiento de fondos públicos para realizar los peritajes concretaría un equitativo acceso a la justicia.


En cuanto a la gradualidad sugirió dos fases de implementación la primera para el tribunal de la Región Metropolitana y la segunda para los otros dos tribunales.


La Diputada señora Girardi consultó sobre la forma en que operará la conciliación en los juicios por daño ambiental cuando se ordene la reparación del medio ambiente. Recordó el caso de la Minera Los Pelambres, en que la Corte Suprema dictaminó la demolición del tranque de relaves El Mauro, ubicado en la Región de Coquimbo, pero posteriormente se logró un avenimiento con los demandantes lo que permitió dejar sin efecto tal sentencia.


Asimismo, consultó ¿qué sucedería en los casos en que el medio ambiente sea imposible de reparar por haberse provocado, por ejemplo destrucción de especies? Sugirió para esos casos contemplar una indemnización.


El señor Ministro del Ministerio de Medio Ambiente subrogante, explicó que se debe distinguir entre la sanción administrativa por responsabilidad por el daño ambiental y la responsabilidad por el daño causado. En todo caso, preciso que la responsabilidad por daño ambiental que importe una reparación no impide una eventual indemnización.


Explicó que la Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, define reparación como la acción de reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad al daño causado o de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas.


Sobre ello, existe una discusión en la doctrina acerca de si se puede reparar in natura o por equivalencia. A su juicio esto último no es posible a la luz de la Ley de Bases citada. Se trata de responsabilidad in natura cuando se puede reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad o ante la imposibilidad de hacerlo se debe restablecer sus propiedades básicas. Por ejemplo, la restauración de un monumento nacional o la reparación de la topografía. No pudiendo darse la reparación por equivalencia o compensación.


El Diputado Sandoval hizo presente que se establece una mayor carga a los municipios, porque si un particular quiere presentar un reclamo por un problema medioambiental puede recurrir a la municipalidad, la que debe recurrir ante el Tribunal Ambiental correspondiente. No obstante, la mayor parte de los municipios carecen de asesorías legales y en esta ley no se les otorgan los recursos para cumplir con tal obligación.


2.- Abogado Jorge Bermúdez.


Sostuvo que el tribunal ambiental es un órgano jurisdiccional, de derecho, lo que tiene consecuencias del punto de vista de sus competencias. Éstas básicamente se dividen en dos grandes grupos. Por un lado de legalidad, es decir para revisar la legalidad de la actuación de ciertos órganos públicos, en especial de revisora de las actuaciones de la Superintendencia del Medio Ambiente y la legalidad de las normas ambientales. Por otra parte, está la competencia relativa a la responsabilidad por el daño ambiental, que aun cuando no resulta ser contencioso administrativo, es el ejercicio de una facultad jurisdiccional y de derecho, puesto que se trata de determinar una cuestión tan importante como si existió o no responsabilidad.


Respecto del alcance de la competencia de los Tribunales Ambientales, expresó que según la experiencia del derecho comparado puede ser amplia o restringida. Citó como ejemplo los casos del Senado Ambiental en Austria con competencia para conocer sólo de la legalidad de resoluciones similares a lo que son las de Calificación Ambiental, y el de Nueva Gales del Sur, Australia, en que el Tribunal Ambiental tiene amplia competencia para conocer desde materias ambientales, de aguas, de pueblos indígenas y de otras que no son precisamente ambientales.


Manifestó que la incorporación del artículo 16 N° 8 al proyecto de ley posibilita ampliar la competencia y cubrir todas las hipótesis posibles destinadas a impugnar un acto administrativo de carácter ambiental, previamente agotada la vía administrativa. Dicho numeral permite conocer las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental, debiendo entenderse por “acto administrativo de carácter ambiental” “toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos”.


En relación con la integración, se declaró partidario de un tribunal estrictamente de derecho, por tanto, cree que se debe evitar la composición mixta. Indicó que es evidente que las materias ambientales suponen algún grado de conocimientos científicos o técnicos, sin embargo, ello se suple con la posibilidad de contar con profesionales que apoyen la labor del tribunal y con informes de peritos.


Sobre la competencia establecida en el artículo 16 N° 1 del proyecto de ley, denominada competencia revisora de normas ambientales, explicó que está consagrada en el artículo 50 de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente y se trata de una competencia acotada, por cuanto esta disposición restringe las posibilidades de revisión de estas normas contrastándola sólo con la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente. No obstante, consideró que lo óptimo sería contratar la norma ambiental con el ordenamiento jurídico. Al respecto, aseveró que podría producirse una situación paradojal en que el Tribunal Ambiental analice una norma, contrastándola sólo con la Ley de Bases, según el artículo 50, para luego dicha norma ser impugnada ante un juez ordinario, por vulnerar una norma legal o constitucional diversa. En consecuencia, sugiere que el Tribunal Ambiental concentre la competencia revisora de las normas ambientales, dándole competencia para la revisión de toda la legalidad, y no circunscrita a la ley.


Sobre las partes legitimadas para actuar en el proceso, materia regulada por el artículo 17, señaló que pueden intervenir los organismos de la Administración del Estado. Sin embargo, varios de los numerales se refieren a la Administración del Estado como legitimado, ello puede ser equívoco y además plantear contiendas de competencia entre los diversos órganos.


Respecto a la figura del amicus curiae del artículo 18, sostuvo que es posible que un tercero idóneo, sin tener la calidad de parte e invocando un interés público, pueda presentarle al Tribunal un informe con observaciones, comentarios o sugerencias, debiendo este último tenerlo en consideración al momento de fallar. Sin embargo, para hacer plausible su intervención, debería limitarse a un número máximo o bien dar la facultad al Tribunal para que excluya los informes extemporáneos o los que no cumplan con un mínimo de idoneidad.


Por otra parte, expresó que la reparación del daño ambiental, está establecida en la Ley de Bases del Medio Ambiente como “materialmente”, sin embargo ello a veces no es posible como cuando se tala un bosque de alerce o milenario, en tal caso el daño es para siempre siendo imposible la reparación material. Hizo alusión a una sentencia de la Corte Suprema de agosto de 2010 que declaró procedente la indemnización de perjuicios en un caso sobre tala de alerces, haciendo una interpretación extensiva del concepto de reparación a partir del 
artículo 3° de la propia ley, declarando que el daño ambiental mismo -no el del patrimonio- debe ser indemnizado. Tal indemnización pertenece al Fisco al ser la acción ejercida por el Consejo de Defensa del Estado. Por ello sugirió una norma que permita la reparación del daño ambiental por la vía de la indemnización, pero destinado al fondo de protección ambiental.

Finalmente, respecto a la conciliación en materia de daño ambiental, puntualizó que debería tener un contenido ambiental, y no cualquier tipo de acuerdo, como una indemnización.


3.- Abogado Alex Quevedo.


Estimó que el diseño institucional está concebido para aprobar proyectos al interior del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, por lo que es indispensable que lo aprobado se cumpla, se ejecute y se controle, lo que deberá efectuar la Superintendencia.


Indicó que se referiría a las siguientes materias:


a) Territorio;


b) Competencia, y


c) Procedimiento.


a) En materia de territorio, manifestó su desacuerdo con los lugares de localización de los tribunales y recordó lo ocurrido a propósito de la Ley de Navegación en que para conocer de todos los conflictos acuáticos era competente un Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, siendo tribunal de segunda instancia el Pleno de la misma Corte, sin que existiera un real acceso a la justicia para las comunidades locales afectadas por los derrames. La justicia debe estar próxima a la población y no en lugares alejados.


Indicó que el Tribunal Ambiental conocerá del control de emisión de residuos líquidos industriales, sin embargo ninguna industria que emita este tipo contaminantes ambientales existe en Valdivia.


Agregó que los proyectos que han ingresado al Sistema de Impacto Ambiental desde el año 1994 hasta la fecha y que serán objeto de fiscalización, son los siguientes: 


-Región Metropolitana: 

2.493 proyectos


-Región de Aysén: 


1.880 proyectos


-Región del Biobío:


1.402 proyectos


-Región del Maule:


   977 proyectos


-Región de la Araucanía
 589 proyectos


-Región de los Ríos

 300 proyectos.


En cuanto a la integración mixta de los Tribunales, se manifestó de acuerdo al considerar importante la expertise de los especialistas atendida la complejidad de los asuntos ambientales y la necesidad de combinar materias multidisciplinarias.


b) Consideró que la justicia debe ser oportuna, lo que no ocurre, a su juicio, respecto de la acción indemnizatoria al no ser competencia de estos tribunales, debiendo recurrirse a éstos para acreditar el daño, y a los civiles, para obtener una indemnización. Agregó que de mantenerse esta norma debe estipular que el ejercicio de la acción ambiental interrumpirá la prescripción civil.


c) Sobre el procedimiento señaló que sólo se admite en las controversias cautelares prueba documental, no obstante para concederla o denegarla, a su juicio, es imprescindible la inspección ocular del tribunal.


4.- Representante del Programa Chile Sustentable, Cristian Villarroel.


Se refirió a los cambios introducidos en el Senado, los que dicen relación principalmente con:


-Organización y composición de los Tribunales: El proyecto de ley original contemplaba un solo tribunal ambiental inspirado en el modelo del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, con sede en Santiago, el Ejecutivo accedió a crear tres tribunales ambientales, para las zonas norte, centro y sur cuyas sedes quedaron fijadas en las ciudades de Antofagasta, Santiago y Valdivia. No obstante reconocer el avance postuló que el acceso a la justicia ambiental requiere la existencia de tribunales en todo el país.


Se contemplaba una integración por tres jueces abogados y dos profesionales de las ciencias y la economía, con experiencia en materias ambientales. En el Senado se modificó estableciéndose dos jueces letrados y un profesional licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales. Se mantuvieron las incompatibilidades para los jueces que son iguales a las establecidas para los jueces del Tribunal Constitucional, así como la obligación de dedicación exclusiva.


-En materia de competencia, opinó que ella debe ampliarse a las demás leyes de relevancia ambiental, siendo óptimo incluir la legislación sectorial de relevancia ambiental, tales como las siguientes:


a) Infracciones al “Convenio de Basilea sobre control transfronterizo de desechos peligrosos y su eliminación”, de 1989, suscrito por Chile en 1990 y promulgado como ley por Decreto N° 685, del Ministerio de Relaciones Exteriores el 29 de Mayo de 1992;


b) Reclamaciones que, de acuerdo al artículo 137 del Código de Aguas, se hagan contra de las resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias del artículo 178 del mismo Código;


c) Infracciones que establece el artículo 25 del Decreto Supremo N° 4363, de 1931, Ley de Bosques;


d) Infracciones que indica el artículo 45 de la Ley Nº 20.283, Ley de Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal;


e) Infracciones a la Ley de Caza, cuerpo legal que aplica en el país la Convención de 
Cites, referida a protección y tránsito de especies amenazadas.


Sostuvo que en el ámbito del interés público y del acceso equitativo a la justicia ambiental por parte de comunidades locales afectadas por daño ambiental, o sectores pobres perjudicados por decisiones ambientales de la autoridad, quedó pendiente una propuesta de las organizaciones ciudadanas que incluía un fondo público, que facilitaría la participación de los sectores de menores ingresos en las causas de éstos tribunales. Ello es particularmente importante en los casos de daño ambiental. No obstante, se logró incluir un mecanismo para acceder a fondos públicos en caso de requerir peritajes, que fue declarado inadmisible en la tramitación en el Senado.


Respecto de los informes periciales del artículo 40, señaló que en el Senado se planteó la necesidad de contar con fondos públicos para los peritajes de expertos, especialmente en los casos de daño ambiental. Estos informes periciales equivalen a una prueba y cuando una de las partes no tiene recursos no podrá financiar informes. Ello es crucial en juicios donde hay que acreditar el daño ambiental. Sugirió que el tribunal ambiental pudiera determinar, en ciertos casos, que la prueba la pague el Estado o incluso el responsable del daño entregando tal decisión al tribunal.


Se presentó una indicación para establecer en el inciso final del artículo 40 la facultad para que el tribunal, excepcionalmente, relevara a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considerare que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. Sin embargo esta indicación fue declarada inadmisible por la Comisión de Hacienda del Senado.

-o-

El Diputado De Urresti refiriéndose a la localización de los tribunales hizo presente que el artículo 19 señala que la presentación de la demanda se hará en el Tribunal Ambiental competente, no obstante si el legitimado tiene domicilio fuera de la región de asiento del Tribunal, podrán presentarse en la Corte de Apelaciones de su domicilio. En este caso, la Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo, lo que a su juicio dificulta el acceso a la justicia.


El Diputado León sostuvo la importancia de ampliar las competencias del tribunal para evitar que algunas materias queden sin ser de conocimiento de órgano alguno.


El Diputado Lobos coincidió en ampliar las competencias en los casos de daño ambiental a la indemnización por dicho daño. De lo contario existirán dos juicios sobre igual materia para determinar si procede o no el pago de una indemnización.


A su juicio el modelo diseñado deniega justicia, por ello instó a repensar la ubicación de estos tribunales tomando el número de proyectos en cada región, y la mejor conectividad con el resto del país.


El señor Bermúdez aseguró que la competencia de estos tribunales es amplia porque el daño a recursos naturales está relacionado con el daño al medio ambiente, siendo el concepto de daño ambiental amplísimo tal como se desprende de la definición del artículo 2° de la Ley de Bases del Medio Ambiente. Respecto a la competencia para revisar RCA, ella también es amplia y debe concordarse con el artículo 10 de la misma ley, todo aquello que se somete al sistema de evaluación de impacto ambiental puede ser materia de competencia del Tribunal. A ello debe sumarse el numeral 8 del artículo 16 que dispone conocer de las reclamaciones en contra de la invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental.


Opinó que es probable que no existan muchas causas especialmente al comienzo, ello fundamentado en que haciendo uso del artículo 50 de la Ley de Bases del Medio Ambiente, actual 16 N° 1, se ha recurrido una vez en 16 años de vigencia de esta normativa. Afirmó que plantear la creación de tribunales en todas las regiones del país podría ser inoficioso, considerando que funcionará con jueces exclusivos todos los días.


Sobre los medios de prueba, precisó que la pericial es la más regulada en esta iniciativa por su importancia en estas materias técnicas, sin embargo el tribunal, según el artículo 33, puede decretar cualquier otro medio de prueba.


En relación a la indemnización de perjuicios opinó que esta iniciativa es un avance, ello porque se tramita según las reglas del juicio sumario y el juez civil debe, en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o jurídicas, estar a lo resuelto por el tribunal ambiental. Asimismo, al avaluar los eventuales perjuicios, debe considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.


Sugirió contemplar que cuando la reparación del daño ambiental no sea posible proceda la indemnización de perjuicios con una afectación ambiental, sin embargo el daño patrimonial por contaminación siempre, incluso bajo el imperio de la Ley N° 19.300, ha quedado entregado a los tribunales civiles.


Por su parte, el señor Quevedo reiteró que el artículo 23 del proyecto sobre medidas cautelares establece que en las controversias cautelares sólo se admitirá prueba documental. Ello opina que debe modificarse admitiéndose la inspección personal del tribunal.


Consideró que el tribunal que conoce del daño ambiental es el que tiene los antecedentes sobre la materia y conoce del procedimiento, de ahí que debería ser competente para fallar sobre la indemnización civil. Por otro lado no entiende la razón por la cual se propone que se pague al fisco por un daño ambiental que no puede ser reparado y no al que sufrió el daño.


El señor Benítez hace presente que hay medidas que puede decretar la Superintendencia de Medio Ambiente incluso paralizar una actividad o algún proyecto. La prueba documental es para las controversias que se generen por las medidas cautelares.

-o-

El Ministro del Medio Ambiente subrogante, dando respuesta a las diversas observaciones planteadas por los integrantes de la Comisión durante la discusión general del proyecto de ley, respecto de la disminución del tiempo para la entrada en vigencia del tercer tribunal de 18 a 12 meses, señaló que habiéndose reunido con la Directora de Presupuestos, ésta le manifestó su acuerdo siempre que no se incluyan los recursos en la Ley de Presupuestos del año 2011.


Respecto al informe pericial precisó que se estudiaría su redacción, pues la gratuidad del informe debe cumplir ciertas condiciones, como: que esté referido a la responsabilidad por daño ambiental, que sea facultad del tribunal, según los méritos, entre otros.


En cuanto a la posibilidad de incluir en un artículo transitorio algún parámetro que permitan determinar cuándo existiría una recarga de trabajo que pueda dar lugar a la instalación de un nuevo tribunal, informó que funcionarios del Ministerio de Justicia, con experiencia en la implementación de los tribunales de familia, le señalaron que es una materia difícil de regular en consideración a las distintas competencia asignadas. Sugirieron que cada Tribunal rinda un informe público que de cuenta del número de causas, entre otros aspectos para ser remitido al Congreso o al Ministerio de Medio Ambiente. En todo caso, estimó que podría ser un elemento más para analizar la instalación de un eventual nuevo tribunal ambiental.


En relación con eventuales nuevas funciones para los municipios y la asignación de mayores recursos para cumplir con la obligación de otorgar asesoría cuando un particular reclame por un problema medioambiental, señaló que en la práctica nunca ha existido una causa en que demande el municipio por daño ambiental, pues estas funciones son asumidas por el Consejo de Defensa del Estado que cuenta con una unidad especializada.

Votación en general del proyecto.


La Comisión compartiendo los objetivos del proyecto de ley, aprobó en general la iniciativa, por la unanimidad de los Diputados presentes señora Andrea Molina y señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca; Alfonso De Urresti; Joaquín Godoy; Roberto León; Celso 
Morales; Leopoldo Pérez (Presidente), David Sandoval y Guillermo Teillier.


b) Discusión particular.

Artículo 1°


Señala que los tribunales ambientales son órganos jurisdiccionales especiales sujetos a la superintendencia directiva correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias y ocuparse de las materias ambientales que la ley somete a su conocimiento.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, León, Meza, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 2°


El inciso primero establece que cada tribunal estará integrado por tres ministros, dos de ellos deberán tener título de abogado y haber ejercido la profesión, a lo menos, por diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental y el tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.


El inciso segundo prescribe que los ministros el que será efectuado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado. Asimismo, establece el procedimiento de confección de las nóminas que deberá elaborar la Corte Suprema, previo concurso público.


Los incisos tercero y cuarto disponen que cada tribunal tendrá, además, dos ministros suplentes, uno abogado y otro licenciado en ciencias con especialización en materias ambientales y acreditar diez años de ejercicio profesional, siendo nombrados de la misma forma que los titulares.


El inciso quinto establece que no podrán ser elegidos ministros los que hayan desempeñado el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso.


El inciso sexto señala que el Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado y que permanecerá en tal calidad por dos años, no siendo posible su reelección inmediata.


El inciso séptimo dispone que en caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El inciso octavo establece que el nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los incisos noveno y final establecen que los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos y se renovarán parcialmente cada dos años. El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.


El Ministro de Medio Ambiente subrogante, señaló que serán nombrados por el Presidente de la República con el acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas propuesta por la Corte Suprema seleccionadas mediante concurso público. Además dispone que cada Tribunal tenga dos ministros suplentes, expertos en materias ambientales, quienes serán designados de la misma forma que los titulares.


Algunos parlamentarios lamentaron que no participe la Cámara de Diputados en el nombramiento de los ministros, otros sugirieron que tratándose de los licenciados en ciencias sea con intervención del Consejo de la Alta Dirección Pública.


Otros hicieron presente que los requisitos para postular, especialmente los relacionados con la especialización son muy exigentes, habida consideración de que el tema medioambiental es de reciente discusión en el país.


El Ministro de Ministerio del Medio Ambiente subrogante, aseveró que la especialización puede ser en temas medioambientales o en derecho administrativo ya que estos órganos jurisdiccionales son contencioso administrativo. Agregó que los requisitos exigidos se deben a la complejidad de los temas que conocerán.


Se planteó, además, que existen excesivas exigencias para los ministros suplentes, ya que deben acreditar ser expertos en materias ambientales, lo que podría desincentivar las postulaciones de especialistas en temas ambientales.


Asimismo, discreparon argumentando que solo se deben proveer seis cargos y que la Ley Sobre Bases Generales del Medio Ambiente es del año 1994, por lo que es impensable que no existan especialistas suficientes en materias medio ambientales.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo, para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 2º.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.


Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo tercero del título VI de la Ley N° 19.882. Con todo, tratándose de aquellos ministros que detentan la calidad de abogados, en la designación intervendrá la Corte Suprema, la que elaborará la quina correspondiente de una lista de un mínimo de ocho y un máximo de doce nombres que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.


Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional. Uno de ellos será abogado especialista en derecho administrativo o ambiental y, el otro, licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.


Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.


El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.


El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente sostuvo que la indicación tiene por objeto incorporar al Consejo de la Alta Dirección Pública en el nombramiento de los ministros de los tribunales ambientales, sin perjuicio de mantener la facultad de la Corte Suprema en el nombramiento de los ministros abogados. En efecto, cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco personas que, será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública. Tratándose de los ministros que detentan la calidad de abogados, la Corte Suprema, elaborará la quina, de una lista que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública.


En relación a los Ministros suplentes, indico que se rebajó a cinco años el requisito de ejercicio profesional que deberán acreditar para postular.


2.- Los Diputados señores Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, Roberto León, Guillermo Teillier y Patricio Vallespín, presentaron una indicación al inciso tercero del artículo 2°, para sustituir la palabra “Senado” por la expresión “Congreso”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente sostuvo que la propuesta escapa del sistema tradicional de nombramiento por cuanto no existe ningún Tribunal que cuente con tal sistema. Aclaró que si bien en el caso del nombramiento de los ministros titulares y suplentes del Tribunal Constitucional cuatro son elegidos por el Congreso Nacional, en la nominación de dos de ellos interviene la Cámara de Diputados pero la aprobación o rechazo del mismo la realiza el Senado.


El Diputado señor León manifestó no observar impedimento legal para que se considere la participación del Congreso Nacional en los procesos de nombramientos de altos funcionarios, como es el caso de los ministros de los tribunales ambientales. Estimó que la Cámara de Diputados también debe jugar un rol en estas designaciones.


Se acordó, proceder a la votación separada de esta indicación.


Consecuentemente, sometida a votación la indicación signada con el número 2, fue aprobada por mayoría de votos, seis votos favor de los Diputados señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Teillier y Vallespín, dos votos en contra de los Diputados Godoy y Pérez Lahsen y tres abstenciones de la Diputada señora Molina y de los Diputados señores Morales y Sandoval.


Puesta en votación, la indicación signada con el número 1 y, por consiguiente, con la signada en el número 2, fue aprobada por mayoría de votos, siete votos a favor de los Diputados señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Teillier y Vallespín y cuatro abstenciones de los Diputados señores Godoy, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval.

Artículo 3°


El inciso primero señala que el cargo de Ministro es de dedicación exclusiva e incompatible con todo empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, así como con todo cargo de elección popular. Tampoco podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna, ni celebrar o caucionar contratos con el Estado.


El inciso segundo exceptúa a los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales siempre que no correspondan a la dirección superior de una entidad académica.


El inciso tercero dispone, además, que los ministros no podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna. Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.


El inciso quinto hace aplicable a los ministros suplentes todas las incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los titulares, exceptuando los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial.


Se observó por los señores parlamentarios que las incompatibilidades establecidas a los ministros suplentes son muy exigentes, en circunstancias de que no gozarán de la misma renta que los titulares.


El Ministro de Ministerio del Medio Ambiente subrogante, indicó que los suplentes no tienen la limitación de doce horas semanales para los empleos docentes. Manifestó su disposición para reducir el plazo a cinco años del requisito de ejercicio de la profesión.


Otros parlamentarios consideraron excesivo el plazo de dos años impuesto como límite para configurar la inhabilidad por haberse desempeñado como Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente.


El Ministro de Ministerio del Medio Ambiente subrogante explicó que en términos generales, las incompatibilidades son las del artículo 3° y se tratan de impedimentos legales para ejercer cualquier otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no de carácter públicos. Las prohibiciones del artículo 10 se refieren a impedimentos posteriores establecidos para los ministros titulares y suplentes que hubieren cesado en su cargo. Por su parte, las inhabilidades del artículo 9° dicen relación con algún conflicto de interés que lo afecte en algún juicio.


Acerca de las razones para inhabilitar a quienes se hayan desempeñado en calidad de Ministro, Subsecretario, Seremi, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente de la cartera de Medio Ambiente, explicó que el ministerio elabora las normas de política ambiental y éste tribunal precisamente conocerá de las normas de emisión, de las de calidad, etc. Si se nombra ministro a quien se hubiese desempeñado en alguno de los cargos mencionados, deberá abstenerse de conocer muchos temas que son competencia de los tribunales ambientales. Precisó que estas inhabilidades se configuran respecto a la nueva institucionalidad ambiental.


El Ejecutivo formuló indicación, para incorporar el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser segundo y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“Artículo 3°. Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público, haya desempeñado el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente explicó que se acogió la sugerencia de los señores Parlamentarios en cuanto a incorporar entre las incompatibilidades para ser nombrado Ministro a quien hubiese desempeñado el cargo de Ministro, Subsecretario, Superintendente Secretario Regional Ministerial, todos del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o algún cargo directivo en alguna de estas instituciones, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público.


Los parlamentarios hicieron presente la necesidad de extender esta limitación a quienes se hubiesen desempeñado como Directores Ejecutivos y/o Regionales de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público.


En todo caso, se hizo constar que por referirse a cargos directivos de organismos que han sido derogados la norma debería ser considerada en las disposiciones transitorias.


Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 4°


Esta disposición regula el juramento o promesa que deben prestar los ministros titulares y suplentes ante el Presidente de la Corte Suprema. En tanto el Secretario y los relatores prestarán su juramento o promesa ante el Presidente del respectivo Tribunal Ambiental.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier, en los mismos términos propuestos.

Artículo 5°


Crea tres tribunales ambientales.


El primero, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo.


El segundo, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.


El tercero, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.


En consideración a que esta materia fue latamente analizada durante la discusión general, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier, en los mismos términos propuestos.

Artículo 6°


Regula el funcionamiento de los Tribunales Ambientales y el quórum para sesionar y la adopción de acuerdos.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Meza, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval y Teillier, en los mismos términos propuestos.

Artículo 7°


Regula la declaración de patrimonio e intereses de los ministros titulares y suplentes de los Tribunales Ambientales.


El Ejecutivo presentó indicación para intercalar, en su inciso primero, a continuación de “titulares y suplentes”, la expresión “, los relatores y el secretario de”.


Los representantes del Ejecutivo precisaron que, después de analizar la petición de los señores Diputados se incorpora a los relatores y secretario de estos tribunales dentro de los sujetos obligados a efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio.


Sin debate, puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Morales, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 8°


Los incisos primero y segundo establecen que la remuneración mensual de los ministros titulares de los tribunales será equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente, los ministros suplentes recibirán la suma equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración mensual de los ministros titulares.


El inciso tercero dispone que en caso de ausencia injustificada, calificada por la mayoría de los demás miembros del Tribunal, al Ministro Titular se le descontará un monto equivalente al 50% de lo que haya recibido el suplente que lo hubiera reemplazado.


El Ministro de Medio Ambiente subrogante, ante una consulta sobre los alcances del inciso tercero en relación con la ausencia injustificada y la aplicación de esta disposición, expresó que “ausencia injustificada”, constituye un caso excepcional y que podría provocar distorsiones respecto de su alcance sobre todo si tiene presente que debe ser calificada por los otros miembros del tribunal. Asimismo, hizo presente que los casos de ausencia justificada estarán siempre bajo la tutela de la Corte Suprema que tienen sus propias atribuciones en temas disciplinarios.


Los Diputados señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, León y Teillier, formularon indicación para eliminar el inciso final.


Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.


Posteriormente, el Ejecutivo formuló la misma indicación la que se declaró reglamentariamente rechazada.

Artículo 9°


El inciso primero establece que los miembros del Tribunal podrán perder su competencia para conocer determinados negocios por implicancia o recusación declaradas, en virtud de las causales contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.


El inciso segundo dispone que, en todo caso, se presumirá de derecho que el ministro titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al 10%, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad según lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley Nº 18.045, de mercado de valores; y


b) Asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente que lo haya originado, así como en el procedimiento de evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.


El inciso tercero establece que será causal de recusación respecto de los ministros titulares o suplentes, haber sido asesor o prestador de servicios de alguna de las partes durante el año que preceda a la notificación de la demanda; la existencia de relaciones laborales, comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los abogados o asesores de alguna de las partes, o, el desempeño o ejercicio profesional en las mismas dependencias, oficinas o inmuebles con estos últimos, aun cuando ello no revista participación en ingresos o el desarrollo de funciones comunes o coordinadas.


El inciso cuarto, agrega que será causal de recusación que el ministro asesore o preste servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo, en algún proceso judicial o de negociación comercial, que pueda afectar la imparcialidad del ministro.


Asimismo, los incisos siguientes regulan la forma de hacer valer las causales y el procedimiento para reemplazar a los ministros titulares así como la forma de proceder a la subrogación de los ministros para formar los quórum.


El señor Subsecretario del Medio Ambiente precisó que el plazo de dos años establecido para la inhabilidad que se consagró se basó en la disposición contenida en el artículo 11 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de año 2005, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto Ley N° 211 de 1973, que regula las inhabilidades del los ministros del Tribunal de la Libre Competencia.


Sin mayor debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 10


Establece que los ministros, titulares o suplentes, que hubieren cesado en su cargo estarán impedidos para desempeñarse como administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado, por el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo.


Algunos Diputados plantearon sustituir la expresión “el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado” por la frase: “los tribunales ambientales”, ya que se debe evitar que puedan ejercer algún tipo de influencia en los tribunales luego de cesar en el cargo.


Los representantes del Ejecutivo sugirieron en el caso de los ministros suplentes disminuir el plazo de un año a seis meses si se estima que el impedimento regirá para ante todos los tribunales ambientales ya que de lo contrario se podría desincentivas la postulación a estos cargos.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1.- Del Ejecutivo para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 10.- Prohibiciones. Los ministros titulares de los Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante los Tribunales Ambientales. En el caso de los ministros suplentes, dicha prohibición será de seis meses.”.


2.- De los Diputados señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Vallespín y Teillier, formularon las siguientes indicaciones:


a) Al inciso primero, para sustituir la expresión “el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado” por la frase: “los tribunales ambientales”, eliminando la expresión “y suplentes”.


b) Agregar el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los ministros suplentes esta prohibición será por seis meses, contado desde la fecha de cesación en el cargo.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente manifestó que la indicación del Ejecutivo recoge lo discutido en la Comisión en relación a distinguir dentro de las prohibiciones impuestas para no desempeñarse como administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante los Tribunales Ambientales entre los ministros titulares y los suplentes, estableciendo en el primer caso un año como plazo desde la fecha de la cesación en el cargo y en el segundo seis meses.


Puesta en votación, la indicación signada con el número 1 fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín. Consecuentemente, se da por rechazada reglamentariamente, la indicación número 2.

Artículo 11


Esta norma regula las causales de cesación en el cargo.


Asimismo, dispone que las medidas de destitución por notable abandono de deberes e incapacidad sobreviniente, se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.


El inciso final prescribe que si la cesación en el cargo se produjere faltando más de ciento ochenta días para que se cumpla el período de quien generó la vacante, se procederá a nombrar a su reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 2º.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, 
Sandoval, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 12


El inciso primero dispone que la planta de cada tribunal estará compuesta de 9 cargos los que estarán encasillados entre los grados 4°, correspondiente al Secretario Abogado y 20° al de auxiliar.


El inciso segundo, adicionalmente, otorga la facultad de contratar personal bajo régimen de contrata y personal que cumpla servicios específicos los que serán pagados a suma alzada, siempre que cuenten con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.


Sobre la facultad de contratar personal bajo régimen de contrata o a honorarios, algunos parlamentarios opinaron imprecisa la expresión cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran se permita esta modalidad de contrato, lo que podría generar una planta paralela.


Otros consideraron difícil tal precisión, además de ser imprescindible que el tribunal cuente con la flexibilidad presupuestaria necesaria para cumplir con los requerimientos para desarrollar su labor en forma eficiente.


Asimismo, se hizo presente que no se pueden establecer mayores restricciones que las presupuestarias puesto que se desconoce el número de causas que ingresarán a cada tribunal.


No obstante se hizo hincapié en que se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines. Ello sumado a que cada tribunal negociará con el Ministro de Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.


Frente a ello se consideró imprescindible contar con un mínimo necesario de recursos sin dejarlo entregado a la capacidad de negociación de la Ministra de Medio Ambiente cada año en la Ley de presupuestos.


El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar su inciso segundo por el siguiente:


“Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, para servicios específicos, se podrá contratar personal a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente precisó que esta propuesta obedece a lo discutido en la Comisión en cuanto a facultar a los tribunales, contando con disponibilidad presupuestaria, para contratar adicionalmente personal a honorarios para servicios específicos, cuando las necesidades así lo requieran.


Asimismo, recordó que existía consenso en cuanto a suprimir la expresión “suma alzada” y a facultar al tribunal para contratar personal a honorarios debido a la especificidad de las materias que deben resolver.


Se procedió a la votación de este artículo por incisos.


Puesto en votación, el inciso primero fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 13


Esta norma se refiere al nombramiento de los funcionarios, el que se hará por cada Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.


El Presidente de cada Tribunal cursará los nombramientos por resolución que enviará a la Contraloría General de la República para el sólo efecto de su registro.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 14


Esta norma prescribe que el régimen laboral del personal de los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral común.


En materia de remuneraciones tendrá el régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal de término del contrato de trabajo.


Frente a consultas sobre el derecho a sindicalizarse se hizo constar que ello se permitiría por cuanto quedan sujetos al régimen laboral común.


Sin mayor debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, 
Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 15


Establece que la Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Ambientales. Para estos efectos el Presidente de cada Tribunal comunicará al Ministro de Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.


Asimismo, se dispone que en la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de los Tribunales Ambientales presentarán una rendición de cuenta de gastos ante el Tribunal.


Respecto de la obligación de rendir cuenta anual, los parlamentarios consideraron que la cuenta debía ser pública y referida a la gestión del tribunal, así como a la carga de trabajo y no sólo de la rendición de gastos ante el mismo órgano.


Consecuentemente, el Ejecutivo formula indicación para reemplazar el inciso tercero por el siguiente.


“En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de dichas causas y audiencias. La referida cuenta será pública y se publicará en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de de gastos del Tribunal.”.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente enfatizó que la indicación recoge lo planteado en la discusión en cuanto a complementar la obligación del Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambienta de rendir una cuenta de gastos con la presentación de una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo, la que no se hará ante el Tribunal sino que tendrá el carácter de pública y será publicitada en el sitio electrónico del respectivo Tribunal.


Puesto en votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, 
Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 16


El inciso primero establece que los Tribunales Ambientales serán competentes para conocer:


1) De las reclamaciones que se interpongan en contra de los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión; los que declaren zonas como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley Nº 19.300. En el caso de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de las normas secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos que declaren zonas como latentes o saturadas, y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.


2) De las demandas para obtener la reparación del medio ambiente dañado, en conformidad con lo dispuesto en el Título III de la Ley Nº 19.300. Será competente para conocer de estos asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado el hecho que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido, a elección del afectado.


3) De las reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente. Será competente para conocer de estas reclamaciones el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado la infracción.


4) De la autorización de las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta. Será competente para autorizar estas medidas el Tribunal Ambiental del lugar en que las mismas vayan a ser ejecutadas.


5) De la reclamación que se interponga en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25 quinquies de la Ley Nº 19.300. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.


6) De las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la determinación del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando sus observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la Ley Nº 19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.


7) De las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados. El plazo para reclamar será el establecido en el artículo 50 de la Ley Nº 19.300. Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de la aplicación de las normas secundarias de calidad ambiental, de los decretos supremos que declaren zonas como latentes o saturadas, y de los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.


8) De las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva resolución.


El párrafo segundo establece que para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado, con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.


El párrafo tercero dispone que será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.


El párrafo cuarto señala que en los casos de los numerales 5) y 6) no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la Ley Nº 19.880 una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos legales para interponerlos sin que se hayan deducido.


9) De los demás asuntos que señalen las leyes.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1) Del Diputado señor Álvarez-Salamanca, para sustituir, en el número 1°, el término “avoque” por “radique”.


El Fiscal del Ministerio aclaró que el asunto se radicará en el primer tribunal que se avoque a su conocimiento, excluyendo, por tanto, a los demás tribunales.


Sin mayor debate, puesta en votación, la indicación fue rechazada por un voto a favor del Diputado señor Álvarez-Salamanca, cuatro votos en contra de los Diputados Godoy, Molina, Pérez Lahsen y Sandoval y dos abstenciones de los Diputados señores Morales y Teillier.


2) De los Diputados señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar a continuación del número 8), los siguientes numerales:


“9) Conocer de las infracciones al “Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación”, de 1989, promulgado por decreto supremo N° 685 de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores; 


10) Conocer de las reclamaciones que de acuerdo al artículo 137 del Código de Aguas se interpongan en contra de las resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias que establece el artículo 178 de! mismo Código;


11) Conocer de las infracciones que indica el artículo 45 de la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal;


12) Conocer de las infracciones a la Ley de Caza;


13) Conocer de las infracciones a los artículos 9° a 13 del decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre Protección de la Agricultura, y


14) Conocer de los demás asuntos de relevancia ambiental que señalen las leyes vigentes.”.


Los autores sostuvieron que estas indicaciones pretenden ampliar las competencias de los tribunales a las demás leyes de relevancia ambiental, para armonizar el conocimiento de estas materias en un tribunal especializado. Se argumentó que lo óptimo y deseable era que estos nuevos tribunales tuvieran competencias que incluyeran a la legislación sectorial de relevancia ambiental, particularmente en lo referido a biodiversidad, agua, gestión forestal, áreas protegidas, entre otras.


Agregaron que el artículo 45 de la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal entrega al juez de policía local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción aplicar las sanciones y multas establecidas en dicha ley, por lo que es necesario entregar su conocimiento a un tribunal que tenga mayor especialización.


Otros parlamentarios plantearon que se trata de un tribunal con las competencias propias de lo contencioso administrativo ambiental.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por tres votos a favor de los señores De Urresti, Teillier y Vallespín, cinco votos en contra de los señores Álvarez-Salamanca Godoy, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval y la abstención de la señora Molina.


3) De los Diputados señores Accorsi y Teillier, para agregar a continuación del número 8), los siguientes numerales:


“9) Conocer de las infracciones a la Ley N° 19.473 (Ley de Caza) y aplicar las sanciones a que se refiere los artículos 29,30 y 31 de dicha ley;


10) Conocer de las infracciones a los artículos 9 a 13 del decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre Protección de la Agricultura; 


11) Conocer de las infracciones al artículo 108, letras a) y d) de la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Como asimismo las infracciones al artículo 112, letras a), b), c) y d): al artículo 118 bis; al artículo 118 ter, letras a) y b); y al artículo 118 quáter de la misma ley;


12) Conocer de las infracciones al artículo 171 del Código Sanitario;”.


Se aclaró, por parte de los autores, que el artículo 118 quáter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, regula el caso de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos hidrobiológicos exóticos en sistemas extensivos.


Asimismo, se planteó que las causas relacionadas con materia de aguas debieran ser conocidas por un tribunal especializado como lo es el ambiental y no quedar entregadas al conocimiento de la justicia ordinaria o a los recursos de protección, ya que éstas no son las vías más adecuadas para que se haga justicia ambiental.


El Subsecretario hizo presente que durante la tramitación en el Senado se incorporó una nueva competencia para que los tribunales pudieran conocer de reclamaciones ante actos administrativos de relevancia ambiental –actual número 8-. Por ello podrán conocer, también, las reclamaciones en contra de resoluciones que resuelvan procedimientos de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental.


Lo anterior se ve reforzado por la definición amplia que da la ley al acto administrativo de carácter ambiental como toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de estos. De esta forma se abre la opción de recurrir a tribunales ambientales luego de reclamaciones sobre actos administrativos de carácter ambiental presentados ante la Superintendencia del Medio Ambiente.


No obstante hizo presente que a este tribunal no le corresponde conocer los temas infraccionales como el del artículo 45 de la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal. Si se trata de un acto administrativo ambiental se reclama ante el órgano correspondiente, agotándose la vía administrativa, luego de ello se recurre al tribunal ambiental.


Sometida a votación, la indicación fue rechazada por tres votos a favor de los señores De Urresti, Teillier y Vallespín, cinco votos en contra de los señores Álvarez-Salamanca, 
Godoy, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval, y la abstención de la señora Molina.


Puesto en votación, el artículo fue aprobado por mayoría de votos, seis votos a favor de la señora Molina y de los señores Álvarez-Salamanca, Godoy, Morales, Pérez Lahsen y Sandoval, y tres abstenciones de los señores De Urresti, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 17


Señala quienes son los legitimados para intervenir como partes en los asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales.


En el caso del número 1, cuando se reclama contra una norma de calidad o una norma de emisión o un plan de prevención o descontaminación, puede recurrir cualquier persona.


En el caso del número 2, demanda por daño ambiental, las personas natural o jurídica que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado.


En el caso de las resoluciones de la Superintendencia de Medio Ambiente, número 3, se encuentran legitimadas para reclamar las personas naturales o jurídicas directamente afectadas.


En el caso del número 4) sobre la autorizaciones de las medidas provisionales de las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia, y de las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la misma ley y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, el legitimado es la Superintendencia del Medio Ambiente.


En los casos del número 5, esto es, las reclamaciones en contra de las resoluciones del Comité de Ministros y con posterioridad ante el Director Ejecutivo, y del número 6, las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la resolución del Comité de Ministros o Director Ejecutivo de la que resuelva el recurso administrativo cuando sus observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, estarán legitimados para intervenir las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de conformidad a la ley.


En el caso del número 7, las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados, puede reclamar cualquier persona.


La situación prevista en el número 8, esto es las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental, está legitimado quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación.


El inciso segundo permite intervenir como coadyuvantes, en los procedimientos que se regulan en esta ley, a quienes sin ser partes directas en el juicio, tengan interés actual en sus resultados -artículo 23 del Código de Procedimiento Civil-. Se presume que las municipalidades y el Estado tienen el interés actual en los resultados del juicio que la norma exige.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


1) Del señor Álvarez-Salamanca, al número 2, para agregar a continuación de la palabra “terceros”, la expresión “coadyuvantes”.


Se fundamentó la indicación en que se debe precisar que se refiere a los terceros coadyuvantes, es decir los que tienen un interés actual.


2) Del señor Teillier al número 2, para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: 


“La limitación precedente no se aplicará al Estado de Chile quien siempre deberá deducir la acción de reparación ambiental en calidad de parte principal. En efecto, constatada la existencia de daño ambiental por cualquier servicio público con competencia ambiental, el Estado de Chile estará obligado a ejercer la acción de reparación ambiental.”.


Se señaló que la indicación pretende reforzar las facultades del Estado en su calidad de titular de la acción de reparación ambiental, en cuanto representante de la sociedad, evitando que sea excluido como parte principal, ello debido a que el inciso precedente del artículo prescribe que el primero que ejerce la acción excluye a los demás.


El señor Ministro, subrogante, del Medio Ambiente explicó que siempre el Estado puede demandar al Consejo Defensa del Estado. De acuerdo al artículo 23 del Código de Procedimiento Civil puede intervenir como terceros coadyuvantes y tiene todos los derechos de los principales. Por orden procesal, en la Ley N° 19.300 se establece que en el momento en que la municipalidad, el directamente afectado o el Consejo de Defensa del Estado interponga una demanda por responsabilidad de daño ambiental, en ese mismo momento inhibe al resto a interponerla con el objeto de evitar que existan dos tribunales distintos conociendo el mismo tema, ello no impide que si la demanda por daño ambiental fue interpuesta por el directamente afectado el Consejo se incorpore a dicha demanda como tercero coadyuvante con los mismos derechos que establece el citado artículo 23, norma ya contemplada en la Ley 
N° 19.300 y que se repite en este proyecto.


Otros Diputados opinaron que la indicación es importante porque se le otorga preeminencia al Consejo de Defensa en razón de que existe una situación de interés público. Estimaron fundamental establecer que el Estado siempre tendrá la obligación de ejercer esta acción cuando exista daño ambiental porque hay un menoscabo del patrimonio de Chile.


El señor Ministro subrogante del Medio Ambiente consideró complejo establecer que la “limitación precedente no se aplicará al Estado de Chile”, por cuanto ello implica una modificación a la Ley N° 19.300. Agregó que la Ley N° 19.300 contempla la obligación a las municipalidades como obligadas a demandar cuando exista daño ambiental, la que es derivada al Consejo de Defensa del Estado, de ahí que, a su juicio, esa obligación actualmente ya existe.


Los parlamentarios hicieron presente que hay comunas con municipios que carecen de abogados para impetrar esta acción por daño ambiental y que no es imperativo derivarla al Consejo de Defensa del Estado, es por ello que estiman que esta norma equipara las desigualdades que existen con los municipios de mayores recursos.


El señor Ministro subrogante señaló que la constatación del daño ambiental lo fijan los tribunales de justicia sin que ningún servicio pueda declarar la existencia del daño ambiental. Se comprometió a analizar la materia.


3) Del Ejecutivo para agregar en su numeral 2) la siguiente frase a continuación del punto aparte (,) que pasa a ser punto seguido:


“En el caso del inciso 5° del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente señaló que esta indicación agrega en el numeral 2) una frase que recoge la indicación formulada durante la discusión por el Diputado señor Teillier en cuanto a que la acción de reparación ambiental siempre deberá ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal, cuando el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación.


Se hizo hincapié en que no es facultativo del Consejo de Defensa ejercer la acción de reparación ambiental.


4) De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar a continuación del número 7), los siguientes numerales:


“8) En el caso del numero 9), 11), 12), 13), y 14) las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus comunas, y el estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado.


9) En el caso del numero 10), las personas naturales o jurídicas directamente afectadas por las resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias que establece el artículo 178 del mismo Código;”

Se hizo presente que esta indicación era complementaria con las formuladas al artículo 16 para ampliar las competencias de los tribunales ambientales, que se rechazaron.


Puesto en votación, el artículo y la indicación signada con el número 1), fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores De Urresti, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.


Sometida a votación la indicación signada con el número 3) fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.


La indicación signada con el número 2) se da por rechazada reglamentariamente.


Sometida a votación, la indicación signada con el número 4), fue rechazada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores De Urresti, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en razón del rechazo de otras indicaciones presentada al artículo 16.

Artículo 18


Establece la figura de “Amicus Curiae” o “amigo del tribunal” que permite que dentro de 30 días desde la notificación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier personas natural o jurídica que cuente con la especialización requerida haga llegar su opinión fundada al tribunal siempre que invoque la protección de un interés público.


Sin debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 19


Establece que la reclamación, solicitud o demanda se debe presentar ante el Tribunal Ambiental competente. No obstante, si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de la región asiento del Tribunal, podrán presentarse en la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional aquel esté domiciliado. En tal caso, la Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 20


Prescribe la publicidad del procedimiento y la forma en que las partes deberán actuar representadas en juicio.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 21


Expresa que las notificaciones se regirán por las reglas generales del Código de Procedimiento Civil, sin embargo si las partes solicitan que se les notifique por correo electrónico, se hará sólo por esa vía.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 22


Se refiere a la tramitación de los incidentes que se promuevan, los que no suspenderán el curso de la causa principal y serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal, por razones fundadas, de las cuales dejará constancia, resuelva escuchar previamente a la parte contraria o fallarlos antes de tal sentencia. Si fuere indispensable, el Tribunal recibirá el incidente a prueba.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 23


Permite decretar al tribunal medidas cautelares conservativas o innovativas necesarias para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento. El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su tramitación y por el plazo que estime conveniente. Podrá disponerlas de oficio o a petición de parte.


Cuando se soliciten estas medidas el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución para responder de los perjuicios que podrían originarse.


La resolución que conceda o deniegue una medida cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido prejudicialmente el solicitante deberá presentar su demanda en el plazo de quince días hábiles contado desde que se concedió la cautela o en el término mayor que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto de pleno derecho.


Siempre que existiere motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivo fundado.


El señor Álvarez-Salamanca, formuló indicación al inciso tercero, para agregar a continuación de la expresión “actor particular”, la frase “por un monto no superior a cien unidades tributarias mensuales,”.


Se fundamentó la indicación en que se debe establecer un margen en cuanto al monto de la caución que se podrá exigir al actor particular para responder de los eventuales perjuicios que podrían originarse.


Sin mayor debate, puesto en votación el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.

Artículos 24 a 39


El artículo 24 se refiere al contenido de la sentencia, haciendo aplicable el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, debiendo, además, en su caso, enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales se pronuncia.


El artículo 25, hace procedente el recurso de apelación respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación, para ante la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.


Los incisos siguientes, establecen que en contra de la sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación del que conocerá la Corte Suprema, sin que proceda recurso de casación.


El artículo 26 regula la reclamación ante el Tribunal Ambiental y sus requisitos. Éste examinará en cuenta si la reclamación ha sido interpuesta en tiempo y forma, y podrá declararla inadmisible si, en opinión unánime de sus miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a materias que estén manifiestamente fuera de su competencia, no esté debidamente fundada o no contenga peticiones concretas. De esta resolución se podrá reponer con apelación subsidiaria dentro de quinto día desde la notificación.


El artículo 27 señala que declarada admisible la reclamación, se pedirá informe al órgano público que emitió el acto impugnado, debiendo responder dentro de 10 días.


El inciso tercero dispone que recibido el informe o vencido el plazo, se ordenará traer los autos en relación, haciendo aplicable para el conocimiento y fallo de la reclamación las reglas del recurso de apelación civil, sin que se permita prueba testimonial ni confesional, ni la suspensión de la causa.


El inciso final prescribe que concluida la vista la causa, quedará en estado de dictarse sentencia dentro del plazo de treinta días, no obstante dentro de este plazo el tribunal podrá decretar de oficio medidas para mejor resolver.


El artículo 28 prescribe los efectos de la sentencia que acoge la acción.


El artículo 29 dispone la publicación en el diario oficial de la parte resolutiva de la sentencia firme que anule un acto administrativo que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión; declaren zonas como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, así como el referido a la implementación o ejecución de las normas de calidad, de emisión y desde tal fecha producirá efectos generales.


El artículo 30 establece que la solicitud de aprobación de medidas provisionales de clausura, detención del funcionamiento de las instalaciones o la suspensión temporal de la resolución de calificación ambiental, las suspensiones de las letras g) y h) del artículo 3° de la misma ley, y las sanciones de clausura temporal o definitiva o de revocación de la RCA impuestas por la Superintendencia del Medio Ambiente, elevadas en consulta, deberán remitirse al tribunal.


El artículo 31 establece que el procedimiento puede iniciarse por demanda o por medida prejudicial. En la demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la Ley Nº 19.300 . En el evento que la demanda no contenga las indicaciones señaladas previamente o cualquiera otra de las exigidas por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el tribunal ordenará que la demanda se complemente dentro de quinto día. Vencido el plazo, sin haberla completado, se tendrá por no presentada.


Declarada admisible la demanda, se conferirá traslado a la demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que se aumentará en los términos de los artículos 258 y 259 del Código de Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.


El artículo 32 prescribe que las excepciones dilatorias sólo podrán proponerse, como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación, la que tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria. Se tramitará conjuntamente con la cuestión principal, sin suspender el procedimiento. Sin embargo si se hubiese deducido la excepción de incompetencia, el tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar, previamente, dicha excepción.


El artículo 33 dispone que el tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y serán admisibles todos los medios de prueba lícitos y que sean aptos para producir fe. Además, podrá reducir el número de pruebas de cada parte, si estima que son reiterativas. Asimismo, podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes.


El inciso final prohíbe rendir pruebas ante un tribunal distinto al ambiental.


El artículo 34 establece que contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el tribunal recibirá la causa a prueba, cuando lo estime procedente. En contra de esta resolución procederá el recurso de reposición y, subsidiariamente, el de apelación.


Si no recibe la causa a prueba convocará a una audiencia, en que propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo en esa misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada una formule sus alegaciones orales. Luego de ello, el Tribunal citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días, salvo que, se hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente. Este plazo podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas, y si vencido este aumento el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.


El artículo 35 dispone que notificada la resolución que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición, el Tribunal convocará a una audiencia para no antes de veinte ni después de treinta días. Esta resolución se notificará por el estado diario y, si procediere, por correo electrónico.


El artículo 36 señala que en la audiencia, si procede, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes. Concluida la prueba cada parte podrá formular sus alegaciones finales. Esta audiencia no podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará, ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si no se alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin perjuicio de lo anterior, si el Tribunal lo estima pertinente para su mejor funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha para proseguir la audiencia.


El artículo 37 regula la prueba documental la que deberá acompañarse con la demanda y con la contestación, respectivamente, sin que sea admisible su presentación posterior, a menos que, por circunstancias calificadas, el Tribunal lo autorice.


El artículo 38 se refiere a la prueba testimonial, señalando que la parte que desee rendirla, dentro de quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba debe presenta una lista de testigos y la indicación precisa de los hechos acerca de los cuales declarará, permitiéndose por cada hecho consignado en el auto de prueba la declaración de hasta un testigo experto y dos que no reúnan dicha calidad por cada parte. Excepcionalmente y por motivos calificados, de los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar tales números y el Tribunal podrá autorizar recibir de modo excepcional y por concurrir circunstancias calificadas, la declaración de quienes no aparezcan en dicha lista.


El artículo 39 señala que la declaración de la parte contraria la debe pedir el interesado en su demanda o contestación, según corresponda y tendrá lugar en la audiencia. Si quien debe contestar no comparece o se niega a hacerlo, se tendrán por reconocidos los hechos que se le atribuyeren en la demanda o en la contestación, en éste último caso se tendrá por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido formulada de manera asertiva.


Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír sentencia.


Sin debate, puestos en votación, los artículos 24 a 39 fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 40


Se refiere al informe pericial, que citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas puede solicitarlo. La pericia debe evacuarse en el plazo de quince días. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el Tribunal dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.


Asimismo dispone que esta prueba puede decretarla el Tribunal en cualquier estado del juicio.


En cuanto a los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos son de cargo de la parte que los presente.


Se formularon las siguientes indicaciones:


1) De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar el siguiente inciso final:


“Excepcionalmente, el Tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal.”

Esta indicación fue declarada inadmisible por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. No obstante se hizo constar por parte de los representantes del Ejecutivo que existía acuerdo para presentar una indicación que recogiera el objetivo perseguido por los parlamentarios.


2) Del señor Teillier para agregar un inciso final del siguiente tenor:


“Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo.”.


El Ministro del Medio Ambiente, subrogante, precisó que la figura del perito adjunto actualmente está contemplada en el Código de Procedimiento Civil cuyas normas son supletorias y aplicables al procedimiento contemplado para los Tribunales Ambientales. 


3) Del Ejecutivo para:


a) Reemplazar el inciso tercero por el siguiente.


“Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.”

b) Incorporar el siguiente inciso final.


“Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente explicó que la indicación mantiene la regla general en cuanto a que los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos son de la parte que los presente. No obstante se faculta en forma excepcional al Tribunal para eximir del pago cuando la parte no cuente con medios suficientes para solventarlo. En tal caso, el cargo será fiscal, para lo cual el Tribunal deberá contar con disponibilidad presupuestaria.


Por otra parte se recoge una inquietud parlamentaria en el sentido de permitir a las partes para designar un perito adjunto, cuyo honorario deberá asumirlo la parte que lo designe.


Agregó que debido a que estos tribunales cuentan con presupuesto propio el tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.


Los Diputados concordaron con los objetivos de las indicaciones del Ejecutivo, no obstante estimaron que se debía condenar en costas a la parte que resulte responsable del daño ambiental.


4) Los Diputados Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Girardi, Godoy, León, Molina, Morales, Sandoval, Teillier y Vallespín formularon una indicación para intercalar el siguiente inciso cuarto: 


“Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental”.


Sometido a votación el artículo con las indicaciones signadas con los números 3) y 4) fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín, consecuentemente se dio por rechazada reglamentariamente, la indicación signada con el número 2.

Artículo 41


Esta norma faculta al tribunal para que de oficio y dentro del plazo que tiene para dictar sentencia decrete medidas para mejor resolver.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.


Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo nuevo, que pasa a ser 42


El señor Teillier formuló indicación para agregar un nuevo artículo 42, del siguiente tenor:


“Artículo 42.- Indemnidad de la reparación del daño ambiental. La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente manifestó su acuerdo por cuanto el medio ambiente es un bien jurídico cuya trascendencia requiere un tratamiento especial, por ello es razonable evitar que se pueda transar a su respecto.


El autor de la indicación señaló que es necesario impedir que se busquen alternativas para compensar económicamente el daño ambiental y no propender a su reparación. Estimó que se debe evitar que se pueda evaluar la rentabilidad de compensar que de adoptar todas las medidas necesarias para evitarlo.


Sometida a votación la indicación formulada fue probada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículo 42, que ha pasado a ser 43


Señala que el tribunal para la ejecución de sus resoluciones podrá impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción que fueran legalmente procedentes.


El Ministro del Medio Ambiente, subrogante, precisó que el artículo 101 de la Constitución Política de la República señala que las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública integradas por Carabineros e Investigaciones constituyen la fuerza pública y existen para dar eficacia al derecho, garantizar el orden público y la seguridad pública interior, en la forma que lo determinen sus respectivas leyes orgánicas.


Sin mayor debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti, Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo 43, que ha pasado a ser 44


Declara competente al juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por éste establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. En éste, no se podrá considerar pruebas o alegaciones incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con los hechos que le han servido de fundamento. En consecuencia, dicha sentencia vinculará al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o jurídicas que ella establezca. Asimismo, al avaluar los eventuales perjuicios, el referido juzgado deberá considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.


Los parlamentarios hicieron presente su preocupación por la lenta tramitación de los juicios en los juzgados civiles, que aún cuando separa la sentencia por daño ambiental de la indemnización de perjuicios, obliga a las comunidades o personas afectadas por el daño ambiental a volver a iniciar acciones legales para obtener la indemnización de perjuicios, con los consecuentes costos asociados a ello.


Se estimó positivo buscar una fórmula para simplificar el procedimiento descrito en la norma y evitar que las comunidades o personas que hayan interpuesto una demanda por daño ambiental ante el Tribunal ambiental, resuelto dicho juicio, deban continuar nuevas acciones legales.


El señor Ministro subrogante de Medio Ambiente precisó que la Ley N° 19.300 hace aplicable las normas del juicio sumario lo que otorga una posibilidad de agilizar el procedimiento. Sostuvo que el fundamento para que el juzgado civil conozca de la indemnización de perjuicios está dado en la importancia de contar con un tribunal cuyo objeto sea la reparación del medio ambiente y no que tenga que ver temas de indemnizaciones o transacciones pecuniarias, para evitar distorsiones se separa por eso una vez reparado el medio ambiente el afectado debe demandar civilmente y se evalué el daño emergente el lucro cesante además y no considera pruebas o alegaciones incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con los hechos que le han servido de fundamento.


En consecuencia, dicha sentencia vinculará al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o jurídicas que ella establezca. Lo que implica que no se deberá probar quien y la responsabilidad que es lo que alarga la tramitación. Es como un juicio ejecutivo que consistirá en la avaluación de los perjuicios.


El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente inciso segundo.


“La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.”

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Medio Ambiente enfatizó que esta indicación concreta el compromiso asumido en cuanto a fijar un plazo para interponer la acción de indemnización y de su prescripción, por ello esta norma suspende la prescripción de la acción indemnizatoria mientras se resuelve la acción de reparación por daño ambiental.


Sometidos a votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, 
Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículos 44 y 45, que han pasado a ser 45 y 46, respectivamente


El artículo 44 establece como normas supletorias a los procedimientos establecidos en esta ley las disposiciones contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.


El artículo 45 regula que las contiendas de competencia que se susciten entre el Ministerio del Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la Superintendencia del Medio Ambiente y un Gobierno Regional o una Municipalidad se decidirán de común acuerdo entre los órganos concernidos. Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la República.


Puestos en votación, los artículos fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti; Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.

Artículo nuevo


Los Diputados señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín formularon indicación para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 46.- Asesorías Judiciales: Se establecerá un sistema de asesorías judiciales gratuitas, con cargo fiscal, para los casos en que las personas o comunidades afectadas por daño ambiental no cuenten con los recursos suficientes para llevar adelante causas en los Tribunales Ambientales, siguiendo el modelo de la justicia penal.”

Los autores sostuvieron que es fundamental como país avanzar en garantizar de la mejor forma posible el acceso a la justicia especialmente respecto de los que no cuentan con los recursos económicos.


El señor Ministro subrogante de Medio Ambiente reconociendo la importancia de avanzar en esta materia, sin embargo en materia de daño ambiental la propia legislación establece la posibilidad de que sean asumidos por el Consejo de Defensa del Estado, que goza de una eficiente asesoría judicial.


Esta indicación fue declarada inadmisible por ser materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero

Establece que el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, deberá entrar en funcionamiento dentro de seis meses desde la publicación de esta ley y que los concursos para el nombramiento de los Ministros de dicho Tribunal deberán realizarse dentro de dos meses desde la misma fecha.


Sin mayor debate, puesto en votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti; Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín, en los mismos términos propuestos.

Artículo segundo


Dispone que la instalación del Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, se efectuará en el plazo de doce meses y el con asiento en la comuna de Valdivia, en dieciocho meses contados ambos plazos desde la publicación de esta ley y que los concursos para el nombramiento de los ministros de estos tribunales deberán realizarse dentro de dos meses contados desde la misma fecha.


El Ejecutivo presentó una indicación para modificarlo en el siguiente sentido:


a) Para sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta y del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”.


b) Para eliminar el inciso segundo.


Los representantes del Ejecutivo indicaron que la norma tiene por objeto que en el plazo de un año esté instalado tanto el Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta y el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia.


Sometido a votación, el artículo con la indicación fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, 
Godoy, León, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículos tercero, cuarto, quinto, que pasa a ser sexto, y sexto, que pasa a ser séptimo


El artículo tercero radica la competencia en el Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago durante el plazo que medie entre la entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación del Primer y Tercer Tribunal Ambiental. Las causas cuya tramitación se hubiere iniciado en el Tribunal Ambiental de Santiago continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término, no obstante la instalación de los otros tribunales.


El artículo cuarto establece las reglas para el nombramiento de los primeros integrantes de los Tribunales Ambientales.


El artículo quinto, que pasa a ser sexto, modifica la el artículo noveno transitorio de la Ley Nº 20.417, estableciendo que los Títulos II –Fiscalización Ambiental, con excepción del párrafo 3° que regula el Sistema Nacional de Información y Fiscalización, y III –Infracciones y Sanciones, regirán desde el mismo día en que tenga vigencia el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.


El artículo sexto, que pasa a ser séptimo, dispone que el gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.


Sin debate, puestos en votación, los artículos fueron aprobados por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, De Urresti; Godoy, Morales, Pérez Lahsen, Teillier y Vallespín.

Artículo nuevo, que pasa a ser quinto


Los Diputados Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Girardi, Godoy, León, Molina, Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín formularon una indicación para agregar el siguiente artículo transitorio: 


“La incompatibilidad contemplada en el artículo 3° de esta ley, se extenderá también respecto de quienes se hayan desempeñado como Directores Ejecutivos y/o Regionales de la Comisión Nacional del Medio Ambiente”.


Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes señora Molina y señores Accorsi, Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, León, 
Morales, Pérez Lahsen, Sandoval, Teillier y Vallespín.

Artículos nuevos


Los Diputados señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín formularon las siguientes indicaciones:


“Artículo séptimo.- A contar de doce meses de la puesta en marcha de los tres primeros Tribunales Ambientales, se procederán a instalar dos nuevos Tribunales Ambientales: el Cuarto Tribunal Ambiental con asiento en la ciudad de Copiapó; y el Quinto Tribunal Ambiental con asiento en la Ciudad de Concepción.


Artículo octavo.- Para la creación de nuevos Tribunales Ambientales, luego de establecidos los señalados en el artículo séptimo de las presentes disposiciones transitorias, se aplicará el siguiente criterio: (a) cantidad de demandas, reclamaciones y denuncias de irregularidades interpuestas ante la Superintendencia de Medioambiente en las diversas regiones; (b) cantidad de proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y sus respectivos montos de inversión en las diversas regiones.”

Consultado los representantes del Ejecutivo acerca de establecer algún parámetro o criterio, como la cantidad de causas que ingresan, que permita verificar la necesidad de crear otro tribunal, sostuvieron que en ello cobra importancia la cuenta pública que se deberá rendir y que contendrá, entre otros aspectos, la cantidad de audiencia de cada tribunal, parámetro que si es efectivo a la hora de medir la necesidad de crear tribunales.


Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por corresponder a materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


a) Indicaciones inadmisibles:

Artículo 40


1.- De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín formularon una indicación para agregar el siguiente inciso final:


“Excepcionalmente, el Tribunal podrá relevar a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal.”
Artículo nuevo


2.- De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 46.- Asesorías Judiciales: Se establecerá un sistema de asesorías judiciales gratuitas, con cargo fiscal, para los casos en que las personas o comunidades afectadas por daño ambiental no cuenten con los recursos suficientes para llevar adelante causas en los Tribunales Ambientales, siguiendo el modelo de la justicia penal.”
Artículos transitorios nuevos


3.- De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar los siguientes artículos:


“Artículo séptimo.- A contar de doce meses de la puesta en marcha de los tres primeros Tribunales Ambientales, se procederán a instalar dos nuevos Tribunales Ambientales: el Cuarto Tribunal Ambiental con asiento en la ciudad de Copiapó; y el Quinto Tribunal Ambiental con asiento en la Ciudad de Concepción.


Artículo octavo.- Para la creación de nuevos Tribunales Ambientales, luego de establecidos los señalados en el artículo séptimo de las presentes disposiciones transitorias, se aplicará el siguiente criterio: (a) cantidad de demandas, reclamaciones y denuncias de irregularidades interpuestas ante la Superintendencia de Medioambiente en las diversas regiones; (b) cantidad de proyectos sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y sus respectivos montos de inversión en las diversas regiones.”.


b) Indicaciones rechazadas:

Artículo 8°


1.- Del Ejecutivo, para eliminar el inciso final.

Artículo 10


2.- De los señores Álvarez-Salamanca, De Urresti, Godoy, Morales, Vallespín y Teillier, del siguiente tenor: 


a) Al inciso primero, para sustituir la expresión “el mismo Tribunal Ambiental en que se hubieren desempeñado” por la frase: “los tribunales ambientales”, eliminando la expresión “y suplentes”.


b) Agregar el siguiente inciso segundo:


“En el caso de los ministros suplentes esta prohibición será por seis meses, contado desde la fecha de cesación en el cargo.”
Artículo 16


3.- Del señor Álvarez-Salamanca, para sustituir, en el número 1°, el término “avoque” por “radique”.


4.- De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar a continuación del número 8), los siguientes numerales:


“9) Conocer de las infracciones al “Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación”, de 1989, promulgado por decreto supremo N° 685 de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores; 


10) Conocer de las reclamaciones que de acuerdo al artículo 137 del Código de Aguas se interpongan en contra de las resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias que establece el artículo 178 de! mismo Código;


11) Conocer de las infracciones que indica el artículo 45 de la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal;


12) Conocer de las infracciones a la Ley de Caza;


13) Conocer de las infracciones a los artículos 9° a 13 del decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre Protección de la Agricultura, y


14) Conocer de los demás asuntos de relevancia ambiental que señalen las leyes vigentes.”.


5.- De los señores Accorsi y Teillier, para agregar a continuación del número 8), los siguientes numerales:


“9) Conocer de las infracciones a la Ley N° 19.473 (Ley de Caza) y aplicar las sanciones a que se refiere los artículos 29,30 y 31 de dicha ley;


10) Conocer de las infracciones a los artículos 9 a 13 del decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre Protección de la Agricultura; 


11) Conocer de las infracciones al artículo 108, letras a) y d) de la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. Como asimismo las infracciones al artículo 112, letras a), b), c) y d): al artículo 118 bis; al artículo 118 ter, letras a) y b); y al artículo 118 quáter de la misma ley;


12) Conocer de las infracciones al artículo 171 del Código Sanitario;”.

Artículo 17


6.- Del señor Teillier al número 2, para agregar un inciso segundo del siguiente tenor: 


“La limitación precedente no se aplicará al Estado de Chile quien siempre deberá deducir la acción de reparación ambiental en calidad de parte principal. En efecto, constatada la existencia de daño ambiental por cualquier servicio público con competencia ambiental, el Estado de Chile estará obligado a ejercer la acción de reparación ambiental.”.


7.- De los señores Accorsi, De Urresti, León, Meza, Teillier y Vallespín, para agregar a continuación del número 7), los siguientes numerales:


“8) En el caso del numero 9), 11), 12), 13), y 14) las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus comunas, y el estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado.


9) En el caso del numero 10), las personas naturales o jurídicas directamente afectadas por las resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias que establece el artículo 178 del mismo Código;”
VI. MENCIÓN DE ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.


De conformidad a lo establecido en el N° 7° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia que introdujo las siguientes enmiendas al texto propuestos por el Senado:

Artículo 2°


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.


Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo tercero del titulo VI de la Ley N° 19.882. Con todo, tratándose de aquellos ministros que detentan la calidad de abogados, en la designación intervendrá la Corte Suprema, la que elaborará la quina correspondiente de una lista de un mínimo de ocho y un máximo de doce nombres que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.


Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional. Uno de ellos será abogado especialista en derecho administrativo o ambiental y, el otro, licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.


Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.


El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.


El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.”
Artículo 3°


Ha incorporado el siguiente inciso primero, pasando los actuales incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto, a ser segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público, haya desempeñado el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.”.

Artículo 7°

Inciso primero.

Ha intercalado entre la palabra “suplentes,” y la preposición “de” la frase “los relatores y el secretario”.

Artículo 8°

Inciso final.

Lo ha suprimido.

Artículo 10


Lo ha reemplazado por el siguiente:


“Artículo 10.- Prohibiciones. Los ministros titulares de los Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante los Tribunales Ambientales. En el caso de los ministros suplentes, dicha prohibición será de seis meses.”.

Artículo 12

Inciso segundo

Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, para servicios específicos, se podrá contratar personal a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.”.

Artículo 15

Inciso tercero

Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de dichas causas y audiencias. La referida cuenta será pública y se publicará en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de de gastos del Tribunal.”.

Artículo 17

Número 2)

Ha agregado, el siguiente párrafo final:


“coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.”.

Artículo 23

Inciso tercero

Ha intercalado, a continuación de la expresión “actor particular” la siguiente frase. “, por un monto no superior a cien unidades tributarias mensuales,”.

Artículo 40


Ha introducido las siguientes modificaciones.

Inciso tercero


Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.”.

Incisos nuevos


Ha agregado, los siguientes incisos cuarto y quinto.


“Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental.


Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.”.

Artículo nuevo, que ha pasado a ser 42


Ha consultado el siguiente artículo 42, nuevo:


“Artículo 42.- Indemnidad de la reparación del daño ambiental. La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.”.

Artículo 42


Ha pasado a ser 43, sin modificaciones.

Artículo 43.


Ha pasado a ser 44, con la siguiente modificación.


Ha agregado, el siguiente inciso segundo:


“La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.”.

Artículo 44


Ha pasado a ser 45, sin modificaciones.

Artículo 45


Ha pasado a ser 46, sin modificaciones.

Disposiciones Transitorias

Artículo segundo

Inciso primero

Lo ha sustituido, por el siguiente:


“Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta y del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.”.

Inciso segundo


Lo ha suprimido.

Artículo nuevo que pasa a ser quinto


Ha consultado, el siguiente artículo quinto:


“Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida en el inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de quienes se hayan desempeñado como director Ejecutivo o directores regionales de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.”.

Artículo quinto


Ha pasado a ser sexto, sin modificaciones.

Artículo sexto


Ha pasado a ser séptimo, sin modificaciones.

VII. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY.


En virtud de los acuerdos adoptados por la Comisión, se ha aprobado el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“1.- De la Organización y Funcionamiento


Artículo 1°.- Concepto. Los Tribunales Ambientales son órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias y ocuparse de las demás materias ambientales que la ley somete a su conocimiento.


Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad profesional o académica especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero será un licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.


Cada ministro será nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso, a partir de una nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública con sujeción al procedimiento establecido para el nombramiento de altos directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en el párrafo tercero del titulo VI de la Ley N° 19.882. Con todo, tratándose de aquellos ministros que detentan la calidad de abogados, en la designación intervendrá la Corte Suprema, la que elaborará la quina correspondiente de una lista de un mínimo de ocho y un máximo de doce nombres que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública. No podrán participar en estos concursos quienes se desempeñen o hayan ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá presentar a otra persona que forme parte de la misma nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la segunda proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.


Cada Tribunal tendrá dos ministros suplentes. Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos, cinco años de ejercicio profesional. Uno de ellos será abogado especialista en derecho administrativo o ambiental y, el otro, licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.


Los ministros suplentes serán designados de la misma forma que los titulares.


El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.


En caso de ausencia o impedimento del Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.


El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente de la República mediante decreto supremo suscrito por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.


Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.


El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de sus miembros el de “Ministro”.


Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien, en los dos años anteriores a la convocatoria del concurso público, haya desempeñado el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.


El cargo de ministro titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o públicas, sean éstas últimas fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección popular.


Se exceptúan de estas incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma.


Los ministros no podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna. Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.


A los ministros suplentes se les aplicarán las mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las funciones o comisiones académicas en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente.


Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal.


Artículo 4°.- Juramento o Promesa. Los ministros titulares y suplentes deberán prestar juramento o promesa de guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la Corte Suprema en audiencia especialmente celebrada para tal efecto, en la que actuará como ministro de fe el Secretario de la Corte Suprema.


El Secretario y los relatores prestarán su juramento o promesa ante el Presidente del respectivo Tribunal Ambiental.


Artículo 5°.- Número de Tribunales y Jurisdicción. Créase un Tribunal Ambiental con asiento en cada una de las siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial que en cada caso se indica:


a) Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo.


b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O´Higgins y del Maule.


c) Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.


Artículo 6°.- Funcionamiento. Los Tribunales Ambientales funcionarán en forma permanente y fijarán sus días y horarios de sesión. En todo caso deberán sesionar, en sala legalmente constituida para la resolución de las causas, a lo menos tres días a la semana.


El quórum para sesionar será de tres miembros, y los acuerdos se adoptarán por mayoría. En lo demás se estará a lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto fuere aplicable.


Artículo 7°.- Declaración de Patrimonio e Intereses. Los ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario de los Tribunales Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


La declaración de patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario de cada Tribunal, quien la mantendrá para su consulta pública. Una copia de esta declaración deberá ser publicada en el sitio electrónico del respectivo Tribunal.


La no presentación oportuna de la declaración de patrimonio y la falta de actualización de la misma se sancionará con la inhabilidad para integrar el Tribunal Ambiental correspondiente, la que se mantendrá hasta que el ministro presente dicha declaración, lo que deberá certificar el Secretario del Tribunal.


Artículo 8°.- Remuneraciones de los ministros. La remuneración mensual de los ministros titulares de los tribunales será la suma equivalente a la remuneración bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente.


Los ministros suplentes, en su caso, recibirán mensualmente la suma equivalente al cincuenta por ciento de la remuneración mensual de los ministros titulares.


Artículo 9°.- Inhabilidades. Serán aplicables a los ministros de los Tribunales Ambientales las causales de inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.


En todo caso, se entenderá que el ministro titular o suplente, según corresponda, estará especialmente inhabilitado cuando:


a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las empresas o sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior al diez por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores, y


b) Haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del Medio Ambiente que lo haya originado, así como en el procedimiento de evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.


Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de este artículo en algún proceso judicial o de negociación comercial que pueda afectar la imparcialidad del ministro.


La causal invocada podrá ser aceptada por el ministro afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a beneficio fiscal de hasta veinte unidades tributarias mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en forma unánime.


Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo aplicarse, al efecto, las siguientes reglas:


a. En el Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Antofagasta la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago.


b. En el Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Antofagasta.


c. En el Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Valdivia la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago.


La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.


Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:


a. El Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Antofagasta por el Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago.


b. El Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago por el Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Antofagasta.


c. El Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Valdivia por el Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna de Santiago.


Artículo 10.- Prohibiciones. Los ministros titulares de los Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores, gerentes, directores o trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante los Tribunales Ambientales. En el caso de los ministros suplentes, dicha prohibición será de seis meses.


Artículo 11.- Causales de cesación. Los miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las siguientes causas:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria.


c) Haber cumplido 75 años de edad.


d) Destitución por notable abandono de deberes.


e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres meses consecutivos o de seis meses en un año.


Las medidas de las letras d) y e) precedentes se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.


La resolución que haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos.


Si la cesación en el cargo se produjere faltando más de ciento ochenta días para que se cumpla el período de quien generó la vacante, se procederá a nombrar a su reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 2º. En el caso de las letras b), c), d) y e) precedentes, el reemplazante durará en el cargo el tiempo que restare del respectivo período.


Artículo 12.- Planta de personal. La Planta de cada Tribunal Ambiental será la siguiente:

	Cargos
	
	Grados

	
	
	Nº Cargos

	Secretario Abogado
	4º
	1

	Relator Abogado
	5º
	1

	Relator Abogado
	6º
	1

	Profesional Universitario
	
	

	del ámbito económico
	5º
	1

	Profesional Universitario
	
	

	del ámbito de ciencias
	6º
	1

	Jefe Oficina de Presupuesto
	14º
	1

	Oficial Primero
	16º
	1

	Oficial de Sala
	17º
	1

	Auxiliar
	20º
	1

	Total Planta
	
	9



Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, para servicios específicos, se podrá contratar personal a honorarios, para lo cual se requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.


Artículo 13.- Nombramiento de los funcionarios. El nombramiento de los funcionarios se hará por cada Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.


El Presidente de cada Tribunal cursará los nombramientos por resolución que enviará a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.


El Secretario Abogado será el jefe administrativo y la autoridad directa del personal, sin perjuicio de otras funciones y atribuciones específicas que le asigne o delegue el respectivo Tribunal.


En caso de ausencia o impedimento, el Secretario será subrogado por el Relator de mayor grado y, a falta de éste, por el Relator que tenga el cargo inmediatamente inferior a aquél. El subrogante prestará el mismo juramento que el Secretario para el desempeño de este cargo, ante el Presidente del Tribunal.


Artículo 14.- Régimen laboral del personal. El personal de los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral común.


Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal de término del contrato de trabajo.


Artículo 15.- Presupuesto. La Ley de Presupuestos del Sector Público deberá consultar anualmente, en forma global, los recursos necesarios para el funcionamiento de los Tribunales Ambientales. Para estos efectos el Presidente de cada Tribunal comunicará al Ministro de Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.


Los Tribunales Ambientales mantendrán una cuenta corriente bancaria a su nombre contra la cual girarán conjuntamente el Presidente y el Secretario.


En la primera quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado de cada Tribunal Ambiental presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de dichas causas y audiencias. La referida cuenta será pública y se publicará en el sitio electrónico del respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición de de gastos del Tribunal.


En materia de información financiera, presupuestaria y contable, los Tribunales Ambientales se regirán por las disposiciones de la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado.


2.- De la Competencia


Artículo 16.- Competencia. Los Tribunales Ambientales serán competentes para:


1) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en contra de los decretos supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión; los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.300. En el caso de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de las normas secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.


2) Conocer de las demandas para obtener la reparación del medio ambiente dañado, en conformidad con lo dispuesto en el Título III de la ley Nº 19.300. Será competente para conocer de estos asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado el hecho que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido, a elección del afectado.


3) Conocer de las reclamaciones en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente. Será competente para conocer de estas reclamaciones el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado la infracción.


4) Autorizar las medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, así como las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta. Será competente para autorizar estas medidas el Tribunal Ambiental del lugar en que las mismas vayan a ser ejecutadas.


5) Conocer de la reclamación que se interponga en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25 quinquies de la ley Nº 19.300. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.


6) Conocer de las reclamaciones que interponga cualquier persona natural o jurídica en contra de la determinación del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando sus observaciones no hubieren sido consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto por la correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.


7) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando estos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados. El plazo para reclamar será el establecido en el artículo 50 de la ley Nº 19.300. Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de la aplicación de las normas secundarias de calidad ambiental, de los decretos supremos que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, y de los que establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.


8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva resolución.


Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la Administración del Estado, con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.


Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.


En los casos de los numerales 5) y 6) del presente artículo no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley Nº 19.880 una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos legales para interponerlos sin que se hayan deducido.


9) Conocer de los demás asuntos que señalen las leyes.


3. Del Procedimiento

Párrafo 1º

Disposiciones Comunes

Artículo 17.- De las partes. En los asuntos de competencia de los Tribunales Ambientales podrán intervenir como partes los organismos de la Administración del Estado y, además, las personas que se indican para cada uno de los siguientes números del artículo 16:


1) En el caso del número 1), cualquier persona que considere que los decretos supremos que establezcan normas primarias y secundarias de calidad ambiental y normas de emisión, los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas y los que establezcan planes de prevención o de descontaminación no se ajustan a la ley Nº 19.300 y le causan perjuicio.


2) En el caso del número 2), las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como terceros coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.


3) En el caso del número 3), las personas naturales o jurídicas directamente afectadas por la resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente.


4) En el caso del número 4), la Superintendencia del Medio Ambiente.


5) En los casos de los números 5) y 6), las personas naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de conformidad a la ley.


6) En el caso del número 7), cualquier persona que considere que los actos administrativos que dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, infrinjan la ley, las normas y los objetivos de los instrumentos señalados.


7) En el caso del número 8), quien hubiese solicitado la invalidación administrativa o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación.


En los procedimientos que se regulan en esta ley será aplicable lo dispuesto en el artículo 23 del Código de Procedimiento Civil. Se presumirá que las municipalidades y el Estado tienen el interés actual en los resultados del juicio que dicha norma exige.


Artículo 18.- Amicus Curiae. Dentro de los treinta días siguientes a la notificación de la resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea parte en el procedimiento, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido a conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito y con patrocinio de abogado, un informe con sus comentarios, observaciones o sugerencias.


Para estos efectos, el Tribunal dispondrá la publicación de un aviso en un medio electrónico, dando cuenta de la circunstancia de haberse practicado la notificación señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para identificar la causa.


Al informe, al que deberán adjuntarse tantas copias como partes litiguen en la causa, se acompañarán, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien lo presente.


La entrega del informe no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal deberá considerarlo en la sentencia definitiva.


La presentación del informe no conferirá a quien lo haya acompañado la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso.


Artículo 19.- Presentación de la demanda. La reclamación, solicitud o demanda se presentará al Tribunal Ambiental competente. Si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de la región de asiento del Tribunal, ellas podrán presentarse en la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional aquel esté domiciliado. En este caso, la Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo el mismo día o, a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.


Artículo 20.- Publicidad del procedimiento y representación de las partes. El procedimiento será público e impulsado de oficio por el Tribunal hasta su resolución definitiva. Las partes deberán actuar representadas en la forma prevista en la ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio.


Artículo 21.- De las notificaciones. Las notificaciones se regirán por las reglas generales del Código de Procedimiento Civil. Las partes podrán solicitar que se les notifique por correo electrónico, caso en el cual sólo se les notificará por esa vía.


Artículo 22.- De los incidentes. Los incidentes que se promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal, por razones fundadas, de las cuales dejará constancia, resuelva escuchar previamente a la parte contraria o fallarlos antes de tal sentencia. Si fuere indispensable, el Tribunal recibirá el incidente a prueba en la primera resolución recaída en él, la que no será impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con la de la causa principal, salvo que el tribunal determine convocar a audiencias especiales para recibir la prueba y las alegaciones del incidente.


Artículo 23.- De las medidas cautelares. Con el fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el tribunal podrá decretar las medidas cautelares, conservativas o innovativas necesarias para impedir los efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.


El Tribunal podrá decretar estas medidas en cualquier estado del juicio o antes de su tramitación y por el plazo que estime conveniente. Podrá disponerlas de oficio o a petición de parte. En este último caso resolverá de plano o con citación mediante resolución someramente fundada.


Cuando se soliciten estas medidas el requirente deberá acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular, por un monto no superior a cien unidades tributarias mensuales, para responder de los perjuicios que podrían originarse.


Deducida oposición o pedido el alzamiento, escritos a los que debe adjuntarse la prueba documental que se estime pertinente, el Tribunal la pondrá en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la medida.


En las controversias cautelares sólo se admitirá prueba documental. Las medidas decretadas se podrán modificar o dejar sin efecto en cualquier estado de la causa.


La cautela innovativa sólo podrá decretarse ante la inminencia de un perjuicio irreparable. Si el Tribunal estimare que no concurren las circunstancias que la hagan procedente podrá, de oficio, decretar la medida cautelar que a su juicio corresponda.


La resolución que conceda o deniegue una medida cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido prejudicialmente el solicitante deberá presentar su demanda en el plazo de quince días hábiles contado desde que se concedió la cautela o en el término mayor que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto de pleno derecho.


Siempre que existiere motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivo fundado.


No regirá respecto de las medidas prejudiciales y precautorias que dicte el Tribunal lo establecido en los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo señalado en los artículos 273, 274, 275, 276, 277, 278, 284 con la modalidad de declaración de partes que se establece en esta ley, 285, 286, 294, 296 y 297 de dicho cuerpo legal, en cuanto resultaren aplicables.


Artículo 24.- Contenido de las sentencias. La sentencia de los Tribunales Ambientales se dictará con arreglo a lo establecido en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, debiendo, además, en su caso, enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales se pronuncia.


Artículo 25.- Apelaciones e improcedencia del recurso de casación. En estos procedimientos sólo se admitirá apelación respecto de las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.


En contra de la sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación, del que conocerá la Corte Suprema. Dicho recurso tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante la Corte sólo podrá rendirse prueba documental, salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.


En estos procedimientos no procederá el recurso de casación.

Párrafo 2º

De las reclamaciones

Artículo 26.- De la reclamación. Toda reclamación se presentará por escrito, y en ella se indicarán sus fundamentos de hecho y de derecho y las peticiones concretas que se someten a la resolución del Tribunal. Éste examinará en cuenta si la reclamación ha sido interpuesta en tiempo y forma. Podrá declararla inadmisible mediante resolución fundada si, en opinión unánime de sus miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a materias que estén manifiestamente fuera de su competencia, no esté debidamente fundada o no contenga peticiones concretas. Esta resolución podrá impugnarse, mediante reposición con apelación subsidiaria, dentro de quinto día después de notificada.


Artículo 27.- Solicitud de informes y medidas para mejor resolver. Declarada admisible la reclamación se pedirá informe al órgano público que emitió el acto impugnado, que deberá, además, adjuntar copia autentificada del expediente administrativo completo y debidamente foliado que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. El informe, que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en el plazo de diez días. Dentro del mismo lapso el órgano requerido podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del mismo hasta por un máximo de cinco días.


En caso de que el órgano no presente el informe en el plazo conferido se prescindirá del mismo.


Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.


Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y el proceso en estado de dictarse sentencia, la que deberá pronunciarse dentro del término de treinta días. Sólo dentro de este plazo el Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver.


Artículo 28.- Sentencia. La sentencia que acoja la acción deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa vigente y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición o el acto recurrido y dispondrá que se modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.


En el ejercicio de esta atribución el Tribunal no podrá determinar el contenido específico de un precepto de alcance general en sustitución de los que anulare en el caso de los actos de los números 1) y 7) del artículo 16, así como tampoco podrá determinar el contenido discrecional de los actos anulados.


Artículo 29.- Publicación de la sentencia. Las sentencias firmes que anulen un acto administrativo de aquellos señalados en los números 1) y 7) del artículo 16 producirán efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial.

Párrafo 3º

De las solicitudes

Artículo 30.- Remisión de las solicitudes. La solicitud de aprobación de medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente; las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta, deberán remitirse al Tribunal en conformidad a lo dispuesto en dicha ley.

Párrafo 4º

Del Daño Ambiental

Artículo 31.- Inicio del procedimiento. Este procedimiento se iniciará por demanda o por medida prejudicial. En la demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la ley Nº 19.300. Si la demanda no contiene estas menciones y todas las exigencias del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal ordenará que la demanda se complemente dentro de quinto día. Si así no aconteciere, se tendrá por no presentada.


Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente que la acción se encuentra prescrita, el Tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda respecto de esa acción.


Si el Tribunal estima que es incompetente para conocer de la demanda deberá declararlo de oficio y señalará en la misma resolución el Tribunal que a su juicio es competente.


Los conflictos de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales serán resueltos por la Corte Suprema, de conformidad a las reglas de los artículos 190 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.


Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que se aumentará en los términos de los artículos 258 y 259 del Código de Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.


Artículo 32.- Excepciones dilatorias. Las excepciones dilatorias sólo podrán proponerse, como cuestiones principales, en el mismo escrito de contestación. La contestación de la demanda tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria.


Las excepciones se tramitarán conjuntamente con la cuestión principal, sin suspender el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.


Artículo 33.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte, si estima que son reiterativas. El Tribunal podrá decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte indispensable para aclarar aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.


Artículo 34.- Recepción de la causa a prueba e impugnación. Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente. En contra de esta resolución podrá interponerse el recurso de reposición dentro de tercero día y, subsidiariamente, el recurso de apelación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley. Si no recibe la causa a prueba convocará a una audiencia, para una fecha no superior a treinta días, y en ella propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por las partes en esa misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada una formule sus alegaciones orales. A continuación el Tribunal citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta días, salvo que, de conformidad con el artículo 40, se hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente, caso en el cual se procederá según lo dispuesto en dicho artículo. Este plazo podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas, y si vencido este aumento el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.


Artículo 35.- Audiencia. Notificada la resolución que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición, si alguna se hubiere interpuesto en su contra, el Tribunal convocará a una audiencia para no antes de veinte ni después de treinta días. Esta resolución se notificará por el estado diario y, si procediere, por correo electrónico. La fecha de la notificación será la de la publicación de la resolución en el estado diario.


Artículo 36.- Conciliación y alegaciones. En la audiencia, si es procedente, el Tribunal propondrá bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes, comenzando con la del demandante. Concluida la prueba cada parte tendrá un lapso de treinta minutos para formular sus alegaciones finales. Esta audiencia no podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará, ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si en el primero o en uno posterior no se alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin perjuicio de lo anterior, si el Tribunal lo estima pertinente para su mejor funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha para proseguir la audiencia.


Artículo 37.- Prueba documental. La prueba documental la acompañarán las partes con la demanda y con la contestación, respectivamente. No se admitirá su presentación posterior, a menos que, por circunstancias calificadas, el Tribunal lo autorice, caso en el cual podrá acompañarse hasta tres días antes de la celebración de la audiencia.


Artículo 38.- Prueba testimonial. Dentro de quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba la parte que desee rendir prueba testimonial presentará una lista con la individualización de sus testigos y la indicación precisa de los hechos acerca de los cuales versará la declaración. Por cada hecho consignado en el auto de prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un testigo experto y dos testigos que no reúnan dicha calidad. Excepcionalmente y por motivos calificados, de los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar tales números. No se recibirá la declaración de quienes no aparezcan en dicha lista, a menos que, de modo excepcional y por concurrir circunstancias calificadas, el Tribunal autorice la declaración de un testigo no mencionado en ella.


La parte que presente testigos expertos señalará, además, las circunstancias que acrediten la idoneidad de ellos. Sin perjuicio de prestar su declaración en la audiencia el testigo podrá consignar su opinión en un informe escrito que la parte respectiva deberá acompañar hasta cuarenta y ocho horas antes de que ella se verifique.


Artículo 39.- Oportunidad para pedir la declaración y efectos de la misma. La declaración de la parte contraria la debe pedir el interesado en su demanda o contestación, según corresponda. Ella tendrá lugar en la audiencia indicada en el artículo 35, sobre la base de las preguntas formuladas oralmente por quien pidió la diligencia, las que se referirán a los hechos y circunstancias del juicio. En caso de oposición, resolverá el Tribunal. Si quien debe contestar no comparece se tendrán por reconocidos los hechos que se le atribuyeren en la demanda o en la contestación, según corresponda. Si quien debe responder se niega a hacerlo se tendrá por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido formulada de manera asertiva. Contestada cada pregunta los abogados de las partes podrán pedir las aclaraciones que estimen necesarias.


Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír sentencia.


Artículo 40.- Informe pericial. Citadas las partes a oír sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades, Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados. El reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y juramento, en el caso de las personas jurídicas, corresponderá a la persona natural que deba emitir el informe o dirigir a quienes lo hagan. La pericia debe evacuarse en el término de quince días y el perito acompañará su informe al tribunal con copias para las partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el Tribunal dictará sentencia en un plazo no superior a treinta días.


Esta prueba la puede también decretar el Tribunal en cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán las reglas precedentes.


Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en este artículo corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo. En este caso, el Tribunal regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no fuere cancelada por el solicitante. La cantidad asumida por el Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad presupuestaria para dichos fines.


Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte contra quien se dicte la sentencia como responsable del daño ambiental.


Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis que sirvan de base a la pericia. De las observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor de estos peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.


Artículo 41.- Medidas para mejor resolver. El Tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo que tiene para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.


Artículo 42.- La acción de reparación ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental del daño causado.

Párrafo final


Artículo 43.- Ejecución de las resoluciones. Para hacer ejecutar sus resoluciones el Tribunal podrá impartir órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción que fueran legalmente procedentes.


Artículo 44.- Indemnización de perjuicios. Será competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia del Tribunal Ambiental el juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas del juicio sumario. En éste, no se podrá considerar pruebas o alegaciones incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con los hechos que le han servido de fundamento. En consecuencia, dicha sentencia vinculará al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o jurídicas que ella establezca. Asimismo, al avaluar los eventuales perjuicios, el referido juzgado deberá considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.


La acción de indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley N° 19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.


Artículo 45.- Normas supletorias. A los procedimientos establecidos en esta ley se les aplicarán supletoriamente las disposiciones contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 46.- Contiendas de competencia. Las contiendas de competencia que se susciten entre el Ministerio del Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la Superintendencia del Medio Ambiente y un Gobierno Regional o una Municipalidad se decidirán de común acuerdo entre los órganos concernidos. Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la República.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- El Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, deberá entrar en funcionamiento dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley.


Para estos efectos los concursos para el nombramiento de los Ministros de dicho Tribunal deberán realizarse dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.


Artículo segundo.- La instalación del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta y del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia se efectuará en el plazo de doce meses contado desde la publicación de esta ley.


Para estos efectos los concursos para el nombramiento de los ministros de dichos tribunales deberán realizarse dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.


Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación del Primer y Tercer Tribunal Ambiental la competencia quedará radicada en el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.


Las competencias del Primer y Tercer Tribunal Ambiental se radicarán en cada uno de ellos al momento de su respectiva instalación, conforme a lo dispuesto por el artículo 16.


No obstante lo anterior, las causas cuya tramitación se hubiere iniciado en el Tribunal Ambiental de Santiago continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término.


Artículo cuarto.- El nombramiento de los primeros integrantes de los Tribunales Ambientales se efectuará conforme a las siguientes reglas:


1.- Un ministro titular abogado lo será por dos años y el otro por seis; el ministro titular licenciado en ciencias será nombrado por cuatro años.


2.- Entre los ministros abogados la determinación de quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo.


3.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será por seis años.


Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida en el inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de quienes se hayan desempeñado como director Ejecutivo o directores regionales de la Comisión Nacional de Medio Ambiente.


Artículo sexto.- Sustitúyese, en el artículo noveno transitorio de la ley Nº 20.417, la locución “Tribunal Ambiental” por “Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago”.


Artículo séptimo.- El gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

-o-


Se designó Diputado Informante al señor Celso Morales Muñoz.


Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones de los días 13 y 27 de octubre, 3 y 17 de noviembre, 1 y 15 de diciembre de 2010, con la asistencia de la Diputada señora Andrea Molina Oliva y de los Diputados señores Enrique Accorsi Opazo; Pedro Pablo Álvarez-Salamanca Ramírez; Alfonso De Urresti Longton; Enrique Estay 
Peñaloza; Joaquín Godoy Ibáñez; Roberto León Ramírez; Fernando Meza Moncada; Celso 
Morales Muñoz; Leopoldo Pérez Lahsen (Presidente); David Sandoval Plazo; Guillermo Tellier del Valle, y Patricio Vallespín López.


Asistieron, además, la Diputada señora Cristina Girardi Lavín y los Diputados señores Luis Lemus Aracena, Juan Lobos Krause y Alberto Robles Pantoja.


Sala de la Comisión, a 15 de diciembre de 2010.


(Fdo.): MARÍA TERESA CALDERÓN ROJAS, Abogada Secretaria de Comisiones”.
4.
Informe comisión Especial Investigadora de presuntas irregularidades en el otorgamiento de becas Valech.

“Honorable Cámara:


La Comisión Investigadora aludida en el epígrafe pasa a emitir su informe con las actuaciones realizadas sobre el tema, formulando las conclusiones y recomendaciones del caso.


Las conclusiones y proposiciones contenidas en este informe fueron aprobadas por unanimidad, con el voto favorable de los diputados señores Gutiérrez, Hasbún, Salaberry, Venegas, Ward y señora Hoffman.


Se designó Diputado informante al señor Gustavo Hasbún.

I. De la competencia de la Comisión, al tenor de los acuerdos de la Cámara que ordenaron su creación.


Con fecha 5 de mayo de 2010, la Cámara de Diputados aprobó la petición formulada por los señores Álvarez-Salamanca; Arenas; Baltolu; Barros; Bobadilla; Browne; Calderón; Carmona; Chain; Edwards; García; García-Huidobro; Girardi; González; Gutiérrez; Hales; Hasbún; Hoffmann; Kast; Lemus; Lobos; Marinovic; Martínez; Melero; Molina; Montes; Norambuena; Ojeda; Pérez; Recondo; Rincón; Rivas; Robles; Rojas; Romilio Gutiérrez; Sabag; Sabat; Saffirio; Salaberry; Santana; Sauerbaum; Tarud; Teillier; Tuma; Urrutia y Van Rysselberghe, quienes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 N° 1 letra c), de la Constitución Política de la República, solicitaron constituir una Comisión Investigadora encargada de estudiar “las presuntas irregularidades conocidas por la opinión pública con ocasión de los cursos impartidos por la UNIACC y otros establecimientos de educación superior, acogiéndose a la ley N° 19.992”.


Posteriormente, con fecha 31 de agosto de 2010 la Cámara de Diputados aprobó la petición formulada por los señores Álvarez-Salamanca; Arenas; Baltolú; Barros; Bauer; Becker; Bertolino; Bobadilla; Browne; Calderón; Cardemil; Cristi; Delmastro; Edwards; Estay; 
García; García-Huidobro; Godoy; Gutiérrez; Hasbún; Hernández; Hoffmann; Kast; Lobos; Macaya; Melero; Molina; Monckeberg, don Cristián; Monckeberg, don Nicolás; Morales; Nogueira; Norambuena; Pérez; Recondo; Rivas; Rojas; Rubilar; Sabat; Salaberry; Sandoval; Santana; Sauerbaum; Silva; Squella; Turres; Ulloa; Uriarte; Urrutia; Velásquez; Verdugo; Vilches y Ward, en orden a ampliar el mandato de esta Comisión “para los efectos de conocer e investigar las denuncias de eventuales irregularidades en la entrega de beneficios en el marco del Programa de Exonerados Políticos.”. Para el cumplimiento de la ampliación de este mandato el plazo de investigación fue extendido hasta por 90 días, a contar del 31 de agosto de 2010.


Con fecha 1° de diciembre de 2010, la Comisión solicitó a la Sala de la Cámara de Diputados autorización para rendir informe respecto del mandato conferido con fecha 5 de mayo de 2010, según el cual se le ordenó avocarse al conocimiento de “las presuntas irregularidades conocidas por la opinión pública, con ocasión de los cursos impartidos por la Uniacc y otros establecimientos de educación superior, acogiéndose a la Ley N° 19.992”. En respuesta a esta solicitud, la Corporación, mediante Oficio N° 9135 de fecha 1° de diciembre de 2010, accedió a la solicitado, instruyendo a la Comisión que con posterioridad rinda informe respecto a las denuncias de eventuales irregularidades en la entrega de beneficios en el marco del Programa de Exonerados Políticos, según mandato que se le entregó con fecha 31 de agosto de 2010.”.


Luego de tomar conocimiento de la aludida ampliación del mandato, y teniendo en consideración el grado de avance de la investigación realizada en relación con las presuntas irregularidades ocurridas respecto de los beneficios educacionales (Becas Valech) establecidos por la ley N° 19.992, esta Comisión acordó unánimemente emitir dos informes. Un primer informe circunscrito sólo a dar cuenta del cumplimiento del mandato original y, un segundo informe, que dará debida cuenta del resultado de la investigación sobre las eventuales irregularidades en la entrega de beneficios en el marco del Programa de Exonerados Políticos.

II. Relación del trabajo desarrollado por la Comisión en el cumplimiento de su cometido.


En su sesión constitutiva, a la que asistieron los diputados señores Enrique Accorsi 
Opazo, Germán Becker Alvear, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Gustavo Hasbún Selume, José Miguel Ortiz Novoa, Felipe Salaberry Soto, Mario Venegas Cárdenas, Germán Verdugo Soto, Felipe Ward Edwards, y la diputada señora María José Hoffman Opazo, la Comisión designó como su Presidente, por unanimidad de votos, al diputado señor Gustavo Hasbún Selume.


A contar de entonces (2 de junio de 2010), se celebraron 11 sesiones, en las cuales se contó con la asistencia y colaboración de las siguientes personas:


Señor Fernando Rojas Ochagavía, Subsecretario de Educación; señor Ramiro Mendoza Zúñiga, Contralor General de la República; señoras Patricia Arriagada y Dorothy Pérez, Jefa y Subjefa, respectivamente, de la División de Auditoría Administrativa, de la Contraloría General de la República; señores Eugenio Núñez, Juan Carlos Muñoz y Alejandro Morales, y señoras Inés Cerezo, Mónica Antonsen y Carolina Vega, todos ex alumnos beneficiados con la Beca Valech, de las regiones de Valparaíso y del Libertador General Bernardo 
O'Higgins; señor Pedro Guerrero, Analista Legislativo de la Secretaría General de la Presidencia; señores Alejandro Morales, Vicepresidente, Juan Carlos Urzúa, Secretario y Jorge del Campo, Tesorero, todos de la Comisión Nacional de Exonerados y Presos Políticos; señora Vania Cantero y señor Gustavo González, ambos delegados de la Organización Hijos de Chile; señora María Luisa Sepúlveda, Vice presidenta Ejecutiva, y señor Claudio Herrera, Secretario Ejecutivo, ambos de la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos 
Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Victimas de Prisión Política y Tortura; señores Miguel Retamal y Ramón Núñez, Presidente y Secretario de la Agrupación Nacional de Ex Presos Políticos; señora Elizabeth Vega y señores Justo Espinoza, Jorge Negroni y Nelson Rivas, todos de la Cuenca del Carbón; señor Ricardo Medina, Rector de la Universidad Bolivariana; señores Pedro Medina, Prorrector, Gustavo Cárdenas, Secretario General, y José Antonio Díaz, Vicerrector de Finanzas, todos de la Universidad Uniacc; y, señor Alfredo Romero, Rector de la Universidad La República.

III. De los documentos recibidos y de lo expuesto por las personas escuchadas.


En los siguientes acápites se expone lo sustancial de los testimonios recibidos por la Comisión durante su desempeño, cuyo detalle se puede consultar en las versiones taquigráficas de las sesiones celebradas por ella, confeccionadas por la Redacción de Sesiones de la Corporación, que se insertan en las actas correspondientes. Asimismo, se dará cuenta de los documentos obtenidos de diversas fuentes y tenidos a la vista para la elaboración de las conclusiones y proposiciones que más adelante se dirán.


a) Personas escuchadas.


Sesión 2', de 7 de junio de 2010.


Intervinieron la señora Carolina Vega y el señor Alejandro Morales, Vicepresidente de la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados y Presos Políticos de Chile, ambos beneficiarios de becas Valech de la Región de O'Higgins, quienes señalaron que éstas fueron ofrecidas a personas que, en su mayoría, ni siquiera habían terminado la enseñanza básica, bajo la advertencia de que, si no hacían uso de ellas, las perderían, o de que sus hijos sólo podrían estudiar becados por la Uniacc si ellos también lo hacían.


En particular, el señor Morales precisó que, en 2004, una asistente social de la Uniacc lo llamó muchas veces, en su carácter de dirigente de los exonerados y ex presos políticos, para que aceptara integrar el equipo captador de ex compañeros suyos que quisieran hacer uso del beneficio educacional de la ley N° 19.992, a cambio de una retribución económica equivalente al 10 por ciento del valor de las becas que lograran hacer efectivas, trato que otros sí aceptaron, pero que personalmente siempre rechazó, porque no le parecía posible que ingresaran a la universidad personas que apenas tenían kindergarten, para titularse a costa del fondo de reparación que tanto les había costado conseguir. Por lo demás, se mostró sorprendido de que quien lo contactó conociera todos sus antecedentes, incluyendo los lugares donde había estado detenido y las respectivas fechas, datos que se supone son reservados, pero que al parecer fueron vendidos al mejor postor.


Añadió que, desde la constitución de fa Comisión Nacional que integra, ha venido denunciando la presión que se ejercía en tal sentido sobre los ex presos políticos, porque desde que se dictó la ley respectiva quedó demostrado que las becas Valech estaban destinadas a convertirse en un “negociado”, y se manifestó molesto y decepcionado por el hecho de que los dineros destinados a las víctimas de atropellos a los derechos humanos hayan ido a parar a los bolsillos de otros, sin que nadie haya hecho nada hasta ahora al respecto, pese a tratarse de una situación ampliamente conocida desde hace años, denunciada incluso ante la Comisión de Derechos Humanos de esta H. Corporación el año 2006.


La señora Vega, en tanto, explicó que el curso que les impartieron se llamaba Propedéutico; se impartía dos veces a la semana (viernes por la tarde y sábados de 9.00 a 15.30 horas), y la mayor parte de sus contenidos eran temas relacionados fundamentalmente con la historia de Chile, como por ejemplo, ubicación de grupos indígenas, y también con cuestiones políticas, como el surgimiento de los sindicatos, etcétera. En cuanto a la cantidad de alumnos que se inscribieron en él, dijo desconocer el número exacto, porque se ofreció también en Rengo, San Vicente y otras ciudades, pero señaló que en Rancagua se matricularon más de 200 personas.


Agregó que dicho curso duraría dos años y medio, pero sólo alcanzaron a hacer dos, y su costo fue de 7 u 8 millones de pesos anuales, pese a que las clases se impartían en una escuela básica de Rancagua, donde las condiciones de infraestructura y equipamiento no eran las más adecuadas, y a que tampoco se les entregaba una alimentación adecuada al estado de salud de los becarios ni se les pagaba completa y oportunamente la movilización a que tenían derecho.


Consultada al respecto, acotó que no recibieron apoyo psicológico, dado que el programa de Reparación y Ayuda Integral en Salud y Derechos (PRAIS)1 nunca los ha beneficiado, y que incluso tuvieron como profesores a personas que se sabía que habían estado detenidas, pero que nunca fueron docentes.


A raíz de todos esos problemas, en una oportunidad se negaron a entrar a clases y pidieron una reunión con algún representante de la Uniacc, a la que acudió el señor Manuel 
Carrasco, desde Santiago, sin que ella surtiera efecto alguno, como tampoco una presentación que sobre la materia hizo poco después, personalmente y por escrito, a la ex Presidenta Bachelet.


Por todo ello, estimó que los dineros cobrados por la Uniacc deberían ser devueltos al Ministerio del Interior, para que las becas puedan ser transferidas a los hijos o nietos de sus beneficiarios directos.


En otro orden de cosas, pidió investigar la situación del ex alcaide de la cárcel de Rancagua, militante socialista que, con ocasión del golpe de Estado en 1973, fue detenido y posteriormente trasladado a Santiago, desde donde fue enviado al exilio, volviendo más tarde, en los años 90, como escritor y publicando un libro llamado: “El alcaide preso”. Sucede que, como su mujer era miembro de la Comisión Valech, este señor fue a la cárcel de Rancagua y sacó el listado de todas las personas recluidas allí desde el 11 de septiembre de 1973, pero sin preocuparse de averiguar la causa de su detención, razón por la cual todas esas personas aparecen hoy como detenidas y torturadas, cuando lo cierto es que hay quienes ingresaron por robo, por toque de queda u otras situaciones y que actualmente están recibiendo los mismos beneficios que los verdaderos ex detenidos y torturados, sin haber hecho nada por recuperar la democracia para nuestro país.


El señor Morales añadió finalmente que, a raiz de lo sucedido, había formulado recientemente una denuncia por estafa ante el Ministerio Público, además de un reclamo verbal ante el Ministerio de Educación, sin perjuicio de la presentación que previamente hiciera por escrito el presidente de la Comisión Nacional de Exonerados y Ex Presos Políticos a esa misma Secretaria de Estado, y expresó su deseo de que, a partir del trabajo de esta comisión investigadora, se pueda transparentar y revertir la situación, de modo que la plata de las becas 
Valech llegue a quienes corresponde y que sus beneficiarios puedan decidir qué hacer con ella, en vez de verse obligados a aceptar lo que cualquier universidad les ofrezca aun cuando no satisfaga sus verdaderos intereses.


Intervinieron luego las señoras Mónica Antonce e Inés Cerezo, y los señores Eugenio Núñez y Juan Carlos Muñoz, también beneficiarios de becas Valech, de la Región de Valparaíso.


El señor Muñoz relató que la manera de captarlos para matricularse en la Uniacc fue similar a la que se utilizó en el resto del país: por teléfono y, en la mayoría de los casos, en forma personal. Después de ello, hubo dos reuniones generales con todos quienes se inscribirían: la primera fue en la sede de un sindicato y, la segunda, en el salón Esmeralda de la Intendencia de Valparaíso, donde empleados de la Uniacc les contaron en qué consistirían los cursos que les estaban ofreciendo.


Añadió que, en agosto de 2006, se comenzó a desarrollar un programa cuya malla curricular contemplaba un sinnúmero de materias, pero que nunca se cumplió. Los cursos eran trimestrales y el primero de ellos era el Propedéutico, que, según la universidad, permitiría a los inscritos nivelar sus conocimientos, porque había desde gente con enseñanza básica o media incompleta hasta personas con estudios universitarios completos e inconclusos. Este curso incluía temas relacionados con escritura (sic), computación básica y sesiones de psicología, para que los ex presos políticos contaran un poco sus experiencias, y al final de cada trimestre se entregaba un certificado o diploma que acreditaba haber pasado esa etapa. En los trimestres siguientes, se agregaban asignaturas como contabilidad y administración y se continuaba más o menos con las mismas materias, pero cada vez más avanzadas.


El horario de clases abarcaba los viernes, de 15.00 a 21.00 horas, y los sábados, de 9.00 a 17.00 horas, con los respectivos intermedios para almorzar, entre las 13.00 y las 14.00 horas. En Valparaíso, las clases se comenzaron a impartir en la biblioteca del Colegio Barros Luco, dependiente de la corporación municipal, hasta que el curso reclamó porque las condiciones en que estaban no eran acordes a las de un estudiante universitario.


El curso estaba integrado por dieciocho personas, a las que se sumaron otras tres en el segundo trimestre, para terminar nuevamente con dieciocho. A las tres personas que se retiraron les devolvieron sus becas y se cambiaron a la universidad Arcis. Al poco tiempo, otra persona se retiró y también le devolvieron la beca, pero se desconoce si la volvió a ocupar.


La señora Antonce, junto con aclarar que los docentes contratados eran profesionales jóvenes de Valparaíso, que hacían muy bien su trabajo, explicó que desde el comienzo se produjeron anomalías que tenían que ver generalmente con asuntos de dinero.


Así, por ejemplo, la lista de asistencia de los alumnos era tipeada por Internet (sic) y estaba en poder del encargado del curso, que era a su vez el coordinador de la universidad. Esa lista debían firmarla los alumnos supuestamente todos los viernes y sábados, y servía, entre otras cosas, para justificar los gastos de movilización y colación a que tenían derecho los becarios. El problema es que en ella figuraban incluso personas que habían ido como observadores a alguna clase, pero no se habían matriculado, y que la alimentación fue disminuyendo paulatinamente en cantidad y calidad hasta que el curso se negó a seguir recibiéndola y optó por procurarse sus propias meriendas, pese a lo cual el coordinador de la unidad siguió justificando gastos por ese concepto.


Respecto de los talleres de computación, al comienzo había sólo computadores antiguos que ni siquiera funcionaban. Más tarde debieron usar dos o tres personas un mismo computador nuevo, en circunstancias que al captarlas como alumnas les habían ofrecido no sólo la oportunidad de estudiar sin importar que no tuvieran licencia secundaria, sino que además le regalarían un notebook y muchas otras cosas que sólo sirvieron para manipular la situación.


Añadió el señor Muñoz que, al principio, se les dijo que obtendrían un diplomado en Administración, porque el programa incluía 900 horas de clases y tenía una duración de alrededor de dos años. De hecho, después de presentar y aprobar una tesina, aún las personas que no habían asistido regularmente a clases recibieron el certificado que las acreditaba como diplomados en Gestión en Comunicación y Nuevas Tecnologías.


La señora Antonce explicó que la tesina consistió en desarrollar un tema propuesto por la propia Uniacc, impidiéndoseles redactar un libro, que era el proyecto que a muchos de ellos, como dirigentes sociales, les interesaba realmente. A su vez, el examen que debieron rendir lo tomó una comisión compuesta por el coordinador y los profesores de Lenguaje y Recursos Humanos, mismos que habían tenido durante todo ef período. La sala en que se tomó el examen estaba en un subterráneo del Liceo 1, al lado de la cocina y a dos pasos de la feria de la Avenida Argentina, en Valparaíso. Por otro lado, en ese momento había cuatro bandas escolares en los alrededores preparándose para un desfile y, a pesar de que en el curso había personas sordas y de que la comisión estaba sentada a tres metros de quienes debían exponer sus trabajos, todos fueron aprobados y se les entregó el respectivo diploma, con cóctel y champán incluido. Más tarde, les enviaron de regalo a cada cual una radio con un grabado que decía: “Felicidades, lo lograste. Sigue adelante. Licenciatura en Humanidades”, lo cual demuestra que la universidad utilizó obsequios que le sobraron y que ni siquiera estaban destinados a ellos.


Respondiendo algunas consultas de los diputados presentes, la expositora informó que, al momento de comenzar a preparar la tesina que debieron presentar, en lugar del notebook que la universidad había prometido regalarles, los integrantes de su curso recibieron en comodato un computador convencional que hasta ahora conservan en su poder porque la institución nunca lo mandó a retirar.


Añadió que, como dirigente de su curso y dado que el programa de estudios que culminó no era lo que esperaba, tuvo varias conversaciones con el señor Rodrigo Lasen, funcionario del Mineduc, quien le había prometido que sería profesional si continuaba estudiando en la Uniacc, donde un hermano suyo ocupaba un cargo directivo. Sin embargo, ella intuía que este señor hacía ofrecimientos que difícilmente podría cumplir y afirma que no les prestó el apoyo que era deseable de una autoridad que tenía el poder de fiscalizar lo que la Uniacc estaba haciendo.


Otro tanto ocurrió con el señor Daniel Farcas, rector de la Uniacc, quien le planteó a la señora Inés Cerezo que, si el curso se comprometía a terminar el cuarto año medio, cosa que debieron hacer mediante la rendición de exámenes para adultos, corno cualquier otro ciudadano, él se comprometía a ofrecerles las carreras que desearan. Esto ocurrió durante la entrega de certificados al final del Propedéutico, en diciembre de 2006, ceremonia llevada a cabo en el salón de honor del Colegio Barros Luco, a la que asistieron también la señora María Cristina Campos y el señor Juan Proaño.


Más tarde, al terminar el programa impartido, concurrieron a Santiago y pidieron hablar con el señor Farcas, quien en esa oportunidad iba volando a París, por lo que fueron recibidos por cuatro funcionarios de la Uniacc, quienes les presentaron un nuevo programa de estudios especialmente diseñado para ellos, llamado Programa Especial de Titulación (PET), modalidad a distancia, que incluía cuatro carreras, entre ellas psicología y periodismo. Aquí fue donde muchos se inscribieron y nunca pudieron ingresar a la plataforma computacional, por lo que algunos –como la señora Antonce y el señor Núñez– desistieron de continuar y otros, que hasta el día de hoy asisten a clases en el hotel Marina del Rey de Viña del Mar, temen perjudicar a sus hijos si abandonan el programa. Pero, además, para poder cursar las carreras del PET, los interesados debían aprobar previamente un bachillerato de formación general, que duraría prácticamente un año y medio, y solo después estudiarían psicología u otra disciplina con un 70 por ciento de clases on-line y un 30 por ciento de clases presenciales, debiendo rendir pruebas y exámenes en Santiago.


La señora Cerezo informó a su vez que, en Valparaíso, llegó a haber cuatro cursos de beneficiarios de becas Valech, con un total de sesenta o setenta personas. Pero como la carrera que les impartieron no fue lo que les habían prometido y existía la posibilidad de traspasar los beneficios educacionales de la ley N° 19.992 a sus hijos, formularon sus reclamos en 2007 y 2008, al Ministerio de Educación y al señor Lasen, para que les fueran devueltas las becas utilizadas.


Agregó que, en respuesta a los correos electrónicos que en más de una ocasión envió a doña Fabiola Contreras, de la Uniacc, ésta se reunió el 1 de julio de 2009, en el hotel Marina del Rey de Viña del Mar, con doce de los afectados, proponiéndoles continuar en los programas en que se habían inscrito, regalar un notebook a cada uno, proveer atención oftalmológica y, además, becar a sus hijos. Fruto de ello, algunos quedaron fuera del programa y otros optaron por seguir estudiando, con la presión de tener a sus hijos becados por la misma institución.


El caso es que la señorita Fabiola Contreras se comprometió a que, en los tres días hábiles siguientes al 1 de julio de 2009, la Uniacc enviaría al Ministerio de Educación la nómina de quienes asistieron a dicha reunión y optaron por no continuar sus estudios, para que les hicieran devolución de sus becas. Sin embargo, hasta la fecha ello no había ocurrido, pese a que, en una oportunidad, incluso el señor Lasen se comprometió a gestionar personalmente tal devolución.


Por otra parte, explicó que ella quería estudiar licenciatura en humanidades, pese a no tener enseñanza media completa, cosa que a la universidad no le importó. Se matriculó en un curso on-line, pero, al igual que otros compañeros, nunca pudo acceder a la plataforma computacional porque la documentación que debía presentar (licencia secundaria, entre otras cosas) se perdía una y otra vez. Por esa razón, el curso decidió que nadie ingresaría a la plataforma, momento en el cual el señor Cárdenas, en compañía de la profesora Claudia Ponce, les dijo que la universidad ya les había dado un baño de cultura y que ésta no había efectuado una especie de repactación con el Ministerio de Educación para que pudieran seguir estudiando.


El señor Muñoz acotó que, cuando les ofrecieron la posibilidad de seguir estudiando, les hicieron firmar las matrículas, pese a que la mayoría de ellos no continuó en definitiva, por lo que les preocupa que la Uniacc haya cobrado los dineros correspondientes a sus becas.


Añadió que, cuando cursaban el último año del programa que les impartieron, la Uniacc comenzó a ofrecerles media beca para que sus hijos o sobrinos pudieran estudiar en el instituto profesional IACC, beneficio que -presume el entrevistado- se financia con los mismos fondos obtenidos por cuenta de los usuarios de las becas Valech y que eventualmente se perdería si el beneficiario principal se retiraba del programa. Por eso es que algunas personas que aceptaron ese ofrecimiento ahora están comprometidas y no pueden renunciar.


El señor Núñez, a su vez, culpó a los señores Rodrigo Lasen y Daniel Farcas de montar un circo para engañar a los beneficiarios de becas Valech, por lo que se cuidaron de no entregarles jamás algún documento firmado por ellos. A su entender, todo esto fue preparado; se echaron la plata al bolsillo y trataron por todos los medios de justificar su proceder regalándoles diplomas y objetos recordatorios inservibles.


Exhibió documentos, recibidos de diferentes lugares del país, de gente que reclama lo mismo y echó de menos la intervención de los dirigentes de los exonerados y ex presos políticos, muchos de los cuales —afirmó- recibieron entre 400 y 700 mil pesos mensuales por captar alumnos para la Uniacc y por eso nunca hicieron nada al respecto.


Por otra parte, informó que la embajada de Chile en Suecia preparó una reunión con cincuenta exiliados, a la que acudió el señor Daniel Farcas y los inscribió en la Uniacc, en circunstancias que las becas Valech no estaban destinadas a chilenos residentes en el extranjero. Asimismo, esta institución habría reclutado gente en Canadá y otros países, sin que nadie la controlara, todo lo cual está documentado en un libro, publicado en 2007, por doña María Monckeberg, titulado “El negocio de las universidades en Chile”.


Afirmó el señor Núñez que a esos becarios solamente les sacaron la firma, tal como le ocurrió a un amigo suyo, el profesor Juan Lecaros, de Anca, a quien inscribieron en esa ciudad, pero después de un tiempo le dijeron a él y a sus compañeros que debían asistir en Santiago a clases presenciales; y cuando el grupo preguntó quién iba a costear los pasajes en avión, les dijeron que debían hacerlo ellos mismos, por lo que todos renunciaron. Sin embargo, a mitad de año, a todos quienes se habían inscrito los llamaron de la Uniacc para preguntarles por qué no habían rendido las pruebas, a lo que ellos contestaron que no estaban matriculados. Luego, cuando un hijo de Juan Lecaros entró a esa universidad, su padre le sugirió que ocupara la beca que le correspondía, pero le respondieron que no era posible, porque ya había sido ocupada por el beneficiario directo.


Finalmente, planteó que el señor Farcas nunca lo recibió para presentarle los reclamos que le llegaban de todo Chile, porque siempre estaba muy ocupado e, incluso, en una oportunidad, le dijeron que iba en vuelo a París con la ministra de Educación. Por otra parte, dijo tener en su poder un documento que muestra cómo se inició todo esto, donde aparecen involucrados varios personeros de la Concertación, como por ejemplo, los señores Fernando 
Flores, Jorge Schaulsohn, José Joaquín Brunner y la señora Mariana Aylwin, todos los cuales estaban a la cabeza del proyecto de la Uniacc, por lo que es imposible que no se dieran cuenta de que era una gran mentira lo que estaban haciendo con los beneficiarios de becas 
Valech.


Para terminar, pidió investigar la forma en que el señor Lasen se las arregló para llevar a cabo este plan con el señor Barcas, y quién proporcionó a la Uniacc los nombres de los exonerados y ex presos políticos reconocidos por la Comisión Valech, que se supone debían mantenerse en reserva.


La señora Cerezo, por su parte, informó que habían presentado una querella, en Valparaíso, en contra de la Uniacc, cuyos antecedentes dejó a disposición de la Comisión.


Sesión 3°, de 14 de junio de 2010.


A esta sesión se encontraba invitada la ex Ministra de Educación señora Mónica Jiménez De la Jara, quien se excusó de asistir debido a su estadía fuera de la ciudad de Santiago.


No obstante, hizo presente que las materias que investiga la Comisión, son objeto de investigaciones en curso, tanto por el Ministerio Público, como por la Subsecretaría de Educación, encontrándose pendientes las resoluciones finales que determinen la existencia o no de eventuales responsabilidades tanto penales como administrativas. Añadió que los temas en cuestión tratan de materias de índole institucional, encontrándose, por ello, toda la información pertinente en poder del Mineduc y de sus actuales autoridades, a objeto de que se arbitren las medidas que esta Comisión estime procedentes, sin perjuicio, una vez concluidas dichas investigaciones, de ponerse a su disposición en caso de requerir mayores antecedentes.


Sesión 4°, de 5 de julio de 2010.


En esta sesión, intervinieron los señores Raúl Celpa López, Presidente; Juan Carlos 
Urzúa, Secretario; Jorge del Campo, Tesorero Nacional, y Alejandro Morales, Vicepresidente Nacional, todos de la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados y ex Presos Políticos; fa señora Vania Cantero, delegada de Hijos Chile, y el señor Gustavo González.


El señor Raúl Celpa explicó que la organización que preside data de 1998 y surgió como alternativa a otros grupos de defensa de los derechos humanos. Añadió que, en su concepto, los derechos humanos constituyen un patrimonio de la humanidad, que se construye a partir de la lucha de diferentes pueblos por consolidar y obtener el reconocimiento de sus derechos fundamentales, por lo que trabajarlos en forma parcial significa violar la naturaleza de este patrimonio.


Sostuvo que su organización tiene una postura crítica frente a la política de derechos humanos que se ha establecido en el país a partir de 1990, porque, tal como lo reconoce la propia Corte Suprema a través de múltiples fallos, contraviene gravemente las disposiciones de la Constitución Política del Estado y las normas del derecho internacional humanitario que Chile está obligado a respetar.


Precisó que !o ocurrido con las becas Valech es consecuencia de lo expresado: la existencia de leyes mal hechas, dictadas al margen de la Constitución y de las obligaciones que impone a! Estado chileno el derecho internacional humanitario, que han sido aplicadas en forma ambigua, discriminatoria y, en muchos casos, irregular.


Destacó que la ley creó un beneficio educacional personal e intransferible para las víctimas de violaciones a los derechos humanos, reconocidas como tales por una comisión especial, sin plantear jamás la posibilidad de que este beneficio pudiera traspasarse a terceros. Sin embargo, en su primera etapa, cuando a su juicio dicha ley se aplicó sin el reglamento correspondiente, se produjo una transferencia masiva del beneficio, desde la víctima principal, a sus descendientes. Posteriormente, en 2008, se dicta un reglamento que no parece haber sido tomado de razón conforme a derecho, en el que se consagra, a su juicio en forma ilegal, la transferencia del beneficio a los hijos de los exonerados y ex presos políticos, desmejorando su calidad al transformarlo, lisa y llanamente, en una más de las becas del sistema de ayudas estudiantiles del Estado de Chile.


Seguidamente, dio lectura a un documento titulado “Nuestra decadencia institucional”, en el cual la organización que encabeza acusa, en primer lugar, al Presidente de la República, de haber utilizado su potestad colegislativa para generar proyectos de ley al margen de la Constitución Política y del Derecho Internacional Humanitario y, al Poder Legislativo, de haber aceptado, a través de acuerdos abyectos, consensuar leyes ilegítimas que no contribuyen a superar los graves problemas que las motivaron, y de haber eludido su obligación de consultar a! Tribunal Constitucional y a la Corte Suprema para salvar el vicio de inconstitucionalidad que conocidamente las afectaba. Ello demostraría que, para los poderes Ejecutivo y Legislativo, los derechos humanos han sido un instrumento de negociación de intereses de poder subalternos, que han permitido que este valor, máximo para las sociedades del mundo, se haya menoscabado en nuestro país.


El documento expresa, además, que la Contraloría General de la República incumplió su deber de representar la ilegalidad de los decretos o resoluciones del Presidente de la República referidos a las leyes de reparación, como también el de informar a la Cámara de Diputados cuando el Presidente insistiera en su promulgación a pesar de aquella representación, contraviniendo el artículo 98 de la Carta Fundamental y su ley orgánica constitucional. En consecuencia, la prevaricación y el abandono de deberes en que incurrió dicha institución sería lo que posibilitó los graves escándalos que hoy se investigan por parte de la Cámara en !os casos de retornados, exonerados y ex presos políticos, y las irregularidades en la aplicación de la ley 20.134, que pronto serán denunciadas af Ministerio Público.


Por su parte, la Cámara de Diputados habría incumplido sus deberes constitucionales de legislar conforme al ordenamiento jurídico que se ha dado el país y de fiscalizar los actos del Gobierno, posibilitando así los escándalos en materia de manejos dolosos, de incorporación de victimarios a los beneficios establecidos para las víctimas y el sistemático fraude al fisco en la aplicación de estas leyes.


Añade el documento que, en el informe “Chile país que involuciona”, puesto a disposición de la Cámara en mayo de 2008, se entregó un completo análisis de la situación comentada, sin que hasta la fecha se hayan pronunciado a! respecto ni la Corporación ni la respectiva Comisión de Derechos Humanos, lo cual constituye una falta de respeto, además de una seria presunción de complicidad. Asimismo, las denuncias formuladas sistemáticamente por la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados y ex Presos Políticos, que incluyen el escándalo de las becas Valech, se encuentran sustentadas por el informe “Análisis Crítico al Proceso de Calificación de Exonerados Políticos” y por el requerimiento N° 50.157, al Contralor General de la República, donde se demuestra metodológicamente el alcance de las ilegalidades, irregularidades y atropellos a la dignidad de las personas que hoy se busca reivindicar.


En cuanto al llamado “escándalo Valech”, el documento consigna que la ley N° 19.992, promulgada en diciembre de 2004, es la norma jurídica sobre derechos humanos que más veces vulnera la Constitución Política y el Derecho Internacional Humanitario. Primeramente, porque la consulta a la Corte Suprema, que procedía por contener temas de su competencia, se hizo extemporáneamente, lo que impidió a la Corte pronunciarse sobre ella. En segundo lugar, tampoco se cumplió con la obligación de consultar al Tribunal Constitucional por la procedencia de su articulado; pero donde el cuestionamiento sobre su legitimidad ético moral traspasa los límites de lo aceptable, es en el secreto al cual se condenan por 50 años los testimonios de las víctimas, lo que constituye una aberración contra todos los principios vatóricos de una sociedad.


En esta ley violatoria e inmoral, Capítulo III, artículos 11 al 14, se encuentra contenido el beneficio educacional para las víctimas de violaciones a los derechos humanos, cuyo espíritu fue garantizar la continuidad gratuita de sus estudios básicos, medios o superiores, que se vieron interrumpidos por la detención política que las afectó y sus consecuencias. Y en fa historia del establecimiento de la ley consta que el beneficio quedó consagrado como personal e intransferible para las víctimas y con un compromiso de solución para sus hijos, a través del programa de becas del Estado, que adquirió el entonces ministro del Interior, José Miguel Insulza.


La ley fue promulgada en diciembre de 2004 y, en febrero del año 2005, por medio del decreto 00032, del Ministerio de Educación, se reglamentó su aplicación en materia educacional, pero sin haberse cumplido el trámite de toma de razón por parte de Contraloría, por lo menos, hasta agosto de ese año.


Posteriormente, en diciembre de 2007, mediante el decreto supremo 407, firmado por la ministra Provoste, de Educación, y el ministro Velasco, de Hacienda, se reglamentó el traspaso del beneficio desde las víctimas a sus descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad, lo que, a juicio de los denunciantes, constituyó una modificación ilegal a lo dispuesto en la ley en cuanto al carácter personal e intransferible del mismo. Además, por esta vía, se cambió la calidad del beneficio, transfiriéndose uno de muy inferior calidad, situación que sólo vino a ser regularizada a través de la ley N° 20.405, de fines de 2009.


Por tanto, concluye el documento, en todo el período que va desde la promulgación de la ley N° 19.992 hasta la de la ley N° 20.405, se actúo al margen del estado de derecho, posibilitando la comisión del inmenso fraude al fisco que hoy se investiga, tanto por la Cámara de Diputados como por el Ministerio Público, por lo que esta indagatoria debe abarcar las administraciones de Sergio Bitar, Yasna Provoste, Martín Zilic y Mónica Jiménez, por la responsabilidad que les cabe como autoridades máximas del Ministerio de Educación durante ese lapso.


Se añade, por último, que este escándalo es un símbolo de la colusión de intereses políticos y económicos que ha inspirado la promulgación y aplicación de las llamadas leyes de derechos humanos y que, paradojalmente, las universidades que se prestaron para la comisión de este delito pertenecen al sector privado de la educación superior y están gravemente penetradas por ex autoridades de Gobierno de los últimos veinte años, asociadas con connotados miembros de la dictadura que rigió al país por 17 años. De ahí que las universidades de! Estado se hayan negado a participar, conscientes de las irregularidades que se han cometido.


Aquí nuevamente se comprueba que !a institucionalidad del Estado con jurisdicción en la materia se encuentra seriamente comprometida en actos reprochables y constitutivos de graves delitos, pues ni el Presidente de la República, ni el Ministerio de Educación ni la Contraloría hicieron nada para impedir que se cometieran. Solamente en diciembre de 2008, a través del dictamen N° 62.306 y el informe 248-09, de enero de 2010, fa Contraloría determinó la responsabilidad de las universidades comprometidas en el fraude y fijó el monto inicial de los recursos comprometidos, gracias a los requerimientos de la Comisión Nacional Unitaria.


Según dicho informe, las universidades comprometidas son del llamado sector alternativo, con fuertes intereses de los partidos que forman parte de la alianza que gobernó entre 1990 y marzo de 2010 y que promulgó y aplicó la ley referida durante cinco años. Pero la que arroja el mayor número de personas estafadas y, por consiguiente, la mayor cantidad de recursos defraudados, es la Universidad de las Comunicaciones, Uniacc, claramente perteneciente a intereses de la colonia israelita por la conformación de su directorio original antes de la colusión, que luego cedería cupos a connotados miembros de la Concertación, como doña Mariana Aylwin, don Jorge Schaulsohn y don Daniel Farcas. Además, se reformó e! consejo académico, ingresando como decanos también connotados miembros de la Concertación, entre los cuales se encuentra Patricia Politzer, periodista fuertemente ligada al ex presidente Ricardo Lagos.


O sea, la Uniacc cambió de perfil, pasando de tener un marcado tinte reaccionario a transformarse en una entidad progresista, lo cual era necesario para perpetrar el fraude, pues su interlocutor sería un gobierno autodenominado progresista y, las víctimas, personas pertenecientes a corrientes de izquierda.


En resumen, señala el documento, queda claramente establecido que la institucionalidad del Estado con atingencia en el tema está profundamente comprometida con este fraude, por lo que sus máximas autoridades, desde el Presidente de la República, hasta los ministros de Estado, la Cámara de Diputados y el Contralor General de la República, deberán dar explicaciones al pais y a la justicia.


Añadió el señor Celpa que, en cuanto se promulgó la ley N° 19.992, comenzaron a surgir discrepancias entre los ex presos políticos y el Ministerio del ramo respecto del carácter y alcance del beneficio educacional contemplado en ella, por lo que los dirigentes de las organizaciones que los agrupaban empezaron a hacer sus propuestas sobre !a materia. Asimismo, tuvieron muchas reuniones de análisis con el Contralor Genera! y la Subcontralora General de la República, quienes acogieron sus planteamientos, pero nada hicieron en términos objetivos.


En el caso de !a Presidencia, el fenómeno data del 31 de enero de 2006, cuando se le hizo una presentación sobre el problema a la recién electa Presidenta de la República señora Michelle Bachelet, con el apoyo de las 40 mayores organizaciones sindicales del país, entre ellas las de ENAP y la Confederación de Trabajadores del Cobre. Sobre esa primera presentación, no se recibió respuesta alguna. Sólo en diciembre de 2006, la Presidenta derivó el caso al Ministerio del Trabajo para que se analizaran allí las posibilidades de resolver los graves problemas denunciados. Posteriormente, el 14 de mayo de 2009, a través de correo electrónico, se le manifestó la obligación que tenía como Presidenta de la República de intervenir en el ya público fraude y escándalo Valech, recibiéndose respuesta a los otros puntos que contenía la comunicación, pero no en lo relacionado con las becas Valech.


En el caso de la Cámara de Diputados, después del envío del informe “Chile: país que involuciona”, durante la presidencia de la diputada señora Rubilar en la Comisión de Derechos Humanos, !a Comisión Nacional Unitaria dirigió una enorme cantidad de e-mails a los integrantes de dicha Comisión, dándoles a conocer todos los problemas que se habían producido y las irregularidades que se habían cometido, todo ello respaldado por un conjunto de informes y antecedentes que demostraban metodológicamente cada una de las denuncias formuladas.


El señor Morales estimó que las peticiones de los diputados presentes para que el señor Celpa identificara en forma precisa a los personeros de gobierno y parlamentarios que recibieron las denuncias y nada hicieron al respecto, constituían una forma de “correrse por la tangente”, pues la organización a que pertenece ha venido planteando desde hace años sus críticas a las políticas de reparación a las víctimas de derechos humanos implementadas en los últimos años, y no solamente en relación con los beneficios educacionales para los ex presos políticos.


Planteó que es el Estado de Chile el que debe hacerse responsable por la reparación a las víctimas de violaciones a los derechos humanos, porque siempre se ha actuado en esta materia por parcialidades. Se reparó a los exonerados políticos, pero mediante una ley mal concebida y mal aplicada. Se reparó a !os ex presos políticos, pero mediante una ley que les impone ciertas limitaciones. Sin embargo, ninguno de los diputados de la Concertación dijo algo al respecto en su oportunidad.


Asimismo, planteó que sus representados tienen mala atención de salud y pensiones magras, incluso, inferiores a la pensión básica solidaria. Sin embargo, ninguno de los diputados que hoy están en sus puestos debido al sufrimiento de aquéllos, ha hecho caso de sus quejas, las cuales fueron dadas a conocer a la Comisión de Derechos Humanos de !a Cámara, en presencia de “muchos próceres de la Concertación que en este instante no están dando la cara”.


Para terminar, señaló que es posible precisar quiénes tuvieron responsabilidad política concreta en los hechos denunciados, pero reiteró que es el Estado el que tiene la responsabilidad política global, porque fueron afectados !os derechos de las víctimas de violaciones a los derechos humanos.


Consultado al respecto, señaló que su organización no tiene ningún vínculo con la que preside la señora Lorena Pizarro, emblemática de la Concertación, de los detenidos desaparecidos y de los ejecutados políticos. Reconoció ser militante de un partido político, pero dijo no representar a éste al concurrir a la Comisión en su calidad de afectado por el fraude de las becas Valech, y ofreció aportar todos los antecedentes de que disponga, pero requirió a cambio consecuencia, verdad y transparencia.


La señora Cantero explicó que la organización Hijos Chile nació al alero de la Unión Nacional de ex Prisioneros Políticos, UNExPP, y se encuentra integrada por hijos y nietos de ex presos políticos. Ello, porque, cuando se elaboró el libro “Libertad y Reconciliación”, los ex presos políticos tenían una edad superior a los 50 años, de modo que el beneficio educacional establecido para ellos de poco les servía, y para entonces ya habían fallecido más de 3 mil de ellos. Por tanto, al dictarse la ley que otorgaba beneficios a los ex presos políticos, ellos mismos, a través de la UNExPP, propusieron traspasarlos a sus hijos.


Sin embargo, a poco andar, se dieron cuenta de que los dirigentes de fa UNExPP eran funcionarios de la Uniacc y ofrecían también a los hijos de sus representados, en forma clandestina, algunos regalos, tales como computadores, o bien, empleos en la misma universidad.


Desde entonces, año 2007, Hijos Chile comenzó a luchar para que el traspaso de las becas se hiciera, de acuerdo al espíritu de la ley, a los descendientes de sus beneficiarios directos.


Con ese objeto, enviaron miles de cartas, incluso a la ex Presidenta Michelle Bachelet, en el año 2008, pero nadie respondió a sus demandas. Junto a una delegación, acudió a hablar con la encargada de derechos humanos de La Moneda, quien le dijo que las leyes de reparación de Chile eran las mejores del mundo, superando a las de Alemania y Argentina, por lo que no tenía motivo para reclamar. Dijo tener también una carta firmada por don Rodrigo Lasen, en la que se comprometía a reunirse con ellos para explicarles los casos.


Fue en ese periodo cuando se enteraron de los fraudes que se estaban cometiendo en las universidades Bolivariana, Uniacc, Academia de Humanismo Cristiano, etcétera, porque se encontraban con ex presos políticos que habían recibido diplomas que acreditaban la realización de distintos cursos, pero en ningún caso carreras profesionales o técnicas.


Finalmente, manifestó su desazón por la posibilidad de que este fraude, al igual que el del caso MOP Gate, con la diferencia de que aquí se ha involucrado a los derechos humanos, quede prácticamente impune y sus responsables reciban penas irrisorias.


El señor González, representante de la Agrupación de ex Presos Políticos de Paine y estudiante de Filosofía de la Universidad Alberto Hurtado, donde hace uso de su beca Valech, relató que, cuando se promulgó la ley N° 19.992, él era Presidente de dicha agrupación y que asistió a una de sus reuniones el entonces diputado Edgardo Riveros, quien fue a disculparse, por cuanto, sin haber leído la ley, la había aprobado, obedeciendo órdenes de su Gobierno.


Precisó que el mal uso de los beneficios de la citada ley llega a tanto, que en la página web de la Universidad Academia de Humanismo Cristiano se ofrece, especialmente para los ex presos políticos, la carrera de Técnico Superior en Terapia Floral.


Acotó que la organización de Paine también pertenecía a la UNExPP, pero se escindió de ella al darse cuenta de que sus dirigentes estaban en el listado de funcionarios de la Uniacc. Lamentablemente, el fraude sólo podían cometerlo personas concretas y quienes lo organizaron fueron ex presos políticos corruptos.


Consultado al respecto, explicó que la beca Valech cubre los gastos de matrícula, mensualidades y titulación de sus beneficiarios. Por tanto, la única diferencia con respecto al resto de los estudiantes es que no gozan de la beca de alimentación, la cual solicitaron en su momento al Ministerio de Educación, cuando eran recibidos por el señor Rodrigo Lasen, pero nunca tuvieron respuesta.


Por otra parte, planteó que, recientemente, la Contraloría General de !a República estableció que las becas Valech sólo pueden aplicarse a estudios de pregrado, lo que consideró bastante arbitrario y absolutamente injusto.


Finalmente, señaló que sus pares están muy molestos con los diputados, puesto que, a raíz del reportaje exhibido por Televisión Nacional, en el que apareció Daniel Farcas en el centro de la problemática, surgió otra noticia que indicaba que él irla a su partido a buscar un blindaje. Y lo que temen es que diputados de su partido hagan funcionar ese blindaje en esta Comisión.


El señor Celpa, consultado al respecto, señaló que la organización que preside cuenta con 30 mil afiliados, distribuidos entre las regiones de Tarapacá y Los Lagos. Participó en el proceso de proposición de proyectos de reforma previsional, porque hay una relación directa entre la seguridad social y las pensiones que reciben los exonerados políticos, presentando el suyo con el apoyo de 23 mil firmas de ciudadanos de Santiago, el cual se había aprobado previamente en el Teatro Caupolicán, con la presencia de 10 mil personas. Esos indices demostrarían la representatividad que tiene la organización, que no representa a ningún sector específico, sino que a los derechos humanos de toda la sociedad chilena.


Añadió que, dado su perfil, la Comisión Nacional Unitaria puede tener momentos de acercamiento con otras organizaciones, pero actúa en forma independiente. Es así como el consejo de estudiantes de la Uniacc denunció a todos los dirigentes de la Agrupación Nacional de Ex Presos Políticos, manejada por el Partido Comunista, por estar profundamente vinculados con los intereses de esa universidad, al punto que eran funcionarios de ella. Es decir, tenían la doble condición de dirigentes de una organización de derechos humanos y de empleados de la Uniacc, encargados de promocionar y vender las becas Valech. Obviamente, la Comisión Nacional Unitaria nunca va a tener relaciones con esa organización, porque son cómplices del fraude, lo cual, en su caso, tiene mayor significación.


Justificó finalmente las dudas planteadas acerca de la voluntad efectiva de aclarar lo ocurrido con los beneficiarios de las becas Valech, porque, al margen de la labor que desarrolle esta Comisión, la organización que encabeza tiene antecedentes de tres comisiones investigadoras anteriores con respecto al caso de los retornados, que pese a haber detectado desvío de recursos públicos del orden de 400 millones de dólares, ni siquiera lograron motivar la intervención del Consejo de Defensa del Estado.


Asimismo, tiene antecedentes de la denuncia formulada el 25 de noviembre de 2009 sobre cien mil exonerados políticos falsos, a través de un documento de más de cuatrocientas páginas, y de los compromisos que públicamente adquirieron los diputados a los que les correspondió intervenir en el tema. Todos pidieron que se investigara hasta las últimas consecuencias, pero al final no se hizo nada y hoy tenemos, en definitiva, 39 mil exonerados políticos reconocidos legalmente y el resto sin ninguna certeza jurídica de ello.


Por esa razón, concluyó, en esta oportunidad recurrieron primeramente al Ministerio Público, para evitar que pasara lo mismo. Es así como todos los antecedentes puestos a disposición de esta Comisión Investigadora obran ya en poder de la fiscal designada. De esta manera, esperan tener la absoluta seguridad de que el objetivo se va a cumplir, por lo menos, en dos instancias, confiando en que lo dicho por los diputados presentes en esta oportunidad les permita renovar la confianza que todos debieran tener en instituciones tan importantes como la Cámara de Diputados.


Sesión 5a, en lunes 19 de julio de 2010


En esta Sesión concurrió el señor Fernando Rojas, Subsecretario de Educación.


El señor Rojas explicó que la ley N° 19.992, que “Establece pensión de reparación y otorga beneficios a favor de las personas que indica”, regula mediante sus artículos 11, 13 y 14, la continuidad gratuita de los estudios de las personas que por razón de prisión política o tortura, vieron impedidos sus estudios. Es así como mediante el artículo 13 se establece que “Los beneficiarios que soliciten completar sus estudios de enseñanza superior en instituciones de educación superior estatales o privadas reconocidas por el Estado, tendrán derecho al pago de la matrícula y del arancel mensual. El costo de este beneficio será de cargo del Fondo de Becas de Educación Superior del Ministerio de Educación.”. Por su parte, el artículo 14 entrega a un reglamento expedido a través del Ministerio de Educación y suscrito por el Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para el uso eficaz de estos beneficios, su extinción, el procedimiento de solicitud y pago de los mismos, el procedimiento para renovarlos o extenderlos en casos calificados y las condiciones de financiamiento de la continuidad de los estudios.


En cumplimiento de lo dispuesto en el referido artículo, con fecha 4 de febrero de 2005, se dictó el D.S. 32, del Ministerio de Educación, que constituye el Reglamento para el otorgamiento de beneficios educacionales establecidos en la ley N° 19.992. Este Reglamento dispuso en su articulo 2°, que “El beneficio cubrirá el valor total de la matrícula y del arancel mensual de los programas de estudios que imparten las instituciones de educación superior señaladas.” , y que “Tendrán derecho a este beneficio ... aquellas personas que soliciten continuar sus estudios superiores y reúnan las siguientes condiciones: a) Encontrarse comprendidas entre aquellas personas señaladas en los artículos 1° y 5° de la Ley 19.99222 y haber visto impedidos sus estudios por razón de tortura o prisión política. b) Dar cumplimiento a los requisitos académicos que cada institución establezca para el ingreso o continuidad de estudios, de conformidad con sus disposiciones internas y las normas generales.” Por último, el artículo 4° del Reglamento exige al postulante a los beneficios educacionales, acreditar ante el Ministerio de Educación haber sido aceptado por alguna institución, previa presentación de una solicitud de matrícula aprobada por la misma.


A continuación, en relación a las obligaciones que deben cumplir las instituciones de educación superior, informó que el artículo 5° del Reglamento establece que éstas deben informar al Ministerio de Educación la nómina de alumnos que fueren beneficiarios por primera vez, la de alumnos que cumplieran con los requisitos para mantener el beneficio obtenido en años anteriores, la de alumnos que hubieren incurrido en causal de pérdida del beneficio y su distribución por programas. En cuanto a las obligaciones de los becarios, el beneficio se estableció con una vigencia de un año, pudiendo ser renovado anualmente, siempre que se mantuviera e! rendimiento académico mínimo. Se determinó además, que los alumnos perderían el beneficio por retiro temporal, por abandono de estudios o al incurrir en alguna causal de eliminación prevista en la reglamentación académica de la institución de educación respectiva.


Posteriormente, refiriéndose a los potenciales beneficiarios de becas de estudios derivados de la Comisión Valech, explicó que éstos correspondían a personas reconocidas por la Comisión Valech como víctimas de prisión política y tortura. Puntualizó que al 10 de noviembre del año 2004, existían 27.153 personas reconocidas en esas circunstancias, además del registro de 102 menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres. Indicó, asimismo, que después de la etapa de reconsideración, según el último Informe de la Comisión Valech emitido el 1° de junio de 2005, se !legó a la cifra total de 28.459 posibles beneficiarios (entre víctimas y menores de edad). Por último, destacó que en !a Ley de Presupuesto de 2008 (Ley N°20.232), se estableció que el beneficio para estudios podría ser traspasado por una vez a los descendientes directos hasta de segundo grado de consanguinidad en línea recta.


En cuanto a las posibles causas de las irregularidades cometidas en el otorgamiento de becas Valech, según su diagnóstico, un primer aspecto a considerar se relacionaría con las falencias o vacíos que presenta el Reglamento para el otorgamiento de beneficios educacionales contemplados en la ley N° 19.992. En este sentido, el artículo 2° del Reglamento estableció que el beneficio cubriría el valor total de la matrícula y del arancel mensual de los programas de estudios impartidos por instituciones de educación superior. Sin embargo, no se estableció un tope al financiamiento -como por ejemplo, en relación al arancel de referencia-, para evitar que las instituciones modificaran los valores de sus programas. Mencionó que otras materias no consideradas en el Reglamento fueron !a regulación del financiamiento de programas de postgrado, magíster o doctorado -lo que dio lugar a interpretaciones del Mineduc objetadas por Contraloría-, y la exigencia de licencia de cuarto medio para optar a los respectivos cursos en instituciones de educación superior.


Un segundo aspecto que explicaría las irregularidades investigadas, fue la falta de fiscalización por parte del Ministerio de Educación. Esta circunstancia se desprende de los controles efectuados por la Contraloría General de la República al Ministerio de Educación, ya que, de acuerdo al Informe N° 83, de agosto de 2007, sobre Auditoria a Programa Becas Educación Superior 2006, se estableció una falta evidente de supervisión en el proceso de postulación y asignación de las becas; una deficiente retroalimentación entre las unidades; pagos de Tesorería distintos a lo asignado en decretos de distribución; la falta de detalle de beneficiarios; no validación por parte de la Subsecretaría de la información relativa a los excedentes de fondos; ausencia de validación de los antecedentes emitidos por las instituciones de educación superior; falta de prolijidad y supervisión en el manejo de la información del programa de becas Valech, lo que generaba precariedad de resguardos, debido a que la planilla Excel estaba sujeta a riesgos de manipulación de datos, e imposibilidad de validación de los antecedentes de postulación y respaldo. Agregó, además, que se cuestionaron pagos realizados sin enviar los decretos respectivos al trámite de toma de razón ante la Contraloría General de la República, por montos que ascenderían a más de 77 mil millones de pesos, que no sólo correspondieron a Becas Valech.


Concluyó señalando que las objeciones realizadas por la Contraloría específicamente al programa de becas Valech, fueron las siguientes:


a)
El financiamiento de programas de postgrado resulta contrario al espíritu de ley 19.992, e implicaría otorgar un beneficio en forma indeterminada, lo que no fue intención del legislador (Dictamen N° 21.830 de 6 de mayo de 2005).


b)
El Estado garantiza la continuidad de estudios superiores de forma tal que el beneficio sólo permite financiar los estudios que cada persona elija en un determinado establecimiento de enseñanza superior, hasta la obtención de un título profesional o de un grado de licenciado, quedando excluidos, en consecuencia, los programas de postgrados. (Dictamen 
N° 31.503 de 7 de julio de 2005).


c)
Los beneficios previstos en la ley 19.992, no pueden ser utilizados para el financiamiento de programas de postgrado. (Dictámenes N° 62.306, de 31 de diciembre de 2008, y N° 18.968, de 12 de abril de 2010).


A continuación, informó que -hasta la fecha de su exposición- 7.230 personas habían recibido el beneficio y los recursos totales para su otorgamiento se habían incrementado, partiendo el año 2005 con 330 millones de pesos, y llegando el año 2009 a 10.674 millones de pesos. Explicó que la falta de control por parte del Ministerio de Educación se evidencia en esta materia en la notoria disparidad que hay en los recursos invertidos en algunas instituciones de educación superior, como por ejemplo, en la Universidad Uniacc, que, entre los años 2005 y 2006, recibió más del 50% de los recursos entregados a las otras instituciones, es decir, que todas las otras instituciones, en su conjunto, representaron menos que la Universidad Uniacc. Esto demuestra una falta de control evidente y genera una serie de cuestionamientos y dudas respecto de la forma como esto funcionaba.


Asimismo, señaló que llama la atención la poca relación existente entre la magnitud de recursos recibidos por las respectivas instituciones y la cantidad de alumnos atendidos. Informó al respecto, que la Universidad Uniacc recibió el 55% de los recursos, en el período comprendido entre el 2005 y el 2009; y, sin embargo, captó menos del 35% de los alumnos. Esta comparación permite establecer que hay un incremento del costo de las matrículas que no se condice con el resto del sistema. Puntualizó que en las demás instituciones, la situación es a la inversa, el porcentaje de los recursos recibidos es de un 25 %, en circunstancias de que captaron al 50% de los alumnos.


En el mismo sentido, indicó que había algunos programas de estudio que llamaban la atención, especialmente, los de las universidades Bolivariana, La República y Uniacc -como por ejemplo-, en comunicación, administración y nuevas tecnologías para la formación de emprendedores. Estos programas tendrían contenidos muy básicos, con costos de matrículas muy altos, de entre tres o tres millones y medio de pesos anuales. Señaló a vía ejemplar, un programa de la Universidad Bolivariana que contiene como ramos Historia de la Computación, Tecnología de la Información, Uso del Computador, Administrador de Archivo y Procesadores de Textos, durante el primer semestre. El tercer semestre consigna Planillas de Cálculo, Gestión de Base de Datos, Diseño de Presentaciones, Descripción y Uso de Internet, Creatividad y Emprendimiento, programas que en ningún caso dicen relación con un curso de un costo de tres millones y medio de pesos al año.


A continuación se refirió a las denuncias recibidas en el Ministerio de Educación, relacionadas con matriculados que reclamaban engaño, porque se les señaló que no estaban haciendo uso de la beca, en circunstancias de que, en la práctica, se les considera como beneficiarios, ya que se impetró el beneficio y perdieron la posibilidad de extenderlo o traspasarlo. También, hubo denuncias de matriculados que no asistían a clases, cuyo beneficio era utilizado por un acompañante, y de matriculados que reclaman porque se les prometió que si se matriculaban, el beneficio se podía traspasar a un hijo, pero en realidad, !o perdieron. Asimismo, hubo reclamos de personas que se matricularon porque se les informó que de no hacerlo no podrían traspasar su beneficio.


Finalmente, informó que existían una serie de mejoras en curso que estaba implementando el Ministerio de Educación, entre ellas, la contratación de una auditoría externa aplicable a todo el sistema de becas y créditos para la educación superior. Asimismo, indicó, se debe incluir en las herramientas de gestión del ministerio el módulo de becas de reparación, que está con muy poca información disponible y ha costado mucho cuadrarla. También, se debe efectuar el requerimiento evidente de verificación de cumplimiento de los requisitos de los beneficiarios y dejar registro de cada caso, porque esa materia fue parte de las objeciones planteadas por la Contraloría.


Consultado sobre qué medidas habían adoptado los representantes del Ministerio -de la Administración Anterior- frente a las irregularidades investigadas, señaló que se adoptaron algunas acciones, pero no medidas correctivas propiamente tales, como por ejemplo, el envío de una carta a una institución de educación superior haciéndole notar que era curioso el incremento de los aranceles. Respecto de las medidas que tomó la División de Educación Superior en cuanto a la diferencia en la asignación de recursos a las distintas instituciones de educación superior, en su opinión faltó mayor transparencia, porque si toda la información hubiese sido pública y conocida por parte de todos los actores, el mismo sistema se hubiese autorregulado.


En cuanto a las modificaciones legales y reglamentarias que sería conveniente efectuar, indicó que un aspecto mejorable sería establecer un tope -tipo arancel de referencia- a cada uno de los beneficios, lo que, permitiría mejorar la gestión y evitar incentivos perversos, para que estos beneficios se presten en programas que no dicen relación con el costo real.


Informó, consultado sobre el tema, que dentro de los 7 mil beneficiarios de becas Valech, 4.294 correspondían a titulares y alrededor de 2.930 traspasados. Es una proporción casi de dos a uno.


Consultado sobre quién era la autoridad del Ministerio de Educación que autorizaba !os pagos cuando los planteles presentaban los antecedentes para el pago o la nómina de beneficiarios de algún curso impartido por ellos, señaló que existían algunos decretos de pago firmados por la ex ministra de educación señora Jiménez y por el ex ministro de hacienda señor Velasco. Agregó que, como hubo delegación de funciones hacia abajo, es difícil determinar específicamente las personas involucradas y eso forma parte de la confusión que se vivió en la División de Educación Superior,

Finalmente, señaló que los procesos de postulación son anuales y que, !os del año 2010, se encontraban en curso, aún cuando no se había realizado aún ningún pago. Aclaró que esto no se debía a que el proceso estuviera suspendido en cuanto a no generar ningún nuevo beneficiario, ya que, existiendo una ley que otorga los beneficios de estudio, hay nuevos beneficiarios que pueden postular, como también, hay procesos de apelación que están corriendo.


Sesión 6ª, en lunes 2 de agosto de 2010


Concurrieron a esta Sesión como invitados la Vicepresidenta Ejecutiva de la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, señora María Luisa Sepúlveda, y el Secretario Ejecutivo del mismo organismo, señor Claudio Herrera Jarpa.


La señora Sepúlveda, explicó, en primer término, que la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura (“Comisión Valech”), fue creada por el decreto supremo N° 1040, de 2003, con la misión y objetivo de calificar personas que habían sido víctimas de prisión política y/o tortura y recomendar medidas para su reparación. La Comisión funcionó durante 12 meses, al cabo de los cuales emitió un informe que dio cuenta de 28.456 víctimas de prisión política y tortura, dejando sin calificación a 7.500 personas, aproximadamente.


A continuación, explicó que la ley N°19.992, de 24 de diciembre de 2004, estableció como beneficio la continuidad gratuita de los estudios -de nivel básico, medio o superior- para las víctimas directamente afectadas por violaciones a los derechos humanos individualizadas en los listados “ Prisioneros políticos y torturados” y ''Menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres”, elaborados por la Comisión Nacional de Prisión Política y Tortura. Finalmente, la citada ley N°19.992, a través de su artículo 14, entregó a un Reglamento la regulación del uso eficaz de estos beneficios, su extinción, el procedimiento de solicitud y pago de los mismos, el procedimiento para renovarlos o extenderlos en casos calificados y las condiciones de financiamiento de la continuidad de los estudios.


Aclaró que la Comisión Valech no tuvo participación en la elaboración del proyecto de ley que dio origen a la ley N° 19.992, pero si se efectuaron recomendaciones en materia de educación, que de acuerdo al Informe emitido señalaba:


“Muchas personas no pudieron continuar sus estudios luego de recuperar su libertad, ya sea por haber sido excluidas de los planes educacionales, por haberse afectado seriamente su fuente de ingresos o por el gran impacto que la tortura provocó en ellas.


Por otra parte, son muchos los testimonios recibidos por esta Comisión de personas que señalan que, a raíz de estos hechos, sus hijos no pudieron completar su educación de acuerdo a las expectativas que tenían, especialmente por las graves consecuencias en la vida laboral de las víctimas, que les habían impedido financiar dichos estudios.


Considerando estos hechos, se recomienda:


-El desarrollo de un programa que permita finalizar los estudios básicos, medios o universitarios que cursaban en el momento de su detención, para aquellas víctimas que acrediten que, con motivo de su detención, debieron interrumpirlos.


-El otorgamiento de becas de estudio para los hijos de las víctimas directas en condiciones similares a las medidas de reparación que en este sentido han sido aprobadas por la ley para los hijos de otras víctimas de violaciones de los derechos humanos.” Explicó que esta última recomendación obedeció a que los hijos de detenidos desaparecidos y ejecutados políticos tenían ese beneficio y por lo tanto se recomendó igualdad en su tratamiento.


Respecto a cómo operó el beneficio de estudios establecido en la ley N° 19.992 en el Ministerio de Educación, señaló desconocer el detalle, porque, según informó, la Comisión Valech como tal finalizó sus funciones en el momento en que entregó el informe de víctimas, sin ninguna participación en la implementación de las medidas posteriores. La Comisión volvió a funcionar entre el 17 de febrero y el 17 de agosto de 2010, en virtud de la ley 
N° 20.405, que creó el Instituto de Derechos Humanos, norma que mediante su artículo tercero transitorio estableció un nuevo plazo para ser reconocido como víctima de prisión política, desaparición forzada y ejecución por razones políticas. En dicho articulo transitorio se estableció que tanto las personas que calificaran como las que ya habían calificado anteriormente y no usaron el beneficio educacional, podían traspasárselo a un hijo o a un nieto.


A continuación se refirió al universo de eventuales beneficiarios de becas de estudio Valech, señalando que el beneficio correspondía a todos los calificados, excepto los fallecidos y en una segunda etapa, se permitió traspasar el beneficio al descendiente - hijo o nieto- de cualquiera de las víctimas, vivas o fallecidas. Por lo tanto, indicó que en ningún caso los beneficiados podrían ser más de 28.500 personas.


Por otra parte, destacó que el informe evacuado por la Comisión Valech incluyó el nombre y la cédula de identidad de todas las personas que fueron calificadas, única identificación que se hizo de las víctimas; todos los antecedentes, ya sea el testimonio, los antecedentes complementarios que permitieron su calificación y los actos administrativos que hizo la Comisión, se encuentran en custodia del Ministerio del Interior en un recinto que se construyó para tal efecto en el Museo de la Memoria. Agregó que la Comisión Valech sólo entregó un listado al INP para poder hacer efectivo el beneficio de la pensión de reparación, con copia al Ministerio del Interior. Al terminar su trabajo, la Comisión Valech recomendó que a cada persona calificada se le enviara una nota señalando la situación de su calificación, con copia del informe. Puntualizó que esas fueron las dos ocasiones en las que entregaron en una lista alguna información vinculada a esas personas.


Consultada acerca de la necesidad de establecer una normativa más completa en materia de becas Valech, recomendó revisar el reglamento y no realizar modificaciones legales. En cuanto a la posibilidad de limitar en el tiempo y en la modalidad, los beneficios derivados del nuevo proceso de calificación, indicó que a propósito de la dictación de la Ley N° 20.405, se generó alguna participación de la Comisión Valech, acotándose con mayor claridad el tipo de beneficio. Reconoció finalmente que no existe un plazo estipulado ni en la ley N° 19.992 ni en la ley 20.405 que limite el derecho a impetrar los beneficios educacionales.


A continuación, explicó que, si se clasifica a las víctimas por sus edades al momento de haber sufrido la tortura o prisión, el 44% de ellas tenían entre 21 y 30 años. Si se calcula la edad actual de las víctimas, se observa que el 44% de ellas tendrían entre 51 y 60 años, y el 12% entre 41 y 50 años. Indicó que, precisamente este dato justificó la recomendación efectuada por la Comisión Valech, en orden a establecer un fondo que pudiera usarse por los hijos de las víctimas.


En relación a la forma cómo la Comisión acreditó que las víctimas habían interrumpido sus estudios, puntualizó, en forma previa, que lo que se calificó fue la prisión política pero no la tortura, por la dificultad que esto significaba. En el mismo sentido, explicó que no se calificó ni determinó quiénes eran las personas que habían dejado suspendidos sus estudios, sino que la única labor que le correspondió a la Comisión en esta materia, fue elaborar una ficha con la información del declarante, referida a sus datos de identidad, a qué hacía al momento de los hechos y cuál era su actividad al momento de la declaración.


En cuanto a la publicidad de los datos recabados por la Comisión, informó que el tratamiento de los datos fue cuidadoso, con protocolos de uso de la información y una base informática en la que sólo dos o tres personas tenían acceso al listado final de las personas. Así, señaló, quien tomaba testimonio tenía acceso a llenar los datos del declarante, el calificador (abogado), tenía otro universo y sólo los Comisionados tenían acceso al conjunto de la información.


Consultada sobre las fechas exactas de entrega de la información recabada, informó que el listado de nombres con cédula de identidad se entregó alrededor del 20 de noviembre de 2004 al entonces Presidente de la República, quien habría ocupado entre diez y quince días para leer el informe. Una vez que se informó a la ciudadanía, se subió los listados con los nombres en las páginas web del Gobierno de la época y de la Comisión Valech; la información final con el listado para el Ministerio del Interior – custodio de acuerdo a la ley 
N° 19.992 - y para el INP habría sido enviada en junio de 2005, porque la Comisión terminó su labor el 31 de mayo de 2005. Durante un tiempo se arrendó un lugar externo para su cuidado y luego se adoptó la decisión de trasladar los antecedentes al Museo de la Memoria y los Derechos Humanos. Concluyó indicando que no recordaba haber enviado información al Ministerio de Educación.


Acerca del financiamiento que habría considerado la ley N° 19.992 para la entrega de las becas de estudio, señaló que no se determinó una cantidad de recursos asociada al universo total de beneficiarios, sino que se otorgó paulatinamente pues no se sabía el comportamiento del beneficio. En cambio, explicó, respecto del PRAIS se dio un recurso acotado para el financiamiento de los equipos en los 26 Servicios de Salud.


Respecto a qué organismo tenían a su cargo el seguimiento de los programas de becas Valech y Prais, informó que ninguno. Agregó que el Instituto de Derechos Humanos dentro de sus funciones, tenía la posibilidad de hacer un seguimiento a las medidas de reparación.


Sesión 78, en lunes 16 de agosto de 2010

A esta sesión asistieron el Contralor General de la República, señor Ramiro Mendoza, la jefa de la División de Auditoría Administrativa, señora Patricia Arriagada, y la subjefa de la División de Auditoría Administrativa, señora Dorothy Pérez.


El señor Mendoza inició su exposición explicando que en su presentación pretendía hacer una línea de tiempo respecto de cuáles habían sido los problemas que había enfrentado la Contraloría General de la República durante la vigencia de la ley N° 19.992, norma que estableció los beneficios de carácter educacional en su Título III, entre los artículos 11 al 14.


A continuación se refirió específicamente al artículo 13 de la ley N° 19.992, según el cual “Los beneficiarios que soliciten continuar sus estudios de enseñanza superior en instituciones de educación superior estatales o privadas reconocidas por el Estado, tendrán derecho al pago de la matrícula y del arancel mensual. El costo de este beneficio será de cargo del Fondo Becas de Educación Superior del Ministerio de Educación.” Comentó que durante la aplicación de este beneficio adquirió especial importancia la definición de los términos “continuar” y “enseñanza superior”.


El 4 de febrero del 2005, el Ministerio de Educación emitió el Decreto N° 32, Reglamento de la ley N° 19.992. Al respecto, señaló que la primera dificultad que enfrentó la Contraloría, fue que este reglamento exorbitaba el contenido del referido artículo 13, circunstancia que se representó en el dictamen N° 21.830, del 6 de mayo de 2005, el cual representa, respecto de la primera versión de! decreto N° 32, el tema del financiamiento del programa de postgrado, por cuanto el espíritu de la ley es que el beneficiario logre el término de estudios universitarios normales y no cursos de postgrado.


Posteriormente, el 7 de julio de 2005, la Contraloría vuelve a representar el proyecto del Decreto N° 32, a través del dictamen N° 31.503, que señala: “De esta manera, entonces, es dable concluir que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 11, en armonía con el artículo 13 de la ley N° 19.992, el Estado garantiza la continuidad de estudios superiores a las personas que señala, hasta completarlos en ese nivel, de tal forma que el beneficio en examen sólo permite financiar los estudios que cada persona elija en un determinado establecimiento de enseñanza superior, hasta la obtención de un título profesional o de un grado de licenciado, quedando excluidos, en consecuencia, los programas de postgrados, por lo que resulta improcedente lo dispuesto en el referido artículo 70...”.


Finalmente, el 17 de agosto de 2005 la Contraloría toma razón al decreto 32 del Ministerio de Educación, cuyo texto vigente no contiene  referencia a postgrados.


A continuación, indicó que el 22 de mayo de 2008, se realizó una presentación ante la Contraloría por parte del Senador Alberto Espina, mediante la cual señaló haber recibido un correo electrónico en que se le informaba que se estaría realizando un aprovechamiento por parte de algunas instituciones educacionales de manera espuria en relación con el beneficio de las becas Valech.


Esta denuncia dio como resultado que el día 16 de octubre de 2008, se emitiera un pre informe de observaciones, según el cual se determinó que: “Efectuada la investigación pertinente, se estableció que durante los años 2005, 2006 y 2007, el Ministerio de Educación pagó a la Universidad de Artes y Ciencias Sociales, Arcis, y de Artes, Ciencias y Comunicaciones, Uniacc, un total de 6.151.519.742 pesos por concepto de matricula y aranceles correspondientes tanto a estudios de magíster y doctorado como a un programa no conducente a título profesional ni grado de licenciado...”.


Explicó, en relación a este pre informe, que la Contraloría detectó que, pese a que había sido reparado el decreto reglamentario que había dado origen a la ejecución de esta ley, precisamente en estos aspectos, se estaba pagando por parte del Ministerio de Educación arancel y matrículas que correspondían a cursos de postgrado, magister y doctorado, que no eran ni podían ser financiados con los recursos de la ley N° 19.992, en lo que dice relación con las becas Valech.


El citado pre informe, señaló, fue enviado al Ministerio de Educación y, e! 31 de diciembre de 2008, luego de conocer la respuesta de ese Ministerio, se emitió el dictamen 
N° 62.306, que ratificó la improcedencia de este tipo de asignaciones o gasto público, con cargo a esta ley. En seguida, se refirió al contenido del párrafo segundo de este dictamen, que estableció: “Con todo, teniendo presente que tanto los pagos ya realizados en los años 2005, 2006 y 2007, así como también las sumas que actualmente se adeudan a las referidas universidades por concepto de matrículas y aranceles correspondientes al año 2008, encuentran sustento en la efectiva prestación de servicios educacionales, los actos administrativos referidos a tales prestaciones no pueden ser dejados sin efecto, por cuanto la potestad invalidatoria de que está revestida la Administración reconoce como único límite a su ejercicio el no poder afectar intereses de terceros...”. Al respecto indicó que esto significaba que no se podían iniciar juicios de cuentas respecto de pagos que habían sido realizados y recibidos de buena fe. Por lo tanto, lo que se dijo al Ministerio de Educación fue que a partir del 31 de diciembre de 2008, no podía seguir comprometiendo recursos para cursos de postgrado, magister y doctorado, con cargo a la ley N° 19.992.


Aclaró que todos los pagos de los años 2009 y 2010, si los hubiera, podían ser objeto de un juicio de cuentas, procedimiento mediante el cual se analiza la responsabilidad del funcionario público que autoriza o genera un gasto que no tiene un origen ni un respaldo legal. Esto supone un nexo de vinculación, y por lo tanto si no está el funcionario, no puede realizarse un juicio de cuentas, y en ese caso Contraloría debería poner los antecedentes a disposición del Consejo de Defensa del Estado para que ejerciera las acciones que estimara pertinentes.


Posteriormente, indicó, el 12 de agosto de 2009, el Ministerio de Educación presentó una solicitud de reconsideración del dictamen N° 62.306, mediante el cual persistió en la posibilidad de pagar con cargo a la ley Valech programas de postgrado y de aranceles universitarios que correspondían a cursos no conducentes a un título profesional.


El 16 enero 2010, la Contraloría General envió al Ministerio de Educación el informe final N° 248, cuyas principales conclusiones pueden sintetizarse en los siguientes aspectos:


a) Se pagaron M$ 373.160 por cursos on line y programas no conducentes a la obtención de título profesional o grado académico, contraviniendo la normativa sobre continuidad de estudios superiores, acorde con la ley N° 19.992, y la jurisprudencia contenida en los dictámenes N°s. 21.830, 31.503 y 62.306, entre otros.


b)
Se autorizaron pagos vía decretos a la Uniacc y a la ARCIS por M$ 4.503.449 correspondientes a estudios de post-grado, Magíster y Doctorados, vulnerando la citada ley 
N° 19.992 y lo dictaminado por este organismo de control.


c)
Se pagó M$ 139.080 por cursos realizados por beneficiarios que no cumplían los requisitos mínimos para acceder a la enseñanza dictada por la Universidad de la República.


Finalmente, a través del dictamen N° 18.968, de fecha 12 de abril de 2010, la Contraloría ratificó el dictamen N°62.306. En esta oportunidad, indicó que el órgano de control fue más explícito, al concluir que: “Finalmente, cumple esta Contraloría con señalar que el Ministerio de Educación ha incurrido en un incumplimiento sostenido y manifiesto de la jurisprudencia administrativa de esta Contraloría General en relación a la materia que se trata, por lo que deberá adoptar las medidas tendientes a iniciar las investigaciones administrativas que correspondan con el objeto de determinar las eventuales responsabilidades en la inobservancia de los dictámenes N° 21.830 y N° 31.503, de 2005, y N° 62.306 de diciembre de 2008.”. Este dictamen, además, en su acápite cinco, menciona pagos de becas a personas que no se encuentren individualizadas en las normas de la ley 19.992; según el informe se habría comprobado el pago de $3.926.000 al instituto profesional Arcos, por don Cristián Silva Olguín, quien no figuraría en la lista de víctimas; finalmente se devolvieron los recursos que se pagaron.


Consultado acerca de cuáles habrían sido los motivos que tuvo el Ministerio de Educación para “insistir” en un decreto representado por la Contraloría, explicó que jurídicamente no se trata de una insistencia; en este caso, explicó, se habría producido una “divergencia interpretativa” entre el Presidente de la República y la Contraloría, el año 2005, en lo que dice relación con el contenido sustantivo de la beca.


En cuanto a qué funcionarios, en su opinión, serían responsables de estas irregularidades dentro del Ministerio de Educación, explicó que si existiera una responsabilidad patrimonial que hacer efectiva, del año 2009 en adelante, ésta correspondería a quienes concurrieron al acto, es decir, el Ministro, el Jefe de la División Superior y el Jefe de Presupuestos de esa división.


Aclaró a continuación, que no hubo ninguna consulta formal, de parte de las universidades, respecto del procedimiento de obtención de becas Valech; reconoció que sí existió una entrevista con el representante legal de la Universidad Uniacc, quien hizo presente los inconvenientes que significaban para esa casa de estudios, la aplicación del criterio de Contraloría.


Consultado acerca del control que habría efectuado la Contraloría respecto de los recursos transferidos a universidades entre los años 2009 y 2010, indicó que la Contraloría ha comenzado a hacer el seguimiento del informe final N° 136, elaborado en diciembre de 2008, existiendo un sumario administrativo, en actual tramitación, en lo que respecta al levantamiento de cargos en materia de cuentas.


Por último, se refirió a la situación de los beneficiarios que no han podido acceder a las becas de estudio debido a que el año 2010, el Ministerio de Educación congeló todo el proceso de asignación de becas, explicando que si una persona cumple los requisitos, exista o no la glosa presupuestaria, está ejerciendo un derecho y si la Administración no se lo otorga, hay un incumplimiento. En este caso, indicó, se lo tendrán que otorgar los tribunales de justicia a través de un recurso de protección y, en la medida que la omisión sea antijurídica, las personas podrán reclamar a la Contraloría para que realice una labor de fiscalización o de investigación especial para los efectos de proteger a esas personas. Agregó que esos beneficiarios también podrían hacer valer sus derechos a través de un juicio ordinario, para cobrar su beca a través de los tribunales ordinarios de justicia.


Sesión 8a, lunes 30 de agosto de 2010

Concurrieron como invitadas las señoras Rosemary Stevens y Patricia Lara y el señor Hugo González, ex alumnos de la Universidad Uniacc y beneficiarios de las becas Valech.


La señora Stevens en primer lugar señaló que fue insultante para los ex alumnos de Uniacc ser conceptuados como analfabetos, en el programa emitido por TVN que denunció las irregularidades investigadas por la Comisión.


Señaló que consideraba, junto a sus compañeros, haber sido víctima de una estafa. En ese sentido, explicó que mientras era alumna de Uniacc, se reunió en distintas oportunidades con el señor Daniel Farkas, a quien le planteó que no se les estaba entregando lo que pretendía la ley Valech.


Agregó que, además solicitaron una audiencia con la ministra de Educación de la época, señora Yasna Provoste, sin recibir respuesta. Aclaró que quien los recibió fue un abogado del departamento jurídico -el señor Insulza- quien les entregó información contradictoria.


Dentro de las irregularidades observadas, comentó que a muchas personas que tan sólo tenían aprobado hasta cuarto o quinto año de enseñanza básica, la Unniac les ofreció cursos, para lo cual se les envió a un colegio en Peñaffor o Talagante, a fin de que obtuvieran el certificado de cuarto medio.


A los alumnos de Uniacc se les entregaba cada semestre un certificado firmado por el señor Gustavo Cárdenas, Secretario General de la Universidad.


Agregó ante una consulta, que fueron contactados directamente por gente de la Uniacc.


Señaló que los cursos se impartían los sábados desde las 08:00 horas hasta las 16:30 horas. Todos los ramos eran breves e iban cambiando. La evaluación consistía en pruebas periódicas sobre las materias impartidas, con bastante materia y trabajo en el computador; no regalaban las notas.


Consultada acerca de la publicidad que se le dio a los resultados del trabajo de la Comisión Valech, señaló que cuando recibió la información el Ex Presidente de la República señor Ricardo Lagos, dijo que sólo iba a quedar registro en un libro entregado a todas las víctimas y que la información se liberaría en cinco años. Sin embargo, no se explica cómo contactaron a los potenciales beneficiarios a través de correspondencia personal dirigida a sus casas, y luego con posteriores llamadas telefónicas.


En su opinión, el problema radicó en la falta de información tanto para los beneficiarios cómo para la generalidad de las instituciones de educación superior. La información la manejaba sólo el Ministerio de Educación, razón por la cual cree que respecto de la información que manejaba la Unniac debió existir participación de funcionarios de esa cartera.


El señor González, afirmó que fue contactado por Uniacc directamente a través de una llamada telefónica a su casa, sin informarle el valor de los cursos ofrecidos, pero señalándosele que las personas beneficiadas por la beca Valech “eran el mejor ejemplo del compromiso social de la universidad”.


Explicó que su aspiración siempre fue poder transferir el beneficio de estudio a algún hijo, pero en el Ministerio de Educación le informaron que no existía esa posibilidad, no obstante, luego se permitió y la beca ahora es transferible a un hijo, hija o nieto. Indicó que al tomar conocimiento de ello, solicitó a la entonces ministra Mónica Jiménez la restitución de la beca, a lo cual se le respondió que ya la había ocupado en la Uniacc. Señaló que reclamó en la Contraloría, este organismo lo derivó al INP, y el INP lo derivó nuevamente al Ministerio de Educación.


A continuación, indicó que había terminado de cursar sólo sexto básico, sin embargo, no se le exigió acreditar ningún nivel educativo para ser destinatario de cursos universitarios. Agregó que, al consultar al Ministerio de Educación sobre la calidad de los cursos impartidos por Uniacc, se le informó por parte del abogado Insulza y de la señora Sally Bendersky, que la universidad, era autónoma y el ministerio no tenía ninguna posibilidad de inferir o calificar sus programas ni la integración de sus mallas de estudio.


Concluyó señalando que, en su opinión, las transferencias de recursos desde el Ministerio de Educación a la Uniacc habían sido ilegales porque no cumplieron el sentido de la Ley 
N° 19.992, circunstancia que precisamente debía determinar esta Comisión Investigadora.


Por su parte, la señora Lara explicó que en su oportunidad, fue contactada por la Universidad de Los Lagos, la Universidad Bolivariana y la Uniacc, eligiendo en definitiva esta última casa de estudios porque se le ofreció un curso por dos años y medio, con módulos trimestrales y clases los días viernes en la tarde y sábado hasta las 16 horas. Se le informó además, que se le entregaría dinero para locomoción -porque no tendrían pase escolar- almuerzo y algunos útiles.


Sesión 9', lunes 13 de septiembre de 2010


A esta sesión, asistieron como invitados las señoras Inés Cerezo, Mónica Antoncen, 
María Teresa Díaz y el señor Eugenio Núñez, ex alumnos de la Universidad Uniacc y beneficiarios de dicha beca; los señores Miguel Retamal y Ramón Núñez, Presidente y Secretario de la Agrupación Nacional de Ex Presos Políticos; la señora Elizabeth Vega y los señores Justo Espinoza, Jorge Negroni y Nelson Rivas, todos de la Cuenca del Carbón; el señor Ricardo Medina, Rector de la Universidad Bolivariana; Pedro Medina, Prorrector de la Universidad Uniacc, Gustavo Cárdenas y José Antonio Díaz, Secretario General y Vicerrector de Finanzas de la misma universidad y el señor Alfredo Romero, Rector de la Universidad La República.


El señor Cárdenas, Secretario General de Universidad Uniacc, señaló que la universidad en los últimos años ha recibido en sus aulas, en distintos programas de estudio, correspondientes a carreras regulares u otros de distintas características, a una cantidad importante de personas beneficiarias de la ley N 19.992. Agregó que, además, la universidad recibió otra cantidad importante de beneficiarios de Becas Valech en el Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías, el cual ha sido objeto de cuestionamientos en distintas instancias.


Respecto a este Programa explicó que, después de promulgada la ley N° 19.992, muchos beneficiarios se acercaron a la universidad, señalando no haber terminado la enseñanza media, pero manifestando tener la legítima inquietud usar el beneficio de estudio en instituciones de educación superior. Indicó que la única posibilidad de permitir a esas personas el uso del beneficio, consistía en crear un programa con características especiales, donde el requisito de ingreso no fuese la escolaridad completa y en ese contexto la Uniacc presentó el Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías, no conducente a un título o grado de los que regula la ley de enseñanza. Informó que el Programa tenía una malla curricular de cinco trimestres, que incluía un propedéutico y un proyecto concreto y práctico de emprendimiento para que los alumnos pudiesen desarrollar alguna actividad comercial.


Señaló a continuación que, para la dictación del referido Programa, la universidad instaló establecimientos en más de la mitad del país, a través de convenios con colegios o municipios, formándose además, nuevos equipos de docentes, sicólogos y sociólogos que pudiesen atender tanto las necesidades formativas como el apoyo sicosocial que se entregó a los alumnos. Indicó que, previamente al desarrollo del Programa, en abril del 2006, la universidad consultó específicamente al jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación acerca de la pertinencia y legalidad del aludido Programa, obteniéndose una respuesta afirmativa. En !a oportunidad el Ministerio habría señalado que ni la ley N° 19.992 ni su reglamento, establecen requisitos específicos para que los beneficiarios puedan ingresar a estudiar a instituciones de educación superior. Tampoco determina que los estudios cursados deban conducir a algún tipo de titulo o de grado académico. Esto, en su opinión, constituyó una verdadera visación del Programa por parte del Ministerio de Educación. Además de esta consulta, indicó, se pidió informes en derecho a destacados juristas quienes llegaron a una conclusión semejante a la del Ministerio de Educación, considerando que el derecho a la educación reconocido en la ley N° 19.992, no estaba restringido ni a tipos de programas ni a alguna etapa de la vida, debiendo aceptarse el concepto de “educación continua”. Por otro lado, recalcó que, la legalidad del Programa encontraría amparo en la autonomía universitaria, garantizada tanto en la antigua Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza como en la actual Ley General de Educación. Especificó que esta autonomía comprende autonomía administrativa, económica y académica, significando esta última que las universidades tienen el derecho de organizar libremente la forma de cumplir sus funciones de docencia, investigación y extensión,


Consultado acerca de si se estableció algún límite en cuanto a los recursos a los que tenían acceso los beneficiarios, dado el costo de cinco millones doscientos mil pesos que éste tenía por alumno –valor superior al promedio de otras carreras- señaló que ni la ley N° 19.992 ni su reglamento, establecieron limitaciones de recursos para la beca y que las que existen fueron introducidas, por la vía de los reglamentos o de los dictámenes de la Contraloría. En relación a la circunstancia de que un alumno repitiera y, en consecuencia, excediera los dos años y medio considerados para la duración formal, informó que el nivel de cumplimiento dentro de los plazos formales era del orden del 70% al 75% de los alumnos.


Por último, respecto a los encargados de coordinar el programa, indicó que éste se dictó en muchas localidades del país y la universidad, en cada lugar, reclutó personas como responsables administrativos, quienes tenían que ver, por una parte, con las sedes donde se realizaban las actividades y, por otra, con e? reclutamiento de los docentes. Estos coordinadores locales, tenían además, la responsabilidad de velar por que las actividades docentes y académicas que desarrollaran normalmente, debiendo enviar reportes semanales de lo que ocurría en cada localidad a la sede principal de la universidad, en Santiago, donde había un equipo coordinador que llevaba el control de los agentes focales.


Acerca de las denuncias efectuadas por personas que no terminaron el programa y figuran como receptores de la totalidad del beneficio, expresó que la universidad aplicó los siguientes criterios: respecto de quienes lo abandonaron en forma temprana (221 casos), se informó por escrito al Ministerio de Educación, que la persona no había ocupado el beneficio, de tal suerte que se le liberara para que pudiese ocuparlo en otra institución o se traspasara a un hijo o nieto, como lo faculta la Ley de Presupuestos. Respecto de quienes abandonaron el programa cuando éste ya se encontraba avanzado, en un 70% a 80%, la universidad consideró ocupado el beneficio, sin perjuicio de que en algunos casos no se cobraron las últimas cuotas.


Finalmente, informó que sólo en diciembre del 2008 la Ley de Presupuesto estableció una glosa específica según la cual se permitió que los beneficiaros de la ley N° 19.992 pudiesen traspasar el beneficio a algún hijo o nieto. Y, recalcó, al respecto que los estudios a que 
podían acceder esos parientes -hijos o nietos- debían ser conducentes a títulos de pregrado o técnicos impartidos por instituciones de educación superior, privadas o públicas.


Paralelamente, la Contraloría General de la República estableció una nueva interpretación de la ley N° 19.992, en el sentido de que en virtud de esa legislación sólo debían financiarse estudios de pregrado, excluyéndose a los posgrados y a los estudios que no conducían a licenciatura. Sin embargo, se excluyó de esta exigencia lo obrado por la Uniacc en los años anteriores, aplicando el principio de derecho público “confianza legítima'', por cuanto la universidad consultó a la autoridad administrativa competente la legalidad de su actuar y, sobre la base de la información obtenida desarrolló el Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías.


Concluyó señalando que a partir de la interpretación de la Contraloría el año 2008, todos los alumnos beneficiarios de becas Valech que han estudiado en Uniacc lo han hecho en programas regulares que conducen a títulos de pregrado.


A continuación informó, en relación a los montos que se han transferido desde el erario público a la Uniacc que las cifras entregadas a la Comisión se refieren a todos los alumnos que han participado en programas regulares de la universidad. Por otra parte, explicó que ha sido política permanente sólo cobrar aquellos recursos por alumnos que efectivamente han hecho uso de los beneficios, efectuando devoluciones por aquellos alumnos que se retiraron tempranamente o que, no obstante matricularse, no asistieron a clases. Estas devoluciones se han concretado a través del ajuste en el año siguiente de lo pagado o mediante depósitos directos a la Tesorería General de la República.


Consultado sobre la vinculación de Gabriel Lasen, funcionario Uniacc y su hermano de Rodrigo Lasen, encargado de las becas Valech en el Mineduc, señaló que evidentemente era conocida, sin embargo, la incorporación del señor Gabriel Lasen a la Uniacc se produjo en julio de 2008, y no tendría nada que ver con programas de estudio que se venían dictando desde el año 2006.


En relación a las personas encargadas de “reclutar” a beneficiarios de las becas Valech, y la información que entregaban a los potenciales alumnos, explicó que este programa nunca tuvo la finalidad de nivelar la enseñanza media ni mucho menos de entregar licencia de enseñanza media a las personas que lo usaron ya que las universidades no están facultadas para eso. Supone que pudo haber personas inescrupulosas que dieron esa información a personas que, de buena fe, creyeron, pero no fue información entregada por la universidad.


Respecto a si Uniacc creó una Licenciatura en Administración y Gestión de Organizaciones Sociales, informó que efectivamente se había creado, con una duración de cuatro años u ocho semestres, que conducía a la obtención de un grado académico, tal como Licenciatura en Administración Pública, en Administración de Empresas, etcétera. La licenciatura se ofreció a alumnos que habían participado en otros programas de la universidad y también al público general. Al año 2010, indicó, existen 67 alumnos que están cursando esta carrera en modalidad on fine, reconociendo las dificultades de algunas personas que han requerido de apoyo presencial.


El señor Díaz, Vicerrector de Finanzas de la Uniacc, consultado sobre los parámetros utilizados para fijar el valor del Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías, explicó que las carreras tienen, en promedio, valores en orden a los 4,2 millones de pesos y el valor de este Programa ascendía a 5,2 millones de pesos. El mayor valor se basó en que existían prestaciones que distinguían este Programa de otros planes de estudio, como el transporte de los estudiantes, el apoyo psicológico a los alumnos y la alimentación. Además, en ciertas localidades no era sustentable mantener los cursos, pero había otras localidades en que sí lo era, de modo que éstas subsidiaban a las primeras.


Agregó que del total de estudiantes que han utilizado el beneficio de la beca Valech en la universidad, el 83,3% corresponde a estudiantes de este Programa. Reconoció además, que dicho Programa sólo recibió beneficiarios Valech lo que significó un traspaso de aproximadamente 15 mil millones de pesos a Uniacc.


En relación al monto de recursos devueltos al Ministerio de Educación del total de 20 mil millones de pesos que obtuvo la Uniacc por concepto de becas Valech, informó que fueron aproximadamente 2.392 millones de pesos al año 2009.


Se refirió por último, a la estructura de sueldos de las personas que oficiaban como agentes de ventas de la Uniacc, explicando que había una estructura de comisiones y también una estructura de sueldos como administrativos, que funcionaba desde 2005.


Por su parte el señor Medina, Rector de la Universidad Bolivariana, acerca de la forma de captar alumnos los años 2007 y 2008, sostuvo que esta actividad se realizó a través del personal de admisión de la universidad, sin efectuar publicidad especial ni campaña directa.


En relación al 'Programa Educativo Universitario de Gestión para Emprendimiento”, implementado por la Universidad Bolivariana en marzo de 2008, a través del Decreto N° 16 de ese mismo año, e inscrito en el Ministerio de Educación, con fecha 1 de abril de 2008, indicó que éste se enmarcó dentro de la política de responsabilidad social universitaria y el sentido de vocación pública de la Universidad. Estaba destinado a los beneficiarios de la Ley 
N° 19.992 y orientado a generar competencias en las áreas de gestión de comunicación, gestión administrativa, gestión contable y gestión de desarrollo personal, con una duración de dos años, y no conducente a título profesional ni a grado académico. Durante el año 2008 se matricularon 255 alumnos de los cuáles egresaron 150. Agregó que, aquellos estudiantes con licencia de educación media, podían optar a alguna carrera técnico universitario, sin costo adicional.


A fines del año 2008, la Contraloría General de la República emitió el Dictamen 
N° 62.306, que precisó que sólo podían acceder al beneficio de la ley N° 19.992 las personas que cumplieran los requisitos para acceder a la educación superior, en carreras de pregrado y no de capacitación ni de postgrado. Por lo tanto, indicó, el año 2009 la universidad no recibió alumnos para el Programa Educativo Universitario de Gestión para Emprendimiento. A partir de esa fecha, los beneficiarios han podido acceder a los cursos y programas técnicos o profesionales que la universidad dicta en sus aulas. Aclaró que 44 estudiantes habían renunciado al Programa, circunstancia debidamente informada al Ministerio de Educación y cuyos aranceles fueron reintegrados a dicha entidad. Puntualizó que el Programa contemplaba dos años, por lo cual ha continuado para quienes ya estaban cursando esos estudios; todos los demás alumnos irán a carreras de pregrado.


Añadió que desde el año 2009 la mayor cantidad de beneficiarios Valech se han concentrado en el Programa Técnico Universitario en Gestión de Organizaciones con Mención Computación, carrera técnica de nivel superior, con más de 1.600, horas en 5 semestres de duración, régimen presencial, sistema curricular rígido y horario vespertino. Esta carrera cuenta con 59 alumnos matriculados informados al Ministerio, de los cuales 2 han renunciado.


En cuanto al total de becarios Valech, indicó que la universidad ha recibido un total 395 beneficiarios, de los cuales el año 2008, 255 optaron por el Programa Educacional para Emprendimiento, 59 por Técnico en Gestión de Organizaciones Mención en Computación, 33 por Derecho y 13 por Trabajo Social. Al año 2010 quedan 56 beneficiarios en Técnico en Gestión para Organizaciones y 150 en los programas adicionales.


El señor Romero, Rector de la Universidad de la República, señaló que la Universidad de la República recibió a alumnos beneficiarios de Becas Valech en carreras impartidas para todo tipo de alumnos, quedando a la fecha, en cursos regulares para pregrado, entre 14 y 15 alumnos.


Existió sólo un programa especial cuestionado por Contraloría General de la República, que se generó ante la petición de un grupo de beneficiarios que, a raíz de su renuncia de otra universidad, solicitó un curso especial de computación básica, media y avanzada. Respecto de este curso, aclaró que, se hizo la consulta al Ministerio de Educación sobre la posibilidad de generarlo, obteniéndose su beneplácito. El curso partió con 43 alumnos en noviembre de 2007, de los cuales algunos de ellos no asistieron, situación informada por la Rectoría de la Universidad al Ministerio de Educación para que se procediera a descontar aquellos recursos que correspondían a los alumnos que se habían retirado o que sencillamente no habían asistido a clases.


Consultado si después de diciembre de 2008 –fecha en que la Contraloría estableció criterios específicos para el uso de las becas Valech- se impartieron estos cursos, respondió negativamente. Explicó que los alumnos que venían en continuidad de cursos de pregrado asisten a sus clases junto a todos los alumnos que no están relacionados con las becas Valech.


A continuación el señor Justo Espinoza, beneficiario de Beca Valech de la zona de la Cuenca del Carbón, informó haber sido detenido cuando cursaba tercer año de ingeniería en ejecución mecánica. Luego añadió que cuando supo de los beneficios educacionales que concedía la ley N° 19.992, mediante las becas Valech, vio la oportunidad de terminar sus estudios y obtener un título profesional. Fue así como el año 2008 inició el curso Programa Universitario en Comunicación y Gestión de la Tecnología, sin embargo, posteriormente se le informó que el programa que cursaba era similar a un bachillerato que servía para entrar a la universidad.


Con el correr del tiempo, constató que sus compañeros no tenían la misma escolaridad, pues algunos sólo habían aprobado la enseñanza básica, y otros, parte de la enseñanza media. Por elfo, el curso consistió en una nivelación básica de matemáticas y gramática y después de dos años, se le ofreció estudiar licenciatura en organizaciones sociales y comunitarias.


La señora Vega, beneficiaria de Beca Valech de la zona de la Cuenca del Carbón, a su vez, consultada sobre la forma cómo fue contactada por Uniacc, informó que, junto a sus compañeros de Lota cursó el programa Preuc de esa universidad y que, en cada comuna eran distintos los captadores. En su caso personal, le llegó una carta de don Luis Fuentes Kratter, académico, ofertándole un curso que posteriormente le fue presentado en una entrevista personal.


Finalmente el señor Negroni, beneficiario de Beca Valech de la zona de la Cuenca del Carbón, explicó, en su calidad de profesor, que las clases impartidas a los beneficiarios de becas Valech, no tenían metodología ni organización, nunca existió un consejo de profesores y se desconocía totalmente las irregularidades que ocurrían en la sede de Uniacc en Santiago.


Después de terminar dos cursos de programas universitarios, 2008-2009, se le ofreció un título académico universitario con la mención en Licenciatura en Administración de Organizaciones Sociales y Comunitarias. Agregó que después del reportaje que exhibido por Televisión Nacional, el señor Gustavo Cárdenas Ortega, Secretario General de la Universidad Uniacc, le informó por escrito que se suspendían las matrículas para este curso, por un proceso de investigación. Como consecuencia de lo anterior, concurrió a la Secretaría Regional Ministerial de Educación en Concepción para estampar un reclamo y en la oportunidad fue informada que de acuerdo a los registros del Ministerio se le había otorgado el certificado de licenciatura de enseñanza media el año 2009, en Santiago. Explicó que esa información era falsa pues realizó sus estudios en Concepción, en el Liceo Experimental de Niñas, licenciándose el 21 de diciembre de 1974. Enfatizó que le parecía sumamente grave esta adulteración de instrumento público, que además, afectó a varios de sus compañeros de estudio.


Otra situación irregular se presentó con alumnos que para continuar con la Licenciatura en Administración de Organizaciones Sociales y Comunitarias, necesitaban contar con licencia de enseñanza media, y como no la tenían, el vendedor de Uniacc José Antonio Rebolledo gestionó un examen para que la obtuvieran rápidamente. Señaló que en su opinión esto se realizó para que el grupo no se dispersara por falta de nivelación de los alumnos.


Sesión 10a en lunes 4 de octubre de 2010

A esta sesión concurrieron como invitados las señoras Inés Cerezo y María Teresa Díaz y el señor Eugenio Núñez, ex alumnos de la Universidad Uniacc y beneficiarios de dicha beca, quienes reiteraron lo manifestado en la Sesión 2a, celebrada el 7 de junio de 2010.


b) Documentos recibidos

1 Decreto N° 407, del Ministerio de Educación, de 2008, que reglamenta otorgamiento de becas de matrícula, financiadas por el ítem de becas de educación superior, año 2008.


2.
Decreto N° 32, del Ministerio de Educación, de 2005, que reglamenta otorgamiento de beneficios educacionales contemplados en la Ley N° 19.992.


3.
Folleto informativo Universidad a Distancia de UNIACC, Programa académico de profundo sentido humano con la mirada realizada de UNIACC, sobre la cultura y la comunicación.


4.
Listado de fecha 16 de abril de 2010, de ex alumnos valech que presentaron querella en contra de la Universidad UNIACC, sede de Valparaíso.


5.
Copia de 8 correos electrónicos entre UNIACC y señora Inés Cerezo, entre el 24 de julio y el 30 de noviembre, de 2009.


6.
Copia de 7 correos electrónicos entre señor Rodrigo Lasen y señora Inés Cerezo, entre el 3 de septiembre y el 25 de noviembre, de 2009.


7.
Carta de 19 de junio de 2009, enviada por la señora Inés Cerezo a la Presidencia de la República.


8.
Solicitudes de obtención de beca de estudios a la UNIACC, de la señora Inés Cerezo y del señor Eugenio Núñez, ambas de fecha 1° de julio de 2009.


9.
Copia de 2 correos electrónicos del señor Eugenio Núñez al señor Daniel Núñez, ambos con fecha 12 de abril de 2010.


10. Presentación efectuada en sesión del 6 de junio de 2010, por ex alumnos de la Uniacc, beneficiarios de Becas Valech.


11. Carta de la señora Nelly Cárcamo, vicepresidenta ONG Unexpp Chile, al senador Alberto Espina, el 14 de mayo de 2008.


12. Carta sin fecha de la señora Nelly Cárcamo, Vicepresidenta ONG Unexpp Chile, al Ministro de Educación.


13. Fotocopia parcial del libro titulado: “El Negocio de las Universidades en Chile”, en el cual se alude a las Becas Valech y a Uniacc.


 14. Documento de una página titulado: “Estudios frustrados de psicología en Uniacc”, elaborado por el señor Juan Lecaros, en abril 2010, y presentado en la Comisión en sesión del 6 de junio del 2010.


15. Copia del certificado de aprobación del Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías, impartido por UNIACC, otorgado al señor Eugenio Núñez, julio 2008.


16. Nota de 11 de junio de 2010, de la ex ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, por la cual se excusa de asistir a esta sesión, expresando su disposición a aportar los antecedentes que la Comisión pueda requerir una vez que finalicen las investigaciones penales y administrativas en curso.


17. Presentación efectuada a esta Comisión por el señor Raúl Celpa, en sesión 42 del 5 de julio de 2010, que sustenta la responsabilidad institucional como consecuencia de las denuncias hechas por la Comisión Nacional Unitaria de Exonerados y Ex Presos Políticos de Chile, y otros documentos apartados por dicha Comisión con fecha 12 de julio de 2010.


18. Presentación en Power Point del Subsecretario de Educación, efectuada en sesión de fecha 26 de julio de 2010, respecto a los antecedentes de las Becas Valech.


19. Cuadro con listado de acciones de fiscalizaciones por parte del Mineduc, correspondiente a los años 2006-2007-2008.


20. Nomina de funcionarios del Ministerio de Educación, con participación en el proceso de evaluación de antecedentes y pago becas valech, ley N° 19.992, años 2005-2006-2007-2008-2009-2010

21. Nota de 26 de julio de 2010, de la Universidad UNIACC, mediante la cual pone a disposición de la Comisión antecedentes relativos a cursos, programas y carreras impartidas, desde el año 2005 a la fecha, en que fueron admitidos como alumnos personas beneficiarias de la ley N° 19.992, con indicación del monto de matrícula y aranceles cobrados; el número de personas matriculadas; la duración y modalidad de cada curso, programa o carrera; los títulos, menciones o grados otorgados; el número de alumnos que los han efectivamente obtenido, y el monto de los recursos pagados por el Ministerio de Educación, año a año, por cada beneficiario.


22. Minuta de presentación efectuada por la Vicepresidenta Ejecutiva de Becas Valech, señora María Luisa Sepúlveda, en sesión de fecha 2 de agosto de 2010.


23. Copia en papel y digital del Informe Final N° 248, de la Contraloría General de la República, sobre auditoría al programa becas de educación superior otorgadas en el año 2008, de la Subsecretaría de Educación, con fecha 13 de enero de 2010.


24. Informe de la Universidad Bolivariana, relativo a los cursos, programas y carreras impartidas, desde el año 2005 a la fecha, por esa casa de estudios superiores, y de las personas admitidas como alumnos beneficiarios de la ley N° 19.992.


25.
 Presentación remitida a esta Comisión por el señor Mario Concha Vergara, en relación a la exposición del señor Contralor General de la República, que sostiene que las personas acogidas a la Ley Valech no fueron beneficiarios de una beca sino que de una reparación para continuidad de estudios.


26. Certificados de notas y certificado de aprobación del Programa Universitario en Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías, impartido por UNIACC, de la señora Rosemary Stevens, de fechas octubre 2007 y junio 2008, respectivamente.


27. Copia de la presentación del Programa Universitario: Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías para la formación de emprendedores, impartido por UNIACC.


28.  Copia del Decreto de Rectoría N° DR016/2008, de fecha 12 de marzo de 2008 que crea el programa educativo gestión para el emprendimiento, de duración bianual y nombra coordinador, de la Universidad Bolivariana.


29. Minuta elaborada por la Fundación Jaime Guzmán, en relación a las eventuales irregularidades en el otorgamiento de las Becas Valech.


30. Copia de la carta del señor Gustavo Cárdenas, Secretario General de la Universidad Uniacc, al señor Julio Castro, Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, mediante la cual adjunta oficio del Ministerio de Educación que autoriza a la Universidad a impartir programas de estudios autorizados por la ley 19.992, fechada 20 de abril de 2006.


31. Antecedentes entregados relativos a la denuncia efectuada ante la oficina de Atención Ciudadana del Ministerio de Educación, sobre curso impartido por la Uniacc, con fecha 24 de junio del 2010.


32. Copia del Oficio N° 051991, de 6 de septiembre de 2010, de la Contraloría General de la República, mediante el cual solicita a la Universidad de Artes, Ciencias y Comunicación (Uniacc) informe si el señor Gabriel Lasen Santos se desempeñó en dicha Casa de Estudios como Director de Planificación e implementación Estratégica, y en qué período lo hizo, y si en virtud de dicho cargo le correspondió alguna intervención en relación con el otorgamiento de becas Valech.


33. Copia del Oficio N°051993, de 6 de septiembre de 2010, de la Contraloría General de la República, por el cual solicita al Ministerio de Educación informe si el señor Rodrigo Lasen Santos se desempeñó en dicha Secretaría de Estado como Jefe de Gabinete de Educación Superior y en qué período lo hizo, y si en virtud de dicho cargo le correspondió alguna intervención en relación con el otorgamiento de las becas Valech.


34. Copias de las presentaciones efectuadas por las autoridades de las Universidades Uniacc, Bolivariana y La República, en sesión de fecha 13 de septiembre de 2010.


35. Nota de fecha 27 de septiembre de 2010, mediante el cual la Jefa del Departamento de Servicios Legislativos y Documentales, de la BCN, remite análisis que le fuera solicitado por esta Comisión, en relación al informe emitido por la Universidad Uniacc, acerca de las Becas Valech (que hiciera llegar el Secretario General de dicha universidad a ésta comisión).


36. Nota de fecha 13 de octubre de 2010, mediante el cual el Subjefe de la Asesoría Técnica Parlamentaria, de la BCN, remite análisis que le fuera solicitado por esta Comisión, en relación a sendos informes emitidos por las Universidades Bolivariana y La República, acerca de las Becas Valech (que hicieran llegar dicha universidades a ésta comisión).


37. Copia de los siguientes documentos, remitidos por don Mario González Cea:


-Informativo sobre las modificaciones realizadas por el Gobierno a los beneficios de la Ley N° 19.992.


-Informe final N° 53/2009, de 30 de octubre de 2009, de la Contraloría General de la República en relación a la Universidad de Tarapacá.


-Carta del señor Iván Carvajal Núñez, publicada el 29 de marzo de 2008, en la prensa de Osorno,


-Balance de ejercicio año 2008, de la Agrupación Nacional de Ex presos políticos de 
Chile.


38.  Oficio ORD. 581, de 21 de octubre de 2010, del Director Nacional del Registro Civil e Identificaciones, mediante el cual remite a esta Comisión, CD-ROM con archivo Excel, que contiene nómina de personas fallecidas a la fecha, de aquellas individualizadas en el anexo “Listado de prisioneros políticos y torturados”, de la Nómina de Personas Reconocidas como Víctimas, que forma parte del Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por ef decreto supremo N° 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior.


39. Análisis de la BCN sobre la Base de Datos Servicio Registro Civil con becarios Valech fallecidos.

IV. Considerandos, conclusiones y proposiciones.


a) Considerandos:


1)
Sobre la Información periodística.


Que antes de todo, es menester señalar que a raíz de la investigación periodística del 7 de abril de 2010 del programa “Esto no tiene nombre” de Televisión Nacional de Chile, se denunció de manera pública el uso indebido de los beneficios otorgados por la Ley 19.992 (Ley Valech) por parte de ciertas instituciones de educación superior, quienes generaron programas y cursos de estudio para los beneficiados por esta ley.


2)
Requisitos de los programas de estudios.


Que de acuerdo a los antecedentes entregados a esta Comisión y el tenor del artículo 11 de la Ley 19.992, que se refiere al derecho de continuar de manera gratuita los niveles de enseñanza básica, media o superior respecto de aquellas personas beneficiadas con la ley, es posible considerar que muchos de los cursos y programas impartidos por las instituciones de educación superior no cumplen con los requisitos establecidos en la ley, ya que estos no tienen por objeto continuar estudios de nivel básico, medio o superior. Cabe sin embargo hacer presente que las Instituciones de Educación Superior tanto estatales como privadas gozan de amplia autonomía académica en conformidad a la Ley 18.962, orgánica constitucional de Enseñanza “para decidir por sí mismas la forma como se cumplan sus funciones de docencia y programas de estudio”. Ello implica que en adición a la facultad legal de otorgar títulos profesionales y grados académicos, pueden igualmente impartir toda clase de cursos, seminarios o diplomados.


Es necesario además considerar que las reparaciones a las violaciones a los Derechos Humanos, que no son sólo prestaciones, constituyen un esfuerzo para reparar lo destruido, y en ese sentido las Becas son parte de un esfuerzo por recuperar en la línea del tiempo lo que se interrumpió, aún cuando la compensación y la reparación no ayudan a recuperar la autoestima ni la capacidad de volver a tener una vida normal.


3)
Requisitos de los alumnos.


Que los antecedentes entregados por la Contraloría General de la República permiten ponderar el actual texto de la Ley 19.992 en dos sentidos. El primero de ellos se refiere a la expresión “completar los estudios de educación básica y media”, ya que de acuerdo al tenor literal del articulo 12 de la ley, este es un asunto que no pueden hacer las instituciones de Educación Superior, y si lo hacían, era de manera soslayada para reclutar una mayor cantidad de alumnos en sus planteles.


De acuerdo al artículo 12 del mismo cuerpo legal que trata como una “continuidad” los estudios básicos y medios, podemos señalar que la ley permite continuar y completar los estudios en sus niveles básicos y medio. Pero en lo que respecta a los estudios de educación superior, sólo se permite continuar con aquello que efectivamente se haya comenzado. Sin embargo, existen personas que sólo podían optar a culminar la educación media, cosa que muchos ya no querían, pero aspiraban a recibir una reparación.


El artículo 13 del mismo cuerpo legal es claro en señalar que los beneficiados con esta ley podrán continuar sus estudios de enseñanza superior.


La educación superior es un conjunto amplio de formación continua. Al respecto, observamos dos problemas, el primero es que el artículo 11 utiliza la conjunción disyuntiva “o” y no la conjunción copulativa “y”, lo que significa que se debe continuar, al menos, con los estudios en uno de los tres niveles, pero jamás en los tres. La segunda observación va en el sentido que lo único que se continúa, es decir “se sigue con algo que ya se había comenzado”, son los estudios de educación superior. Por lo que resulta grave que la misma institución de educación superior inscriba a alumnos que no tienen enseñanza media completa, los preparen para terminar su nivel de escolaridad y luego les impartan cursos y programas que nunca han estudiado. Esto, con el sólo fin de aprovechar el beneficio que le ha concedido el Estado de Chile a ex presos políticos o a sus hijos.


4)
Sobre el Reglamento.


Que de acuerdo a los antecedentes entregados a esta Comisión resulta adecuado apreciar las falencias en el Reglamento expedido por el Mineduc de la época, ya que por ley, es éste el responsable de “establecer las normas necesarias para el uso eficaz de estos beneficios...”.3

De esta manera, el Reglamento llamado: “Otorgamiento de beneficios educacionales contemplados en la Ley 19.992”, se hace cargo de establecer los requisitos y responsabilidades que deberán asumir tanto el becario como la institución en fa cual éste decida continuar con sus estudios. Sin embargo, el Reglamento no desarrolla de manera pormenorizada todos los aspectos que le atañen en materia educacional, por ejemplo, qué pasa en los casos de renuncia a los cursos o programas y la forma en cómo se realizarán los pagos a las Instituciones de Educación Superior. En segundo lugar las falencias y ambigüedades del Reglamento permiten a distintas instituciones de educación superior sacar provecho y crear una buena oportunidad de negocios a costa de los becarios y del Estado de Chile.


Por lo demás resulta imprescindible, de acuerdo a los antecedentes acompañados a esta Comisión, considerar que una de las principales falencias del Reglamento, dice relación con la ausencia de exigencias para que aquellos programas de continuidad de estudios sean conducentes a grado académico. De esta manera, y en razón de la autonomía universitaria, programas como los ofrecidos se encuentran indebidamente avalados y legitimados por este cuerpo normativo, que en cuanto al orden jerárquico de las normas jurídicas es inferior a la ley.


5) Labor de la Contraloría.


Que de acuerdo a los documentos aportados por la Contraloría General de la República y los testimonios aquí formulados, resulta indispensable analizar la actuación de este órgano en la promulgación del Reglamento y en la ausencia de fiscalización efectiva al momento de entregar las becas. Cabe tener presente que la Contraloría General de la República mediante Dictamen N° 63.206, de 31 de Diciembre de 2008, señaló que resulta improcedente que con cargo a los beneficios educacionales contemplados en la denominada Ley Valech, N° 19.992, el Ministerio de Educación continúe concediendo becas para financiar estudios de magíster y doctorados como programas no conducentes a título profesional ni a grado de licenciado. No obstante, gran parte de las universidades chilenas sigue hoy entregando programas de postgrado


Igualmente es importante considerar que en lo que respecta a las Instituciones de Educación Superior referidas a dicho Dictamen, la propia Contraloría determinó que los pagos realizados en los años 2005, 2006 y 2007 así como las sumas que se adeudaban al año 2008, encontraban sustento en la efectiva prestación de servicios educacionales, no pudiendo dejarse los actos administrativos respectivos sin efecto, por cuanto la potestad invalidatoria de la Administración reconoce como límite el no poder afectar intereses de terceros.


Por último la Contraloría General de la República determinó que tratándose de la Universidad de Artes, Ciencias y Comunicación, -UNIACC-, una de las aludidas en la investigación periodística del programa “Esto no tiene nombre” de Televisión Nacional de Chile, era dable concluir que “actuó de acuerdo con la información proporcionada por un organismo público competente, la cual, al emanar de una entidad cuyas actuaciones se encuentran revestidas de la fe pública, fue aceptada por el mencionado plantel universitario como antecedente confiable para desarrollar las actividades docentes que aparecen cuestionadas”.


En definitiva, la Contraloría estableció que existían dificultades por falta de recursos para fiscalizar y estableció además que los programas si se impartieron.


6) Respecto a las autoridades de la época.


Que es menester ponderar la mala disposición de las autoridades de la época que no asistieron a esta Comisión a dar explicaciones sobre estos hechos. En lo particular, para entregar información de las razones que se tuvieron en consideración para entregar este beneficio a los alumnos que no cumplían con los requisitos y a la existencia de programas académicos que no calificaban con los requisitos que explícitamente señala la Ley 19.992.


Asimismo, nos habría gustado escuchar por qué consideraban, por sobre todo, que la entrega de estos beneficios implicaba una materia de reparación y no una simple beca.


b) Conclusiones:


1) Sobre la Ley N° 19.992.


De acuerdo a los antecedentes acompañados a esta Comisión y en lo que respecta a la regulación sobre los estudios superiores, contenida en los distintos artículos de la ley 19.992, ha quedado suficientemente acreditado que producto de actuaciones y comunicaciones de autoridades de la época, que de acuerdo al criterio de la Contraloría General de la República, estaban revestidas de fe pública y constituían antecedentes confiables para que las Instituciones de Educación Superior desarrollaran sus actividades docentes, se han mal utilizado fondos públicos, dilapidándolos desde la promulgación de la ley y del reglamento.


En este sentido el artículo 13 de la ley N° 19.992 es claro en señalar que la expresión “continuar” significa en sus distintas acepciones “proseguir lo comenzado, durar, permanecer, seguir o extenderse”. Por tanto, podrá continuar sus estudios el beneficiario que efectivamente los dejó de realizar y nadie podrá continuar algo que no ha comenzado. Cuestión que resulta obvia para los miembros de esta Comisión y que no lo es para las autoridades del Mineduc que entregaron becas a personas que no cumplían con los requisitos establecidos en la ley: Al respecto cabe considerar las becas entregadas a personas que por su edad no estudiaron en la Universidad y que en 1973 ya no lo habían hecho porque tenían más de 35 años y se encontraban realizando otras labores.


Por lo anterior, resulta gravísima la situación de personas que recibieron becas por parte del Estado sin tener derecho alguno; esto se suma a la impartición de cursos que no 
conducían a grado o título académico. Peor aún, es la actitud del Mineduc por la falta de control en la entrega de becas, cuestión que denota falta de diligencia grave en las autoridades de la época.


2)
Sobre el Reglamento:


Los requisitos establecidos en la Ley N° 19.992 para poder acceder a los beneficios educacionales allí señalados resultan claros y precisos, motivo que no explica la amplitud, vaguedad y poca claridad que tiene el Reglamento de dicho cuerpo legal. Las autoridades de la época, desde los Ministros hasta los distintos Directores de Educación Superior, son responsables por la dictación de un reglamento que a todas luces resulta insuficiente y que permite la dilapidación de fondos públicos.


A nuestro juicio, resulta grave que el Reglamento no regule de manera clara y pormenorizada al menos tres cosas: la forma de optar a la beca, de traspasar las becas Valech y la pérdida del beneficio.


3)
Respecto al Mineduc.


A juicio de la Comisión, de acuerdo a luz de los distintos antecedentes y de las muchas declaraciones de distintos becarios de la Ley N° 19.992, se ha acreditado con claridad la displicencia e indiferencia con que la autoridad de la época abordó el problema.


Fueron numerosas las denuncias recibidas en el Mineduc y que las distintas autoridades tuvieron a la vista para resolver el problema, por lo que resulta de una negligencia gravísima la pasividad de las autoridades del Ministerio, sobre todo en lo que a recepción de reclamos se refiere. Recién bajo la actual Administración se han iniciado sendos sumarios administrativos para esclarecer responsabilidades. Es por esto que resulta fundamental la intervención del Ministerio Público para determinar la configuración de ilícitos penales relacionados a delitos funcionarios.


Es de toda gravedad que no se haya creado un sistema de reclamo vinculante para el Ministerio, la institución de educación superior y el beneficiario, dejando en desamparo a muchos becarios.


La autoridad de la época tuvo una actitud irresponsable en la forma en cómo se concedieron las becas, ya que ni siquiera se cumplió con protocolos mínimos de control. En este sentido se paga la totalidad de las becas a alumnos inscritos que no han terminado sus cursos. Además, y de acuerdo a la información proporcionada por una de las Universidades involucradas, la Uniacc, de los 1.533 alumnos inscritos en el programa “Comunicación, Gestión y Nuevas Tecnologías”, sólo 767 habrían egresado, teniendo una tasa de efectividad de tan sólo 50,03%. ¿Qué pasó con el resto de los alumnos, por qué se giraron y pagaron fondos a favor de una institución que no ha explicado de manera satisfactoria lo que ha sucedido con dichos alumnos? ¿Qué pasó en los centros de estudios superiores del país?


En efecto y de acuerdo a los antecedentes allegados a esta Comisión, resulta reprochable la actitud de las autoridades que no iniciaron sumario alguno en el Mineduc, debiendo en consecuencia la nueva Administración iniciar las respectivas investigaciones luego de mucho tiempo perdido.


A la luz de los acontecimientos, no se puede concluir de manera fehaciente que existió conflicto de interés entre los hermanos Lahsen, uno jefe de gabinete del Director de la División superior del Mineduc y el otro, miembro del equipo de extensión y comunicación de la Uniacc, debido a que los respectivos cargos fueron ejercidos en distintas épocas y por lo tanto se concluye que el vínculo familiar señalado no guarda relación con los hechos investigados.


Por otra parte, de acuerdo a los antecedentes aportados a esta Comisión, por la Contraloría General de la República, resulta inaudito y gravísimo que en el año 2008 de los 
$ 78.020.290.648.- pesos, sólo $360.604.066.-pesos, hayan sido objeto del trámite de toma de razón por la Contraloría.


4)
Sobre las Universidades.


De acuerdo a los antecedentes entregados a esta Comisión, resulta extraña la asimetría en la información utilizada por las distintas Universidades para hacer uso de este beneficio, sobre todo cuando sólo una de ellas recibió en un año poco más de $5.000.- millones de pesos, en comparación a otras Universidades. En todo caso, si la información hubiese sido difundida de manera pública se debería haber entregado por igual a todas las instituciones de educación superior para que hubiesen podido utilizarla en igualdad de condiciones.


El Mineduc actuó con un nivel de negligencia tal, que permitió que se impartieran cursos a personas que no podían continuar “sus estudios” tal y como lo dice la Ley y el Reglamento respectivo. No hay dudas en que las autoridades de la época vulneraron la correcta observancia y aplicación de la norma que emana del Congreso, cuestión que a juicio de esta Comisión es de suma gravedad. La ley es una de las formas contempladas en un Estado de Derecho para limitar el ejercicio del poder; en este caso, tal vulneración afecta nuestra propia institucionalidad democrática, siendo esto un agravante a la negligencia inexcusable por parte de las autoridades del Mineduc.


Los antecedentes proporcionados a esta Comisión son suficientes para acreditar que distintas Universidades se aprovecharon del uso de un beneficio entregado por el Estado a los ex presos políticos o a sus hijos. Si bien es cierto, como lo establece la Contraloría General de la República, que los pagos encuentran sustento en la efectiva prestación de servicios educacionales, no es menos cierto que la ausencia de control de calidad en los respectivos cursos por parte del Mineduc permitió un uso ineficiente de los recursos públicos comprometidos. Por lo demás, la mayoría de las universidades involucradas no les entregaron a los becarios toda la información necesaria para comprender los programas de estudio de los cursos impartidos, por ejemplo, no le informan si conducen o no a grado académico.


5)
Labor de Contraloría.


Evaluados los antecedentes proporcionados a la Comisión, a juicio de ésta resulta gravísimo el retardo de la Contraloría General de la República, para iniciar los sumarios administrativos respectivos y los eventuales juicios de cuenta, ya que esta es una situación que se arrastra desde hace muchos años y recién ahora se han iniciado las respectivas acciones. No se actuó de manera oportuna frente a estos hechos exigiéndose sanciones para los funcionarios involucrados.


6)
Respecto a las responsabilidades.


Las responsabilidades políticas, por una falta de diligencia grave en el ejercicio de sus funciones, recaen directamente en las ex Ministras de Educación, señoras Yasna Provoste y Mónica Jiménez De la Jara; en el Jefe de la División Jurídica de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señor Julio Castro, y en el Jefe de Gabinete de este último, señor Rodrigo Lahsen.


c) Propuestas:


Teniendo en cuenta las consideraciones de hecho y de derecho, así como las apreciaciones y conclusiones expuestas precedentemente, la Comisión viene en proponer a la H. Corporación lo siguiente:


1) En relación al Mineduc.


Hacer un llamado al Ministerio de Educación a fin de que:


a.
Aclare de manera reglamentaria la situación de las personas que no han terminado los cursos.


b.
Exija perentoriamente a las instituciones de educación superior la información necesaria para conocer el estado de cumplimento de las becas.


En este sentido resulta prioritario que el Mineduc aclare la situación de los afectados por las distintas Universidades, sobre todo de aquellos que aparecen como inscritos en tos cursos pero no se sabe su situación académica. Recuperando, en los casos que procedan, los dineros que fueron mal entregados por no existir causa legal, debiendo, ser reasignados los mismos en beneficio de las personas afectadas.


Y, en el caso de las personas beneficiarias que no hubiesen recibido una reparación efectiva de acuerdo al espíritu de la ley, el Ministerio deberá velar por que ello ocurra efectivamente.


c.
Cree un mecanismo de reclamo claro y expedito para los usuarios afectados.


Por lo demás, resulta relevante que las becas puedan ser traspasadas a los sucesores de los beneficiarios y los recursos entregados directamente a los que posean los derechos y que sean ellos los que escojan libremente el plantel y la universidad donde quieran estudiar, velando porque efectivamente se haga realidad el beneficio.


2) En relación a la Contraloría.


Instar a la Contraloría General de la República a pronunciarse sobre aquellos dineros que se pagaron por cursos impartidos, que no cumplían con los requisitos establecidos en la ley N° 19.992, si los hubiere con posterioridad a su Dictamen de fecha 31 de diciembre de 2008.

-o-

VI. Diputado informante.


La Comisión designó como Diputado Informante a don Gustavo Hasbún Selume.


Tratado y acordado en sesiones de fechas 2, 7 y 14 de junio; 5 y 26 de julio; 2, 16 y 30 de agosto; 13 de septiembre; 4 y 14 de octubre, y 16 de diciembre, con la asistencia de los miembros titulares de la Comisión, diputados señores Gustavo Hasbún Selume (Presidente), Enrique Accorsi Opazo, Germán Becker Alvear, Marcos Espinosa Monardes, Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, José Miguel Ortiz Novoa, Felipe Salaberry Soto, Mario Venegas Cárdenas, Germán Verdugo Soto, Felipe Ward Edwards y señora María José Hoffmann Opazo.


Sala de l
omisión, a 20 de diciembre de 2010.


(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENTI Abogado Secretario de la Comisión”.
5.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Robles, Accorsi, Castro, Chahín, Jarpa, Meza, Monsalve y Torres.


Modifica el artículo 11, de la ley de tránsito, disminuyendo la tolerancia a la conducción bajo la influencia del alcohol. (boletín N° 7387-09)


“Lo dispuesto en los Artículos 1°, 19°, 63° y 65° de la Constitución Política de la República; en la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el Reglamento de la H. Cámara de Diputados.


Considerando: 


1.
En todo el orbe el alcohol es considerado una de las principales causas de accidentes de tránsito y nuestro país no está ajeno a dicha verdad, Las estadísticas, expertos en temas de seguridad vial y carabineros de Chile han encontrado una relación directa entre alcohol y accidentes de tránsito.


2.
Asociación que constituye una de las primeras causa de muerte, Sólo el año pasado hubo 1.508 fallecidos por accidentes de tránsito, en un 15% el alcohol estuvo presente. Este año llevamos 1.510 fatalidades. Asimismo, en promedio, al año 7.488 personas quedan con secuelas de por vida producto de un accidente o atropello y 55 mil lesionados.


3.
Un conductor ebrio es un peligro en potencia. Este es un criterio que debemos tener siempre presente De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud, entre 0,3 y 0,5 g/l de Alcohol en sangre produce desinhibición, se alteran los movimientos oculares que dificulta el enfoque adecuado de los objetos, se alteran los reflejos y hay una conducta impulsiva que lleva a los conductores conducir de manera imprudente.


4.
Un estudio de la Organización Panamericana de la Salud revelo que manejar un vehículo bajo los efectos del alcohol aumenta el riesgo de sufrir accidentes en más de 17 veces. Lo mismo señaló la OMS en su informe mundial sobre prevención de traumatismos causados por accidentes de tránsito(2009), concluye que el riesgo de sufrir accidentes de tránsito aumenta significativamente cuando los niveles de concentración de alcohol en la sangre están sobre los 0,4 g/l.


5.
Debemos recordar que nuestra Ley del Tránsito, si bien prohíbe conducir tras haber injerido algún tipo de alcohol o estupefaciente, considera dos escenarios posibles: conducir bajo “la influencia del alcohol” o “en estado de ebriedad”. Sobre 0,5 g/l y menos de 1 g/l es considerado bajo influencia y sobre 1 g/1 estado de ebriedad. En ambos casos, considerando las recomendaciones de organismos mundialmente reconocidos, son laxas e insuficientes para atacar normativamente este problema social.


6.
En este sentido, es necesario impulsar una reforma a la Ley, aplicar una política de tolerancia cero al consumo de alcohol, para evitar nuevos accidentes en nuestras calles. Ese es el objeto de esta Moción: Rebajar la tasa de alcohol al conducir de 1 gramos por litro en sangre a 0,4 gramos. De este modo, quedaría prácticamente prohibido manejar al consumir bebidas alcohólicas, a costo de enfrentar penas más duras. Política que debería actuar, de acuerdo a la experiencia internacional, como efecto des inhibidor de los conductores.


7. Chile, un país con una gran cantidad de consumo de alcohol, cerveza, ron y pisco, en particular, debe ser menos permisivo y aplicar políticas más duras y proactivas. Esto es sólo parte de la solución, ya que debemos también impulsar otro tipo de medidas, como propaganda, educación, puntaje en las licencias de conducir, entre otras.


Por tanto: 


Los diputados que suscriben vienen en someter a vuestra consideración el siguiente,

PROYECTO DE LEY

MODIFICA EL ARTÍCULO N° 111 DE LA LEY DE TRÁNSITO DISMINUYENDO LA TOLERANCIA A LA CONDUCCIÓN BAJO LA INFLUENCIA DEL ALCOHOL

1.
En el inciso segundo reemplazase el guarismo 1,0 por “0,4”

Reemplazar el inciso tercero, por el siguiente: “Se entenderá que hay desempeño bajo la influencia del alcohol cuando el informe o prueba arroje una dosificación superior a 0,1 e inferior a 0,4 gramos por mil de alcohol en la sangre”.
6.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Jaramillo, Ceroni; Espinosa, don Marcos; Godoy, Martínez, Ortiz; Pérez, don José; Jarpa y Vilches.


Modifica la Ley General de Enseñanza, estableciendo la obligatoriedad de impartir una hora semanal de Educación Cívica.”. (boletín N° 7388-04)


“Actualmente se debate en nuestra sociedad la conveniencia o no de establecer el sufragio voluntario, situación que vendría a desarrollar la norma constitucional vigente establecida en el artículo 13 de la carta fundamental. 


No han sido pocos los argumentos esgrimidos a favor o en contra de tal postura pero básicamente pueden resumirse en dos, aquellos que apelan a la libertad del individuo para manifestar o no su voluntad mediante el voto y aquellos que sostienen que la vida en sociedad implica ciertas obligaciones aparejadas a los derechos que ello conlleva. Una de estas obligaciones o deberes consistiría en participar activamente en la democracia mediante el sufragio. 


Para los primeros, la calidad de la política y la cercanía de las autoridades sería aliciente suficiente para “encantar” al electorado, invitándolo a votar. Para los segundos, solo mediante una obligación se garantizan niveles de participación representativos y plenamente democráticos.


En efecto, estudios han demostrado lo “regresivo” de la modalidad voto voluntario, al sub representar a los sectores menos beneficiados de la sociedad, quienes por lo general, tienden a concurrir en menor escala, a los actos eleccionarios, sea por desconocimiento, falta de medios, incompatibilidad con sus labores, etc. 


Una de las razones que aparece prístina frente a tal indiferencia respecto a la democracia y sus sistemas de generación de autoridades y representantes, corresponde al gran desconocimiento que existe respecto a la forma y funcionamiento del Estado. En efecto, en no pocas ocasiones es posible verificar la ignorancia de la gente respecto a las facultades de tal o cual autoridad, así como desconocimiento de sus propias posibilidades y valor real de su participación en diversos órganos o estamentos democráticos.


Como resulta lógico, este desconocimiento es mayor en aquellos sectores sociales más postergados, quienes no han tenido ocasión de recibir una educación de calidad ni de una cultura cívica imbuida desde el hogar.

Como una manera de disminuir esta brecha cultural e interesar a mayor número de ciudadanos a participar de la democracia a través del voto, es que se propone el siguiente 

PROYECTO DE LEY


Artículo único: Agrégase al artículo 5° de la ley N° 20.370 General de enseñanza, un inciso segundo del siguiente tenor:


Art. 5º. Corresponderá al Estado, asimismo, fomentar la probidad, el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades y promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura de la paz y de la no discriminación arbitraria; estimular la investigación científica, tecnológica y la innovación, la creación artística, la práctica del deporte, la protección y conservación del patrimonio cultural y medio ambiental, y la diversidad cultural de la Nación.


Los planes y programas de estudio de educación media deberán considerar los objetivos y contenidos destinados a la formación ciudadana de los educandos, para lo cual deberán comprender, a lo menos, de una hora semanal de Educación Cívica, paro cumplir con los planes y los programas, señalados en este artículo”.
7.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Jaramillo, Ceroni; Espinosa, don Marcos; Godoy, Jarpa, Martínez, Ortiz, Pérez, don José; Vilches y de la diputada señora Vidal, doña Ximena.


Modifica el Código Sanitario exigiendo que el director responsable de publicaciones re-lativas a la salud sea un profesional del área.”. (boletín N° 7389-11)

“El derecho a la salud es uno de los pilares básicos de todo Estado Social de Derecho. En ese entendido, el Estado adopta diversas políticas públicas a objeto de acercar la atención sanitaria a la población, contando con medios materiales y humanos encaminados a tal efecto. A mayor abundamiento, el Estado regula mediante diversas normas, el ejercicio de las profesiones relacionadas con el ámbito de la salud, así como las empresas y entes jurídicos que prestan estos servicios, sea en la esfera pública o privada.


En ese marco, no es posible que el Estado deje de regular la circulación de numerosas publicaciones pseudocientíficas que sin incurrir directamente en algún ilícito sancionado penal o administrativamente pueden crear desinformación o inducir a error a lectores de menor nivel cultural.


Dicho esto, parece entonces esencial la existencia de un mecanismo que permita hacer efectiva la eventual responsabilidad de los citados medios, a través de un Director Responsable que tenga cabal conocimiento de los potenciales riesgos que pudiesen originar el contenido de sus artículos.


El proyecto propuesto busca entonces que esta persona, sea un profesional del área de la salud, pues la posesión de cualquiera de estos títulos permite al director ponderar científicamente, la conveniencia o no de publicar determinados artículos, garantizando de esta forma plenamente los fines expuestos anteriormente. En este entendido es que se presenta el siguiente

PROYECTO DE LEY


Artículo único: Agrégase un nuevo inciso segundo al artículo 52 del Código Sanitario, del siguiente tenor:


Artículo 52°.- Las instituciones educacionales y las empresas informativas del Estado o particulares, deberán coordinar los programas que digan relación con salud u otros similares, con los del Servicio, cuando éste lo solicite.


Las publicaciones cuya temática sea preferentemente relacionada al ámbito de la salud, deberán contar con un director responsable de alguna de las profesiones contempladas en el Libro V de este Código. 

Artículo transitorio:


Un Reglamento, que deberá ser dictado por el Ministerio de Salud en el plazo de un año, determinará las reglas que establezcan en qué situaciones una publicación tiene una temática preferentemente relacionada al ámbito de la salud.


Durante dicho lapso, las publicaciones actualmente existentes podrán seguir circulando, debiendo cumplir con el requisito del artículo 52, inciso segundo del Código, al momento de dictarse el Reglamento”.
8.
Proyecto iniciado en moción de los señores diputados Jaramillo, Ceroni; Espinosa, don Marcos; Godoy, Jarpa, Martínez, Ortiz; Pérez, don José; Vilches, y de la diputada señora Vidal, doña Ximena.


Modifica la ley sobre arrendamiento de predios urbanos, estableciendo el derecho del arrendador de modificar datos de domicilio de su ex arrendatario. (boletín N° 7390-14)

“Para nadie resulta extraño el hecho que una de las mayores dificultades que encuentra actualmente un arrendador, consiste en las eventuales molestias y perjuicios que implica el verse expuesto a perder sus bienes y tiempo frente a juicios ejecutivos dirigidos contra su ex arrendatario. 


En efecto, tal y como ha sido profusamente documentado a través de la prensa, tanto escrita como televisada, muchos arrendatarios no modifican en los bancos de datos llevados por sus acreedores, los datos una vez se cambian de domicilio producto del término de un contrato de arrendamiento o el desahucio judicial del mismo, lo que ha llevado a muchos propietarios que arriendan sus inmuebles como una forma de obtener ingresos adicionales, a ver embargados sus propios bienes como una forma de garantizar la solución de una deuda ajena.


Sin desconocer la existencia de mecanismos jurídicos tendientes a precaver la eventual realización de sus bienes, como las tercerías de dominio y de posesión, el ejercicio de tales acciones independientes en juicio requieren tiempo y dinero, al requerir representación de abogado así como eventuales costos asociados a la tramitación del juicio. 


En este contexto, este proyecto plantea otorgar al ex arrendador, la facultad exclusiva de modificar los datos de un tercero, situación excepcional a la luz de la Ley 19.628 Sobre Protección de Datos de Carácter Personal, con el solo fin de precaverse frente a eventuales embargos que pudiesen trabarse contra bienes de su propiedad, lo que permitiría evitar en muchos casos, el tener que accionar contra demandante y demandado en juicio ejecutivo como tercerista, con el consiguiente ahorro de dinero y tiempo.


Al mismo tiempo, el proyecto consulta una multa al ex arrendador que una vez caducado el contrato de arrendamiento, siga entregando como dato relevante, el domicilio de su ex arrendador como propio.


La excepcionalidad de la facultad que busca entregar este proyecto requiere a su vez, que el arrendador cuente con datos fidedignos que permitan eliminar el dato correspondiente al domicilio de su ex arrendatario, los cuales se encontrarían contenidos en el contrato mismo de arrendamiento cuando es a plazo fijo o en el eventual desahucio judicial que le ponga término. 


De esta manera, se asegura que el ejercicio de esta potestad sea hecho de manera responsable y sin perjuicio para el ex arrendatario.


Habida consideración de los argumentos anteriores es que se propone el siguiente 

PROYECTO DE LEY


Artículo primero: Agrégase en la Ley N° 18.101 que Fija Normas Especiales Sobre Arrendamiento de Predios Urbanos, los siguientes artículos nuevos:


I.- A continuación del artículo 6°, un nuevo artículo 6° bis del siguiente tenor:


“Art. 6º bis. En los casos contemplados en los artículos anteriores, el ex arrendador podrá concurrir con la sola copia del contrato de arrendamiento a plazo fijo que haya expirado o de la sentencia judicial que le haya puesto término, a los bancos de datos personales a objeto de notificar tal hecho y eliminar de dichos bancos, el dato correspondiente al domicilio de su ex arrendatario y/o subarrendatarios si los hubiere.” 


II.- A continuación del numeral 3) del artículo 24, un nuevo número 4) del siguiente tenor.


“4) El arrendatario que una vez expirado el contrato de arrendamiento a plazo fijo, o una vez desahuciado judicialmente el mismo, señale como domicilio particular el inmueble objeto del mismo.”
9.
Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 9 de diciembre de 2010.


Oficio N° 5.212Q


Remite sentencia.

Excelentísima señora

Presidenta de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 9 de diciembre de 2010 en el proceso Rol N° 1.449-09-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida en el rol de ingreso N° 8063-2009, sobre recurso de protección interpuesto ante la Corte de Apelaciones de Santiago en contra de la 


Tesorería General de la República y del Administrador del Fondo de Crédito Universitario de la Universidad de Chile.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA

PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES

VALPARAÍSO”.

10. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 14 de diciembre de 2010.


Oficio N° 5.219


Remite sentencia.

Excelentísima señora

Presidenta de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia autorizada de la sentencia definitiva dictada por esta Magistratura con fecha 14 de diciembre de 2010 en el proceso Rol N° 1.629-09-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida en la causa sobre recurso de protección interpuesto en contra de Isapre Cruz Blanca S.A., ante la Corte de Apelaciones de Santiago, Rol de ingreso N° 33-2010.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA

PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES

VALPARAÍSO”.
11. Oficio del Tribunal Constitucional.

“Santiago, 14 de diciembre de 2010.


Oficio N° 5.238


Remite resolución.

Excelentísima señora

Presidenta de la Cámara de Diputados:


Remito a V.E. copia de la resolución dictada por esta Magistratura con fecha 14 de diciembre de 2010 en el proceso Rol N° 1.838-10-INA, sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad promovida ante este Tribunal en los autos Rol N° 1225-2007 de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, acompaño copia del requerimiento y de la resolución que declaró su admisibilidad.


Dios guarde a V.E.


(Fdo.): MARCELO VENEGAS PALACIOS, Presidente; MARTA DE LA FUENTE OLGUÍN, Secretaria.

A LA EXCELENTÍSIMA SEÑORA

PRESIDENTA DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DOÑA ALEJANDRA SEPÚLVEDA ORBENES

VALPARAÍSO”.
*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente. PRI: Partido Regionalista de los Independientes. PC: Partido Comunista.


1 Las personas incluidas en el Prais son aquellas reconocidas corno víctimas de la represión politica del Régimen Militar, por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, según lo estipula la Ley N° 19,123. Además, son beneficiarios también la cónyuge sobreviviente, madre o padre (en caso que la madre falte), la medie de hijos naturales, hermanos y los hilos menores de 25 añoso discapacitados de cualquier edad.


2 Son aquellas individualizadas en los anexos "Listado de prisioneros políticos y torturados" y "Menores de edad nacidos en prisión o detenidos con sus padres", de la Nómina de Personas Reconocidas corno Víctimas, que forma parte del Informe de la Comisión nacional sobre Prisión Politica y Tortura, creada por el D.S. N° 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior).


3 Artículo 14, Ley N° 19.992





